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INTRODUCCIÓN 

El tema central para el desarrollo de esta investigación se basa en el estudio 
del juicio de residencia, y en las características que le dieron reconocimiento 
desde su origen. Así como las razones por las que ha trascendido. y se 
encuentra en los ordenamientos jurídicos actuales. 

Este tema ha sido estudiado escasamente, por algunos juristas, y por 
estudiosos de las Ciencias Sociales. Por ello es necesario, tener una visión más 
amplia de lo que significó el juicio de residencia en nuestra cultura. · 

El juicio de residencia se llevaba a cabo por los griegos, de ahí pasó a los 
romanos. Estos al conquistar a España les legaron esta ii1stitución 
(romanización). Y fue precisamente, España quien modificó un poco el juicio 
y le añadió elementos propios, para posteriormente traerlo a la Nueva España 
a través de los ordenamientos que se establecieron en la Corona y en el 
VitTeinato, principalmente. 

Los primeros ordenamientos del México independiente tuvieron contemplado 
a este juicio, como lo habían concebido los españoles. Luego, queriendo· 
erradicar todo aquello que dejaron los españoles y para que funcionara el 
nuevo sistema político, con "instituciones nuevas", se empezó a desvirtuarla· 
naturaleza primigenia del procedimiento y difirió la manera de sustanciarlo y 
los alcances del mismo (en cuanto a sanciones). 

Asi en todas las constituciones que ha tenido el estado mexicano, hemos 
encontrado, de alguna manera, a este juicio. 

Era una figura que en algunas circunstancias especiales, dejaba en estado .de 
indefensión al inculpado, sin embargo era perfectible esa desventaja, sin ir por 
ello al extremo de establecer mayores ventajas y privilegios para el. servidor. 
público a diferencia de otros inculpados. 

Actualmente se encuentra fragmentado el juicio de residencia y plasmado en 
diversos ordenamientos, aún cuando sólo se trate de reminiscencias 
pequeñisimas de lo que antaño fue. Trataremos de demostrar que aún está .en 
buena parte de la legislación mexicana. 
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Al realizar esta investigación, jamás imaginamos que el juicio de residencia 
tuviera elementos tan interesantes e importantes para el campo jurídico. Por 
ello consideramos que el método histórico fue fundamental para la presente 
investigación. Además de los métodos: inductivo, deductivo, dialéctico y 
estructural. 

Esta tesis responde u un objetivo general )' éuatr~ 6bjetivos específicos, que 
trataremos de cumplir y reforzár COrL la, informaci~n'· plas!nada; pura ello 
tenemos: 

.. P~jc.Í!Y:~~,2;~f ;t4t 
-_<-:· -~::,:._··L "'··-:(\.: ~ :' 5l/-~ -~ ~< :-~~ ·::;.; 

Estudiar y analizar el júicio de:résideniia ~ tr~v'és de la historia; desde Roma 
hasta la época actual; ydétérníiriár.'sú: contribución como medio de control de 
la actuación de.los servidorés públicos>-'." '.;. · · · · · 

• • ' • , • ! • > -, : .... _,·- ,, 

;;_:. ··::;;>; 

~:~:~' .•· 

, 6~~~ti~o~j~~_pccíficos. · 

Describir las ~tap;~ Cl~i"J~icf~di'~g;·¡cteri6ia y sus consecuencias. 

~:,~::~~~!~%~¡¿~;\~~~if ~}~t~~{R¿~" "~" maroito,;., ., 1 •• ,. º 

Puntualizar la contfib~lcí.?n''a~;-~J~li~io Jd~\~sidet;cia a'. las instituciones 
pi'.1blicas. .. ; ·:;:.··: ·¡:'.:: .,. :) _., 

:y: L~~ , ·.-">· 

Conocer y señalar los ;'(írd~n~rnié~tós ·jui-ídicos en . los que existen. 
reminiscencias del j"uicí9 erí comento.'' 
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PLANTEAMIENTO 

El problema que queremos plantear desde un punto de vista jurídico~histórico 
es la permanencia fragmentada del juicio de residencia y su contribución en la 
Administración Pública Federal. 

En la antigüedad, los romanos, hacían responsables y les imponían penas 
severas a los magistrados y cónsules que al impartir justicia, aprovechaban su 
encargo para recibir dádivas y presentes, y así obtener beneficios materiales. 
Todo aquel que aceptaba un cargo "honorario" sabía que al término de su 
gestión m:cesariamente iba a ser "residenciado", sobre todo si había alguna 
inconformidad por parte de algún ciudadano romano, por la manera de 
conducirse durante el ejercicio de su cargo . 

Las penas que se imponían iban, desde azotes hasta la pena de muerte y por 
supuesto la exhibición pública del servidor deshonesto. Consecuentemente, no 
podia ocupar otro cargo de carácter honorario. 

En México durante la época del Derecho Indiano, España, modificó un poco 
este juicio, agregándole que, todo Gobernador o Virrey recibiría visita de la 
Real Audiencia para calificar el desempeño de su función y evitar que hubiera 
dádivas, corrupción y consecuentemente enriquecimiento ilícito. 

A todo aquel que estuviera encargado de gobernar o de impartir justicia, del 
que se tuviera sospecha y/o denuncia, de que se había beneficiado ejerciendo 
arbitrnria e inescrupulosamente su encargo, se le sujetaba a un juicio llamado 
de residencia, llamado así porque el enjuiciado debía residir en el lugar en que 
se desempeñó como funcionario, por lo menos mientras se sustanciaba el 
proceso. 

Este proceso se iniciaba 50 días posteriores al término del encargo; más tarde 
en España Fernando el Católico determina que aquél se lleve a cabo después 
de 30 días de que haya concluido su gestión el servidor público. Este juicio se 
$UStanciaba en un periodo máximo de seis meses. Durante el proceso se 
ofrecían testigos de cargo y de descargo y si el residenciado resultaba culpable 
se le imponía una sanción pecuniaria y se le recogían los bienes obtenidos 
ilícitamente. Además de la sanción penal correspondiente, resultante de la 
acumulación de causas. 
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En cuanto se iniciaba el proceso, se invitaba públicamente a que tÓdo aquel 
que tuviera alguna inconformidad por la manera de conducirse del funcionario 
durante su ejercicio, lo manifestara ahi, de tal suerte que pudiera constatarse la 
acusación, además de que se confom1aba una acumulación de causas para 
procesar al residenciado. 

Aún cuando el inculpado hubiera fallecido, se seguía el juicio si ya se había 
iniciado, obligándose a los descendientes a comparecer, y en caso de resultar 
culpable el occiso, los familiares debían pagar una indemnización y/o 
devolver las propiedades que hubiese obtenido el enjuiciado, durante su 
encargo. Además de hacer pública la sentencia y la deshonestidad del 
residenciado. 

En 1824 en la Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos se le da 
el nombre de responsabilidad política. y en la actualidad se denomina igual. 

Para fincar responsabilidad política a un servidor público es necesario ahora 
llevar a cabo un juicio político, siempre que se trate de actos u omisiones que 
redunden en perjuicio de los intereses públicos o de su buen despacho. 

El órgano político al que se le encomienda el papel de juez {Cámara de 
Senadores) sólo conocerá y decidirá sobre imputaciones de carácter político, 
como las violaciones a la Constitución y a la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, más no de aquellas que 
impliquen alguna violación a las leyes penales. Consecuentemente las 
sanciones serún ele carácter eminentemente político tales como: la remoción 
d..:I cargo desempeñado y la inhabilitación para ocupar un cargo o desempeñar 
comisiones de carácter público hasta por veinte años. 
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HIPOTESIS 

El juicio de residencia a través de las diferentes etapas históricas ha 
prevalecido, ha evolucionado'· y se encuentra en nuestros· ordenamientos 
vigentes, bajo el nombre de responsabilidad política. · 

La responsabilidad política tiene al iguaÍ que su antecesor, ,,el j~ieio de 
residencia, la finalidad de imponer sanciones a los servidores públicos 
deshonestos, perq éstas muchas veces no son acordes ál daño ocasionado por 
lo tanto, no se resarce el daño adecuadamente. 

Si a todo servidor público se le diera nombramiento "honorario''. y al terminar 
su gestión se le revisara y fincara responsabilidad penal en cnso de haber 
delito, entonces los servidores públicos se apegarían a la legalidad y habría 
más honestidad por su parte. 

Si al servidor público que se le encontrara culpable de haberse enriquecido 
aprovechando su nombramiento, además de la sanción penal se le obligara a 
resarcir el daño ocasionado; ya sea a los ciudadanos o .al erario público, 
entonces se conduciria con honestidad y .ejercería cabalmente su cargo 
pt"1blico. 

Si un servidor público es juzgado con·.la misma severidad que cualq~ier otro 
presunto delincuente, entonces el cargo ·de servidor públiCo seria,, ejerddo a. 
cabalidad. ' .·• ,· · · . ' .. ·. ··· . 

El buen desempeño del cargo,'d.~·~~~ldor públi~oes mpb~in~~ytra¿end~nte 
en los aspectos: económico, político y social del país 
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TES 1 S 

El juicio de residencia, posterionnente llamado responsabilidad política no 
debiera ser un juicio especial, ya que los servidores pt'.1blicos son personas 
fisicas que deben responder de sus actos ilícitos; al igual que cualquier 
delincuente, con la agravante de haber cometido delitos usando su 
nombramiento para ello. 

La responsabilidad política deberá sustanciarse en un proceso ordinario ante 
un órgano jurisdiccional al igual que cualquier delito del orden penal. Es decir, 
todo aquel servidor público que en ejercicio de su cargo atente contra el orden 
público, reciba dádivas, y en general: no cumpla con su encargo deberá tener 
una sanción de tipo penal, ya que las sanciones políticas impuestas en la 
actualidad son benévolas en comparación a las que se aplican a otros 
transgresores de la Ley. 

Se ha perdido la caracteristica que distinguía a este tipo de juicio en la época 
colonial, ya que el juicio de residencia tenía por finalidad hacer que el servidor 
público que no cumpliera cabalmente con su encargo, realmente tuviera una 
sanción ejemplar para que los subsecuentes servidores pt'.iblicos la tomaran en 
cuenta en su ejercicio propio. 

En la actualidad, se conserva la característica. de que la ley contempla como 
sanción la inhabilitación para ocupar otro cargo público, en un tiempo 
determinado, pero las sanciones pecuniarias, son irrisorias a comparación de 
los beneficios que en muchos de los casos , obtienen los servidores públicos 
deshonestos. Que aün cuando los inhabiliten, el beneficio económico obtenido 
l.:s satisfará sus gastos en tantc no trabajen en la administración pública: o 
bit:n pueden dedicarse a sus negocios propios de manera satisfactoria. 

A todo servidor público, debería sujetárselc a proceso penal en cuanto hubiera 
una denuncia en su contra, de que recibe dádivas o usa su encargo en su 
bendicio. fuera de lo legalmente pe1mitido. Además de que al tenninar su 
gt:stión debt:ría practicársele una auditoria con la finalidad de ver en que 
condiciones deja los recursos materiales y humanos que estuvieron bajo su 
responsabilidad. Asimismo, debería asumir totalmente, la responsabilidad por 
las irregularidades que se detecten terminada la revisión de su gestión. 
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CAPITULO 1 
ANTECEDENTES 

ROMA 

No sería posible trazar la historia del derecho, ya sea el universal o el especial, 
propio de un estado o pueblo, sin derivarla o cuando menos vincularla con el 
Derecho Romano. En tal virtud, dados por conocidos los elementos esenciales 
de este derecho, habrá que hacer una breve mención de lo que fue en su 
esencia y la trascendencia que ha tenido dentro de la civilización de la 
humanidad hasta nuestros días. 1 Por ello haremos un recorrido histórico rápido 
por lo que ha sido el derecho en su cuna. 

Roma ha dictado leyes al mundo en tres ocasiones, en las que ha servido como 
punto de unión entre los pueblos, por la unidad del Estado, primero, cuando el 
pueblo romano estaba aún en la plenitud de su poder; por la unidad de la 
Iglesia, después de la caída del Imperio Romano; y la tercera vez, por la 
unidad del derecho, cuando habiendo renacido éste a finales de la Edad Medía, 
se verificó el fenómeno de la recepción de los Derechos extranjeros, en virtud 
de la cual se aceptó el Derecho de Roma como Derecho propio de las diversas 
naciones de Europa y posteriormente se traslado a América a través de los 
conquistadores europeos. 

Esto sin duda se debe a la especial maestría que tuvo Roma para crear una 
técnica jurídica insuperable. Cuando un pueblo empieza a salir del estado de 
barbarie en que sólo instituciones rudimentarias proveen a sus necesidades 
esenciales, van apareciendo con características técnicas ciertas inclinaciones 
que revelan disposiciones especiales para hacer el derecho. La individualidad 
de cada pueblo comienza a manifestarse y descubre una misión y una 
vocación especiales.2 

No debemos olvidar, que Roma tomó los elementos que le fueron t'.1tiles de 
otrns civilizaciones, cuando logró conquistarlas. De esta manera enriqueció su 
acervo, no sólo cultural, sino también en otros ámbitos. 

1 UGARTE Cortés. Juan. ln-stitucioncs y textos lushistóricos Rorna·Esp~ña ... l\otéxico. colección de Ciencias 
Sociales. t,.. Ed.: Edil. Universidad Autónoma dd Estado de 1\.té."<ico. México. 2000. p. 90 · 
.! ldcnt. p. SQ 
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l. t. Autoridades 

La Roma antigua pasó por tres épocas: La Monarquía, la República y el 
Imperio. En cada una de dichas etapas hubo autoridades similares como lo 
veremos a continuación: 

ÉPOCA MONÁRQUICA 

Esta primera etapa comprendió del afio 753 a.C;, al año 509 a. de C. 
Cuincidicndo estas fechas, con la fundación y caída de Tarqt.iíno el Soberbio, 
respectivamente. 

La religión estuvo muy ligada. a .la vida institucional del.Estado, p~r ello la's 
relaciones de los particulares estaban regidas por la voluntad :de,)os :dioses 
dada la vinculación de las normas jurídicas con las normas religiosas: 

Los órganos político administrativos.más importantes fueron: el rey, el senado 
y los comicios, así como lós colegios sacerdotales. 

El rey 

Se halla en el poder un Do111i1111s (dueño y señor), un personaje divinizado, una 
verdadera encarnación sacralizada del estado. El es la única fuente de la ley, 
aunque su poder debe enmarcarse en los principios del derecho natural, 
.. siempre firmes e inmutables''.3 

El supremo sacerdote, intérprete de la voluntad divina, fue el rey, quien, para 
el manejo de los asuntos religiosos estaba auxiliado por ciudadanos patricios, 
con dignidades sucerdotales que componían los colegios de los pontífices, de 
los augures y de los feciales'. Los augures tenían como misión consultar la 
\'Oluntacl dt.: los dioses (compuesto en un principio por 3 miembros y al final, 

'PIETRO, Alfredo Di. L::tpicza clli t\ngcl Enrique, Manuel de Derecho romano, 4ª ed. Edit, Ediciones 
IJcpalnt.:1; Buenos Aires, 1985 p. 57 
.i PE~.-\. Guzm¡\n Luis Alberto y Arguello Luis Rodolfo. Derecho romano. lu cd. Edit .. TEA. Buenos Aires, 
J1J(12. p 10.'.! 
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por 15 miembros); los feciales se dedicaban a atender la política exterior, es 
decir velaban el cumplimiento de los tratados. 

El soberano, estaba investido de la suprema magistratura, entre sus 
atribuciones principales estaban las siguientes: convocar y presidir los 
comicios y designar a los miembros del senado. Además ejercía la jefatura 
militar y política, aunado a la representación que hacia de la comunidad ante 
los dioses. 

El rey actuaba asistido de diversos funcionarios, como lo indica Peña 
Guzmán: 

·• ... c;tando asistido por el prefecto de la ciudad (praefecllls 11rbil) que en su ausencia ejercía la 
nutoriJad que aquél detentaba. En la esfera judicial, era el primer magistrado con jurisdicción 
criminal para los delitos públicos contando con la colaboración de dos funcionarios imperiales. los 
d1101·in per d11e//io11is con facultad para juzgar los delitos de alta traición y los quaestores parricidii. 
jueces esp~ciales para las causas por homicidio."º 5 

El reg11m:n político más antiguo de Roma fue el monárquico, con 
características distintas en la época latino-sabina y en la etrusca. En la primera 
el rey (rex de regere = dirigia) era elegido vitaliciamente por los parres 
representantes de las gentes patricias, que guardaban celosamente sus 
privilegios, influían en el rey y se ocupaban del gobierno en caso de trono 
vacante (i11terregm1111) hasta la elección del nuevo rey. Ese grupo de paires fue 
el núcleo originario del sano (se11atus ele senes = anciano). Las facultades de 
ese incipiente senado no estaban delimitadas.6 Los reyes etruscos (o 
tilut:truscos) introdujeron en Roma importantes refornias de toda índole 
(políticas, urbanísticas, militares, económicas, etc.) que cambiaron 
radicalmente el carácter de Roma e hicieron de ella una verdadera ciuclacl­
cstado.7 A los titulares con amplio poder se les puede llamar jefes de estado 
rumano y son en primer lugar, los reyes (monarquía), luego en la etapa 
republicana los cónsules y los príncipes, y en el imperio los césares y augustos 
(emperadores). 

· Op. en. Pci\a. p. 97 
"l "HURRUC1\, Juan Oc, lntroc.Jucción histórica al Derecho Romano. 7ª cd., Edit. Universidad de Dcusto, 
Hi lh:10. J 994. p.3; 
. hktn. p. 36 . 
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El senado 

Luego de manera piramidal al final de la Monarquía y en la Rep1.'lblica, 
aparecieron órganos y diversos magistrados, siendo el· senado el de mayor 
relevancia. 

El senado tenía amplias atribuciones tales como: ratificar las decisiones 
comiciales (patÍw11 auctoritas), y, en general, evacuar las consultas que el rey 
efectuaba cuando tuviera· necesidad de adoptar decisiones trascendentales para 
la vida del Estado. ~labia la obligación de que cada senador debía ejercer por 
tuno el cargo de interrex en caso de vacancia de la magistratura suprema8

• 

Lns comicios· 

Aún cuando no eran propiamente autoridades, su participación en la vida 
política era, sumamente importante por ello se mencionan. 

El sentido conservador de los romanos les hizo coexistir cuatro tipos de 
reunión (co111iti11111) de la ciudadanía, originados en distintas circúnstancias y 
con distintos presupuestos y finalidades. - · ·' 

El comicio curiado, basado todavía en la organización gentilicia; sólo 
tendrá en la res publica, fuera de la formalidad de solemnizar el 
reconocimiento de los magistrados cum imperio (/ex curiata ·de 
imperio), funciones de control de actos vinculados con la organización 
familiar9

• 

El comicio centuriado, verdadera expresión del populus en su vers1on 
timocrática, seguirá siendo el más importante (comitiatus maximus) y 
necesario para las más trascendentes manifestaciones de la soberanía 
popular10

• 

El concilio de la plebe, asamblea revolucionaria en sus orígenes, se 
había legitimado e integrado a la civitas. Cuando se llega a la 

· (Jp. cit. Pi:na. p. 99 
''<._ 1¡' . ..:it Pictro. pp . ..1.~-43 
l' ldt.:11\. p. -'J 
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equiparación de los plebiscitos con las leges el concilio resulta el más 
ágil y frecuentado medio de legislación pública. Después de los Gracos 
será el escenario de las agudas luchas políticas' 1• 

El comicio tribado, organizado sobre la misma base del concilio de la 
plebe la distribución de la ciudadanía según la ubicación de sus.fundos 
en las tribus territoriales - se confunde a veces con éste;>áúnque 
teóricamente se diferencia (A) en que se integra también''c6n los 
patricios, (B) en que debe ser convocado por magistradós éler-i)ueb\o y 
no de la plebe12

• ( ::.";'::_ .~:· .• • 

Entre sus facultades tenemos: atribuciones legislativas,'' ~lc~to;ales _ y 
judiciales, aunque haya especificidad en cuanto a qué magistrados'élige o qué 
clase de juicio penal resuelve cada asamblea. -

Los comicios por curias ( co-viria: reunión de varones) p~só a comicios por 
centurias y luego a comicios por tribus. Tal_ fue la forma de. órganizar el 
elemento clave de los romanos, su ejército. · 

ÉPOCA DE LA REPUBLICA 

La república, es la siguiente etapa romanista, cuyo período abarcó casi cinco 
siglos del afio 509 a. de C., al afio 29 a. de C.; se caracterizó por que se 
sustituye la autoridad unipersonal del rey por magistrados. 

·· ... El re)' fue reemplazado en sus funciones por dos cónsules elegidos anua1mente, que tenían 
c..kn:cho de vetar - mientras estaban en Roma - (intercessio) las disposiciones de su colega."º 

El senado 

La eliminación del reg1men monárquico tuvo como consecuencia el 
robustecimiento del poder político del senado (patres, senes = anciano). Este 

; : Op, cit Pictro, p. 43 
¡ ~ ld..:111. p. 43 
t.' Bl.·\LOSTOSKV \Varshnvsky. Sara, Panorama del derecho romano, México, Ja cd .. Edil. Universidad 
S;1cional 1\utónoma de México, 1990, p. 29 
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no tenía atribuciones delimitadas constitucionalmente. Eran designados 
inicialmente por Jos supremos magistrados, con carácter vitalicio; a finales del 
siglo IV a. C., los designaba el censor para un tiempo de 5 años. Dada Ja corta 
duración de las magistraturas (generalmente un año) el senado pasó a ser, en la 
vida política romana, un factor de estabilidad y su intervención fue creciendo 
hasta transformarse en el elemento más importante. 14 

Era un cuerpo colegiado, integrado por personas de reconocida capacidad y 
solvencia en número, que variaba de 300 a 500 miembros, que siendo un 
cuerpo consultivo obligatorio para el jefe de estado, emitía decretos referentes 
a los negocios más importantes y delicados, con fuerza de ley suprema, se les 
denominó Senadoconsultos. 

El senado se caracterizaba por ser un cuerpo único estable y permanente que 
sesionaba sin solución de continuidad, sólo éste órgano podía concebir 
estrategias y políticas de defensa y conquista, Ja experiencia de sus miembros, 
en su mayoría ex magistrados y miembros de las familias romanas más 
prestigiadas"'. 

Las magistraturas 

En la república (51 O y 27 a. C.) el poder público estaba .:ntegrado por el 
senado, los comicios y los magistrados. . 

Al comienzo de la época mencionada. los magistrada'seran designados por sus 
antecesores, y más adelante por elección en las asambh::as· pópu.lares de entre 
los candidatos que se proponían. Sólo podrían ser elegidos magistrados los 
e i udadanos romanos 16 • · · · 

La tigura del rey es sustituida por dos magistrados; esto es, altos funcionarios 
públicos. llamados cónsules (Consulado), que eran los jefes civiles y militares 
del Estado. elegidos por los comicios y cuyo cargo duraba un año. La 

;,¡ Clp.cit. Churruc<t, p. 38 
· ~ Op. cit. Pictro, p. 41 
, ... lhilt. C'hurruca, p. 73 
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autoridad religiosa se separa de los poderes civiles y es confiada al gran 
pontífice. 

Muy pronto al lado de los cónsules aparecieron otros magistrados que también 
participaban en el gobierno de la ciudad. Así tenemos a los cuestores, 
nombrados por los cónsules y que en un principio los auxiliaron en el 
desempeño de sus funcioncs 17

• 

Existía una clasificación en las magistraturas, en función de la fácultad que 
tenían para consultar los auspicios, y son como sigue: 

Mayores: la dictadura, la cesura, el consulado y la pretura 
Menores: la euestura y el edilato. 

Mayores 

El Dictador: Probable sucesor del magister populi, cuyo i111perit1111 , e'n lo 
militar, se asemejaba al del rex. Es sustituido para cierta's· circunstancias 
excepcionales y mientras duren ellas; de ahí que su imperium ,es tnilitar~ sin 
juristlicción civil. En un principio lo elegía uno de los cónsules, (proptiésta 
del Senado, luego adquirió carácter electivo 18• · ' • ..:.·.,,.;.· ;; ·•' ·_·? ,,,. 

:··~>_;··; /~<:. :~:-:·): ... , .. , 

El cónsul.- La más alta magistratura ordinaria c11111 impe1;fr/'C~~~éiei'i~~da pór 
b creatio de magistraturas ordinarias - acto por el cual instiftlíá;al;'r11agistrado 
elegido por el correspondiente comicio19• '" · ... ,: •. -· ... ·.,," · · 

.,,:,º' 

El pretor.- Colega menor de los cónsules (surge en el '~ñc) 367). ;Tiene 
competencia propia, conserva el i111peri11111 militiae, en ausimcia·del cónsul2º. 

El censor.- Magistrado mayor, curul y sine imperio. Se 61egí~ri 2 censores por 
medio de los comicios centuriados. Se encargaba de censar ·y de la lei::tio 
St:ll</fl/S (lista del Senado), el cuidado de las costúmbres y ,las grandes 
contrataciones públicas21

• 

1 
• Op. cit. ~turincau. p. 11 

1 
• Opxll. Pil.!lro, p. 3lJ 
' ldcm. p. -Hl 

:·¡,_kni. 
:• 1~k111. 
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El tribuno de la plebe.-Surge a consecuencia de las luchas entre patricios y 
plebeyos, al integrarse estos últimos pasa a ser magistrado de la civitas y se 
convierte en órgano de control de las prácticas constitucionales. 

El " .. Pontífice Máximo. (pontifex maximus). En 51 O a. C. el rey es· substituido 
en sus funciones religiosas por el pontífice máximo. Su cargo era .vitalicio e 
inamovible."22 

Menores 

El edil.-Podia ser de dos clases: plebeyos y curuL Sl.ls facultades eran la 
vigilancia y aprovisionamiento de los mercados (cilra annonaé);é1 cúidrido y 
mantenimiento de la ciudad (cura urbis) y el control y ejecución de. los juegos 
públicos (cura ludorum)23

• · · 

El cuestor.- Apareció vinculado con la represton crimi.naLSe convirtió en 
auxiliar de los cónsules en el cuidado del erario, administración del ejército y 
en la instmcción de los procesos capitales, así como en la imposición de 
multas 24• · · 

Características esenciales de las magistraturas en general: 

Carácter electivo (por asambleas populares ) era de cinco años, excepto 
el senado, que era vitalicio. A partir del año 180 a.C., se establece la 
carrera política (cursos honorarium), en la que los que decidían 
dedicarse a la vida pública debían presentar su candidatura primero para 
ser tribunos, ediles, pretores, cuestores al consulado y finalmente. a 
miembros del senado. No podía darse el caso de escalar puestos sin 
haber desempeñado los primeros. 

La .. colegialidad", como una reacción al monarca en su época y. luego al· 
cónsul (dictador) y al emperador, que tenían faculta.des: extraordinarias. 
Las magistraturas eran plurales y se nombraban:al .. misrno tiemp·o dos o 

:: Op. cit. Bialo~tosky, p. 30 
:~ Or cit. Pictro, p. 40 
:.1 lhid. 
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más funcionarios que competían ~or desempeñarse mejor y así aspirar a 
los puestos de mayor jerarquía 5

• La colegialidad estaba dirigida a 
contrapesar la ausencia de límites, que el ejercicio de un poder unitario 
y absoluto comporta, en principio, por sí mismo. Son colegas los 
magistrados del mismo rango, cuyo poder sólo estaba limitado por la 
posibilidad de veto (intercessio) de un magistrado de igual poder. La 
intercessio es una pi.eza esencial de las magistraturas colegiadas, que 
implica que las decisiones de un magistrado pueden ser impedidas por 
otro magistrado igual26

• 

La "gratuidad". Ninguna magistratura cobraba sueldo alguno, por el 
ejercicio de su cargo, únicamente el personal administrativo podría 
cobrar alguna r..:tribución27

• Es más los cargos públicos imponían a los 
titulares el desembolso ele importantes cantidades adicionales, lo que 
vino a reservar el acceso a los mismos a las clases más elevadas28

• La 
magistratura era un honor, una carga pública. La gratuidad excluía de 
hecho a los ciudadanos pobres, del ejercicio de las magistraturas29

• De 
lo contrario, ele que vivirían los ciudadanos pobres. 

Responsabilidad. Al terminar la gestión el magistrado debía responder 
moral y jurídicamente por sus acciones. En la época de crisis de la res 
pública , la abrogatio implicó un principio demasiado revolucionario 
para la época: el del mandato popular, según el cual el magistrado sería 
responsable ante el comicio que lo había elegido y, en caso de mala 
gestión, podría ser destituido por éste30

• · 

En cuanto a la responsabilidad en que incur~ían los· funcionarios, señala 
Ugartc: 

•· ... La responsabilidad política, penal y administrativa en· la que pudiesen .··incilrrir los 
funcionnrios. En la exigencia de estas rc:sponsubilidades destaco la labor de lós t(ibUnoS y del 
propio senado romano. (Henuindcz de Buyón, 1997: 90) "." • 

=· Op . ..:it. Ug~utc. p. 5J 
:" Gl~tl~!\.'EZ - C:.mdcla Teresa. Derecho privado rornano, ¡.a ed. Edit.·Tir..int lo Blanch, Valencia. 1999 pp. 48 
V ..llJ 

::· 1lJ1d. Ugartc, p. 53 
~' lbid. GimCncz, pp. 48 y 49 
:·• Op. cit. Pictro, p. 38 
''' ldcm. 
11 lbiJ. lJg~1rt~. p. ;3 
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En general, los cargos públicos tenían una duración de dos a cinco años, a 
excepción de seis meses para los dictadores, y era vitalicia la permanencia de 
los senadores, sin embargo, todos debían rendir cuentas de sus actos de 
manera periódica. 

Los magistrados romanos desempeñaban sus cargos como expresión del poder 
(potestas) que el pueblo les delega; el mismo término magistratus (de magis) 
indica una posición superior del cargo y de quien lo desempeña. El ejercicio 
de una magistratura (honor) constituye una dignidad, un honor, por lo que la 
carrera política se denomina cursus lto11or11111. No puede establecerse parangón 
alguno con las magistraturas del moderno Estado burocrático: en Roma ni se 
requiere preparación previa para el acceso a un cargo pt.'.1blico, ni los 
magistrados romanos se consideran funcionarios. 

Existían dos pretores, encargados de administrar justicia, uno para la ciudad 
(prt!tor urbanus) y el otro para atender a extranjeros (pretor peregrinus), ya que 
las conquistas hicieron posible el nombramiento de pretores en cada provincia. 
En caso de emergencia, el cargo recaía en un dictador, con suprema autoridad 
sobre las fuerzas militares, en un periodo máximo de seis meses. Los 
cuestores, para la administración y custodia del erario público. Los censores, 
que en su origen atendían los censos, pero posteriormente fueron sometidos al 
conocimiento de las cuestiones de honor y reglas de conducta y moral pública 
de los ciudadanos. 

Los ediles (cundes y plebeyos), que constituían originalmente una 
nmgistrntura colegiada y patricia; los curules \lamados así porque; tenían 
derecho a sentarse en asientos de marfil y trasladarse en carruajes dentro de la 
ciudad, en tanto que los plebeyos atendían asuntos del pueblo común; estos 
magistrados serían los equivalentes ahora a los regidores de ayuntamiento, que 
atienden servicios públicos municipales. 

i°:POCA IMPERIAL 

L•1 última época fue la del Imperio que fue del año 29 a. de C., al año 565, 
teniendo casi seis siglos de duración. 
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El Emperador 

Ern la máxima autoridad, quien tenía facultades de carácter político, judicial'?' 
religioso, con exclusión de toda participación del pueblo o del senado3

-. 

Aunque ya no tenía el nombre de rey, tenía las mismas facultades que había 
tenido el soberano, es decir, seguía detentando el monopo~io del poder. 

Los emperadores no se sucedieron en el gobierno por elección popular sino 
que imperó el sistema de una monarquía hereditaria acorde con el régimen 
aulcnticamente romano de que el magistrado saliente designa a su sucesor33

• 
. - '• . 

Este personaje se consideraba rodeado de un halo divino (Augustus=ságrado 
ror designación divina). Este príncipe tenía la facultad de ser .elévádo'a\ cargo 
de rontílice máximo. . . . ,,• .. . . . 

El príncipe estuvo asistido por u~ consejo o concillo, al.~u~!recurría buscando 
asesoramiento cuando debía resolver asuntos de interés genera\34

• . 

Los Comicios 

Los comicios perdieron importancia desde fines de la República ... "El 
cercenamiento de facultades de los comicios comienza cuando el príncipe les 
susbstrae los poderes jurisdiccionales para entender en las causas criminales al 
crear las q11aestio11es perpe111ae como tribunales permanentes para entender en 
las mismas y al disponer que las sanciones capitales podían ser en adelante 
apt:lablcs ante el príncipe, con lo que la provocatio ad populum, una de las 
mús grandes prerrogativas del comicio, cayó prácticam.:nte en desuso"35

• 

t\ decir de Bialostosky, los comicios desaparecieron: 

..... Lo . .; comicios m.l encajaban en el nuevo on.tcnamic.mto institucional. El príncipe fue sustrayendo 
poco a puco las funciones a<lministrati\'a.o; y 1~gis1ativas. En el siglo IV los comicios habhm 

1

~ Op. cit. Peña . p. 206 
·'.~ ldl!m. p. :?07 
· ldcm. 
1-ldi:m. p. 209 
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desaparecido como órganos políticos del Estado. Ya desde fines del siglo 111 el poder del emperador 
ern absoluto."36 

El senado 

El senado no escapó a la acción absorbente y absolutista del emperador, 
durante los primeros tiempos. del imperio' se les transmitió facultades 
inherentes a los comicios, como las funciones electorales, y el emperador le 
dio el derecho de dictar resoluciones con fuerza de ley37

• • 

En tiempos de Augusto y de Tiberio, el poder era una diarquia, ya:·que el 
gobierno correspondía tanto al senado como al emperador, pero no tardó en 
hacerse sentir la absorción de funciones por parte del emperador, ";_.·. hasta. 
convertirse éste, después de Adriano, en un cuerpo servil."l8 

Finalmente, en la época de Constantino (tanto el de Roma com;f: el' de 
Constantinopla), sólo era un "consejo municipal" en su respectiva metrópoli, y. 
no como cuerpo asesor y consultivo del gobernante .. Además pérdió ·la 
facultad de decidir en política exterior, también respecto al culto y a la 
hacienda, quedando todas ellas en manos del Emperador. . · · 

i\·lagistn1turns 

Las magistraturas, que dieron al ordenamiento político romano de la época 
republicana una tónica especial al haber marcado tumbos para la instauración 
de un gobierno democrático, no desaparecieron con el advenimiento del 
rrincipado, subsistieron, pero quedaron vacías de atribuciones a medida que 
crecía el poder del Emperador39

• 

·,,. Op. cit. Bialostosky. p. 37 
.· Op. ciL Pcil;l, p. 209 
~ ldcm. Bi.1losto!iky. p. 36 

~' ldcm. Pci\;.1, p. 21 O 
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Robustece tales ase".'eraciones, Bialostosky: 

·· ... Se nombrnron nuevos magistrados sin carrera honoraria nombrados de oficio. Las magistraturas. 
consulndo. censura. cuesturn. y edilidad pierden íncultadl!s, sólo la pretoria ·conservó durante el 
imperio su antigua fisonomía.''"'º 

La decadencia de Roma llevó consigo, el cambio de sus instituciones y figuras 
jurídicas. Asi vemos que la función pública dejó de ser "honoraria", por ello la 
carrera política quedó olvidada como tal. Deducimos de ello que, empezaron a 
formarse equipos y/o grupos de trabajo a nivel político. Asimismo, es 
relevante distinguir la finalidad que se dio al término honorario que, en la 
actualidad se traduce en salario de aquellos trabajadores o empleados de 
confianza. 

Otros funcionarios 

El principe, se valió de numerosos funcionarios imperiales que él nombraba y 
separaba libremente. Estos no tenían carácter de magistrados pues carecían de 
autoridad propia, conservando sus cargos mientras durara la confianza del 
príncipe y sus funciones estaban retribuidas, siendo meros delegados del 
emperador que era quien les marcaba la esfera de sú competencia41

• Eran 
elegidos de las clases privilegiadas. De esta manera, el príncipe aseguraba la 
fidelidad y obediencia ciega que tendría su "gabinete". 

1.2. Facultades y obligaciones 

En la monarquía, el rey era un jefe militar, político, religioso y judicial, no así 
en la época republicana el título de re:c se mantuvo pero con atribuciones 
únicamente religiosas (rex sacrorum)42

• El mando militar y politico pasó a 
magistrados electivos de duración limitada. Según la tradición esos 
magi~trados serían desde un principio los co11sules ,que fueron tal vez los 

.;q Op cit. Bialostosky, p. 37 
_. 10p.cit. 1'~1,.1, pp. 212 y 21.3 
.i: Op. cit. Churrt1ca. pp. 35 y 37 

24 



praetores ( de prae ire = ir por delante), lo que hacía referencia a su carácter 
de jefes militares43

• Estos supremos magistrados tenían el pleno poder 
(imperium) de que antes disponía el rey, pero con una serie de importantes 
limitaciones. 

Los magistrados detentaban un poder muy amplio: algunos de ellos tenían el 
imperium o facultad discrecional de mando, que incluía la coercitio o poder 
disciplinurio, la 'iurisdictio o facultad de administrar justicia y el ius agendi 
cum populo o cum senatu, o derecho de convocar y presidir a las asambleas 
cívicas o al senado. El imperium, sin embargo, sufría limitaciones44

• 

Tumbit!n tenia , el magistrado, una facultad extraordinaria en vez de seguir el 
procedimiento formulario, y de enviar el negocio ante un juez, creía a 
propósito estatuir por sí mismo, se llamaba esta forma de. proceder: 
estraordi11e111 cognoscere, extraordinem cognitio. extraordinaria judicial, 
actiOlll'S extraordinariae. La decisión del magistrado tomaba el nombre de 
decreto (decretum)45

• · 

El decreto, era un interdicto, es decir un edicto expedido por el magistrado, 
emnnado de su facultad de publicar edictos, y la acción acomodada en fórmula 
a las partes, procedía de su poder de jurisdicción. El uno era una disposición 
imperntiva dirigida a las partes a fin de evitar el litigio, si se sometían a ella, y 
de hnccr ley, si había contestación, la otra era un encargo dado al juez de 
estatuir sobre el litigio que se había originado46

• Como podemos apreciar, los 
romanos pensaron que todo problema podía solucionarse antes de llegar al 
litigio. 

El pretor aplicaba las restituciones in i11tegrw11 , evitando a los ciudadanos las 
consecuencias de tal o cual acto que les había sido perjudicial, y los 
restablecía al estado anterior, como si tales actos no hubiesen ocurrido, a los 
¡1ctos de poner en posesión (missio in possessionem bo11or11m) , y a las 
contestaciones sobre fideicomisos (había un pretor especial- praetor 
Jidl!ico111issari11s)47

• Asi vemos, que en el primer caso, el pretor, actuaba como 
juc/. de distrito (hoy), restableciendo al quejoso en el goce de su garantía 
violada. 

~: Or. cit P~·'~· p. J5 
Op. i.:11. \.tnrmcau. p. 1 1 

4 ~ ORTULA~. ~1.. Co111pcn<lio <le! derecho romano. Trnduc. Francisco Pérc7. de Anaya·y Melquim.lcs PCrcz 
Ri\ ;1.;. última ..,.·J. Kc..•visnda y au111c11lad;1. E<lit. lldia~tn, 1\rgcntina. 1978, p. 1 SO 
.:., IJ..:m. p. l.,'> 
..:· l~h:m. p. IS I 
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Además, los magistrados elegían a su gabinete para desempeñar bien su 
encargo, asesorándose en los aspectos que desconocían, según Giménez­
Candela: 

··Para suplir la falta de conocimiento técnicos del magistrado, contaba éste con el asesoramiento de 
un cuefl'O de expertos. el cons1lium libremente elegidos por. el magistrado para el tiempo de 
ejercicio de su cargo y que. en el caso del pretor, reviste especial interés para el derecho privado. 
Com¡iba, por lo demás , el magistrado con personal subalterno (upparitores) que le asistía en las 
tan:a:-0 de redacción de lns órdenes (scribae). como heraldos (praccones). mensajeros (viatorcs), o 
cum(llinn funciones de vigilancia y protección (lictorcsr"'s. 

Otra facultad de los magistrados era la de nombrar y designar a su sucesor en 
el cargo como lo menciona Giménez-Candela: 

"El h!rmino técnico crcatio, expresa la originalidad de lu designación de los magistrados romanos, pues. si 
hic.:n rcprt:scnlóln al pueblo, no son elegidos directamente por el put:blo, si no <<creados>> - podría decirse ex 
111.wo - por el magistrado precedente. el cual nombra y designa a su sucesor en el cnrgo, aunque el pueblo 
re!unido en asamblea haya participado fornto:llmcntc en la \'Otación"·N.También correspondía a los magistrados 
proponer las leyes. mi~mas que eran \·ot::id3s por lo5 comicios centuriados en principio. luego por los comicio~ 
por tribus. 

El senado tenía tres facultades especiales: 

\. La provisión de un i11terrex. La misma institución - y la misma 
tcnnínología - que había servido para la eventualidad de que el rex 
hubiera muerto sin designar sucesor: el Senado elegía uno de sus 
miembros para que cumpliera durante cinco días con las funciones de 
rex y designara o bien otro inten·ex (rey interino, o, si los auspicios se 
lo indicaban, al rex definitivo). Claro que en la época republicana se 
sucedían los interrcge:; cada cinco días hasta que podía reunirse el 
comicio centuriado en que se elegiría a quienes tomarían el lugar de los 
cónsules faltantcs 50

. 

A 11ctoritas patr11111. A 11ctoriras es un vocablo muy usado y con amplia 
gama de acepciones. Derivado de la raíz a11g (aumentar, tener auge), 
tiene un valor genérico y primario de un poder de naturaleza tuteladora 
con que se aumenta o incrementa un deficitario poder o capacidad. 
Aucroritas patr11111 era pues, el incremento de poder con que los patres, 
designación primera de los senadores. completaban la decisión de las 

.i., Op. cit. GimCncz. p. 48 
"'' llii:m. p. 49 
~., Op. i:it. Pictrn. p. 42 
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asambleas populares. El avance del concepto de soberanía popular 
habría de suprimir ese requisito para la validez de los pronunciamientos 
comiciales51

• · • · · ' 
··;·. -· . ,-_ . 

3. Cons11/t11111. La función esencial y nonn~l del Senado era deliberar 
acerca de cuestiones planteadas en, consulta Rºr los magistrados y votar 
la consecuente respuesta (ser¡adoconsultum) -. . . 

Los presidentes de provincia, dentro de las funciones propias de todo 
magistrado romano, gozaban del jus edicendi, esto es, de la facultad de 
expedir edictos, que era In forma de reconocer, declarar o a veces corregir el 
derecho de11tro de las funciones de gobierno, que les eran propias; en tal 
virtud, de las provincias hispúnicas surgieron varios edictos que habían de 
engrosar la labor realizada por los magistrados romanos, y que a principios del 
siglo segundo fueron compilados por orden de Adriano Salvio Juliano, en el 
llamado Edicto pe1pet110. Edicto salvic1110 o Jus honorwn. Esta fue la síntesis 
de la labor de los magistrados durante más de cuatro siglos, entre los cuales el 
pretor se distinguió por sus funciones de aplicar, suplir o corregir el derecho 
Civil Primitivo5

•. 

Durante la república Sita estableció que los magistrados debían desempeñar su 
cargo un año en Roma y luego ir a las provincias como propretores o 
procónsules. A mediados del siglo 1 a. C., Pompeyo e.xigió a los cónsules o 
pretores que quisieran ir a provincias, haber desempeñado el cargo en Roma 
por los menos durantes los cinco años anteriores54

• 

1.3. Responsabilidad de las autoridades 

Desde épocas remotas los romanos tuvieron, al igual· que los griegos, el 
cuidado y la preocupación de imponer sanciones ejemplares ·a los gobernantes 
y jueces principalmente, por el mal desempeño de sus funciones públicas. 

• 
1 Op. cit. Pictro, p. -i:! 

!
1 h.lcm. 

~' Op. cit. Ug.;1rtc, p. SR 
:.i ERR..\ZUIU?.IZ Eguigurcn. l\taximiano, l'•lnnual de derecho romano. Santiago de Chil..:, editorial jurídica 
de Chih:. :" cdicilm. l 9SlJ, p. 91 
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La Roma anterior a J.C., fue muy estricta respecto a la conducta de jueces y 
gobernantes, ya que formándose juicios rápidos y severos se condenó a penas 
excesivas como la de ahorcamiento y ejecución del residenciado culpable. 
Esta severa modalidad desapareció desde mediados del Alto Imperio Romano, 
y la decadencia continuó a través de todo el Bajo lmperio55

• · 

Los romanos evolucionaron en su derecho estableciendo algunas de las 
conductas ilícitas, de quienes desempeñaban alguna función pública, como 
delitos y estableciendo asimismo, penalidades acordes a la gravedad del delito, 
por lo que se plasmaron en el Digesto: 

·· Debemos entender como condenado en causa capital aquel condenndo al que corresponde la pena 
de muerte. de perdida de la ciudadanía o de esclavitud. Consta. desde que la deportación ha 
sustituido la interdicción a agua y fuego. que nadie pierde ta ciudadanía hasta que el príncipe haya 
decidido su deportación en una isla; porque no hay duda de que el gobernador provincial no puede 
deportar; pero si tiene competencia parn deportar el prefecto de la ciudad • y se entiende que el 
condenado por c.!1 pierde inmediutamentc la ciudadania••5

tt, 

Otras penas son el exilio o un castigo corporal: "la admonición de 
apalea!11iento, la flagelación <con látigo> y el castigo <de prisión>, (call. 6 de 
cognit'7 

••• "o el dafio infamante, o la pérdida de algún cargo, o la prohibición 
de alguna actividad. Se quita la vida, por ejemplo, cuando se castiga a alguien 
a morir de golpe de espada; y debe hacerse con espada y no con hacha, dardo, 
palo, horca u de otro modo,<ni mucho menos con veneno>5

M'',. •• "los 
enemigos bélicos y los tránsfugas pueden ser quemados vivos", .. " .. otra pena 
es la privación de libertad, por ejemplo, cuando se condena a alguien a una 
mina o a trabajos forzados en clla59

". La diferencia entre la condena a una 
mina y la condena a trabajos forzados en una mina está exclusivamente en la 
colocación de cadenas de peso distinto: a los primeros se les colocan cadenas 
mús pesadas que a los segundos . 

.. los que fueran condenados a morir en una caza circense, ... se les hace morir 
actuando como cazadores < de fieras salvajes> o revestidos de una túnica en 
llamas, o en otro cspectiículo de danza o movimiento ... "6º. 

'' Op. cit. S;111tillán .• pp. 17 y 18 
''• D"ORS, A ... El Digesto de Justiniano, Versión castellana por A. D'ors, F. l-lcmándcz, Tejero. P. 
Fucntc:scca, M. García-Garrido y J. Burillo. Tomo 111 .. Edit. Amm:adi, Pamplona, 1975. p. 730. 
~- h.km. p. 731 
~!\ ldcm. 
~' 1 ldcm. 
·~ 1 Op. cit. D'ors, p. 73:! 
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Asimismo, se estableció una clasificación y grados en las penas: 

·• ... Los grados de las penas capitales son los siguientes: se considera l1ltima pena la condena a la 
horca: también la vivicombustión .... también la decapitación. Luego. próxima a la muerte es la 
pena de mina y luego la deportación a una isla. Las otras penas afectnn a la honra y no tienen 
carácter <<capital>>. con10 la relegación temporal o perpetua, o a una isla. o la condena a trabajar 
en una obrn pública. o cuando se impone el apaleamit:nto. No todas las personas suelen ser 
óipnleudas. sino tan sólo las que son libres y de clase baja, pues los de clase alta no son castigados al 
apnlcamicnto, como se dice expresamente en algunos rescriptos imperialesu61 

Otra sanción que afecta la honra, considerada como una manera de modificar 
la personalidad humana, es la denominada "tacha de infamia"; tal como lo 
sefü1la Bialostosky: 

·· al La tachn <.h: infamia. La infamia la sufren el condenado por la comisión de ciertos delitos, el 
que r\!'n1izn netos que ofenden a la nacionalidad, el que ejecuta actos deshonrosos, etcétera 
(D.50,13,5,l). Los efectos de la infamia se traducen en una serie de incapacidades tales. como ser 
testigo en actos pliblicos, ejecutar acciones populares, desempeñar cargos pl1blicos, etcétera. Por 
g.r;.icia dd c111pcrndor o del senado se podía borrar la tacha de infamia.••hl 

Las magistraturas romanas presentaron un cuadro de actuación de las 
responsabilidades públicas, provistas de sus propios mecanismos de control 
intcrno.63

• Además de los anteriores, el juez que tomara el cargo, debía 
residenciar a su antecesor: 

. . 
.. Tiberio instituyó otro sistema de tomar residencia sistema que también usaron los' i;degos~· y: qia~ 
consi:;tia en que el ju~z que sucediese en el oficio ni que debía ser résidenciado se encargase de 
lh:,ar a cabo la residencia. Posteriormente se usó este procedimiento ·enr"ti~rilpoS"·de Paulo 
Juri-....:onsulto (siglo 11 d.C.) y de Justiniano .. CH. · · ~ 

En algún tiempo, les tocaba llevar a cnbo la residencia a los censores: 

··La n:sidcncia qut: describe Cclio Rodiginio, según Cicerón y Budeo se tomó en un tie1npo entre los 
romanos por los censores. Cicerón dice que el miedo de ser acusados refrenaba a los romanos. ya 
que: podían ser privados de sus honras y mandos. y aún castigados por sus excesos. Y como 
ratificación lle lo anterior Tito Livio anota que los tribunales del pueblo nmennznbnn al cónsul 
.\1anlio que <lcjmto el cargo daría rcsidcncia'"''5• 

,,, ldi.:tn. 737 
.. : Op . ..:it. L1ialo:-.tosky, p. 61 
.,i Op . ..:it. Giml.!n~:t. p. 48 
i..: Op . ..:it. SJ1Hilk111. pp. 16 y 17 
··• <Jp ..:i1. S.imill;.í.n,. p. 16 
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Durante la república se crean tribunales de justicia permanentes, llamados 
quaestiones perpetuae. Su función consistía en juzgar a los gobernadores al 
término de su período66

• Con la creación de éstos tribunales permanentes, 
empieza a formalizarse un juicio común a diferencia del juicio especial que se 
llevaba en la antigüedad. 

Conforme avanzó la sociedad romana. las situaciones en general fueron más 
complejas. La política y la administración se habían complicado tanto que el 
ciudadano medio, en muchos casos, ya no era capaz de enjuiciar las 
circunstancias del delito. En consecuencia, se hizo cada vez más corriente - en 
especial cuando se infringían las obligaciones propias del cargo de gobernador 
provincial o de otras magistraturas - que el senado remitiera los delitos 
políticos a los cónsules o a uno de los pretores, para que éstos hicieran las 
pesquisas oportunas y los tramitaran ante su co11si/i11111, compuesto por 
senadores y versado por tanto, en la materia (hoy por el Senado - órgano sin 
··entrenamiento jurisdiccional") 

Hasta fines del siglo 11 a.C., todos estos tribunales públicos (iudicia pub/icae) 
tuvieron un carácter más o menos improvisado, se constituían de caso a caso y 
es de suponer que la elección del consi/ium, que tenía que decidir sobre la 
culpabilidad, correspondiera al magistrado que lo presidía o al senado. Sólo 
para el procedimiento por concusión de magistrados romanos en Italia o en las 
provincias (el procedimiento repentudario, supra,67

.) existía, a partir de una 
lex Calpurnia repctundarum del año 149 a.c .• una '·lista especial de jueces", 
expuesta todo el año del cargo y de la que cada vez se formaba el co11si/i11111 
con el concurso del acusador y del acusado. El pretor peregrino actuaba como 
presidente en este procedimiento. Al parecer, sólo podrían crearse otros 
tribunales "permanentes" de este tipo (quaestiones pe11Jetuae) cuando los 
consejos de los tribunales penales ya no tuvieran que cubrirse exclusivamente 
con miembros del senado ( que, por aquel entonces, sólo constaba 
normalmente de 300 miembros, esto es, según la !ex Sempronia iudiciaria de 
C. Graco, 122 a. C.). Esta ley, que abría a los caballeros el acceso al puesto de 
juez. constituyó el punto de partida de la evolución de una sistema de jurados, 
a los que en los últimos tiempos de la república y comienzos del principado 
cütTespondió la justicia penal ordinaria.68 

'"'' Op. i:it. Err:1zuriz. p. 91 
,,. IJcm. p.4'J 
"' KU~KEL Wolfimg. Historht dd derecho romano. Tr. Ju¡m Miqui:I, 4" ed. ah.:mana, Edit 1\ricl. Barcelona, 
19-0.p.67 
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Así, establecieron .leyes que ya desde entonces se tenía en cuenta, además la 
responsabilidad penal, en que incurrían los funcionarios deshonestos; así como 
la tipificación de los delitos. 

Sila, en el cuadro de sus reformas constitucionales, reorganizó y aumentó los 
tribunales permanentes, que ya existían a fines del siglo Il . y que 
probablemente fueron creados por la fex Sempronia. Desde ese momento 
existieron ya tribunales para delitos de alta traición y de desobediencia a los 
órganos estatales supremos (q11aestio maiestatis), "defraudación de la 
propiedad del estado" (q11aestio pec11lat11s), corrupción electoral (q11aestio 
a111bit11s), depredación de las provincias (quaestio repe11111dar11111), ... " 69

• 

Los juicios eran públicos "No todos los juicios que tienen por objeto un 
crimen son también públicos, sino tan sólo los que se fundan en las leyes de 
juicios públicos, como ... la ley Julia del peculato, la ley Julia de la 
concusión"70 

.... , entre otras. Esta ley describia perfectamente el delito: 

··La Ley Julia di! In concusión se refiere a aquellas cantidades qui;: alguien cobró siendo mngistrndo 
o teniendo alguna potestad. administración o legación. o algún otro oficio. cargo o servicio público. 
o ostando en la comitiva de alguno de ellos'" .... "Responde por la ley Julia de la concusión el que, 
en uso de algunn potestad. hubiera cobrado alguna cantidad por juzgar o no juzgar, o dar nlglm 
decreto. (Mac. 1 de iud. pub) .. ". 

Además, establecía otras conductas que se consideraban ílicitas y se 
equiparaban a la concusión: 

··La ley Julia de la concusión ordena que nadie cobre nada por nombrar, cambiar o decretar que 
juzgue un juez o úrbitro. ni por no nombrnrlo. no cambiarlo o no decretar que juzgue, ni por meter 
t.'11 prisión pública a alguien. apresarlo o mandar que se aprese. o por liberarlo de la prisión. ni por 
i:ondi:nar o ;;ihsoh cr a alguien. ni por ln estimación del juicio, o por condennr a pena cupitnl o 
pecu11í;,1ria. o <lt!jnr de hact.:rlo .. :·7.l, 

,\si mismo, ésta ley establecía como crimen de concusión el soborno: 

·· ... Se puede acusar del crimen de concusión a los que corrompieron con la aceptación de soborno el 
~argo públicamente a ellos confiado. (Pap. 15 rcsp.).7

"' 

'"' ltkm. pp. 67 y 68 
~'1

1 Op. cit. D'ors. Digesto, p. 669 
Jdi:nt. p. 711 

·: IJi.:111. 
~: Op. cil. O'nr:.;. Digesto, p. 711 

ldcm. 
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Otro apartado de la Ley, prohibía que los jueces, favorecieran a alguien 
durante el juicio, sin que hubiera razón para ello: 

º Rt.:splinden tnmbién por esta ley los que hubieren cobrado una cantidad por cithr o no citar a un 
testigo. Al reo condenado por esta ley se (le) impide que dé testimonio públicamente. o que sen juez 
o lo St..llicite. Se dispone en la ley Julia de la concusión que nadie cobre dinero por el alistamiento o 
1iccncinmicnto de un militar. ni rcl.·iba nadie cantidad alguna por declarar su opinión en el senado o 
t:n un con:;ejo pliblico. o por acusar o no ncu:mr a alguien. y que los magistrados de Roma se 
nh:->tcng.an de toda codicia, y no reciban al aiio, como regalo o gratificación, más de cien aúreos. 
(ven. 3 de iml. pub.¡•·". Luego, entonces si se permitían las dádivas, pero hasta un 
monto establecido previamente. De ello existe reminiscencia, en la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en sus artículos 47 
frac., XIII y 88, respectivamente. 

De la transcripción anterior observamos, que los romanos no sólo 
contemplaron al "juicio de residencia" como medio de control de los 
funcionarios públicos, sino que también contemplaron delitos y sus 
respectivas sanciones , para los servidores públicos deshonestos. 

También se estableció la obligación de dar garantía para desempeñar. un cargo 
público, siendo esta medida precautoria, en casos específicos pem1itidos por la 
ky. . 

De lo anterior se deja plena constancia, en el Digesto: 

·-. .. Los emperadores m1gustos <Marco Aurelio> antonio y <Lucio> Vero dijeron ... en otro rescripto, 
que los que dcscmpenen una magistratura a 1a fuerza deben dar caución, lo mismo que los que 
aceptaron voluntariamente su cargo.lPap.lust. 2. de const.):'u'. 

·-. .. El Emperador Tito Antonio <Pío> dio un rescripto dirigido a Léntulo Vero sobre el carácter 
i11<livisible del deber de los magistrados ~· la solidaridad del riesgo de los mismos: lo que debe 
cntemlcrsc en el sentido de que el riesgo gra\'e al colega cuando no se consigue que indcn1nicc el 
que administró la gestión. ni los quc- salieron garantes por él, y resulta insolvente en el mon1cnto de 
cc:-0ar en el cargo, porque si la persona o In garantía rcsuhan idóncns. o es solvente en el momento 
1.:11 i;:I llllC St! pudo reclamar contra él. cada magistrado responde de su propia administración. Si es 
s1Jl\cntc el que propuso un magistrado a propio riesgo ¿deberá darse la acción contra él 
primeramente, como si fuera un fiador, o acaso tan sólo cuando no se hubiera conseguido que 
i11dcmnizara el colega'! Y se admitió que, como se hace con el colega puede ser demandado por su 
d.:si.:uido y en concepto c.h: pena. pero el que propuso puc:de serlo por razón de garantia."77 

... •• ••• Si el 
lll'mbrado magistradu de un municipio rehusa cun1plir la carga que su cargo ilnplica, los 

•• 1,h.:111. 
···1di:m .• p. 810 

Op. ft.:it. D'ors. Digcs10, pp. 804 y 805 
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gobernadores deben obligarle a cumplirla por los mismos medios con los que también suelen ser 
obligados los tutores a cumplir una carga que implica su tutela.(Ulp. E.de off.cons.) ". 

En la actualidad, en la Constitución Política del Estado Baja California Sur, 
establece en sus artículos 1 14 y 115, respectivamente que: el empleado de 
Hacienda que tenga a su cargo el manejo de fondos del Estado, otorgará fianza 
para el desempeño de esa función pública.79 

Asimismo, otro medio de control para asegurar el pago de los daños causados, 
por el que desempeñó un cargo público, el pago o indemnización estaba a 
cargo del ascendiente o descendiente, según fuera el caso: 

•• ... siempre que se nombra decurión ;1 un hijo de familia con permiso de su padre. qucdn éste 
ohlig:ido a tn<la-; la~ cargas que gravan a su hijo decurión. como :;i fuera su fiador; y se entiende que 
ha dado su permiso si estuvo presente en el nombramiento sin oponerst: al mismo; por lo tanto, d 
padre rcsronc.lt:rá como fiador di! todos los actos del hijo en la gestión pl1blica"1m ..... "Dcbemos 
considerar como <<actos en la gestión púhlica>> la administrnción de los fondos y las órdenes de 
gastos. Responderá también por los administradores de obras <públicas> o de cualquier otra 
administración pl1blica que haya nombrado <su hijo> y el hijo oblign asimismo n su padre por la 
dcsig.nación de un sucesor en el cnrgo. Igualmente queda obligado el padre por los arriendos 
ptibl icos que haga el hijo, y. si descuidó éste nombrnr tutores o los eligió menos idóneos y no exigió 
de ellos la caución, o aceptó algún <fiador> menos idóneo, no hay duda de que queda obligado 
también :m padre. pero C.:slt!' sólo se obliga cuando suelen obligarse por lo mismo los que son 
ffadorcs. y, como se lec en los autores y hay rescriptos en el misn10 sentido. no suelen intervenir 
tiadorcs <en este caso>. pues los fiadores <del magistrndo> prometen que In ciudad no sufrirá 
perjuicio. y nada importa a ésta, por lo que toca a sus fondos, el hecho <lt: que se non1bren <o no> 
tutores." !li. 

Al igual que los anteriores medios de control, existía ordenamiento para 
prevenir o bien resarcir el daño, por negligencia en el desempeño de la función 
pública: 

•· ... Los magistrados de la ciudad responden. no tan sólo por su dolo. sino también por la culpa lata y 
hasta por su falta de diligencia. (Ulp. 1 ed.) .. ". 

''l ldcm. p. 817 
.,, Articulo 106 .• Ln ndministración <le la Hacienda Pública estará a curgo del Gobernador, por conducto del 
Sc~·rctario de f'inan7.;;is y Administración. quien será responsable de su manejo. 
:\rticulo 114.· Todo empicado de Hacicnd;;1 que deba tener a su cargo manejo de fondos del Estado, otorgará 
pn: .. imncnh: tfarva sulicicntc pma g;;irantizar su mani:jo en los términos que la Ley sc11alc:. 
Artil.:"ulo 115.· El Gobernador cuidar{1 de que el Congreso del Estado conozca de la fianza con que los 
empicados 1.k la Sccn:lari;i de Finanzas y Administración caucionen el nmnejo de las tiotnzas estatales. 
Articulo 116.- El Sccrct<1rio de Fin;;mzns y Administración remitirá anualmente al Gobernador, en el mes de 
Fdm . .:ro. un in forme pormi:norizatlo del estado que guarda la Hacienda Pública al finnl del ejercicio fiscal 
anlc.:rior 
"' Op. cit. D'or~. p. RIJJ 
': 1~1...:111. pp. 80J y X0-1 
·: Op . .:ít. o·ors. p. 831 
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·· ... ¿Qué sucede. pues. si uno de los dos magistrados hubiera estado ausente el año entero o acaso, 
estando presente, no se ocupó de la gestión püblica por contumacia, pereza o mala salud, y no se 
puede conseguir que indemnice totalmente? Se seguir::i el siguiente orden: en primer lugar se 
demandará por el todo al que administró la gestión pública y a sus garantes; y luego, agotada esta 
posibilidad, cargue con el riesgo c:I que propuso a una persona no idónea, por último al otro 
mngistmdo que no intervino en la gestión pública. Y no será justo que el que propuso al magistrado 
recuse el riesgo de la responsabilidad por entero. ya que el que propuso debía saber que asumía la 
responsabilidad indivisible del cargo y el riesgo común, ya que. si hubieran gestionado los dos y no 
pui:dc conseguirse que uno de ellos indemnice, se puede reclamar el codo del que propuso al colega. 
(Pap. :!. qw.1cst.)."M~. 

Finalmente, los bienes enajenados o usufructuados se les daba el siguiente 
destino: 

·· .. ~o dehe dar-;e la acc1on contra el que propuso un sucesor n propio riesgo, si,. al tcm1im1r la 
magistratura. el sucesor resulta idóneo. Los predios enajenados fiduciariamen~e ~n .fraud~ .. dt.: la 
responsabilidad por los cargos públicos deben ser confiscados, y el fiduciario tiene que pagar de sus 
propios bienes otro tanto del valor de la cosa que estaba prohibido enajenar," u. , ·.: · · · .. "·,'·,':·<·· 

Como podemos observar, estaba cuidadosamente regulada la gestión. pliblii::a, 
sobre todo respecto a la magistratura, para evitar que se~ ~e.ajara' m<,l~ _en 
detrimento del erario público y consecuentemente en. co11tra,:,·aét··irite.rés 

'bl' · .. .-< ·;· ,,_;,:•: 
pu ICO. ~:~:·~~:::;~-- ;,·".11.:·:'.,· 

-\·_:,' .> 

También se consideraba delito grave, el de peculado para aqu~l: funcion_ario 
que lo cometía, asi existía Ley Julia de peculado, como vérerrlos. en este 
apartado: · 

·· ... La ley Julia de peculado dispone que nadie se lleve dinero de un templo, dinero sepulcral o 
púhlico, ni lo sustraiga. ni haga que otro se lo lleve o sustraiga, ni lo use para su propio provecho si 
no es el t¡uc está facultado por la ley; y que nadie meta o mezcle nada en el oro, placa o cobre 
plihlico, ni obre a sabiendas con dolo malo. para que otro lo hngn. rebajando así el valor del mismo. 
(l.ilp.I 44 Sap.)."" .... "La pena de peculado consiste en el destierro a agua y fuego, sustituido en la 
actualidad por la deportación. CiL•rtmncnte, el que cae en esa situación pierde todos :;us bienes, lo 
mismo que todos sus anteriores derechos. (Ulp. l de adult.)."8t'. 

f\ mayor abundamiento respecto de los delitos de concusión y peculado podía 
seguirse acción contra los herederos: 

'
1 

hlcm. p. X05 
q ld..:m. 

:.: ldcm._ p. 7_13 
Op.c1t.l>urs, p.i13 
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" ... Los juicios públicos de peculado, de remanentes retenidos y de concusión pueden entablarse 
tan1bién contra el heredero, y con razón. pues la cuestión versn principalmente sobre sustracción de 
una cantidad. (Pop. 36 quaest.)." 87

• 

De igual manera esta ley contempla la pena que se aplicaba a quien hubiera 
retenido una cantidad del erario pt.'tblico: 

·· .. Queda sujeto a la ley Julia de remanentes retenidos aquel en cuyo poder se retiene algO de una 
cantidad pública que recibió. a causa de arriendo. compra. cuenta de pensiones u otrn causa 
cualquiera. También el que retuviera una cantidad pública recibida pnra algún fin en que ·no In 
gastó. El condenado por esta ley es castigado a pagar un tercio más de lo que debe.''1u1

• 

En un princtp10, sólo se juzgaba a funcionarios de mayor jerarquía; pero 
después vieron que era necesario, establecer prohibiciones para los servidores 
públicos de jerarquía menor, para poder juzgarlos también; como se aprecia de 
la siguiente cita: 

•· ... no deben los soldadoS encargados de la ejecución, ni sus nuxiliarcs, quedarse con lo que se quita 
el condenado en el momento de la ejecución. y los gobernadores tampoco deben lucrar eso, ni 
tolerar que los subalternos o los vigilantes de la cúrccl abusen de ese dinero. sino que deben 
reservarlo para lo que se suele gastar en el oficio de los gobernadores. como el fondo para escritorio 
qu~ se atribuye a algunos olicialcs. o para gratificar servicios de militares, o para subvcncionnr a los 
indígenas que hayan acudido en embajada o por otro motivo. TambiCn suelen los gobernadores 
cntri:gar ul fisco el dinero que se recauda por este concepto. pero es un cscn."1pulo excesivo. ya ~ue 
basta no quedarse con él y destinarlo para las necesidades del servicio. (Ulp. 1 O de off. Proc. ):" ''. 

En cada una de las etapas históricas de la antigua Roma, hubo legislación que 
establecía perfectamente las restricciones a que estaba sujeto todo funcionario 
público en el desempeño de su gestión pública, asimismo establecía las 
sanciones a aplicar en caso contrario. iVluchas de ellas, eran penas severas. 

2. ESPAÑA 

Roma entabla una guen-a de tipo comercial y política, con los cartagineses en 
terreno español, así al resultar vencedora la primera, se convierte en dueña 

,. l<k-m. p. 715 
.·.-illlt:m. 
"'' IUi.:111. p. 742 
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absoluta de las colonias cartaginesas en España. De esta manera se introduce 
el Derecho Romano en España. 

En las provincias conquistadas, en algunos casos Roma, otorgó una especie de 
constituciones locales que daban a cada región su organización, y a los 
directores de ellas, las facultades administrativas y judiciales. Estas leyes 
emanaban generalmente del senado, y contenian las .normas ~senciales para la 
organización del territorio, al que se cóncedia las funciones de sus 
gobernantes. En otros casos, les desconocía prácticamente todo Derecho. 

En su afán de expansión, Roma siguió un lento proceso de "romanización". 
España, no fue la excepción, el proceso romanizador a que fue sujeta, le 
otorgó el dcrt:cho dc ciudadanía a todos los españoles, más de un siglo antes 
de que se otorgara dicho derecho a los propios romanos (Emperador 
Vespasiano). Este proceso permitió además la incorporación, a la civilización 
de los países dominados, de ideas y costumbres romanas; asi como la 
tran.sformación de su organización cultural, jurídica, social y político­
admínistrativa que, constituyéndose según el modelo del Estado-ciudad de 
Roma, quedó incorporada al mundo político romano. 

La consideración de España como un territorio provincial de Roma, su 
división en el año 193 a. de C., en dos provincias: la Hispania Citerior y la 
Hispania Ulterior, su definitiva pacificación por Augusto, no determinaron sin 
embargo, la extinción de la organización político-administrativa de los 
pueblos hispánicos primitivos. Así, durante el curso del proceso romanizador 
coexistieron en España el régimen indígena y el romano, y esta coexistencia 
prevaleció en gran parte del país, hasta que la romanización completó su 
proceso de absorción cultural y política de los pueblos indigenas. (Vincens, 
1982: 1 12) • .'lll. 

Posteriormente, el derecho romano entró fomialmente a España, a través de 
sus grandes universidades medievales - Salamanca y Palencia-, mismas que 
tuvieron contacto con Italia. Teniendo como antecedente el florecimiento de 
los fueros ("furs"= costumbres) en Valencia; éstos últimos influenciados por 
el 1-lábcas Iuris . 

. ,., Op. cit. Ugartc. p. 86 
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Así también Castilla recibió, influencia de ideas justinianeas, debido a que a 
mediados del siglo XVII, Alfonso el Sabio ( 1252 - 1284) hizo compilar las 
Siete Partidas en lengua vernácula. . 

·· ... antes de t 348, año en el cual el Ordenamiento de Alca!Ít de Henares otorgó 
formalmente el, ·rango de derecho supletorio a estas· Siete Partidas en los 
territorios de L'eón - Castilla"91

• Este rango le fue-confirmado por las.Leyes de 
Toro, de 1507, La Nueva Recopilación de 1567 y la Novísima Recopilación 
de 1805. 

Posteriormente, tras la caída del Imperio Romano de Occidente, Hispania fue 
invadida por los sucvos, vándalos y alanos a principios del siglo V; y el 
posterior asentamiento de los visigodos en ella, fue una ruptura más política 
que jurídica-cu\turnl con el pasado romano, por ello el elemento formativo 
básico del Derecho hispanogodo fue el romano vulgar de la práctica, 
aderezado con principios canónicos, ampliamente aceptados tras la conversión 
de los monarcas godos al catolicismo (589), por la conocida participación de 
los concilios de la Iglesia de España en la vida política y jurídica del reino, 
siendo más dificil de apreciar los vestigios de las costumbres jurídicas del 
pueblo visigodo, sepultadas, como las restantes de los pueblos hispanos, bajo 
el manto de la k:gislación olkial 9~. . 

De toda esta mezcla de culturas antiguas, resulta una España nueva que en su 
organización política, social y cultural se aprecia la herencia obtenida de sus 
conquistadores, así como de los pueblos que conquistó, como veremos más 
adelante . 

. ,, M:\RGl'\DANT. Guillermo F .. La segunda \'Ída del derecho romano. t" cd .. Edit. Miguel Angel Porrúa. S . 

.r\., ~1~xico, 1986. p. 218 
'•:CORONAS, Gonzúh:z. Santos M., Manu:1I de Historia del derecho español, :211 cd., Edit. Tir::mt lo blanch, 
\'alcncin, pp. 9t< y 99 
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2.1. Autoridades 

El Rey 

El fortalecimiento de la Monarquía se apoyó en la eficacia de los esquemas 
esenciales de Rey-legislador y de Rey-juzgador. El Rey es Jefe de un sistema 
de mandos y de asesorías casi mecanizado y gobierna enviando órdenes a sus 
servidores. Las instrucciones a los funcionarios son, desde que asoma el 
mundo moderno, la más importante de las fuentes legales. Las envía a sus· 
oficiales y en ellas les dice: ··10 que vos ... habéis de hacer en el ejercicio de 
vuestro cargo es lo siguiente ... " 93

• 

Al rey se le consideraba, por designación divina, investido de un poder 
especial. El consentimiento de los representantes de la nación, la consagración 
religiosa y el derecho hereditario eran los fundamentos de la potestad real. 

El rey tenía la facultad de dar leyes e interpretarlas, entre otras facultades tenía 
la de nombrar a los altos funcionarios judiciales y palatinos, y también los 
jefes superiores que con denominaciones diversas gobernaban y usufructuaban 
los distritos, hasta que estos cargos se hicieron hereditarios. Además era el jefe 
supremo del ejército.9~ 

Los Reyes Católicos tuvieron además secretarios que servían de enlace entre 
las reales personas y el consejo. 

La administración de justicia se consideró derecho fundamental de. la.realeza, 
porque en palabras de Beneyto, Juan: 

J. : .-.'.. •• ·.-_·_ •• -~----:.< 

·· ... Liberal se debe mostrar el rey en oir peticiones y querellas a tódosl"Os· qÜe a su.corte. vini~ren n 
""'"r justicia. porque el rey. según la significación del nombre.se dice'regiénté o regidor,·y su 
propio oficio es hacer juicio y justicia. porque de la celestial majestad recibe d. poderío temporal." 
'lf. - '". . . ··-: : " 

11 
BE:"EYTO Pércz. Juan, El pomo de la espada: la sociedad, las letras y los hombres dC tf:y. Mn?rid, 1961. 

r. 111 . 
·i..1 ,\llSGUIJON, Adrián Sal\'ador, lliscoria del derecho csp.:u1ol. 4a cd. Rc.:vi.s..'lda, Edit. Lubor, S. A., España. 
11)5J, p. 97 
.,. lhid. Eknc.:yto. p. 14:? 
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Su tribunal juzgaba en última instancia y entendia con jurisdicción excesiva en 
ciertos delitos que le estaban reservados. Ejerda además, la prerrogativa de 
indulto. 

., ., . 

Respecto a la imp~rtición dejusticia lo hacían tant~.cl rey F~.:na~<l(); como la 
reina Isabel, en ausencia de aqt~eL ·· ·· · · · · ·· · :··.· ' · 

En un principio• las Corte~~ ¿o~~:tit~1ían/ la 'i~~tit~1ciÓ~ por' 'éxcélencia 
moderadora y !imitadora. de Ia ,áUtoridad real~~.: pero pós~eriormente 
desaparecieron. " · 

El Consejo real 

Constituyó el cuerpo central del gobierno y fue además el eje del sistema 
gubernamental. Mediante el consejo, los reyes se informaban sobre los 
nombramientos que habían de otorgar a sus súbditos y a cuales de éstos 
favorecer por sus méritos. Actuaba además el consejo como un tribunal 
supremo de apelaciones y supervisaba el trabajo de los gobernantes locales. 
Poseía el sistema. amplios poderes que recaían en oficiales de confianza 
nombrados por la corona y ésta procuraba que los cargos principales no 
recayeran en las manos de los grandes títulos. Para conseguirlo, el consejo se 
componia de un prelado presidente, tres caballeros y ocho letrados. y aunque 
por tradición se permitía a los grandes señores asistir a las deliberaciones, no 
tcnian voto y por ello mismo su influencia era nula. De esta suerte los 
representantes de las más ilustres y poderosas familias castellanas se 
convirtieron en dignidades vacías; es decir, que pese a sus títulos quedaba sin 
electo el ejercicio de su antiguo poder politico97

• Aquí se empieza a limitar la 
actuación política de la nobleza. no por ello se les privaba de sus títulos, sin 
embargo. su participación era de meros espectadores, sin derecho a intervenir. 

Este cuerpo colegiado, además de ser quienes aconsejaban al rey, a finales de 
la Edad Media perfila una especialidad, apareciendo jueces propios en la 
Corte y un Consejo específicamente dedicado a los asuntos de justicia. Al 
respecto, Bcneyto nos aclara el panorama: 

''
1

~ Op. dt. :'\tinguijón, p. 97 
1 ORTECi:\, y Mc:dina. Juan A .. Rcílt:xioncs históricas, 1" c<l .. Edit. Dirección Gcncr:ll Je Publicacionc~ del 
Cun:-.cju Nai.:ional p;ua la Cultura y las Artes, México, 1993, p. p. 37 y 38 
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.. Con ocasión de la reuntan toledana de 1480, Pulgar nos cuenta que uno de los Consejos que 
actuaron en Pnlncio fue el de Justicia. Describiendo d mundo de la Corte señala que <<en otra parte 
estaban prclndos y doctores que entendían en oir la:i peticiones que se daban. y en dar cartas de 
justicia: y éstos tenían tanto trabajo en ver Jcmandas y respuestas y procesos e infom1aciones que 
venían de todas las partes del reino ante ello5, que no pudiendo sufrir t:I trnbajo por ser muchas las 
causas y de diversas entidades, repartían entre si los cargos para hacer relación en aquel Consejo, y 
dcsput!s, secretamente sus votos y pronunciaban todos juntos lns sentencias definitivas en las 
causas. habit!ndolas primero platicado, oyendo las disputas de los letrados>>."'JM 

La exaltación de este cuerpo colegiado, adquiere enorme resonancia en las 
funciones administrativas gracias al humanismo, pero también porque la 
valoración del sistema consultivo replantea - y aleja - los problemas de 
responsabilidad. La buena elección de magistrados y de consejeros es 
singulannente valorada, porque las gentes que aconsejan y ejecutan, y las que 
auxilian en el mundo, son las que cuidan los inten:ses de la comunidad. Se 
buscan personas preparadas, expertas técnicas. Se indican como adecuadas a 
aquellas que se preocupan por las materias políticas, los republicae studiosi, es 
necesario preparar a las gentes, y hay que colocar en cada puesto la persona 
que sea más idónea para el mismo. De tal suerte que se profesionalice a las 
personas que ocuparán los cargos públicos. 

De 1440 a 1480 los Reyes Católicos hicieron cambios drásticos en todas las 
ramas de la administración, escogieron al hombre apropiado para cada puesto 
de responsabilidad, sin importar que la persona escogida proviniese de un 
rango social poco encumbrado . Esto no lo hicieron los reyes para enfrentar 
sectores de la sociedad, y si prefirieron burgueses y nobles de menor peso fue 
porque con ellos se beneficiaba la corona.99 

La calificación del trabajo de los oficiales es bien atendido, porque es un 
trabajo de ejecutar y decidir, como los colaboradores que son del Rey. Quieren 
imponerse ciertas normas legales, y han de definirse y localizarse no pocas 
competencias. too 

En el siglo XIV se creó el cargo de "corregidor'', para que quien lo 
dcsempctiara, su tarea primordial era la de ayudar al regidor. Este funcionario 
provenía de fuera del municipio. 

Posteriormente su facultades y obligaciones fueron de gran importancia para 
la Corona como lo afirma Beneyto: 

''" Op. cit. Bi:nl!yto, p. 146 
.,., Op. 1.:i.t. Orh:ga. p. 38 
1
·-

1 lbid. ncncytu. p. 1 14 
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"1\fas adclame, la pragmática de 9 de junio de 1500, desde Sevilla, atribuye a los corregidores no 
sólo las tarcns propiamente judiciales. sino las especificas de hacer cumplir las leyes, de evitar las 
intromisiones eclcsi:.\sticas. de impedir toda usurpación de autoridad y de castigar la munnurnción 
contra los principcs."rn 1 

Autoridades judiciales 

Aún cuando había órganos administradores de justicia, los reyes eran los que 
tenían tales facultades en primer lugar. Los Reyes Católicos reorganizaron el 
sistema judicial así la corona se convirtió en la fuente de la que emanaba la 
justicia del reino (preeminencia real). Su interés por impartir justicia los llevó 
al extremo de que cada viernes, dispensasen personalmente justicia en 
audiencia pública a todos los que comparecían ante ellos, " ... haciendo el oficio 
de rey por su persona, oyendo a Jos querellantes en cosas de justicia, 
señaladamente a los pobres, y juzgando al pueblo". 101 

El más alto tribunal de Castilla era la Chancillería, con sede en Valladolid, que 
estaba confomiada por cierto nítmero de oidores o jueces divididos en cuatro 
c{unaras, responsables de los juicios civiles, y tres· alcaldes del crimen 
encargados de los casos penales 1 3

• 

Una segunda Chancillería fue establecida en Galicia (1494), otra en Ciudad 
Real, trans fcrida posteriormente a Granada ( 1505). Como último recurso o 
apdación contra sentencias de las chancillerias, podía acudirse al Consejo de 
Castilla, que a la vez que tribunal superior de justicia era también el más alto 
órgano administrativo del pais. 10~ 

La Chancillería fue una delegación del Consejo, una antesala de esta justicia 
suprema, que el rey conservaba para ejercer personalmente. · 

Por lo que se refiere a las ciudades, pueblos o villas de señorío,.perténeeientes 
ya a la nobleza o a la iglesia, la corona procuró ir zapando las. átribucicines 

1111 Op. cit. I3cncyto. p. 149 
lll! lhid, p. 142 

lnJ ldcm. p. 146. ··La Cham:ilkria no fue. según veremos. sino una d1Jlcgación dCI. ConsCjo,- ima antcs;iln de 
cst.:1 justicia :-.upn:ma. que el rey conscrvab:.1 parn ejercer personalmente:º 

"...: Op. dt. Om:g:.1. p. 41 
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judiciales de los señores y de las eclesiásticas e intentó desde un principio que 
en dichas villas el: sistema judicial alcanzase un alto nivel de eficiencia y 
bondad, y estuviese·.· siempre presto a intervenir en caso de decisiones 
manifiestamente injustas. 105 

Autoridades ~1t.ínicipales 

Los municipios contaban para gobernarse con un consejo compuesto 
generalmente por las cabezas de familia, las cuales escogían cada año a los 
oficiales municipales requeridos. Los oficiales judiciales que gozaban de 
jurisdicción civil y ·criminal eran llamados alcaldes, en tanto que los oficiales 
administrativos principales eran los regidores, los cuales tenían a su cargo el 
gobierno efectivo municipal. 

Bajo los regidores estaban algunos oficiales subalternos: el alguacil u oficial 
de policía; el escribano y los fieles o funcionarios menores encargados de 
vigilar los pesos y medidas y supervisar las tierras comunales del 
nrnnicipio 106 

La corona castellana procuró desde el siglo XIV disminuir la vigorosa 
tradición democrática de los municipios, y a partir de 13 12 el consejo popular 
fue perdiendo la facultad de elegir a los regidores, los cuales acabaron en sus 
mayor parte por ser elegidos por los reyes. En dicho siglo comenzó a aparecer 
en algunas ciudades un nuevo funcionario, conocido como el corregidor, 
nombrado por el rey para ayudar a los regidores. Dicho corregidor procedía de 
fuera del municipio. 107 Este funcionario servía como puente de comunicación 
y unión entre el municipio y el gobierno central. 

De esta manera podemos observar que era un sistema de gobierno 
delicadamente equilibrado entre regidores perpetuos y corregidores 
temporales (dos años cuando menos), y los vecinos siguieron poseyendo el 
mermado derecho de elegir en algunas ciudades a Los ofros funcionarios 

111 ~ Op. cit. Ortcgn. p . .i 1 
l!Jf. hk111. p 40 
1 "~ IJc111. 
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municipales, decadente vestigio de la vieja democracia municipal de otros 
tiempos. 108 

Puede observarse claramente, que el monopolio de las funciones de gobierno, 
administrativas y jurisdiccionales recaían en la persona del rey y sus más 
cercanos colaboradores. A la vez que él era quien nombraba directamente a 
los funcionarios de rango inferior, por ello obviamente empieza a haber una 
obediencia ciega hacia el rey. 

Otros funcionarios 

Se trata de un imperio cuya administración; perfecciona el sistema 
federalizado de gobierno inventado por Aragón-CatalÍ.lfüi en .~us posesioi1es 
mediterráneas desde la Baja Edad Media; ·· · · · · ~ ·· · · 

Por ello, para mantener un control d~ las provi~ci~s y de los reinos, hubo que 
establecer un sistema en el que húbiera funcionarios· ·menores, que 
mantuvieran la administración pública al servicio de los gobernantes. Nace asi 
la incipiente burocracia: 

·· ... De acuerdo con Solórzano. los oficios públicos revelan, por un lado. el moderno ideal de una 
magistratura asalariada y desinteresada, en donde el empico era un cargo público y no una pieza de 
propiedad~ sin embargo. la burocracia imperial se encontraba a medio camino entre una burocracia 
patrimonial y una moderna burocracia a sueldo del Estado. El burócrata, grande o chico, venía a ser 
un miembro de la Casa Real y su oficio fue considerado conlo una extensión y expresión del favor 
lid rey, de aquí la imposibilidad de nombrar oficiales administrativos reales, o de confianza como 
ahora <li:cimo~. fuera del círculo cortesano <le la aristocracia de sangre o de togada, salvo 
contadisimas excepciones." 101

' 

La burocracia se inspira en su antecedente ubicado en Aragón: 

··La burocracia castellana tuvo por modelo a la aragonesa; pero no alcanzó la eíectividnd de ésta 
rui:sto que actuaba sobre un n1cdio politicosocial y sobre un sistema socialpolitico n1enos liberal y 
prcburgués que el cntaltln-nrngonés. La administración castellana fue menos ágil que la del modelo 
y por ello sus resoluciones fueron casi siempre lentas, sopesadas ... "º 

1 
''"' Op. cit. Ortega. p. 40 

11 ~ 1 kh:m. 1 S3 
1111 ld..:111. p. 38 
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La organización de la burocracia era piramidal: 

.. Di.: los consejos. capitanías generales de la burocracia. dependían ejércitos de funcionarios. cuyas 
denominaciones y categorías eran tan diversas como las materias que les estaban confiadas: para la 
justicia, había oidores y alcaldl!s del crimen (agrupados por salas, en audier1cias). y alguaciles de lo 
civil y lo criminal; para el gobierno. había virreyes y gobernadores - que en algunos nspccto.s 
dependían directamente del monarca- y corregidores y alcaldes mayores (que tenían además 
funciones judiciales en su distrito): para la hacienda, había los llnmndo5 oficiales reales -
contadores, veedores, tesoreros y factores-. etcétera.'' 111 

La burocracia se hizo cada vez más lenta, tuvo su mayor auge con Felipe 11 
como veremos más adelante. Asimismo es la herencia de nuestra actual 
organización administrativa y politica. 

2.2. Dualidad 

La Iglesia católica tenía gran poder, debido a sus grandes riquezas y a sus 
privilegios, por ello intervenían en la vida política del país. 

Había una estrecha relación de lo eclesiástico y lo civil en la monarquía 
católica (concilios de Toledo, o en el papel tutelar de los obispos). Esta 
herencia canónica se transmitió a la sociedad hispano-goda, principalmente, 
i.:n el período altomedieval, tras la partición religiosa de Hispania entre el 
Islam y la Cristiandad. 

Religión y Derecho se aunan en su propósito regulador, y la anterior frontera 
cristiana entre el Derecho canónico y el secular se desvanece casi del todo en 
el orden simplificado de vida característico del altomedievo. 112 

La época hispanogoda legó a la posteridad dos magnas compilaciones 
juridicas de carácter civil y canónico, la primera de signo romano tardío, con 
influjos canónicos y algún vestigio germánico que, en las versiones vulgatas 
del Liber ludiciorum, llegó a incorporar además algunos principios rectores de 

111 ~llR:\NDA. JosC, Espm1n y Nueva Espa11a en la época de Felipe 11. Instituto de Historia UNAM, Edit. 
Din.:cc1ó11 Gcm.:ral de Publicaciones. México. 1962, p. 30 
11

.: Op cit. Ortega, p. 144 
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la doctrina patrística sobre el poder, base de una tradición política y legal 
fundamental hispánica. 1 D 

' . 

El derecho de la España cristiana, se conforma de tres elementos básicos 
combinados: El Derecho legal visigodo, el Derecho consuetudinario popular y 
el Derecho franco. 114 

· . 

De esta forma, el Derecho secular y el canónico se unieron en los reinos de la 
España cristiana en su propósito de ordenar una vida social marcada por el 
signo de la religión: Este hecho, unido a la debilidad de las estructuras civiles, 
explica que en aquella sociedad cristianizada diera a sus instituciones políticas 
y a su organización social una composición "especial" en las que permeaban 
elementos pertenc::cio::ntcs a la Iglesia. Instituciones y términos que perduraron 
por mucho tiempo aún en los ordenamientos que se dictaron posteriormente. 

Aun cuando los Reyes Católicos lograron no sin dificultad que las fortalezas y 
scñorios eclesiásticos quedasen en manos de los oficiales reales y que las 
propiedades te1Titoriales pasasen a la jurisdicción superior de la monarquía115

• 

Dados los aspectos históricos de los pueblos que conquistaron a España, había 
en el Estado una influencia ideológica y costumbres católicas, lo mismo para 
juzgar, que para disponer aspectos administrativos; por ello existía una 
dualidad entre lo religioso y lo secular. Por lo tanto, no puede desligarse de 
esa realidad el carácter subjetivista en la impartición de !ajusticia. 

2.3. Origen de la Audiencia 

Los Reyes Católicos se propusieron también moralizar de raíz a la Iglesia 
.:spañola y acabar, por consiguiente, con la corrupción que en aquellos 
tiempos era general en toda la· cristiandad116. El Papa Alejandro VI les 
autorizó a emprender la reforma de la Iglesia. Para ello era necesario 
establecer tribunales que tuvieran delimitada su jurisdicción, en cada una ele 

: : • Op. cit. Coronas, p. 98 
:'J lb1d. p. 118 
, '.,, Op. cit. Ortcg;.1, p. 43 
· ld1:m. p. 44 
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las provincias y reinos de España. Veremos a continuación la situación al 
respecto, en algunas provincias. 

En la Corona de Aragón y en Levante la jurisdicción local es .atendida por 
jueces que, con distinta nomenclatura, suelen tener señalada su competencia 
por el volumen del negocio. Ello indica que no hay una separación por 
materia, para el cono1=imiento y resolución del asunto; consecuentemente, no 
hay una especialización de los jueces que deberán conocer del litigio. 

La jurisdicción territorial se encuentra ejemplificada en las Alcaldías o 
Juzgados mayores, tales como los de Galicia y Vizcaya. Por Decreto de 14 de 
octubre de 1494 se envía a Galicia a Gonzalo Martínez de Villavela, a Diego 
~fartím:z de Astudillo y a "otra persona" para que en unión del Gobernador, 
Diego López de Haro, determinen la refonna de aquella justicia, de tal 
manera, que prepararon las bases de la futura Audiencia. 

En Vizcaya el Juzgado mayor se centró en la figura de un Juez especial que 
conocía, en nombre del Rey y en última instancia, las apelaciones de los 
vizcaínos contra los fallos de sus alcaldes. AtTanca de aquel <<Alcalde 
apartado en la nuestra Corte>>, que suena en un documento de 1390; es, por 
consiguiente, competencia atribuida a uno de los Alcaldes de la Corte, que 
pasa a situarse a la cabeza de un distrito del mismo modo que parte del 
Consejo de Justicia se estabiliza en la Chancillería. Precisamente ahora ese 
Juez mayor de Vizcaya queda dentro de la Chancillería de Valladolid y está 
obligado a celebrar audiencia tres días a la semana en el lugar y la hora que 
determinen las autoridades de la Chancillería. Ahora bien: por encima de estos 
ejemplos la imagen de la justicia territorial está ligada a una institución que 
los Reyes Católicos recogerán en Cataluña. 

Es el propio Fernando quien rt:glamenta la Audiencia catalana, fijando su 
composición. sueldos, sesiones, procedimiento, etcétera; e igualmente se 
ocupa de la Real Audiencia de Zaragoza, órgano supremo para las alzadas de 
aquellos asuntos que habían sido juzgados en primera instancia por los 
Alcaldes y Zalmedinas. Aquí, subsiste el Justicia Mayor, asistido de dos 
lugartenientes, que desde 1461. ernn ya uno caballero y el otro legista, y 
posteriormente en 1493 tiene un consejo adjunto de cinco juristas, para ser 
oídos en materia criminal. 

El estudio de la estructura, reglamentación y funcionamiento de las Reales 
Audiencias en los países de la Corona de Aragón y las características de su 
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expans1on en los territorios mediterráneos dejan ver cómo esta imagen es 
tenida en cúenta al generalizarse la institución. El esfuerzo culmina en el 
decenio 1493-1503, tanto en Cataluña como en Castilla (Ordenanza de 
Segovia de 1494 que pasa a la Nueva Recopilación). 

Asi este ejemplo se implanta en otras provincias, como es el caso de Santo 
Domingo, que en 1511 se instituye la Real Audiencia, aunque funcionó hasta 
1526. También en Italia se recibe esta figura administrativa, reglamentándose 
su funcionamiento según los principios de la ordenación catalana. 

Fernando el Católico instituye, en 1487, el Regente de la Chancillería en 
sustitución del asesor o consultor. El Regente era un jurista de reconocido 
valor y probada experiencia política. Su conocimiento de las leyes y del 
procedimiento sitúan al Regente por encima del Virrey desde el momento en 
que tales gobernadores, careciendo generalmente de preparación jurídica, no 
podían decidir sin consejo y voto del Regente y de los oidores.117La figura del 
Regente prevaleció en México por mucho tiempo, luego se le llamó Jefe del 
Departamento del Distrito Federal, posteriom1ente Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal. Los titulares de esos cargos fueron en su mayoría políticos 
simplemente, no juristas. 

La constitución federal del reino aragonés es la que apoya el surgimiento de su 
más ejemplar institución: de esa real Audiencia, que es modelo de la 
organización fernandina. También aquí el Consejo real se va tornando 
especializado al incluir dos jueces de la Curia o tribunal de la Corte. 

La potestad de los órganos jurisdiccionales refleja tanto el poder mismo del 
rey, que el Rey Católico no tiene inconveniente en reconocer y proclamar 
como poder supremo el de la Real Audiencia catalana, que en caso de duda 
sobre la constitucionalidad de una provisión firmada por el príncipe debe 
declarar en término de diez días si existen o no defectos legales de aquélla. 

11
- Op. cit. Bcn~yto, p. 152 
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2.4. Reforma de Felipe 11 

Felipe 11 fue bisnieto de los Reyes Católicos, es quien unificó la Península, 
sumando a sus grandes posesiones europeas y americanas el imperio lusitano 
( 1580). al ceñirse la corona vacante de Portugal. 

Felipe 11 era un hombre sumamente desconfiado por lo que tuvo pocos 
colaboradores. 

Impuso la burocracia inoperante, pues su propósito era no resolver nunca. 
Dejaba las cosas al tiempo; la consecuencia inmediata de esta actitud es la 
unificación, la atracción de compt:tencias, pero dt: modo subsiguiente la 
paralización de las funciones. Es un ejemplo de intervensionismo patemalista, 
entusiasmado únicamente en las pequeñas actividades, con el trámite y con el 
despacho, al redactar las notas y los decretos marginales o las resoluciones y 
las determinaciones correspondientes. 118 No se preocupaba por asuntos 
trascendentes sólo nimiedades. 

Dentro del sistema burocrático la monarquía española creó un tipo especial, el 
consiliario (consejos). Abarcaban los consejos toda el área estatal: Aquí 
empieza el retraso en la resolución de asuntos, como no_s los narra, Miranda:. 

_,·, ', 

··Como en \!Stos organisntos los procedimientos eran escritos y las ·ditigenc-inS innume~bl~s,corrian 
los ailos y se fo~m~1ban montones de legajos antes de que un· nsunto, por nir'1i?.éíu.c·ri.1_esé, lle8nse a 
.ser dcspadmdo. 11 ·~-:. •. · ..• 

. - ~ - ; 

Su aparato gubernamental estuvo constituido por una.·red de funcionarios, 
dependientes del rey y subordinados unos a otros en escalonada pirámide 
jerúrquica, que cubría todo el cuerpo político desde el centro a la periferia. 

Este personaje tiene vital importancia en la historia española debido a que, 
siguiendo el ejemplo de sus bisabuelos, considera que. debe residenciar 
(juzgar) alguien técnicamente capaz para· tal tarea, por ello implanta una 
reforma en el juicio de residencia. · 

-·; 

La reforma de Felipe 11 (que convierte alnJ~v~corr~giclor'~nju~z de 
residencia del que le antecede), resulta quecal térl11ino ~cJo.s rnandatos de los 

'i- Op. cit. Bcl1C)'l0, p. 112 
1 

!·• Op. cit. Miranda, p. :!9 
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jueces-corregidores se designaba un juez de residencia, necesariamente 
letrado; es decir, con notoria significación técnica, que investigaba la 
actuación del residenciado, al tiempo que durante el ínterin le sustituía. La 
pragmática pasa a la Nueva Recopilación, y recoge ciertos elementos de la 
estructura del <<purgar taula>> catalán. 12º 

De lo visto hasta aquí, puede apreciarse la evolución de este juicio, máxime si 
Felipe 11 tuvo la visión, de que el juez que residenciara debía ser una persona 
preparada para ello. Esto daría la pauta para que se formaran especialistas en 
la materia. Es sorprendente que la legislación mexicana haya erradicado ese 
antecedente tan favorable para la profesionalización general, del servicio 
público. Se retrocedió, ya que a los juzgadores se les requiere únicamente ser, 
Licenciado en Derecho, y a otros servidores públicos ni siquiera eso; sin 
embargo, se les pem1ite juzgar (juicio político y declaración de procedencia). 

También, dio origen al escalafón ele manera natural ya que los propios 
servidores públicos estaban concientes de que, al ser residenciados tenían la 
posibilidad de acceder automáticamente a una jerarquía superior. Asimismo, 
es un medio incidental, de hacer carrera en el servicio público, al 
profesionalizarse de esa manera. Ahora conocido (tantas veces propuesto) 
como, Servicio Civil de Carrera o Servicio Publico de Carrera. 

2.5. Juicio de residencia 

. .,'" . , .. ' 

En España el juicio de resid_encia_se conO<:;ia co~o tal _debido~ que la.persona 
que iba a ser juzgada debía residir en el -lugar cuándo ·menos mientras duraba 

el proceso. . ;_~ '{<·'!; r; ·• .. 
1 

,. ... , •. ·· 

E 1 nombre ele residencia y calidad de ~~sldi~t{cl~\1~: é'iii<l~d~ri~ romano era 
considerada en forma general así:. ',;-~-'". ~·- c,,-~·-::~··,-7~·.~--~ .. ~~:_·~!.,- ,).\~' <-:,}:í-'··,;.:::;,;:";:':.::...; 

, ·;r.:·.'·" '.'.;\':.",'~·. :- ' ·. ; .> ·-~.,: ~ :·:,', •; 
·· ... El residente debe acatar no sólo a los magistrod·~s._d~ )~~-~i·~"ci~~ -~~- qu~~~C~i~ié~ -~~-~o --~~mbién n toS 
de aquella en que es ciudadano, y no sólo se halla somctidó a· In jurisdicción municipal·de ambos 
municipio~. sino que también debe cumplir alli l~~·~~rg_nS_~"llb~·iCits.'::~~ 1 

_· .. .",· , 

i;-, Op. cit. Miranda. p. 160 
L!l Op. cit. o·ors .. p. 808 
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Asimismo, existen más disposiciones al respecto: 

""El residente que yn ha sido destinado a cumplir algunas cargas públicas no puede renunciar a su 
residencia nntes de haberlas cumplido. (Mod. E reg.)"122 

" ... Debe saberse que el que vive en el campo no se considero que sea residente. pues el que no tiene 
lns ventajas de la ciudad~ no se considera que sea residente. (Mod. 1 excus.; en Griego)." 121 

••• •• ... La 
cognición aceren del derecho de todos los rcsidentt:s que pretenden tener las ciudades es de los 
gobentndorcs de las provincias; pero cuando alguien niega ser residente, debe presentar In 
reclamación ante el gobcm:1dor de la provincia del que depende aquella ciudad en la que se h: llama 
n participar en lus cargas, no ante el de aquella de la que él se declara oriundo: así se:: dice en un 
rescripto de 1\drinno, de consagrada memoria." ii.a 

Por lo anterior, posiblemente podría deducirse que llamaron juicio de 
n:sidcncia a este procedimiento especial. 

Este juicio adquiere peculiaridades distintivas : es un medio de controlar sobre 
todo la actuación de los juzgadores, en relación a la imparcialidad, a la 
temporalidad oportuna, y a la erradicación de la dádiva evitando así la 
corrupción en los detentadores de cargos públicos. 

La monarquía española fue la primera en establecer normas efectivas de 
control; los visitadores esos temibles funcionarios de la corona, realizaban sus 
visitas de inspección a las que nadie, ni nada podían escapar. Con tal sistema 
el rey quedaba bien informado y los súbditos quejosos hallaban en la 
visitación una manera de protestar individualmente de los abusos reales o 
fingidos y encontraban asimismo una válvula de seguridad con la que aflojar 
;;us resentimientost~;. contra cualquier autoridad. Muchas veces se prestaba a 
abusos por parte de los quejosos. 

A continuación transcribimos del autor Juan Beneyto algunas citas que nos 
ilustraran respecto al juicio en cuestión: 

<< ... Y porque la ausencia de los reyes da osndia a las gentes de aquellas partes que sigan bandos y 
p;ircialidatles. y con1ctan dd itos y fuerzas. con poco temor de la justicia real, estas cosas 
con~idcradas. la n:ina entró en el Condaún de Vizcaya y fue a la villa de Bilbao y mandó ejecutar la 
justicia a algunos malhechores y puso gran temor a los moradores de la tierra. De manera que todos 
c~taban sometidos a la justicia y vivían en pal. y sin pc:nsamicnto de cometer las fuerzas que antes 
comctian." pacificando el ambiente, impuso la ky. i\.-1andó ex.aminar los fueros>' conlirn1ó "los que 
liL·hian ser guardados" y puso corn:gidon:s y jueces en nqucllas provincias y v:.1llcs. y mandó hacer 

1 ~~ Op. t.:it. O ·~1rs. p. 80.S 
'. :~ ldi:-111. p. ~tN 
·• ldi:m. p. SIO 
1 
:• Op. cit. Ortega, p. 184 
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pesquisas contra los corregidores anteriores y prender a algunos que habían pervertido la justicia 
por dádivas e intereses . ... >>1

.2fJ 

<<También en la celeridad se ven iguales Isabel y Femando. En Sevilla. a lo más dentro del tercer 
día clt;bían resolverse ... ahorn. de Femando dice Galíndez: ºDespachaba los negoCios con toda 
brevedad. teniendo diu señalado pura esto, y para los den1ds negocios hncin andar a los ministros y 
oficiales con gran cuidado eara que los vasallos no recibiesen detriniento ni gastasen su hacienda y 
tiempo en dilataciones.>> 1

-
1 

Desde fines del siglo XII y, de manera concreta, a partir de la Constitución de 
1283, obra de Pedro 11, en Cataluña existía cierta ordenada inquisición contra 
los oficiales reales, estimulada por la actividad de las Cortes, que exigían la 
satisfacción de agravios con anterioridad a la actuación de cada legislatura. 
Seis años más tarde, en Monzón, bajo Alfonso 11, encontramos aquella misma 
nomm que Fernando d Católico impondrá en las Cortes toledanas de 1480: 
que los oficiales <<tengan taula>>; es decir, se sometan a inquisición o 
investigación sobre su gestión por treinta días (precisamente el plazo que 
señala en Toledo, sustituyendo ni anteriormente establecido de cincuenta 
días), de niio en año, y que al entrar aseguren ( o juren, como se declara en 
Toledo) que harán derecho y responderán a quienes muevan querella frente a 
su actuación. Aún llegó a más Jaime 11 en Barcelona, en el año 1299: que 
todo oficial que use jurisdicción y sus lugartenientes aseguren 
convenientemente y con buenas fianzas responder de su gestión durante treinta 
di as (<<ten ir tau la per trenta dies>>) el día primero de enero de cada año. 1 ~8 

Preocupó mucho a los Reyes Católicos que los jueces obrasen sin cohecho, y 
esta cuestión hubo de ser una de las esenciales en los juicios de residencia. 

La rendición de cuentas de la gestión de los jueces se ofrecía así de manera 
muy avanzada en los países de la Corona de Aragón, y el rey Fernando tuvo 
que tornarla en consideración para el gobierno de Castilla, teniendo a su lado, 
como tuvo. a juristas tan eminentes como el Vicecanciller de Aragón Alfonso 
d.: la Caballería. La necesidad de llegar a las medidas de 1500 se va 
reconociendo, por ende, paulatinamente en esas etapas de 1480 y 1490. Había 
qt1<: considerar qué puntos calzaba la venalidad, esa costumbre de enajenar las 
alcaldías o puestos jurisdiccionales, que suponían cotizadas las entoñas y 
tasas. 

l.!h Op. cit. Bt:ncyto. p. 1 .. 1 
i.:~ ldcrn. p. 14:! 
l!h ldcm. p. 161 
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Un ejemplo claro de lo anterior es lo que relata don Diego de Valera: 

" ... cuenta en una de sus epístolas que al ser enviado como corregidor a Segovin pagó n los alcaldes 
y al alguncil que trajo consigo, de fuera. << porque la justicia mejor se pudiese ejecutar, que antes 
de entrar y aún agora- escribe- los alcaldes son de In ciudad y dan cierta cosa a los corregidores por 
los olicios>>. El subrnyu- en vez de recibir dinero lo dio .•. (Bien que también hubo de resultar 
sospechosa tal actuación. que sólo traigo como documento de ambiente.).'' l?IJ 

De igual forma, el cronista Pulgar narra que estando en Córdoba, en 1478, se 
enteraron los príncipes de que en su Corte misma << se daban y repartían 
grandes dádivas, así a los de su Consejo como a sus contadores mayores, y a 
sus oficiales y secretarios, y alcaldes de su corte y escribanos de cámara y 
otros oficiales que servían los oficios de su corte>>. 

Estas dúdivas tomaban el color de derechos y eran pedidas por los empleados, 
lo que determinó muy graves reclamaciones. Los Príncipes informados de la 
cuestión privaron a unos de los empleos, castigaron en sus bienes a otros y, en 
tin. según Pulgar, por indicación del confesor de la reina, se hizo una 
ordt:nanza para que <<ninguno del Consejo, ni los contadores, ni los alcaldes 
de la Corte, ni otro juez ni comisario no llevasen don ni presente ni precio 
alguno de dinero, ni otra cosa de las personas que ante ellos tratasen pleitos, ni 
por otro color>> .130 

Existe además la siguiente reflexión: 

··También duele In privilegiada consideración e.le algunos con dnño de In generalidad. y se propone 
l.:'omo merced que favorezcan todos. la <le las obras pt.'iblicas. Tales trabajos, y no los bc::neficios que 
s1n~ulnrizan ni agraciado, son In tarea del Rey. En vez tlc dilapidar el pntrimonio común con 
Jridivas a particulares. hñg•mst: gastos públicos: caminos, acueductos y puentes, ... " 131 

Por otro lado, las leyes antiguas habían establecido que durante cincuenta días, 
tras la expiración del oficio que se desempeñaba, rindan residencia << los 
jueces que tienen administración de justicia>>. En las Cortes de Toledo de 
1480 parece ese plazo muy largo y se acorta, siguiendo lo que resulta casi 
obsesivo en los Reyes Católicos: la celeridad. Una disposición dada entonces 
fija aquel término en treinta dias y somete al mismo a los corregidores, los 
ulcaldes. los merinos y los alguaciles, los cuales deberán jurar tenerse a dicha. 
residencia ul ser recibidos en sus oficios. 

:~:'. Op. cit. lkncyto, p. 16::? 
ldcm. 

111 ldcm p. 115 
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Otro medio de control. Fue la creación de pesquisadores para poder hacer << 
inquisición secreta - dicen los textos - sobre si los corregidores administraban 
bien y como debían la justicia en los pueblos y a todos generalmente, o si eran 
negligentes en ella por interés o por afición, o si recibían dádivas o presentes u 
otros algunos intereses corrompiendo lajusticia>>. 132 

Los pcsquisadores andaban por todo el reino inquiriendo lo que se les 
encomendaba y solicitando la ejecución de la justicia en virtud del poder real 
que los amparaba. Y cuando encontraban un juez culpado lo llevaban a la 
corte, sin esperar al término de su función y adelantando así la residencia; y si 
resultaba que habia errado era castigado y se le inhabilitaba para cualquier 
oficio. 

Este autor, avezado en el tema, nos relata: 

"Diez nños 1mis tarde, cuando los Reyes Católicos van a pasar el invierno en Sevilla, apenas llegan, 
<< luc:go entendieron en la justicia del reino>>. y enviaron pesquisadort:s para ton1ar la residencian 
los corregidores, alcaldes, alguaciles, escribnnos y demás ofichlles con cargo de administrar justicia. 
Y si encontraban que incurrieron en alguna cosa << eran traídos a la Corte y les era demandado por 
el rey y por la reina en su Consejo, razón de sus negligencias y yerros>>. Se hacia restituir cuanto 
habían llevado indignamente <<con las setenas >>. A otros se les desterraba o inhabilitaba, y, en 
fin, n cada uno se penaba según lo que erró." 1ll 

El 9 de junio de 1500, en Sevilla los Reyes reglamentan el juicio de 
residencia, que ahora se estabiliza según el modelo aragonés. 

Existe otro autor que nos indica fecha distinta, aunque se aproxima, pero 
difiere en el primer acto de aplicación en las Indias, puesto que a ellas 
arribaron los conquistadores en 1521. Asi nos señala Osornio: "el juicio de 
residencia nació en España, en el afio de 1501, bajo el reinado de Isabel la 
Católica; al nombrarse a Nicolás de Ovando, gobernador de las Indias, recibió 
instrucciones para efectuar residencia a su antecesor, Francisco Bobadilla, con 
este acto quedó establecido el juicio en cuestión."134 

Los Reyes Católicos vienen a fijar la imagen de una institución que. recorre 
toda la Edad Moderna y que cobra especial relieve en las Indias, donde, con la 
lejanía, son más poderosas las tentaciones . 

.,~ Op. cit. Bc:ncy10. p. 159 
1
-') ldcm. p. 160 

1_u OSOR:'\ilü, Corre!> Fnmcisco Javier. Aspectos jurídicos de la administración financiéra en México. 
'.\.IC,ico. Instituto de: Investigaciones Juridicas UNA:\1, 1992, p. 257. (Cárdcnns. Ral1I. Rc_spunsnbilidad de los 
funcionarios público:-;, MC:"<ico. Porn'm, 1982, p. 13) 

53 



Los aspectos señalados no resultan exhaustivos. La labor de los Reyes 
Católicos es muy extensa y en los aspectos mencionados es fundamental. Pero 
basta lo señalado para subrayar en qué ancha escala se les debe la gestación de 
la moderna Magistratura. El jurista es, desde luego, el funcionario - tipo, pero 
sobre todo donde el jurista está en la administración de la justicia. Recuperada 
para el príncipe, ésta forjará desde aquel instante el armazón del Estado. 

'"El juicio de residencia tenía corno finalidad tratar que las disposiciones de la 
Corona Española, legales, administrativas o políticas, fueran debidamente 
cumplidas y, por otra parte, que sus funcionarios· pudieran actuar en un 
ambiente de relativa elasticidad en el desempeño de stis funciones." 135 Se 
trataba de una incipiente labor de fiscalización, de fa Administración Pública, 
creada por la realeza. . 

Por otro lado, era tal el cuidado que se tenía con éste juicio que algunos reyes 
mandaban publicitar, las residencias que se habían practicado recientemente o 
bien, que estaban practicándose en ése momento, como veremos a 
continuación: 

ººLey 1 

"'Mandamos, que en el nuestro Consejo haya siempre tabla de todas las residencias que se tomaren n 
los Jueces y Oficiales (.it.: Justicia, para que se vean por su órdcn y antigüedad los martes y los 
jueves. como hasta nqui se ha ncostumbrndo; y la dicha tabla se renueve en prcsi.:ncia del Presidente 
y los del nuestro Consejo, luego que SI! acabaren de ver las residencias que en ella se hobicrcn 
puesto: pero si alguna residencia fuere tan breve que se pueda ver en un Consejo, ó por nlgun 
respeto, que toque á nuestro servicio. pareciere ser necesario verse con mas brevedad. bien 
pt:rn1itimos llUC se vea fuera de esta órdcn. (ley 38. tit. 4 lib. 2. R.) ... 13'' 

Ley 11 

"',\,,lan<lnmos, que ninguna residencia se comence á ver.sin que primero la hayan visto y pasado 
nuestros liscalcs ó algunos de ellos. y ante todas cosas parezca por testimonio bastante c~mo está 
cxccutado lo que resultó de la rcsidt:ncia pasada, que se tomó á su antecesor de In persona cuya 
rc .. ·siJencia se comenzare ú ver (2). Y otrosí mandamos. que los mismos de Consejo. que hubieren 
co111cnzado á ver una residencia. la acaben y sentencien. si no fuere por enfermedad ó ausencia de 
;.alguno de ellos. ó por otra justa causa: y en el castigo de las culpas. que resultaren de lns dichas 
n:-;id..:ncias. encrirgamos á los del nuestro Consejo. cengnn en rigor que conviene¡\ la satisfacción de 
las partc:i, y al cxcmplo de los otros ministros y exccutorcs de In Justicin" .. 1.u 

tl< Op. 1.:'il. Os1.,lrnio. pp. 2;7 y 2;s. 
1 ·~" SALVA. \/1ccntc Don. ~ovisima Recopilación de las Leyes de España, mandada formur por el Sr. Don 
l';1r\os IV. Esp:1ih1. Edil. París. 1854, Tomo 11. p. 68 (Libro IV. Titulo XI. De las Residencias: y modo de 
pro-.:cdcr :1 su lklcrminación en el con~cjo). 
'

14 

ldcm. p. 6lJ 
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Era requ1s1to indispensable antes de ser jueces en otro lado, ver primero sus 
residencias para saber si tenían alguna causa pendiente: 

.. (2) Por auto consultado de 27 de Junio de 1565 acordó el Consejo, que los Jueces que hubiesen 
tenido oficios en los lugares del Rcyno. no los puedan tener en los del señorío, sin que primero se 
vi:-nn sus residencias. (nut. l. tit. 7. lib. 3.R).''138 

•· (3) Por auto del consejo de 19 de Abril de 1690 se mandó, que no se consulte residencia alguna de 
Corregidores y Alcaldes mayores, sin que Primero presenten certificación o testimonio. de modo 
que haga fe, asi de las Escribanías de Cámara del Consejo, como de las Chancillerías y Audiencias 
en cuyo territorio hubieren cxcrcido ü ltimamente. de que en el tiempo de sus oficios no tienen causa 
alguna pendiente, y si la tuvieren, el estado de ella. (auto.9.titl. 7. lib. 3. R.)''."'' 

Con el objeto de que las diligencias fueran rápidas en el juicio de residencia, 
se ordenaba que se repartieran a prorrata entre los dos fiscales del Consejo 
para que estuvieran resueltas a tiempo. El reparto era tarea del Presidente del 
Consejo. 

: :~ Op. ~it. Saln1. p. 69 
ldi:m. 
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l. El Virreinato 

CAPITULO 11 
LA NUEVA ESPAÑA 

La institución virreinal indiana, fue instaurada en Nueva España en 1535, al 
nombrar Carlos V a don Antonio de Mencloza primer virrey ele México, quien 
ostentaba la máxima representación política en los reinos de América. El 
virrey era el<< alter ego>> del monarca, la imagen del rey, sólo estaba sujeto 
a la autoridad del soberano y a las leyes del reino. Sus facultades en general 
eran las mismas que tenía el monarca estando presente, excepto las que 
expresamente éste le tenía prohibidas, tales corno: conceder títulos a 
ciudadanos, legitimar hijos, otorgar hidalguías y dar cartas de naturaleza. 

Por ello el vitTey debía ser obedecido como si fuera el rey. Este personaje 
adri1inistraba justicia, proveía encomiendas y beneficios eclesiásticos, 
t\bastecía a los pueblos y agilizaba los negocios. · 

Al recibir títulos de virrey y gobernador, presidentede laAÚdienC:ia:viÍreinal y 
capitán general, se le concedía plenamente el uso de las att:ibuciones qlÍe cada 
titulo llevaba anejas. 1 • · · 

Dumnte los siglos XVI y XVII la autoridad de esta institución y la de .su 
representante, el virrey, se fo11aleció. El siglo XVlll, sin embargo, iba a co11ar 
esta linea ascendente de la institución virreinal, así como c011ó la poderosa 
influencia del Real y Supremo Consejo de Indias en el gobierno de aquellos 
reinos. Parecía como si los hombres ele la !lustración estuvieran empeñados en 
unu guerra a muerte con las instituciones tradicionales. Tales eran sus ansias 
de reforma. Desde los alcaldes mayores y corregidores, hasta la figura del 
vi1Tcy sufrirán las consecuencias del cambio ele política establecida por la 
nueva dinastía.! 

La máxima autoridad en la Nueva España era el Virrey, pero tenía sus 
limitantes establecidas en la Ley XXVI, título quince, libro segundo; que a 
continuación veremos: 

1 CALDERO:'\:. Quij~tno Jost! Antonio. Llls \'irrcycs de Nuc\'a Espai\a ~n el r~imú.lo U~·C.a~los.llt:·sc\'illa. 
Edit. Publicaciones de li.1 Escuela de Estudios Hispanoªamcricanos de Sc\'illa• 1968. Tomo 11. p.·39 
! h.h.·m. pp. 39 y ..io 
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º Porque en algunas ocasiones han sucedido diferencias entre los Virreyes y Presidentes, y los 
oidores de nuestras Reales Audiencias de las Indias, sobre que Jos virreyes o Presidentes exceden de 
lo que por nuestras facultades les concedemos. e impiden la administración y ejecución de In 
justicia: mandamos que sucediendo casos en que a los Oidores pareciere, que el Virrey o Presidente 
excede, y no guarda lo ordenado. y se embaraza y entromete en aquello que no debía, los Oidores 
hagan con el Virrey, o Presidente las diligencias, prevenciones, citaciones y requerimientos, que 
según la calidad del caso o nt!'gocio pareciere necesario y esto sin demostración, ni publicidad, ni de 
fonna, que se pueda entender de fuera y si hechas las diligencias e instancias sobre que no pase 
adelante el Virrey. o Presidente perseverare en lo hacer y mandar ejecutar, no siendo la materia de 
calidad ñeque notoriamente se haya de seguir de ella movimiento o inquietud en la tierra, se cumpla 
y guarde lo que el Virrey o Presidente hubiere proveido, sin hacerle impedimento, ni otra 
demostración, y los Oidores nos den aviso particular de Jo que hubiere pasado, para que Nos lo 
mnndemos remediar como convenga."·' 

Este tipo de organización empezó a debilitarse por los constantes abusos , que 
había por parte de los conquistadores hacia los conquistados. Así empezaron a 
generarse grupos de insurrectos, como lo narra Anna: 

" Durante Jos dos ar1os siguientes no menos de tres gobiernos c.xistieron en Nueva España. Fue un 
periodo de constante crecimiento del fem1ento insurrecciona!, ya que las quejas legítimas de la 
mayoría de los mexicanos fueron ignoradas totalmente por dos virreyes asombrosamente miopes y 
por Ja audiencia. Sin embargo, cuando se observan Jos gobiernos de Pedro Garibay ( 16 de 
septiembre de 1808- 19 de julio de 1809), del arzobispo Francisco Javier Lizana y Beaumont (19 
de julio de 1809- 8 de mayo de 1810), y de Ja audiencia ( 8 de mayo- 12 de septiembre de 1810), 
se concluye que. aunque no eran necesariamente más malos que algunos gobien1os anteriores, no 
pudieron ofrecer la vigorosa jefatura necesaria en una época tan crítica. "" 

Garibay siguió una política tan independiente que pronto se ganó la enemistad 
de los españoles conservadores. Este fue remplazado en julio de 1809 por el 
arzobispo Lizana, de quien se esperaba una actuación pacificadora, ya qué el 
pueblo estaba peligrosamente dividido. ·,':, ·· 

La jefatura del arzobispo Lizana no fue más enérgica que la de·s'u 'predecesor. 
Se distinguió principalmente por sus actividades tendientes' a défender a 
Nueva España de la evidente amenaza de la propaganda francesa· y por sus 
actitudes suspicaces ante las facciones de Yermo y la Audiencia. 

En innumerables proclamas, el arzobispo le habló al pueblo de hermandad, de 
la unidad de la sangre y de una Iglesia única, y lo exhortó a cumplir con sus 
deberes y obligaciones, y le recordó, conforme a la tradición de su educación 
eclesiástica, que era el deber del hijo obedecer a su padre amoroso pero 

-'SARMIENTO. Donatc t\lbcrto. De las Leyes de Indias (Antología de la Recopilación de 1681 ),México, 
Edil. Quinto centenario SEP. 1988, pp. 119 y 120 
":\NNt\, Timothy E. La caida del gobierno cspa1,ol en la ciudad de México, Tr. Carlos Valdés. México, Edit. 
Fondo de cultura económica, 1981. pp. 78 y 79 
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severo. Cuando la propaganda revolucionaria impresa, fue distribuida en las 
iglesias de la ciudad, y colocada en las paredes del palacio virreinal, Lizana 
creó en septiembre de 1 809 una Junta de Seguridad y de Orden Público. 
Originalmente propuesta por Garibay, su función era investigar las 
manifestaciones de apoyo a los franceses y el fermento insurrecciona! en la 
capital. 

Un factor determinante de la caída del virreinato fue el desinterés que tuvo en 
este caso, el arzobispo, ya que sentía un profundo desprecio por criollos y 
mestizos, como lo señala Anna: 

•• Esta vigilancia le sirvió poco al nrLobispo·virrey, porque rnrn vez reconocía a sus cnemigos9 y 
mucho menos a los de In causa realista. No le agradaba l\-léxico, y por consiguiente no trató de 
comprenderlo. ~tu3Crú tan públicamcntl! su dt::.precio por los crio1lo:i y los mestizos que en 181 O 
intentó que enjuiciaran en Espaila a un clérigo criollo que le había informado ni gobierno de Sevilla 
que Lizana era << un enemigo declarado de los americanos>>. Esta acusación de que tenia 
prejuicios la creían ampliamente los criollos. Su error más grande fue que casi logró hacer fracasar 
la delicada coalición de los comerciantes peninsulares y los jueces reales. de la que dependía la 
misma existencia de su gobierno. Cuando ocupó el puesto de virrey, le entregó la administración de 
la archidiócesis a su primo, el inquisidor general Isidoro Sainz de Alfara. que cenia una gran 

influencia en las ;:1ctivicladt!s políticas del virrey ..... 
5 

En un régimen político tan desgastado como el existente en Nueva España, era 
necesario establecer bases nuevas, ya que todo lo que se hizo por reestablecer 
el poder fue inútil, debido a que los mismos vicios y abusos de autoridad 
estaban enraizados en el sistema. 

2. La venta de oficios 

·· Hoy nos parece incompatible con el más elemental sentido de la lógica, de la 
justicia y de los derechos civiles, que cargos públicos se vendan al mejor 
postor."6 Debido a que la función pública es de suma importancia para la 
estabilidad política y económica de un Estado. 

La pobreza del tesoro real y muchos desaguaderos ocasionó en España y fuera 
de ella la venta de oficios, que, si se estiman honras, habian de ser galardón de 
méritos, y si cargos, correlación de habilidades para su desempeño: nunca la 

' Op. cit. Anna,. p. 80 . . . 
1

' DO~IÍNGUEZ. Ortiz Antonio, Ln sociedad americana y la corona españOla en d siglo XVII Colee. La 
Corona y los pueblo~ americanos , Madrid, Edit. Marcial Pons. 1996, Tomo 7, p. 175 
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contrabalanza de un puñado de onzas.7 Aunque se cree que esta.fue una causa 
suficiente para vender oficios, había otras maneras de proveer a los gastos de 
la Corona y para sufragar los gastos de la prestación de los serviciós por parte 
del Gobierno. 

La enajenación de oficios fue fundamentada en Las Leyes de Indias, 
específicamente en la ley primera, título veinte er.i el libro octavo: Ahí fueron 
enumerados los oficios susceptibles de ser vendidos: 

•• Por cuanto una de las mayores y conocidas regalías de nuestra Real preeminencia y Señorío es la 
creación y provisión de los oficios públicos, tan necesarios a la buenn administración de justicia. 
que no puede vivir la República sin ellos. como tan importantes al buen gobierno de nuestros 
Esl~1dos y c.xpcdición de los muchos y varios negocios que: en ellos se suelen ofrecer. y éstos son en 
dos i::;pccic!>. Cnos con juri.:>dicción; y otros con algun;i participación de ella. que no la tienen 
c.h:rcchamentc, y lns necesidades generales y pública han obligado a que, reservando los de la 
primera especie, se beneficien los de lu segunda. para aumento de nuestra hacienda real. Y porque 
en tiempo de los católicos Reyes nuestros antecesores se criaron algunos oficios. que se dieron y 
conccúioron de merced a beneméritos de nuestra real Corona. y después tuvioron por bien que se 
diesen por venta y beneficio como iban vacando, con calidad de poderlos renunciar. Nuestra 
voluntad es y mandamos, qui: sean vendibles y renunciables los oficios siguientes, como hasta 
ahora se ha observado, scgú11 nuestras resoluciones, genera y cspccialn1cntc dadas. Alguaciles 
mayores de las audiencias: Escribanos de los Juzgados de Provincia, Escribanos de Gobcnmción <le 
las cabezas de partidos, donde hay Virreyes o Gobernadores, Escribanos de las visitas ordinarias 
que los oidores huccn en los distritos de sus Audiencias, por tumo, Escribanos de bienes de difuntos 
en los Juzgados mayores y ordinarios, Escribanos de los Consulados de Lima y MCxico, Escribanos 
de la Santa Hcn1iandad, Escribanos dd Mar del Sur, Receptores ordinarios de las audiencias, 
Procuradores de las audiencias y de los Juzgados ordinarios, todos los Depositarios generales, 
r\[guaciles mayores de las Ciudades y Villas de cspai\oles: Alféreces mayores de las Ciudades y 
Vlllas, Ri:gidon:s de Ciudades y Villas, Veinticuatros, Fieles t.:jccutorcs, Depositarios con titulo, 
n:ccptorcs de pcnas de Cúmara, y gastos de Justicia, Tt:soreros de Casas de moneda, Balanzarios. 
E11sayadort:s. talladores. Guardas, Escribanos de las Casas de moneda, y los demás contenidos en la 
ley 1-1-, tít. ::!3. libro 4. Correo mayor de la Nueva Esparia. Y asimismo en nuestras audiencias Reales 
se vendan y hencticien los oficios de T~1sador y Repartidor de pleitos, tasaciones y pa<lroncs, el de 
Contador de Cuentas reales y particiones, que llaman de: Resultas, pcnns <le Cámara, papel sellado, 
alhacl.!'azgos y tutdas, Defensor general de bienes de difuntos y menon:s, con las preeminencias que 
conforme a las leyes o cédulas nuestras correspondieren a ellos, sin ampliarlas en cosa alguna. 

Todos los cualcs dichos oficios, y los demás, que por nuestras resoluciones y estilo. observando en 
todas nuestras Indias e Islas adyacentes se han criado y vendido, criaren, vendiere y beneficiaren. Es 
nuc~tra \'oluntad y mandamos, qtit: corran y se regulen por las reglas y leyes que tratan de los 
oficios vcndiblcs y renunciables, calidades y condiciones con que se han de efectuar las ventas, 
n:11u11ciacíoncs y confim1aciones. y todo lo denHis: y en los que fuéremos servidos de conceder o 
hubit!n:mos concedido por venta y derecho perpetuo, se guarden los títulos e instrucciones:·ª 

Bt\ 'l"LE. Consrnntino S. l., Los cabildos scculan:s en la América cspai\olu, ~fadrid, Ed. Sapicntia, S. A. de 
ediciones. 1952. p. 285 
~ Op. di. Sarmiento. p. 212 (de la \"cnt;.t de oficios) 
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Porque es bien cierto que alguien, al comprar una cosa es para usarla y 
disfrutarla, como lo estableció Bayle en el siguiente texto: 

·• Lógicamente quien da por un oficio, hn de estrujarlos paro sacarle lo que costó: contentarse con la 
honra, cuando se le puede juntar el provecho, es de pocos o ninguno." 9 

De lo anterior, se deduce que es aquí cuando el juicio de residencia sufre 
menoscabo en la teleología de su institucionalización, ya que si la gran 
mayoría de los oficios eran vendidos, igualmente podía suceder con los de los 
visitadores, pesquisadores y de los propios jueces de residencia. Luego 
entonces, no había seguridad jurídica para quienes acudieran a demandar tal. 

Así se hizo una costumbre que también se instauró en las Indias como a 
continuación se establece: 

" Costumbre fue admitida, antigua y general vender oficios, y pasó a las Indias con esperanzas de 
mejor fortuna, por ser los indianos m:is ricos y propensos a In ostentación. "'º ', - , 

La codicia de los conquistadores aumentó al ver a los naturales adornados con 
joyas de oro combinadas con piedras preciosas, o tan-sólo' metalés' preciosos. 
También sus viviendas, palacios y centros ceremoríiales :.tenían : alguna 
ornamentación singular, que podía ser a base de metales preciosos o bien de 
plumas o pieles. 

Por otro lado, ventas fortuitas ocasionales, las hubo desde muy pronto. En 
1557 se ordena vender las escribanías de nttmero en las ciudades de españoles, 
aumentándolas como las de Audiencias y gobernaciones, y creando las de 
concejos, donde no las hubiere; item los alferezazgos mayores, 
instituyéndolos, si no los hay, en todas las ciudades y villas otorgándoles 
preeminencias que engolosinen, y pueden venderse o de por vida, o perpetuos, 
para el comprador y sus sucesores, con sobrecarga en este caso. 11 

Fue tanto el auge que tuvo la venta de oficios, que también se vendieron 
encomiendas, aun cuando estaba prohibido. Porque ningún dinero será 
suficiente mientras no haya límites en gastos y necesidades superfluas. 

El mercado "público" lo abrió una Cédula de Felipe JI ( 01 ele noviembre de 
1591 ), que a continuación presentamos: 

., Op. cit. Sarmiento. p. 21:? 
1
" hh:m . pp. :?85 y :?86 

11 ldcm. p. 286 
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<< Por obligar tanto la cnusn de la defensa pública de la cristiandad y de esos reynos, importa lo que 
se deja considerar que, para este efecto y otros muchos de grande beneficio para esas provincias y 
¿stas. se sustente y conserve una gruesa armada en el más océano, y faltando sustancia en mi 
hacienda para los gastos de ella. por haber de acudir a otras cosas no menos forzosas. ha sido 
necesario mirar algunos medios y arbitrios justos de que se pueda sacar alguna hacienda, para 
fundar y poner en la mar la dicha armada. Y habiéndose considerado todo con mi Consejo real de 
Indias, ha parecido que por ser lícito y justo vender algunos oficios públicos para semejantes 
ocasiones, que esto se podría hacer en esos reinos, como se ha hecho en éstos, pues que con 
cspiricncia se ha visto que no han resultado inconvenientes de ello. principalmente no vendiéndose 
con pt!rpctuidad, sino de por vida y a personas idóneas y suficientes ... ; y así os cncnrgo y mando 
que luego tratéis de vender e vcndúis en to<las provincias. que están debajo de vuestro gobierno. los 
olicios en las ciudades, villas y lugares donde hay rcgi1nientos de por vida, los que estuvieren 
vacos ... >>1

:: 

Una vez legalizada ésta práctica, se hizo ordinario que cualquier oficio pudiera 
enajenarse o traspasarse sin escrúpulo alguno. Además de que la función 
pública no evolucionó, ya que accedía a cargos públicos cualquier persona con 
solvencia económica, adoleciendo muchas veces, de una preparación cuando 
menos básica, para desempeñar un encargo tan encomiable . 

.. La venta de oficios fue poda dura, casi a cercén de los ayuntamientos: 
suprimió prácticamente las elecciones o las redujo a escasos regidores y 
puestos de menor valia." 13Consecuentemente, " ... a los cabildos no se entraba 
por el portón de la pública confianza, antes por el postigo escudado de haber 
vertido en las cajas reales la suma del regateo. Y m'.111 en las comisiones más 
delicadas y de mayor trascendencia para el bien común, como la de fiel 
ejecutor, se cerró el camino tradicional, aunque lo resguardase palabra de rey, 
y se desvió la ruta hacia el sumidero. México y Guatemala gozaban de la 
prerrogativa de señalar ellas el oficio. Pues en la ciudad no falto quien girase 
ante el Rey espejuelo de lo mucho que darían por el fielazgo, ..... t4 

Se remataban y ofrecían en pública almoneda los oficios: "Los precios 
dcpendian o de sus probables ganancias si eran de los de arancel, o del 
florecimiento del lugar. Donde se recogía la plata a espuertas, los mineros 
gastaban largo, y la vanidad de empuñar la vara y sentarse entre las cabezas 
del Cabildo no reparaban en miles más o miles menos." 15

," ••• la com1pción 
había calado muy hondo; se siguió traficando con el cargo, y no eran raros los 

'' Op. cit. Baylc, pp. 286 y 287 
'.~ JJc.:m. p. 296 
· ldc.:m. 
1 ~ lhid. 

, nslS CON 
1 
'FALLA DE OPJGEN 
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que en pocos años, por medios irregulares, amortizaban su inversión y 
acumulaban un saneado capital."16 

De esta manera, nos damos cuenta de que fue entonces 'cuando empezó a 
socavarse el interés público, en beneficio de una 'clase' privilegiada que 
buscaba encumbrarse en los ámbitos: económico, político y social:. 

" La venta, pues no ha de entenderse como si el Estad~. ~ecibido el pr~ci.;, i,~ s~·~jid~;d de o;ra 
cosa: oficialmente vigilaba que el ponedor fuese persona hábil, o que en· deseínpeilci .del cargo 
sah·ara In obligación ele mirar por el bien común."17 

. ,. ,_ ,._-_. -~·--;::->···'~,_~;-· <. ,_ , 

Si bien es cierto que en principio, se tuvo la sana intención. d~·· ;;,~~der los 
c::irgos a personas idóneas para desempeñarlo debidamente; tárnbién .es Cierto, 
que por la condición natural del hombre, es más fácil inclinarse ·por la 
obtención de riqueza. Ya que ésta da poder, por ello, la balanza se' illclinó 
hacia un lado. 

Aunque había oficios que eran inalienables: No entraban en los vendibles los 
cargos de justicia y gobierno, por el peligro de que el interés los torciese y 
porque materias de tan alta sustancia no han de ponerse al nivel· del· dinero, 
con frecuencia bajo. Sólo los honoríficos y de provecho, o por el salario o por 
los gajes que consigo llevan: escribanias, alguacilazgos, contadurías, 
regimientos, veinticuatrias, fielazgos, etc. 18 

En cuanto a que no eran vendibles algunos cargos, eso no era impedimento 
para que se extendiera la deshonestidad y la cornipción. Un ejemplo de ello 
fue In actuación del virrey Antonio de Mcndoza compró estancias para la cría 
de ganado. Estas fueron compradas, por el oidor Lorenzo de Tejada a nombre 
del \'irrcy, a Pedro Méndez de Sotomayor. El Virrey solicitó que fuera el 
propio Tejada quien visitara sus estancias, y entregara el título de propiedad a 
nombre de la Corona. Este fue debidamente recompensado, asimismo Méndez 
de Sotomayor recibió un corregimiento por parte del Virrey. 

Lo anterior, nos lo reafirma Castañeda: " ... Poco después, como se ha visto, 
Tejada fue nombrado visitador de las estancias en cuestión, en virtud de la 
propuesta del propio Mendoza, y debido a que el oidor Tejada, evidentemente, 
era una persona de confianza del virrey, Además el testigo de la visita a las. 
estancias ganaderas de Mcndoza fue el tesorero de la Casa de Moneda, Alonso 

1
'· Op. cit. Ül'l11ingucz. p. 170 

; . Op. l·it. B.1yk, p. 290 
i. ldi:m. p. :?SS 
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de Mérida, que también era un buen amigo uel virrey". 19 Así es como, algunos, 
se olvidaron de la génesis y teleología de su encargo. Aún cuando compraran 
la justicia, quienes así lo hicieran, y salieran ilesos en un enjuiciamiento; ello 
no dejaba intacta la institución de la función pública y mucho menos la 
efectividad que ésta debía tener. 

En este ejemplo vemos, que aún cuando voluntariamente el funcionario se 
sujetara a una visita, legalmente no pasaba nada, por los intereses que había· de 
ambas partes (visitado-visitador). Así se cumplía con la diligencia más no .con 
la finalidad de la misma. ·· 

" Es interesante señalar que Mendoza colocó como corregidor de Tepeapulco 
u un criado suyo .. esta situación facilitó sin duda, que Mendoza pudiera tener 
un tiempo su estancia en este lugar."20 Asimismo, " ... la compra de 
encomiendas estaba prohibida por la legislación real y sin embargo, durante su 
gobierno, un buen número de encomiendas fueron vendidas, con lo que, en la 
práctica, esta prohibición no parece haber trascendido, por lo menos en el 
periodo anterior a la llegada de las Leyes Nuevas."21 

Por otro lado, la función jurisdiccional entendida como un todo, empezó a 
tener poca credibilidad ya que si estaba permitido vender escribanías, el 
escribano era parte de esa función, por lo tanto al ayudar o perjudicar a alguna 
persona, repercutía en el engrane judicial. No es un cargo menor y sin 
impo11ancia, como quisieron hacer creer quienes autorizaban la venta de los 
oficios. 

"'. .. Tanto las ventas de escribanías como las de cargos de concejo tenían 
efectos sociales muy nefastos; los escribanos eran paite, aunque secundaria, 
del sistema judicial; las ventas de rcgidurias iban contra la esencia 
democrática de los ayuntamientos, deterioraban su imagen, rebajaban su 
calidad moral. Mucho más graves eran las consecuencias de la venta de cargos 
de tesoreros y oficiales de las Casas de moneda, porque las elevadas 
cantidades percibidas por estos cargos obligaban, en cierto modo, a los 
compradores a resarcirse no sólo a costa del público, sino de la propia Real 
Hacienda."~2 

1
'' C'.-\STA:':EDA. Carmen (coordinadora), Círculos Je poder en la nueva Espaíla. México, Edit. Miguel Angel 

l'nrnia, S. A .. 1 'J98, pp. 21 y 21 
:'

1 hh:m. p. lJ 
=1 ld..:111. 
!: Op. cit. Domingucz. p. 176 
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Si bien es cierto, que no se vendieron más que pequeños oficios, todos ellos 
eran pieza importante para el correcto funcionamiento de los órganos 
gubernamentales y por lo tanto repercutió su enajenación en la formación de 
Instituciones sólidas con funcionarios competentes: · 

º ... en España nunca se vendieron las altas magistraturas, pero, de todas fomiaS, el .·dafto. fúe 
inmenso; co11 tal de recibir un beneficio inmediato, la Corona enajenaba oficios a perpetuidad con 
gmn detrimento de los vasallos y del propio Estado .... EI Consejo de Indias se reconocia sin 
m11oridad para evitar los daños que naclan de la enajenación de cargos públicos, ... " 23 

Para hacer más honda la fisura en el sistema de designación de funcionarios 
públicos, con intención o sin ella, al darse los oficios a perpetuidad, se 
obstruía el acceso a la función pública a personal altamente preparado, pero 
qui: paradójicamente carecía de riqueza. 

" La venta de cargos fue un desastroso sistema que cesó por agotamiento, pues 
se habían ya vendido no sólo los existentes, sino las futuras sucesiones, y 
muchos estaban enajenados a perpetuidad, con lo que se había creado un 
grupo social superfluo, en detrimento de los intereses de la justicia, de la 
Corona y del público, para quien significaba una carga, una especie de 
impuesto indirecto en forma de gabelas, derechos y extorsiones."24 "Pero aún 
hubo arbitrios peores, aunque no llegaron a sistematizarse, sino que se usaron 
sólo en situaciones de máxima urgencia. En el Antiguo Régimen los delitos, 
incluso de asesinato, podían componerse entregando el agresor una cantidad a 
los familiares de la víctima; en tal caso la justicia estatal transigía con un 
destierro o una multa, lenidad que favorecía la violencia y los abusos de los 
poderosos. La real Hacienda pensó sacar provecho de esta corruptela y 
he11c.ficiar indultos de penas graves, incluso de galera y muerte, excepto las 
debidas por robo de iglesias y muertes alevosas. ,,z; Los excesos llevaron a la 
degeneración de la estructura política. 

:
3 Op. cit. Dominyucz, pp. 176 y 178 

:: ldc:m. p. 178 
·· ldern. pp. 178 )' 179 
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3. División política 

En la Ley Primera, título quince del libro primero, de las leyes de Indias 
estableció una organización de la siguiente manera: 

" Por cuanto en lo que hasta ahora se ha descubierto de nuestros reinos y Señoríos de las Indias 
estilo fundadas doce Audiencias y Chancillerías Reales, con los límites que se expresan en las leyes 
sig.uicntcs. para que nuestros vasn11os tengan quien los rija y gobierne en paz y en justicia. y sus 
distritos se han dividido en Gobiernos, Corregimientos y Alcaldías Mayores, cuya provisión se hace 
segün nuestras leyes y órdenes, y están subordinados a las Reales audiencias, y todos a nuestro 
Supremo Consejo de las Indias que representa nuestra Real Persona: establecemos y mandamos. 
que por ahora. y mientras no ordenáremos otra cosa. se conserven las dichas doce Audiencias. y en 
ello se haga novedad. sin expresa orden nuestra, o del dicho nuestro Consejo ... u, 

Para establecer con mayor precisión la división política, establecieron la 
organización política en la ciudad de México y en Guadalajara: 

·• En la Ciudnd de rvtéxico Tcnuxtitlan. cabeza de las Provincias de Nueva España. resida otra 
nuestra real Audiencia y Chancillería, con un Virrey, Góbemador y Capitán General y Lugar -
teniente nuestro. que sea Presidente: ocho Oidores: cuatro Alcaldes del Crimen: un Alguacil Mayor; 
un Teniente de Gran Cancillt:r: y los demás Ministros y Oficiales necesarios. la cual tenga por 
distrito las Provincias, que propiamente se llaman de la Nueva España. con las de Yucatán, 
Cozumcl. Tabasco: y por la Costa de la Mar del Norte y Seno Me.xicanos, hasta el Cabo de la 
Florida; y por la Mar del Sur. desde donde acaban los términos de la Audiencia de Guatemala. hasta 
donde comienzan los de la Galicia. según les cstan señalados por las leyes de este titulo, partiendo 
con ellas por el Levante y poniente; con el i\<lar del Nortt: y provincia de la Florida por el 
Septentrión: y con el ~lar dt!I Sur por e!l :Vtcdiodía."!' 

·· En la Ciudad dc Guach1lajara de la Nueva Galicia resida otra nuestra Audiencia y Chancillería 
Real, con un Presidente, y cuatro Oidores, quc también sean Alcaldes del Crirncn: un Fiscal: un 
Alguacil Mayor: un Tcnicnti.: de Gran ·chanciller: y los dcmós ministros y Oficiales necesarios, y 
tenga por distrito la Provincia de la Nueva Galicia, las de Culiacñn, Copala, Colima y Zacatula, y 
los Pueblos de Avalas partiendo términos por el Lcvantc con la Audiencia de la Nueva España: por 
d ~lcdiodía con la i'v1ar del Sur: y por el Poniente y Septentrión con provincias no descubiertas, ni 
especificas: y el Presidente de dicha Audiencia de Guadnlajara y no los Oidores tengan la 
Gobcnrnción de su Distrito, y en su ausencia la dicha Audiencia de Guadalajarn, sin embargo de 
cualesquiera cédulas en que sc hubiere concedido a los oidores de la dicha Audiencia participación 
e11 el Gobierno de los Presidentes, las cuales derogamos, cesamos y anulamos. Y mandamos que se 
guarde esta nuestra ley. como en ella se contiene: y cesamo~ y anulan1os. Y mandamos que se 
g.u;udc esta nuestra lc:y. como en din se contiene: y en cuanto al gobierno de guerra y hacienda 
guarden las órdenes que por Nos cst¡Ín dadas:· 1~ 

:i. Op. cit. S<mnicnto, p. 117 
~· ldcm. 
'' ldom. pp. 117 y l IN 
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La Corona tuvo buen cuidado de establecer en Las Leyes de Indias, que los 
súbditos, vasallos y gente del pueblo en general, debían obedecer fielmente a 
las autoridades nombradas para gobernar esos reinos: 

•• Ordenamos y mnndnmos n todos los Consejos. Justicias, Regidores, Caballeros. Escuderos, 
Oticialcs y hombres buenos de las ciudades, villas y lugares de las Indias que en cuantos tiempos y 
ocasiones y por nuestros Prcsidentt:s y Oidores de la Audiencia real y su distrito fueren llamados y 
requeridos de paz o guerra , acudnn a ellos y haga y cumplan todo lo que de nuestra parte les dijeren 
mandaren y proveyeren corno buenos y leales vasallos. y con la fidelidad que nos debCn, y son 
obligados, y para su ejecución les den todo el favor y ayuda, que les pidieren y demandaren. pena 
de caer en mal caso; y en las otras penas en que caen e incurren los slibditos y vasallos, que no 
acuden a sus Reyes y Sc1lores naturales, y no cumplen sus provi!-.ioncs y mandmnicntos, en las 
cuales pem1s 1o contrnrio haciendo. los condenamos y habl!mos por condenados. y sean ejecutadas 
en sus personas y bienes: Otrosí, donde el pn:sidcntc fuere Gobernador y Capitán General, 
mandamos, que la Real Audiencia en nin~una ocasión haga convocatorias en niaterias de guerra. 
por cuanto a él solo toca hacerlas. y u la Audiencia i:n vacante: dc Capitün General, y asi se ejecute. 
donde no hubiere especial disposición nuestra. según las leyes de este libro:•!'J 

Había, en la pirámide de autoridades de Indias, una distinción cualitativa muy 
marcada entre los virreyes y los magistrados y los corregidores. Los primeros 
eran de alta relevancia intelectual y social, mientras que los últimos 
constituían una especie de proletariado funcionarial de baja calidad. 

La injerencia del virrey en los asuntos de justicia, se derivó de que además, de 
gobernar a la Nueva España, era nombrado automáticamente; Présidente de la 
Audiencia: 

•· Establecemos y mandamos que los Virreyes del Perú y Nueva España senn Presidentes de 
nuestras Audiencias Reales, que residen en las Ciudades de Lima y Mexico, y tengan el gobierno 
superior de sus distritos, y el de Lima le tenga de los distritos de las Audiencias de la Plata, Quito, 
Chile y Panamá, y el de México del Distrito de la t\udicncin de Guadalajnrn, según se dispone por 
las leyes de cstc libro."'º 

Desde entonces, se veía una centralización del poder y de facultades en una 
sohi persona , en éste caso el virrey. " La mezcla de poderes ejecutivos y 
judiciales, típica del Antiguo Régimen hacia que la colaboración entre 
vil"l"cycs y magistrados fuera, según los casos, fructuosa o conflictiva. 
Normalmente, el poder político y militar concernía al virrey, pero, juntamente 
con la audiencia, formaban el Real acuerdo, con atribuciones políticas, y en 
las ciudades que no eran cabezas de virreinato la audiencia funcionaba 
frecuentemente como suprema autoridad política. A su vez, los virreyes se 

:·• Op. cit. Sarmiento, p. 11 S. (que se cumplan y gunrden los mandatos <le las Audiencias. como si fueran del 
rey: y quC <l1..·h1..·n hacer en coso de guerra) 
1

" ldcm. p. l :!4 ( Lcy primera, úcl libro segundo. en su titulo dicc:isCis denominado de los Pn:~i<lcnh.·s) 
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entrometían con frecuencia en cuestiones de justicia, aunque les estaba 
prohibido. Montesquieu tardaría aún mucho en aparecer y divulgar el sistema 
británico de división de poderes,"31 

En principio, el nombramiento de corregidores era competencia de la Corona, 
pero luego se delegó esta atribución a los virreyes y a las audiencias. y las 
consecuencias fueron nefastas: los virreyes designaban a personas de cuya 
lealtad estaban seguros, en algunos casos criollos notables, pero, muchas 
veces, personas de poco relieve. Es el caso del virrey Antonio de Mendoza 
que dio un corregimiento a Pedro Méndez de Sotomayor por· comprar 
estancias a su nombre. · 

En el siste1rn1 político no podia faltar la burocracia organizada al/e.stilo 
cspafiol; cuyas facultades no estaban claramente delimitadas. las :esferas·.de .. 
autoridad en las diversas escalas jerárquicas de la alta y baja buroérácill', y eri 
caso de conflictos de poderes, cosa frecuentísima, no cabía sirió' apel_ar alrey. 

Los conflictos se suscitaban porque el burócrata en general,: se 'co.nsideraba 
protegido de la Corona. 

•· El burócrata, no importa su escala, consideraba su empleo como una gracia, 
un privilegio que proviene directamente del monarca, que lo da o lo quita a 
voluntad. La función patemalista, patrimonial y carismática de la figura real se 
ejercía sobre todos sus súbditos, españoles o indianos: pero el recelo 
<1clministrativo había hecho del oficio burocrático en un monopolio absoluto 
para los peninsulares, porque éstos, por ser españoles y por disposiciones 
legales. No confraternizarían con los gobernados como ocurriría en el caso de 
un funcionario nacido y educado en América."32 La discriminación era 
evidente y frecuentemente trascendía en el favorecimiento de ciertos sectores 
sociales y ciudadanos especiales. 

En conclusión, la división política de la Nueva España era una ad111inisfraci6n 
centralizada: En primer lugar se encontraba el Consejo de. IÍ1dias;:\h1ego iá­
Rcal Audiencia, enseguida los Gobernadores, CorregidOres; yco'.Aiéaides 
mayores. Todas ellas dependían unas de. otras,: en ·orden jerárquiéo 
ascendente. 

·'
1 Op. cit. Sarmicntu, p. 168 

1
: ORTEGt\, y Medina Juan A .. Rcílcxioncs históricas, México. Edit. Dirección Generadle Publicacionl!S del 

Cunst:jo Nacional parn la Cultura y las t\rtes, 1993, p. 183 
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4. l nstitucionalización de la Real Audiencia 

La Primera Audiencia fue creada por la Real Cédula de 13 de' diciembre de 
1527, expedida en Burgos. 

La Audiencia es presidida por el virrey, se conforma además, de ocho oidores 
y cuatro alcaldes del crimen y dos fiscales. · 

Los Reyes Católicos haciendo un análisis, en cuanto. a la aplicación de la 
justicia, resuelven hacerla extensiva a las tierras conquistadas, precisamente 
para que les guarden respeto como súbditos de la Corona y en segundo 
lérmino, para que los súbditos de aquellas tierras sean tratados como iguales, y 
no sean violentados sus derechos, de ello quedó constancia en la Política 
Indiana de Solórzano y Pereyra: 

<< Nos deseando el bit:n y pro comun de las nuestras Indias. porque nuestros súbditos y naturales 
que pidieren justicia. la alcancen. y zclando el servicio de Dios N. Señor, bien, provecho y alivio de 
nuc.:-;tros súbditos y naturales. y ¡Í la paz y sosiego de los pueblos de la Nueva España y Provincias 
de suyo declaradas. según somos obligados a ellos, para cumplir el oficio que de Dios tenemos en In 
tierra. havemos acordado de mandar poner una nuestra Audiencia y Chancillería. Real ... >>;\-' 

Se instituye la Audiencia para que haya alguien que vigile e imparta justicia 
en los reinos alejados ele la Corona. Y en las partes y lugares donde los reyes 
y príncipes no pueden intervenir ni regir y gobernar por sí la república no hay 
cosa en que la puedan hacer más segura y agradable merced que en darla 
ministros que en su nombre y lugar la rijan, amparen y administren y 
distribuyan justicia, recta, limpia y santamente, sin la cual no pueden consistir 
ni conservarse los reinos, como ni los cuerpos humanos sin alma ejercer 
algunas vitales, animales o naturales operaciones, ... 34 

En palabras ele Solórzano, las audiencias "son los castillos roqueros ele ellas, 
donde se guarda justicia, los pobres hallan defensa de los agravios y 
opresiones de los poderosos y a cada uno se le da lo que es suyo con derecho y 
verdad". 

Las Audiencias y Chancillerías de las Indias y sus oidores y ministros, son de 
la misma potestad y autoridad que las de España. Así, se deben gobernar en 

u SOLÓRZANO. Pcrcyra Juan. Política Indiana, Madrid, Edit. Biblioteca Castro Colee. 1996. Tomo 111. p. 
U"~9 (este es el exordio de las primeras ordenanzas que se dieron parn la .-\udicncia de México en 15-B.) 

hkm. 
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todo por sus leyes y ordenanzas.35 Dichos órganos no eran autónomos, estaban 
sujetos a la autoridad del Rey. 

Estas audiencias tienen más facultades que las de Espatia, semejantes a las del 
Consejo de Indias, la razón de ello es por la distancia que media entre ellas y 
el Rey o el Real Consejo de Indias, evitando asi la tardanza que llevaría en 
despachar los asuntos de su competencia. 

<:< ... el vC:•r lns residencias es cosa proprrn que lo dcbia hacer c1 Consejo. Pero por lu gran distancia 
que hay de esos Reynos. mandamos que sólo se traygan ni nuestro Consejo de las Indias las 
residencias y visitas que fueren tomadas ¡\ los Oidores y personas de las Audiencias. y las que se 
to1nnrc11 ¡\ los dichos nuestros Gobernadores, y todas las dt:más pern1itimos y mnndmnos que se 
vean y provean. sentencien y determinen por las dichas Audiencias culln unn en su distrito y 
jurisdicción>>.3

h 

Asimismo, la Corona hace del conocimiento de los gobernados que pueden 
apelar ante la Audiencia, cualquier resolución tomada por los gobernantes: 

º Declaramos y mam.lnn1os, que sintiéndose algunas personas agraviadas de cualesquier nutos o 
dctcm1inacioncs. que proveyeren u orde"narcn los Virreyes o presidentes por via de gobierno. 
puedan apelar a nuestra Audiencia, donde se les haga justicia, confon11e a Leyes y Ordenanzas: y 
los Virreyes y Presidentes no les impidan la apelación, ni se p,ucdan h~llhir. ni hallen presentes n la 
\'ista y di:terminación de estas cu usas, y s..: ab~tengnn de ct1a.''· 1 

A muyor abundamiento al respecto, Ugarte señala : En las atribuciones de la 
Audiencia. debe hacerse alusión a un procedimiento en el que aparecen ciertos 
aspectos que bien pudieran considerarse como antecedentes del juicio de 
amparo, que habia de aparecer y desarrollarse en el México independiente. 
Dicho procedimiento consistía en recun·ir a la Audiencia contra resoluciones 
del virrey, por suponer que éste se había extralimitado en sus funciones, dando 
disposiciones de carácter judicial que sólo correspondían a las Audiencias.38 

El procedimiento que se seguía para que la Audiencia conociera de la 
apelación es el siguiente: 

·· En virtud de la apelución que una persona interpusiera ante la Audiencia, 
rcspel:'to de una resolución dada por el virrey y en razón de \u cual el apelante 
se consideraba agraviado, la Audiencia mandaba pedir los autos al virrey, y 
éste no podía excusarse, sino que tenía que mandarlos para que aquella, como 

-· Op. cit. SolU¡¿ano. p. 1890 
_,h ld..:111. 
_,:- Op cit. s~1rtnicnto, p. t 1 lJ l ley XXXV, titulo quince, 1ibro scyundo.) 
-'~ Op. cit. Ug.•1rtc. pp. 316 y 317 
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tribunal. decidiera si el asunto era de justicia o de gobierno; declarando al 
virrey incompetente en el primer supuesto, y pasando a resolver el asunto 
planteado."30 

Se esperaba que la Audiencia pu~iera freno a .la ¡)iepotencía y abÚsos ele los 
conquistadores, y por encima de. los interesescreados, velara.por los intereses 
de la Corona. · · · · · · · .. 

Entre las ordenanzas principales, aplicables tanto a la Audiencia de Santo 
Domingo como a la de la Nueva España, estaban las de conocer causas civiles 
y criminales, (atribuciones iguales a las de las audiencias de Valladolid y 
Granada) despachándolas al igual que en las provisiones y causas ejecutorias 
dadas en nombre del rey, con el sello y registro del monarca; abocarse a las 
apelaciones interpuestas por autoridades menores, (en juicio civil desde 600 
pesos de oro bajo). Y recibir las apelaciones entendiendo de las fianzas. y si 
ascendían de la tasa fijada deberían llevarse al Consejo de Indias. En las 
causas criminales la Audiencia tendría la 1Htima palabra: Aquí se señalaba que 
si el presidente fuese letrado tendría voto, " y si no, no'". Se les prohibía el 
contacto continuo y aun establecer conversaciones con los pleitantes; no 
podían recibir dádiva alguna, ni objetos <le ninguna índole, lo que se hacía 
extensivo a alcaldes, escribanos, procuradores, fiscales y abogados de los 
pobres, estando impedidos en conocer en las causas de sus familiares. Dos 
oidores visitarían las cárceles, los sábados, informando de las condiciones que 
guardaban. De ser posible, presidente y oidores vivirían en la misma casa en 
aposentos apartados. En el lugar donde morara el presidente se efectuaría la 
audiencia. y en el mismo sitio estaría la cárcel, viviendo ahí también el 
carcelero. El tesorero demandaría y cobraría las penas en bienes dictadas por 
la Audiencia, mientras que en un armario se irían guardando los procesos sin 
que por ello los escribanos cobraran derechos. Todo acuerdo para dictar 
sentencia sería secreto en tanto no se díern a conocer por escrito.~º 

Se ordenó en Cédula de 02 de marzo de 1596, que no sólo a petición de partes, 
sino de oficio. estorben y castiguen los excesos que los corregidores de indios 
suelen cometer contra las personas y haciendas de estos miserables. Asimismo 
en Cédula de 27 de mayo de 1582, se les manda que procedan severamente 
contra cualesquiera personas que los cargaren, quitaren las mujeres y 
haciendas o les hicieren otro cualquier agravio, porque de otra suerte se les 

~· 1 Op. cit. Ugnrtc, p. J 17 
Ju :\l:\RIN, Tmnayo l;nusto. Nlllio de Guzmán, MC:\:i..:o Edit. Siglo XXI, 1992. pp. 58 y SlJ 
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imputará a ellos la culpa de estos excesos. Además se les indicaba que esa era 
la manera más agradable de servir al Rey. 

Los Oidores y Ministros de las Audiencias: "No debían demorar. más dé lo 
necesario la tramitación de· los asuntos, habían de asistir. púritÚalmente a su 
despacho, y debían evitar ·la pedantería, ... "º11 Se requería que fueran personas 
s~nsatas y prudentes. 

Las Reales Audiencias no tenían acción alguna en contra de lo dispuesto por 
los Reyes: 

.. Nuestras Reales Audiencias se abstengan de represcntnmos ni Consejo inconvenientes y razones 
Je derecho en lo que por Nos les fuere mandado. pues cuando disponen1os y ordenamos están las 
matc:rias más bien vistas y mejor entendidas. y así lo guarden y ob~erven pn:cisa y puntualmente:· ., 

Facultades de la Audiencia 

De manera abreviada haremos mención de los asuntos que conocía la 
Audiencia: 

Límites territoriales.- Para evitar querellas, la Audiencia debía dar a 
conocer la extensión de la colonia, señalando los límites que había, con 
las comarcas aledañas. 

En materia económica.- Se recomendaba la cría de caballos e impedir la 
de mulas, cuidando de que los indios no aprendieran a manejar los 
corceles, cuya monta exclusiva se reservaba a los españoles con la 
finalidad de tener seguridad militar de la tierra. 

Formar casa de moneda.- Dada la importancia que iba adquiriendo la 
posesión de ultramar, se apremiaba a la Audiencia a formarla. 

De los bienes de los difuntos.- Cuidaría que los bienes se entregaran 
puntualmente a los deudos. 

ll ;\l:\L1\GON. Javier y Capdcqui Josc M. Ots. Solórzano y la Polilic~ lndinn.~~·:-~\é.xfd~~B\~~os AircS, Edit. 
Fondo de culturn ccontlmic;:1, 1965, p. 85 · .. ·-, · ·~. .. .. .. 
l: Op. cit. S;mnicnto, p. 100 (Ley X.XVI, titulo primero de las Leyes. PrOvisioncs. Cédulns y Ordcn:1.nz01s 
n:~1ks. dd libro segundo.) 
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Impuestos.- Debería aplicarse el cobro de un siete y medio por ciento 
sobre mercaderías y mantenimientos. 

Apelaciones.- Revisaba los asuntos sentenciados, o resueltos en primera 
instancia, ya sea por jueces, o bien asuntos que resolviera el virrey y 
que su resolución fuera recurrida. Dictando sentencia confirmando, 
revocando o moderando sus autos y decretos; pero si los virreyes no se 
conformaren con lo resuelto por la Audiencia se ejecutaría 
provisionalmente por lo mandado, remitiendo los autos ·al Consejo.de 
Indias para resolución final. · ·. · · 

Residencias.- Conocer las residencias formadas contrafuricioriarios que 
no fucran virreyes, gobernantes ni oidores, ··· · · · · ··· · · 

~·) .. ' <··< ,. : 

Diezmos.- Conocer de causas . relativas.· a . di~zri1os, ·real patronato, 
retención de bulas y usurpación de jui"i~dicéic;>,n,,re~.L: 

Vigilar. Estar atenta a los procedimientos;cle '.los' comisarios, vicarios 
generales, visitadores y conservadores'~deé'~lás' religiones, no sean 
agraviados, e interpongan sus partes .a:aútoridad ·en amparo de· los 
oprimidos y agraviados y conocer de !Os reciirsos de fuerza. 

Conocer ejecutores.- En caso qu~: lajllsti_cia local fuera remisa en 
cumplir con su deber. 

. -~ 

Cuidar de la instrucción y bueri ~ratamientoespiritual.y~orpor~I de los 
indios, no sólo a pedimento de 'parte, sino de oficio. . . .. .. ' 

Hacer los aranceles según los que debían co.brar sus . derechos o 
espórtulas los notarios y otros ministros oficiales de los tribunales 
eclesiásticos, y decretar las visitas de tales funCionariC>s .. 

Recoger los bienes o espolios (d~ obispos finados); conociendo ·de los 
pleitos que se suscitaren. con ese motivo, además de pagaf á los 
sirvientes y acreedores del difunto; · 

Algunas facultades más qtie: tenían.: Nombrarjueces pesquisadores en 
casos graves. 

Otras causas.- Civiles y criminales 
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Como podemos observar, los asuntos encargados a la Audiencia eran de 
diversa índole y conocía de materias distintas. Era un órgano con amplia 
competencia. 

4. El Juicio ele residencia 

.. Doctrina que nos la dejaron enseñada Platón, Aristóteles y Dionisia 
l lalicamasio, ... "4

' Para que los gobernantes no decidan y actúen en 
consecuencia a discrecionalidad, sino que se sujeten a la legalidad, realizando 
sólo lo que a su mandato esta conferido. 

Los juicios de residencia tenían como objeto establecer la responsabilidad de 
los funcionarios. La residencia es un juicio público, cuyo nombre obedece a 
que a la autoridad enjuiciada, se le señalaba un lugar en donde había de 
permanecer durante la investigación de su causa, alejado de donde había 
ejercido sus actividades.44 Esto es el antecedente de la medida precautoria 
actual denominada "arraigo"', cuya finalidad es que el presunto responsable no 
se sustraiga a la acción de la justicia, de lo contrario se le considera culpable; 
lo mismo sucedía con los residenciados. 

La orden dada ni residenciado, de permanecer en un lugar detem1inado, 
muchas veces era desobedecida y no sucedía nada, en cambio en otros casos 
se enjuiciaba severamente, es el caso del virrey Juan de lturrigaray. En 
cambio, a Cortés nunca pudo cnjuiciársele, d¡\das las quejas que había de su 
actuación en palabras de Berna\ Díaz del Castillo: " ... Su Majestad proveyó 
qw: viniese un hidalgo que en aquella sazón estaba en Toledo, que se decía el 
licenciado Luis Ponce de León, .. y le mandó que el viniese a tomar residencia, 
que le castigase de manera que en todas partes fuese sonando la justicia que 
sobre ello hiciese, ... y para que tuviese noticia de todas las acusaciones que le 
acusaban a Cortés trajo consigo las memorias de las cosas que decian que 
había dicho e instrucciones por donde había de tomar residencia ... "45

, sin 
embargo. ·· ... Hasta el fin de sus dias. durante veintiún años. Hernán Cortés 

~· Up. cit. Soh"1oano. p. 2063 
H Op. cit. Ugartc, p. Jt..i 
~· Pl:\Z Del Castillo. 111.!rnal. 1-listoriu vcrdadcr:.i de la conquista de la Nueva España. MCxico. Edil. Porn."1a •• 
1')55. -t·• cdidón., Tnmo 11. p. 255 
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tuvo suspendidas sobre sí estas acusaciones, que nunca llegaron a ser 
juzgadas." 46 Ello es muestra de que aún habiendo ordenamientos, el poderío 
económico y la experiencia política del residenciado hicieron que se sustrajera 
a la acción de la justicia. · 

En forma general, la ley XXII, libro IV, títulos 11 y 111 de la Recopilación de 
Indias; establece que el juicio de residencia, escrito y sumario y de pesquisa se 
debía realizar en 90 días en un principio, luego en 60 días, conceOiéndose a los 
virreyes un plazo no mayor de seis meses, ello por Real Cédula de 18 ele 
diciembre ele 1667. En este último caso, se señaló: 

·· Sin embargo de no cst;.u señalado ténnino preciso pnrn lus residencias de los Virreyes. por lo que 
dc.:::.c;unu~ la quietud de nuc~tro..; \ilini..,tros y vasallos de las Indias. y que con la litispcnllcncia no se 
dilaten, tcnicm.lo el odio y malicia lugar a mover nuevos pleitos y diferencias. en grave perjuicio de 
l;1~ ptirtcs: hctnos resuelto scfü1lar, v sciinlamos a los Jueces a quien se comctit!rcn seis meses de 
término, que corran desde el dh1 qL;e se publicnrcn los edictos, dentro de los cuales se les han de 
tomar, sin que el Juez lo pueda dilatar más cm1 ninguna causa, porque este tiempo se juzga por 
bastnnh.· pam la conc1u~ión del juicio y satisfacción de la causa pública, advirtiendo n los Jueces. 
que si no thercn necesarios los seis meses referidos no han de ocupar más tiempo que el preciso. Y 
en cuanto a las dcnl.lndns públicas. que en t!stc término se les pusieren, ordenamos, que dcsd\! el día 
de la presentación al de la pronunciación de la sentencia definitiva no haya más término que seis 
llll.:'SC::-..""

7 

En este juicio se daba cabida a las demandas particulares, capítulos públicos y 
a la pesquisa secreta simultáneamente. Tanto la demanda como los capítulos 
constituían acciones de los particulares y la sociedad, en tanto que la pesquisa 
lu ordenaba el Estado por medio de sus diversos órganos, y tendía a investigar 
las culpas y méritos del funcionario a quien se cnjuiciaba.48 Las penas que 
solían imponer eran: la multa, la inhabilitación temporal o perpetua, el 
destierro o el traslado. 

No sólo se procedía a la averiguac1on y pesquisa ele las acciones de los 
presidentes, oidores y clemús ministros de las Audiencias ele las Indias y otros 
que en ellas hubieren tenido cargos ele administración ele justicia o Hacienda 
Real en forma peculiar y especial, sino también cuando por cualquier modo 
dejaban o acababan los oficios o pasan a otros mayores, están obligados al 
sindicado y residencia de ellos como cualesquier otros corregidores y 
magistrados temporales, porque con este freno se ha juzgado estarían más 

~··TORRE. \'ill;.lr Ernesto de la. Las Leyes d.: Descubrimiento en los siglos XVI y XVII, Junta mcxican:1 de 
ill\cstigacioncs, Mé:\it:o, El\it. Cucta-Amic., S. De R. L., \Q48, p. t::? 
l. Or cit. S•m11icnto. p. 174 {Lcy primcr;t. tirulo quince De las Rc:->illcncias, y Ju~ccs que las han Je tomar, 
hhrn f..:Uílrlo.) 
"'hlcm. p. SI 
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atentos y ajustados a cumplir sus obligaciones y se moderarían en los excesos 
y arbitrariedades que en provincias tan remotas puede y suele ocasionar la 
mano poderosa de los que se hallan tan lejos de la Corona Española. 

A mayor abundamiento. nos indica Solórzano Pereyra: Diciendo generalmente 
que no se puede fiar a nadie el gobierno o juzgado de una república sin este 
resguardo de que se les ha de pedir y tomar estrecha cuenta de sus buenos y 
malos procedimientos, porque el verle pendiente reprima la licenCia que les 
dan sus cargos de obrar a su gusto y sean menos gravosos a sus súbditos.49 

Se residenciaba a los virreyes con mayor severidad, dado que tenian un 
encargo especial por parte de los Reyes como lo establece Sarmiento: 

·· De la continua correspondencia de estos Reinos y los de las Indias. se ha reconocido que en los 
Cll\'ÍOs de plata. oro y mercaderías remitidas por los ~tinistros. Gobcnmdores y Corregidores y 
gruesas sumas que importan, no proceden con la limpieza y desinterés que conviene a sus cargos y 
oficios. en perjuicio Uc nuestra Real hacienda y caudales de los vecinos y naturales de aquellas 
pro\'incias, para cuyo remedio ordenamos a los Virreyes y Presidentes. que comuniquen con sus 
Audiencias los medios y prevenciones más convenientes para estorbar las ganancias ilícitas de que 
usan la justicia. contrnvinicndo a su propia obligación y juramento y n la esperanza que deben tener. 
de que procediendo con pureza y administrando justicia como deben, serán por Nos 
n:muncrados. ··~' 1 

Además, se sujetó a juicio de residencia a los fabricantes de naos (en 
Filipinas), co1Tcos mayores. visitadores de indios, jueces repartidores de 
obrajes y grana. oficiales de la Real Hacienda, alcaldes ordinarios. regidores y 
oficiales de los Consejos. entre otros. 

Para asegurar la buena actuación de los funcionarios indianos, la Corona se 
\'alió sobre todo de dos medios utilizados ya en Castilla. Estos eran cljuicio 
de r11side11cia para los oficios temporales y el juicio de visita para los 
\'Ítalicios. . 

Esta institución fue considerada popular, por el Dr. Carlos Mario Vargas 
Gómcz: 

bta trilogia de intereses y equilibrio, o sea el Estado Español, el funcionario propiamente dicho y el 
pueblo americano~ hicieron del juicio de residencia una verdndern institución popular. que en su 

.l'• Op. cit. Suh."1rza1H."'I, p. :!063 
'•· Op. cit. Sarmiento, p. 17:! ( Ley X XXXVI, titulo scgundo. De los Gobernadores, Corregidores. Alcttldcs 
\t1:-on:s y sus Tenientes y Alguaciles; libro quinto.) 
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época sirvió para evitar en lo posible. los males propios de una administración con1plejn y variada. 
que actuaba lejos de los órganos con1petcntes origim1rios.51 

La efectividad de dicho juicio, se debió a que los funcionarios públicos 
deseosos de hacer carrera política, lo reconocían como medio idóneo y se 
sujetaban a él voluntariamente. Aunado al reconocimiento de la población, es 
decir, era un proceso legítimo. Así lo señala Cárdenas: 

''. .. no significaba Üt! ninguna mant!'ra que las personas sujetas a dicho juicio, fucrnn culpables de 
nlgún hecho dclictuoso; por el contrario. las personas que salían sin ninguna responsabilidad del 
juicio de residencia, sentían que esto era un motivo de honor y satisfacción para ellas. de tal suerte 
que el juicio de rcsidt:ncía no era visto con desagrado por parte de tos funcionarios públicos. que 
cstahan seguros que sí habían procedido con honestidad, este juicio signi ficabn un motivo. inclusive 
de halago. como señala alguna de las leyes que ya ht:mos mencionado, para ellos. HS

2 

Juicio de visita. 

Este juicio, era aplicado a los funcionarios que integraban los órganos 
colegiados, como las Audiencias, tribunales de cuentas, oficiales de la Real 
Hacienda, así como a las autoridades universitarias. Visitadores y 
rcsidcnciadores de autoridades nombrados por consulta del Consejo de Indias 
eran enviados por el presidente de dicho Consejo, mientras que los que se 
dirigían al Tribunal de la Inquisición, Cruzada y caballeros de las órdenes eran 
visitados por personas que enviaban los consejos respectivos.53 Este 
procedimiento sólo se realizaba estando en funciones el servidor público 
vitalicio, ya que habiéndose retirado del cargo forzosamente se le 
residenciaría. 

Para llevar a cabo el procedimiento, iniciaba con el envío de visitadores al 
lugar donde se encontraba ejerciendo el órgano colegiado a investigar, Los 
visitadores eran considerados severos e incorruptibles. 

·· ... tos visitadores, esos temibles funcionarios de la corona, realizabán .sus 
visitas de inspección a la que nadie ni nada podían escapar. Con tal sistema el 
rey quedaba bien informado y los súbditos quejosos hallaban en la visitación 

~ 1 (',\RL1EN.-\S, Raúl. F .. lksponsabililhtd de los funcio1mrios públicos antecedentes y 1cycs vigentes de 
\lé.\ico. ~lé~ico, Porrli~t. l l>S.?, p. 15 (Van!:l.:-i Gómez, Enciclop.:dia Ontcba). 
•: ld1.."1t1. ... 
'·

1 Op. cit. Ugo111c:. p l 51J 
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una manera de protestar individualmente de los abusos reales o fingidos y 
encontraban asimismo una válvula de seguridad con la que aflojar sus 
resentimientos contra virreyes, oidores, alcaldes, corregidores, etcétera,"54 

La visita que se hacía a la Audiencia, era con el fin de revisar la gestión de los 
funcionarios que la integraban. La visita general era ordenada por el monarca 
t\ uno o varios tribunales, a las universidades y a la Casa de Moneda. 

Este juicio podía extenderse por años por ello el visitador debía tener una 
preparación jurídica sólida. "debía enfrentarse en las Indias a autoridades que 
gozaban de amplio poder, ciertamente no gustaban de su presencia y les 
acarreaba disgustos y enemistades."55 Los visitadores tenían facultades 
legislativas a fin de remediar alguna situación (hoy tribunal de control de 
constitucionalidad, sobre todo en los países con régimen parlamentario). No 
podían actuar fuera de la comisión que recibían, salvo que su competencia les 
fuera ampliada. 

Iniciada la visita, el rey recomendaba sigilo y secreto a fin de que el visitador 
pudiera lleva a cabo las primeras diligencias sin que los visitados lo supieran, 
de este modo era más factible descubrir la verdad. Las visitas ocurrían en 
respuesta a una denuncia de abusos enviada al rey o al Consejo de Indias, por 
lo que era necesario evitar el encubrimiento de tales abusos; así el visitador 
podia iniciar sus gestiones durante el viaje al territorio de la visita antes de 
publicarla. Al arribar el visitador al territorio en donde se iba a ejercer el 
cargo, era recibido solemnemente y alojado en un lugar que asegurara su 
independencia respecto de las instituciones o autoridades visitadas. De ahí, se 
procedía a la publicación de la visita, para que los agraviados acudieran ante el 
visitador a expresar el agravio recibido y a pedir la justicia del caso. El 
visitador podría oir y sentenciar tales demandas públicas. Quienes eran objeto 
de la visita debían comparecer ante el visitador a efecto de hacer las 
declaraciones correspondientes a solicitud del mismo. Contaban con la opción 
de comparecer por sus procuradores mediante poder. 56 

Aunque era un proceso que con el tiempo fue perdiendo su esencia, debido a 
la inconformidades suscitadas por lo drástico de la aplicación. La vis.ita era: 

" ... secreta y abarcnha a todos los funcionarios de una región o provincia. 

q Op. cit. Ortcg;t, p. 184 
"ldcm. p. J 19 
''· ldcm. pp. 319 y 320 
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Ninguno de ellos, nos dice Esquive! Obregón, en particular sabin si se le hacían cargos, de qué, ni 
por quién, ni aún después de que se le encontraba culpable y se le sentenciaba no por el visitador, 
quien fomrnlaba el sumnrio, que debería remitirse cerrado y sellado al Consejo de Indias, sino por 
éstc ... s7 

Hoy se realizan "supervisiones o revisiones" periódicas, a casi todas las 
instituciones públicas; pero son una mera fonnalidad ya que si se hicieran 
verdaderas auditorías, los ilícitos se descubrirían "públicamente" 
inmediatamente y no después. como ha sucedido en infinidad de ocasiones; 
según lo demuestra la historia. 

Otros medios de contr,ol 

Al igual que los Romanos, los españoles tuvieron el cuidado de establecer una 
normatividad para que los funcionarios como requ1s1to indispensable 
presentaran inventario de sus bienes, antes de acceder a la función pública, así 
en la Ley LXVIII, título segundo, en el libro tercero señalaron: 

.. Por cuanto está dispuesto, que todos los Ministros. que Nos proveyéremos, antes que se les 
cntr..:gucn los títulos de sus oficios, presenten en los Consejos donde se despacharen, descripción e 
inventario autCntico y jurado. hecho ante lns justicias, de todos los bienes y hacienda que tuvieren al 
tiempo que entraren a servir. y esto convitme se cumpla y ejecute: mandamos, que no sen admitido 
en las Audiencias de las Indias ninguno de los rv1inistros. que para ellas fueren de estos reinos, 
aunque lleve titulo fimmdo de nuestra mano del oficio en que fuere proveido, si no llevare 
junt"mente testimonio de haber presentado en el Consejo de Indias el inventario hecho en la forma 
susodicha. Y mandan1os que lo mismo se haga en todo el distrito de cada audiencia, con los 
l\tinistros que conforme a lo dispuesto los debieren prcsentar."~8 

Dicho medio de control fue efectivo en su tiempo, y hoy lo sería también si 
realmente se investigara que lo declarado por los servidores públicos es cierto. 
Por regla general, la situación patrimonial de los servidores públicos no deberá 
variar diametralmente, entre la asunción al cargo y el abandono del mismo; 
debido a que los salarios por muy altos que sean, se consumen en los hábitos 
económicos y sociales (según la jerarquía) del servidor público, (capítulo VI). 

f" Op. dt Cárdenas •. p. 15 
~ .. Op. cit. Sarmh:nto, p. 144 ( De la provisión de oficios, Gratificaciones y Mercedes). 

ES'JL : ... :·¿s .. :;, r~o ~L'>JLE 
DE L1 '.'.:"'.'.31 IOTECA 
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De la penalidad impuesta al enjuiciado 

Las penas que solían imponer eran: la multa, la inhabilitación temporal o 
perpetua, el destierro o el traslado. 

En cuanto a las penas había oposición a que se impusieran penas a los 
familiares del residenciado que hubiera fallecido durante la sustanciación del 
juicio según, lo relata, Solórzano Pereyra: 

" ... los muertos no sienten ni se pueden defender, ni se juzgan <<in rerurm 
natura>> y que, como son llamados y prevenidos para el juicio divino, se 
eximen del humano y son vistos pas<lr a mayor tribunal. Y que no hay pena 
que caiga sobre la muerte, y que es la última, como dijo Plauto, entre las más 
terribles, y que si las penas se hicieron para enmendar a los delincuentes, esto 
no puede obrar en los ya difuntos ni pasar a sus herederos que no 
delinquieron, contra otra regla que nos enseña que los pecados han de 
perjudicar a sólo sus autores y no extenderse el suplicio más de a los que se 
hallaren culpados en haberle cometido."59 

Sin embargo, existen otras opiniones respecto que si debían pagarse las penas 
pecuniarias ni Erario público: " ... cuando contra un juez se procede por delitos 
y exceso particulares por razón de los cuales debe satisfacer algún interés o 
penas pecuniarias a las par o al Fisco. si en su vida se comenzó y contestó el 
juicio de las demandas, capítulos, visita o residencia en que se había de hacer 
dicha averiguación y satisfacción, se puede y debe seguir la causa con sus 
bit:nes y herederos o con su procurador, y pronunciar contra ellos sentencia 
p<lra este efecto y cobrar las condenaciones. porque aunque con la muerte se 
librase de las penas corporales, todavía, mediante la litis contestación, se 
conservan y perpetúan las pecuníarias, ... "60 Esto ya se aplicaba con los 
Romanos, quienes pensaban que si algún daño causó al erario público o a 
alguna persona, el enjuiciado atlll después de fallecido, debía pagar con sus 
bienes el daiio ocasionado. 

Esto se aplicó al virrey Juan de lturrigaray: Después de regresar a España, 
sometieron a ltturrigaray a juicio acusándolo de peculado y traidón. (fue el 
último virrey mexicano al que sometieron a una investigación semejante). El 
virrey apeló contra el veredicto final, que se dictó en 181 O.~ Después de su 

"' Op. cit. Soll,rt~mo. p. :?09:?. 
'ri' ldcm. p. :?093 
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muerte en 1814, impugnaron la sentencia su esposa y sus hijos; finalmente el 
Consejo de Indias la confirmó en 1819. Lo declararon culpable de peculado, y 
a sus herederos los multaron con la inmensa suma de 435 mil pesos. Fue 
absuelto del cargo de traición por la amnistía política general que se decretó el 
15 de octubre de 181 O, para celebrar la instalación de las Cortes.61 Se aplicó 
porque había despertado la envidia y el odio de sus adversarios, por su 
peculado que era evidente y que .el virrey no disimuló en absoluto. 

Otra opinión es que, cuando el juez se haya tomado algo y lo tenga en su 
poder indebidamente, no se librará de la paga y restitución de lo mal llevado, 
ya sea cobrado de sus bienes y/o herederos. Así nos indica Solór.mno " ... la 
pena del delito nada tiene en común con la persecución de la cosa .", del tal 
suerte que ·· .. esto contiene en si mucha justificación y equidad natural, pues 
no se trata de que los herederos sean castigados por lo que pecó el difunto, 
sino de que no hagan retención ni se quieran enriquecer con lo ajeno y mal 
adquirido, y así solamente se cobrará de ellos lo que verdaderamente constare 
haberles pertenecido por razón de la herencia, aunque no hayan hecho 
inventario, ... "62 

En conclusión aún cuando haya fallecido el residenciado, la desaparición del 
residenciado no obstaculizará la prosecución de sus causas, en delitos· 
públicos. Aún cuando no se hubiera dictado sentencia, sino que estuviera 
pendiente el procedimiento, podía hacerse efectiva In sentencia en los bienes 
del difunto o bien de los deudos. Asi se estableció en, el artículo 91 del 
Código Penal Federal63

. 

·· Porque el cohecho se recibe por hacer algo directamente contra justicia, la 
baratería por recibir algo con la mano y autoridad del magistrado y oficio, 
aunque sin corromperla, como por dar el juez sentencia justa o despachar 
presto el negocio o por dar las varas de tenientes o alguaciles u otros oficios 
por precio." ," ... el delito que en latín se llama <<repetundarum>> y en 
castellano <<cohecho>>, que propiamente quiere decir las ventas que los 
jm:ccs hacen de la justicia recibiendo alguna cosa por hacer más o menos 
contra ella .... "64 El cohecho actualmente, está regulado en el Código Penal 

1
·: Op. cit. :\nmt,. pp. 74 y 75 
"· Op. ci1. Solór,.~u10. p. 20'J-l _ _ _ _ 

'
1 

Pcqu1.:i;a reminiscencia: "Arliculn 91. L~1 muerte del delincuente c.xtinguc la ncción p~nal, _nsi comO_ lns 
..... 1m:io11cs que se le hubieren impuesto. a c.~ccpción de In rcpnrnción del daño, y ht de decomiso de los 
111 .... tr111m:n1os con que se cometió el delito y de las cosas que sean efecto u objeto de él.'' 
• .1 h.k·111. Solórz~1110. p. 2097 
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Federal en el artículo 222; y en el Código Penal para el Distrito Federal, en el 
artículo 272.65 

Finalmente, Solórzano nos refiere lo que decía Bobadilla al respecto, <<Que 
aunque regularmente con la muerte se acaban los delitos, pero por especial 
odio de los Jueces y Ministros avarientos, coechadores, barateros y de malas 
mañas. dispuso el derecho, que pueda el Juez de residencia hacer pesquisa 
contra ellos y proceder de pedimento de parte y condenarlos y apremiarlos á 
que paguen sus hijos y herederos los coechos y los hurtos de las cosas 
públicas, sagradas ó religiosas y las que en daño de la República, aunque sin 
corruptela ó torpeza hicieron ó dcxaron de hacer indebidamente ó 
delinquieron, y que paguen no sólo lo que el difunto recibió, aunque los 
herederos no lo hayan rt:cibido, pero también las penas pecuniarias en que por 
ello incurrió ... >> 66 

De las citas anteriores se observa que existía la duda en imponer la sanción o 
indemnización que cotTespondiera según la sentencia, ya fuere en los bienes 
del residenciado occiso o bien en los de los herederos. Debido a que no podía 
satisfacerse la sentencia en razón de la muerte del enjuiciado ya sentenciado, 
o bien en proceso. 

5.1. Procedimiento 

El juicio de residencia tenía la función de fiscalizar y' controlar a los 
funcionarios en las Indias. Este juicio se dividía en dos etapas: En la primera 

":-; Articulo 222. Cometen el delito de cohecho: 

El servidor púhlico que por sí, o por intl!rpú~ita persona solicite o reciba indebidamente para si o para 01ro, 
dinero o cualquiera otra dúdiva. u ~1ccptc una promesa, para hacer o dejar de lmccr algo justo o injusto 
rclac10nmlo con sus funciones. y 
11 Et qm.: de ni;uh:ra c~pont<lnc;1 dé u ofn:zc;.1 dinero o cualquiera otra d::idiva a alguna de las pcrsom1s que se 
mencionan en 1~1 fr~1c1.:ió11 anh.:rior. p;.1r<1 que clmlquicr servidor público haga u omim un acto justo o injusto 
n.:l<.u.:ionmlu cun sus funciones ... 
Las sanciones son: multa, prisión; asi como di:stitución e inhabilitación (CPF). A <lifercm:i¡1 del CPDF qu<: 
:.llln • . .:sl.:thki:c como ~.rnciOn: mult:.1 y prisión. En el primer código, se sancionn mnto a quien da como a quien 
n.!'1,.-ihe (:=;(~\icit;1 k1 d;ldiva). En los onlcn:.1111icntos ::mtiguos sólo se sancionaba al servidor pl'1blico, ello se 
co1t-.crv1.1 en t:I scgundo ordc1rn111icnto. 
Articulo :!7:!. :\\ ~crvidur pltblico que por si o por intcrpósila persona. ~olicitc o reciba indebidamente para si 
o par<t otro. dinero o cualquier otra d;.idivu. o uccptc una promesa, para hacer o dejar <le hacer ulgo rclncionado 
C~"\ll ~us li.tllCllllll!S, ... 

r.r. Op cit. Solór1,ano. pp. 209S y .:!099 
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se investigaba de oficio la conducta del enjuiciado, y una segunda etapa, en 
donde se recibían las demandas de los particulares que se consideraban 
agraviados por las conductas de los funcionarios. 

Previo a este juicio (medida precautoria), se retenía la quinta parte de su 
salario a todo funcionario que percibiera la cantidad de ocho mil pesos; ello 
con la finalidad de indemnizar a los .agraviados o bien reintegrar al erario 
Público en caso de resultar culpable el residenciado. Por el contrario, si no 
resultaba cargo alguno en su contra en el juicio de residencia, la cantidad 
retenida se reintegraba a los funcionarios que se les había descontado. Esto 
estaba previsto en la Real Cédula del 30 de diciembre de 1777. 

La residencia se tomaba en el sitio donde ejerció su cargo el funcionario, este 
podía comparecer personalmente o bien mediante procurador. 

En primer lugar el juez de residencia, debía comunicar su nombramiento a la 
Audiencia de la capital. Correspondía al propio juez nombrar a su escribano, 
asimismo, se auxiliaba en la función jurisdiccional de comisionados,quiénes _ 
estaban encargados de levantar la sumaria en el interior de la provincia,'•.-. 

Otros personajes que ayudaban al juez, eran los intérpretés-<de)'¡~~g:uas 
indígenas: el alguacil de la residencia, subalterno ejecutor de los 111andatC>s del 
juez, el revisor de papeles y el asesor letrado.67 

\:: .• ,/<i?·:<<. · 
Este juicio principiaba con la interposición de una dema~d~ hech~,por un 
particular, o bien se iniciaba con la pesquisa secreta; aunque podían slicederse 
simultáneamente ambas situaciones. ·- - ·· 

La pesquisa secreta o visita de averiguación, eran mediante procedimiento 
secreto y no se referían a una sola persona, sino a un cuerpo colegiado o a un 
grupo de funcionarios, a quienes no se les hacía saber de qué se les acusaba, ni 
quien los acusaba, guardándose este secreto aún después de dictada la 
sentencia condenatoria. El juez visitador, valiéndose de todos los medios a su 
alcance, hacia la investigación lo más minuciosamente posible, fomiando la 
sumaria que enviaba al Consejo firmada y sellada. Tal procedimiento dio 
lugar, en más de una ocasión, a casos como el referido pro Solórzano en su 
Politica Indiam1, según el cual el visitador permitió que los visitados 
presentaran sus descargos. pero como no se les daban a conocer los cargos, 

'·' C.·\LETI'I Trc1,,.ifio, Roberto. E\'oluciún y Constitudonalización del juicio dt.: residencia. Tesis de 
J1¡;cn1.:i~1tura. l\IC.,ico. UNAM Facultad de lJcrccho, 1980, p. 52 
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contestaban adivinando, acertaban en algunos casos, pero equivocándose en 
otros.68 

La pesquisa secreta tenia por finalidad averiguar, los ilícitos y;losrt1éritos que 
tuvieran las autoridades durante su encargo .. Ello· 1es ser\tia:· en caso.· de ser 
meritoria su actuación a aspirar a una jerarquía mayOr,en .lá.administración 
pública. ..-': '..·•: .. , ./' 

Una vez hecha la demanda, el juez la hacia del conoéimient(i:del dernandaao, 
iniciándose así la sumaria, que debía continuarse con escritos de l.ma y otra 
parte que venían a ser, por el demandado descargos (contestación y d(1plica), y 
por parte del actor cargos (réplica). 

Este juicio era público, por ello se acostumbraba pregonar que se habia 
incoada una residencia, ello se hacía en un principio oralmente, después por 
escrito, y/o mediante traductor para los indígenas. El pregón debía hacerse en 
todas las ciudades, villas y/o provincias en las que el residenciado hubiere 
ejercido la función pública, en principio se mandaba a los escribanos, quienes 
!dan públicamente los edictos en dichos lugares y recogían las quejas que 
hubiera, posteriormente se dispuso que el pregón llegara a los indios para que 
pudieran manifestarse al respecto, esto se hacía mediante el párroco de la 
región, para evitar que los naturales desconfiaran de los escribanos. Después 
tuvieron un traductor, quien también asistía a los juicios de residencia en los 
que tuviere que participar algún indígena. 

En el pregón escrito, se estilaba anotar la fecha, decir el nombre del 
residenciado. A continuación presentamos el pregón hecho para enjuiciar a 
Cortés: 

·· Sepan todos los vecinos, e moradores y estantes e habitantes de esta Nueva 
España, como el señor licenciado Luis Ponce de León, juez de residencia en 
.:sta Nueva España e sus provincias, por Su Majestad, ha de tomar residencia 
por mandado de Su Majestad a don Hernando Cortés. capitán general e 
gobernador que ha seido en esta Nueva España, e a sus alcaldes mayores e 
lugares - tinientcs e alguacilcs mayores e menores, e capitanes e otros 
cualesquier oficiales ele justicia, e capitanes que ha tenido esta Nueva España, 
desde que a ella pasó fasta agora; e ansi mesmo Alonso Destrada, tesorero de 
Su Majestad, e a Rodrigo de Albornoz, contador de Su Majestad, e a Pedro 

'" Op. cit. Ug'1rtc. pp. 314 y 315 
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Almíndez Cherino, veedor, e a Gonzalo de Salazar, factor de Su Majestad, e a 
sus lugares - tinientes, e a se hacer pesquisa e inquisición, e inquirir para saber 
cómo e de qué manera cada uno de ellos han usado y ejercido sus oficios, la 
cual dicha residencia les ha de tomar por tiempo, e espacio de noventa dias 
primeros siguientes, que Su Majestad por su provisión real lo invía a mandar, 
los cuales corren e se cuentan desde hoy día en adelante; por ende, todas las 
personas que de los susodichos o de cualquier dellos han seido o son 
agraviados, o estovieren quejosos en cualquier manera, parezcan ante el dicho 
señor licenciado Luis Ponce de León dentro del dicho término de los dichos 
noventa días, e oírles e guardarles, es en todo, en justicia; e para ello señala 
abdiencia cada un día en su posada, desde las dos después del medio día, fasta 
las cuatro. e sepan que pasados los dichos noventa días, los oirá 
ordinariamente, no por via de residencia, ainsi, porque venga a noticia de 
todos lo susodicho mándalo a pregonar, públicamente, el cual dicho pregón, 
como dicho es, se dio en la plaza de dicha cibdad (y) en otros sitios 
acostumbrados, a lo cual fueron testigos .... " 69 

La fase pública del juicio de residencia, se refiere a las demandas y querellas 
presentadas en contra del residenciado. 

Para establecer la posición de las partes en el. juicio se pasaba a la fase 
probatoria. 

La prueba testimonial era efectiva y la que mayor aceptáción tenía, así el actos 
procedía por medio de testigos a dar la información relativa a los hechos base 
de su acción, y el demandado, también por medio de testigos, elaborada su 
defensa. 

t\ 1 admitir a los testigos el juez, debía cerciorarse de que no fueran enemigos 
del residenciado, principalmente aquellos que hubieran sido condenados o 
desfavorecidos de algún modo por la autoridad, ahora en juicio de residencia. 
Tampoco podían ser testigos, el procurador o el abogado de los capitulantes. 
Los testigos debían de ser de distintas clases sociales para de este modo, tener 
representada a la población al interior del juicio evitando con ello que se 
pensara que se favorecía al residenciado, principalmente. 

Los testimonios de los indios se hacían ante intérpretes juramentados, que 
oirían por separado y traducirían las preguntas y respuestas, de los jueces y 

h'' ~l:\RTINEZ Luis (editor). Dl1ct11m.•ntos Cortcsianos 11 1526-1545, Sección IV Juicio de RcsirJcncia, 
~IC:~ico. Edit. UNt\M-Fondo de culturn cconómic;.1, 1991, pp. 13 y 14 
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testigos, respectivamente. El protector de naturales asistía siempre al 
interrogatorio de un indigena, para que éste estuviera en aptitud de participar 
en el juicio y en igualdad de circunstancias. 

Por ser la prueba testimonial una de las más importantes en este juicio, a 
continuación presentamos un interrogatorio a testigos: 

Prime~o. se inquiría si los testigos éonocian a las personas residenciadas, a 
partir de cuando (e de qué tanto tiempo aca ... ) . Si saben si los residenciados 
guardaron y cumplieron•· ... los poderes que Su Majestad les dio para usar los 
dichos oficios, hayan usado dellos bien e fielmente, guardando el servicio de 
Su Majestad e el bien común de la tierra e derecho a las partes e si han dejado 
de cumplir <ilgunas cédulas e provisiones e mandamientos de Su Majestad a 
ellos o a cualquier dellos dirigidos en cualquier manera o si han llevado más 
salario de lo que Su Majestad les ha mandado señalar en la carta de poder a 
ellos o a cualquier dellos dirigida e si han llevado e consentido llevar a sus 
oficiales derechos demasiados de los qucstán en el arancel de Su Majestad o si 
han llevado dádivas o presentes o donaciones ellos o cualquier dellos o otras 
personas en sus nombres direte o indircte de los vecinos o morados de su 
gobernación e su juredicción en qué cantidad digan los testigos lo que saben 
etcl:tera. " 70 

Para estar seguros del testimonio, los jueces acostumbraban preguntar y 
repreguntar a fin de establecer la autenticidad del testimonio. 

Una vez hechos los cargos y presentados y probados los descargos, el juez 
estaba en aptitud de dictar sentencia. Las penas que imponía el juez podía ser: 
multa. inhabilitación temporal o perpetua, destierro y traslado. ' · · · · · 

Si había residenciados que debían ser sancionados con pe1~~ :~orp~~al, o 
inhabilitación de oficio, los jueces no estaban facultados. paraimp.onér la'pena; 
dio estaba reservado al Consejo de Indias (Ley.64, tít. 2;. i:2;.Recop; De 
1 ndias). •¡X , • ~'•; 

.,. ,-·-;r·,-,. 

Dada la vulnerabilidad de los funcionarios públicos; ante süs; enernigos 
políticos o de otrn índole. tenían aquellos el derecho'de ciporíer la excepción de 
cnlumnia en contra de quienes los , acúsanin ', ·sin'. h~ber' probado sus 
afirmaciones. Así, tcrn1inado el juicio d_c 'residencia loscperjudicados podían 

.,. Op. cit. i\fartincz. p. 22 
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querellarse en contra de sus calumniadores. De ello deriva que, no había daño 
irreparable para el residenciado que fuera declarado inocente. 

Además, tratándose de demanda, esta podía hacerla cualquier persona no 
necesariamente la afectada; pero quien la hiciera tenía la obligación de pagar 
fianza para que en caso de que no probase sus capítulos, indemnizara al 
residenciado de los dañ?S y perjuicios que pudiera causarle con tal acción. 

Cuando la residencia se hacía sobre oficios de provisión real, podía apelarse 
ante el Consejo de Indias. Las residencias de oficios de provisión por 
autoridades indianas se sustanciaban en segunda instancia ante las Audiencias. 
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CAPITULO lll 

LA INDEPENDENCIA 

La Ilustración en España tuvo menor fuerza en comparac1on con Francia e 
Inglaterra; debido a la existencia de la "Inquisición". La Ilustración y sus 
principios, principalmente, fueron la gran fuerza exterior que originó el 
movimiento de independencia. Claro que debemos aceptar que ya existía al 
interior del país un enorme descontento por la fo1ma, much<is veces arbitraria, 
de gobernar de los españoles. Además de la fuerza interior que 
expansivamentc se presentaba: fue la toma de conciencia, el despertar del 
sentido nacionalista de los criollos novohispanos, instigada en la evidente 
actitud despectiva por parte de las autoridades peninsulares en contra de los 
propios criollos y mestizos en la entrega de puestos públicos.1 Todos estos 
fueron factores que de una u otra manera gestaron el movimiento 
independentista. 

Existieron varios razones que fueron decisivas para que Nueva España luchara 
por su independencia. entre ellas tenemos que: " La principal amenaza a la 
soberanía real durante la guerra de independencia fue el deseo de autonomía 
de los burgueses y la élite ... La necesidad de autonomía fue motivada, en la 
élite y en otros propietarios, por su oposición al Decreto de Consolidación 
Real de 1804, que intentaba amortizar todos los préstamos importantes que les 
debía a los fondos piadosos y cobrarlos para transferirlos a la Península. En 
realidad, se cobraron 10.5 millones de pesos en Nueva España por motivo de 
la consolidación, de los cuales sólo 2.5 millones provenían de la archidiócesis 
de México. Este fue el más importante signo de la decadencia de la 
administración espafiola del rey Carlos IV y de Manuel Godoy .. .''2 

Una circunstancia bien aprovechada es vital para independizarse, así lo señala 
Ugarte: 

·· L1 in\ asión francesa, la abdicación de Cnrlos IV. seguida de la de su hijo Fernando Vll. la 
ocupación del trono por José Bonapartc y la fuerza mostrndn por España parn recupcrnr su 
soberanía, fueron circunstnncins que produjeron un enorme impacto en la Nueva España, siendo la 
oportunidad no Jcsaprovcchada por los criollos, protegidos por el virrey en tumo, lturrignray. 

1 L'GARTE. CortCs Jtmn, Instituciones y textos iushistóricos Ronm·España·México. Colección Je ciencias 
:-.oci.1lc:-.. ~1C.\ko. Edit. Universidad 1\utónoma del Estado de México, :moo, p. 391 
~ .'\ '.'.:'.\.' :\. Timothy E. La caid.:1 del gobierno csp.:1ñol en la ciudad de Mé ..... ico, Tr. C"0trlos Valdés, México, Edil. 
Fondo <le cultura cconún1ica. 1981. pp. 55-57 
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haciendo valer In tesis de que el estnr vacante el título español por la abdicación forzada de 
Femando Vil. era nula e inválida la proclamación de José Bonaparte. y por tanto. la nación 
novohispana reasumía su sobl:!rania: esto se realizó principalmente por dos criollos concejales del 
Ayuntamiento de México. don José Prin10 de Verdud y don Juan Francisco de Azcaratc. en 
representación de ese ayuntamiento, el 19 de julio de 1808."' 

Durante el tiempo que duró el movimiento armado para que la Nueva Espalia 
se independizara se conservaron las Instituciones Públicas tal y como habían 
sido implantadas por los españoles. No podía faltar la influencia de la lglesiá 
católica que había enraizado en las conciencias de los conquistados y que 
había sido determinante en la política española. 

El país vivía una situación de confusión absoluta, por ello era más fácil· d~Jri!'' 
las cosas como estaban en cuanto a la Administración Pública: Así:·:'"eñ

1

ei'.Plrin 
de Iguala se decía que todos los ramos del Estado y. empleos;.públicos 
subsistirían una vez consumada la lndependencia.4 

· ·.;::~>' ·:,;: .. ·· 

Debemos recordar que aun cuando se había proclamado. ¡á: ln~·~~~~1cl~1fda.'de 
México, España no la reconoció sino hasta 1821. Haciendo ;antes Cde ello, 
varios intentos por recuperar la hegemonía en lo que' aún :~0'!'1sideraba su 
colonia de Ultramar. 

t. Constitución de Cádiz 

Este ordenamiento fue expedido por las Cortes de Cádiz, jurada en España el 
19 de marzo de 1812. y en la Nueva España el 30 de septiembre del mismo 
año. Su vigencia fue corta debido a que Fernando VII restauró el sistema 
absolutista por decreto de 4 de mayo de 1814, desconociendo en él a las 
Cortes. Este se publicó en Nueva España el 17 de septiembre de 1814. Sin 
embargo, el monarca se vio obligado a restablecer la Constitución en 1820 a 
consecuencia del levantamiento de Riego. Apodaca la juró el 3 1 de mayo del 
mismo año.; 

'Op. cit. Ug;.1r1~. p. 31) 1 
" ldi.:m. I'· JlJ2 
~ TE~:\ Ramircz Fdipc, Leyes Fundami.:nmlcs de Mé:xico 1808 - 1995, México, Edit. Porrim. S. A .• 1995. 
cJ. Dccimono\·t.:n;t, p. SlJ 
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A diferencia de las tres primeras Constituciones francesas6
, la de Cádiz no 

incluía una tabla de derechos individuales, que, pese a ello, aparecían 
prudentemente repartidos a lo largo del texto con el fin de evitar la tacha de 
<<copia del francés>>7 

En este ordenamiento, observamos aún la dualidad.entre religión (católica) y 
Estado. ya que aquella prevalece, mencionada, en la Constitucióri como i.'mica 
y perpetua (art. 12). Así también en su artículo 13 indica_ qlle; la finalidad del 
Gobierno es obtener la felicidad de la Nación y su bienéstar; ·~ ;::.::/. ··· ····· · · 

~: • • '~ '' '< ... - •:::;·~;;,: • - ,,•; e 

Declara la propia Constitución, que se trata de '.Ú11~: M6"11~i~'(¡¡~.;;nc;ci;~~da· 
hereditaria (art. 14). Suponemos que para ello.indiéa:Jas:'atribi.lciones;de ésta, 

. .· .; .:.:,-~:,:,'; .::··:·,;:_:¡>'.'··~'\:;\:;~;-~'~-~.::~\i::;·~\::~-'i.~):~·'\' . ' 

como s~:l:~testad de hacer las leyes reside ~~;lri~;b~~lf:,~~~Y~~:?~Y~:f{;{~~'.;·\ 5). 

Asimismo éstas, . debían hacer; efectiva fo ·resp~nsábilidad:. de- los 
secretarios del Despaého y demás· émpleadÓs'. pt'ibli~os~'(art:'!:l 31, 
vigésimaquinta). ,. . · .. ,::;•;7ci}'·'.;:.· h';'. . .:-.... :. .'::·; ;~:--. 

~ : '4" ,~ .. -

La potestad de hacer ejecutar las leyes reside en el Rey~(arCf 6). 
"· '.-,_ - ··--··':_:\,;.::;__ ...... -. 

• . ~:,,.- ... .,,,,.~ .... :, · ¡-

La potestad de aplicar las leyes en las causa~ CiviÍe~''•y criminales 
residen en los tribunales establecidos por la ley,'(artil7):0: · ··. : 

;.: ' : ;::. : _: ; . ~ 

De lo anterior se desprende que las Coites son el anteC:'déiente. del Poder 
Legislativo, el Poder Ejecutivo depositado en el rey; y el Poder Judiéial en los 
diversos tribunales. ·· .· 

DE LAS CORTES 

Para tener una idea precisa de lo que eran las Cortes, el artícuío 27, establece 
que éstas se componen por aquellos diputados que representen riJa Nación, 
nombrados por los ciudadanos: Un diputado por cada setentri mil habitantes, 

i. Ella!t son como sigt11:: Constitución dd 3 lle septiembre de 17'> 1. Constitución del 24 dc_j~·;¡¡~ ·~e .1792 {t\n 
1 ), Constitución <l..:I 5 fructidor (An 111). y Constitución d..:I 22 frimairc (An VIII). 1\c.lcínáS hubo SéOiitüs-
consultt:s: Del ~1"0 X, XII v el úhimo de 1807. · · 
. CORONAS, Gon:túh:z, S

0

unlllS M. ~tanut:I de Historia del dc:rccho cspa1iol, Valt:nciu. Tiroint lo bltmch. 2'' 
cdiciün. 1 'l99, p. 453 
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conforme al último censo poblacional, (arts.30 y 31. Antecedente del criterio 
actual, para el reparto de lugares en el Congreso). Tales órganos 
gubernamentales cada aiio se reunirán para sesionar, durante tres meses 
consecutivos, a partir del primero de marzo, (art. 106). Las sesiones eran 
pliblicas y sólo en casos que requirieran reserva serian secretas, (art. 126). 
Estas reuniones eran para constatar la legitimidad de los poderes de los 
diputados. en una primera sesión eran revisados dichos poderes, en una 
segunda sesión a pue1ta abierta. se informaba de la legitimidad de los poderes, 
habiendo tenido las copias de las actas de las elecciones provinciales. 
Finalmente en esa sesión o en otras más de ser necesario, se resolvían las 
dudas respecto a dicha legitimidad y calidad de los diputados, (arts. 113 a 
115). Esto es el antecedente, de las sesiones ordinarias que tiene el Congreso 
de la Unión, aunque el objetivo hoy sea diverso. Estando dentro de ese 
objetivo, la posibilidad de sesionar para llevar a cabo un juicio político. 

Desde entonces los diputados eran inviolables por sus opiniones, y en ningún 
tiempo ni caso, ni por ninguna autoridad. podían ser reconvenidos por ellas, 
(an. 128). En el mismo precepto se establecía que en las causas criminales 
serían juzgados por el tribunal de Cortes. 

Al hacer una reflexión de la inviolabilidad de los diputados de ese tiempoy en 
la actualidad, es incomprensible cómo se puede hablar de una Estado de hecho 
y de derecho; cuando se excluye de la aplicación de la ley a "personas 
privilegiadas" que pueden decir lo que quieran aún cuando vaya en contra de 
lo establecido en algún ordenamiento. 

Además les estaba prohibido a los diputados durante su encargo, desempeñar 
otro empleo, ni solicitar para otro empleo alguno de provisión del· Rey 
(recomendación). ni aun ascenso, corno no sea de escala en su respectiva 
carrera. (art. 129). En esta disposición aún se conservaba los antecedentes de 
las tiguras que giraban en torno al juicio de residencia tales como: el ascenso 
por mt!ritos en el desempeño de la función pública (carrera política, arraigada 
por muchos años, sobre todo con los gobiernos priístas), venta de oficios de 
algún modo, y la obtención de experiencia en la función pública. 
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EL REY 

Es claro que, habiéndose vivido una época monárquica 
ordenamiento establecía la impunidad del monarca 
responsabilidad de sus secretarios: 

tan. larga, este 
español y la 

.. Artículo 168.- La persona del Rey es sag~ada e invio!'able; y !1áéstásujeta a 
responsabilidad". . _ 

.. Artículo 226.- Los secretarios del Despacho serÓ1~ res~·ori~aGles rihás Cortes 
de las órdenes que autoricen contra la Constitución. o·fas)eYes;;sin que les 
sirva de excusa haberlo mandado el Rey:· ,,, .. ,., .. ·~·:_,:, ,. · 

-~,,:~;,.:l;;~:'"· 

Los secretarios del Despacho eran siete según el artÍcü16 '.2.'ii: :.~- _;; 

El secretario del Despacho de Estado. :}"; .• :-, 
'oo··, 

El secretario del Despacho de la. Gobernd~ió~ dél reino· para la 
Península e islas adyacentes. .~.: <~;\,·,< ·. 
El secretario del Despacho de la Gobern°a~ióri d~I r~lno p~ra Ultramar. 

·, ,":, .. _ -_'.:-t.-:-/,'.f,1_:_~/:l\J.:_·-.: - -

El secretario del Despacho de Gracia y,Justióia. · 

El secretario del Despacll~ de Ha¿i~lúia; 
' . - - - - - ' --¡' - ~ --· • ·; ,oc' .:. ,_ • 

El secretario del Despacho ele Guerra. 

El secretario del Despacho de Marina. 

A mayor abundamiento, Yalclés asevera: "los secretarios de despacho, como 
los criados en la antigüedad, eran responsables y castigados por los actos de 
sus amos ... " 8 Esta disposición perdura hasta nuestros días en detrimento de 
figura tan importante y de alguna manera eficaz, como fue el juicio de 
residencia que debía aplicarse a los servidores pt'1blicos, en ese momento, 
jueces, magistrados y ayudantes de los reyes católicos (instituido en 1500 por 
Isabel La Católica). 

·\':\LOES S. Clc:1m:nlc, El Juicio Poluico. L<l impunidtnl. los cm:uhrimicmos y otras formns Je ''prcs'ión .. 
~1C:\h.'\\, EJkionc~ Coyo;u:ún, S. A. de C. V. :?000, ¡i. 17(1 
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Respecto a las atribuciones del rey, eran diversas, las que nos interesan son las 
siguientes: 

.' - ' • ~ '_. • 'o . ~ -

Sancionar y promulgar fas leyes (art. 171 ). 
' ~ - .. 
·::-·,.; 

La potestad dehaceí·.ejeé'utar.t~s Íeyes(art. 170);\ 
- ·.··ir·-.. ~-;~ .. · · -··· .. "\.:. :·~::-.- .. ; .. >:-·-,.·; 

Cuidar de qtle e'n'tbció\:i f~in6'~tiüC!;.nini~trlprorítay ~úmplida~1entc la 
justicia (Urt;~: l? t ~~--s'e,gt:i-Od~)'._ · ·;. ;:..:-~~;,'?/: .:¿ .. :;.-, .. -~ ·t·.-i.· >>:<:·:-:· ~·,,:.:~--

., -.- ,--~--.-,: -·. ·::,.·,:··;.::.'.,_ .. ::\.'.."_~ - ';··.·· ';· !i. ·:··Ji-.:'·,;:< 

Nombrar los .magistraci~'s de '1:ocloS't0s.;iribtlnal6's 'civiÍ~s y cdl11inalcs, a· 
propuesta del Consejo de.Estado./ari: 1.71 ~ cuiÚ'fa):;:;( ~::, ''· ./ .. . 

·,J .·,.-,,.':'···:. 

Mandar .. tcis. ~jé~~it~~ 'y rir~ada~. y nombra~ 105''.f~eneralés .(árc· d 71, 
octava). · C·: <e''/.?''' 

Dirigir tás 1:~1a~rbnes diplcimáticas y 
potenciás, y .nombra{ los embajadores, 
décima). ·· · · 

/ ,"·,'. ·~-\:~·;:. ~~ ... :-:~,:,: 

con~erciale~):??h<rJ~'s/d~niás 
mi111stros'1.y'consules. (art .. 71 

. -' : >7- ' :-.·<-~{(j~{~}t~},:/~ "- .·'-y'·. 

Hacer a las Cortes las propuestas de leyes o ~éc~:;~~~1~(~~e ~rea 
~~~~~~~tc:~=~t. ;t 1 ~:c~n~a~L~~rt~~ción, para que. ~~l_i;P:~~~~.!)[~'~?i~ 1,~,Jorma 

' :.~/::·~~;\: ,.~¡ '.I;~·f.' 

Nombrar y separar libremente los secretarios de E~taéii:} y'é!él Despacho 
(art. 71, décimusexta). · ·· , : . ,}'.::·'., ; "~}· 2 · 

Las restricciones·ª la autoridad del rey eran como sigue:· 

No podía impedir la celebración de las. Cortes, suspenderlas, ni 
disolverlas, tampoco impedir sus sesiones (art. 172, primera). · 

No puede ausentarse del reino sin consentimiento de las Cortes, de lo 
contrario se entiende que ha abdicado la corona (mt. 172,'segunda). 

No puede enajenar, renunciar, ni ceder la autoridad real (art. 172 
tercera). 
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No puede enajenar, permutar, ni ceder: provincia, ciudad, villa o lugar, 
ni parte alguna por pequefia que sea, del territorio español (art. 172, 

::r:~~-de· haceralianla~: •. of~~siva,.ni··.·.tratado ~om~rci~l··.~~pecial. con 

~:"~;;;,t~;J~If ~I~l!~f jIJ~f f l~Jf t~~~~~i,~~fü·'" ., 
No puede enajenar ni ceder bienes;•nác1onales:.s1.n· .. e ;consentimiento. de 
las Cortes (arL 172, séptima). · : ?~;':,'j,f~;~1¡'.¡¡'.~g~I~í:5;~~'.~M:~;j'j;< 

;;,;;;;.: '.::::;:.·:~,::~::¡~:·;.:~~~&?;Ir~~~tll~~Bt.rt 172. 

No puede tomar o estorbar la propiedad de ningÓn·p~~id~!~r, si lo hace 
por utilidad pública conocida, deberá indemnizar(art.J.72, ciééima). 

No puede privar a nadie de su libertad, excepcionalmente 'podrá hacerlo 
cuando el bien y la seguridad del Estado así IÓ exijan, pero en un 
término de 48 horas entregará al arrestado a disposición del juez o 
tribunal competente, (antecedente de la facultad-obligación del 
Ministerio Público). Cuando no se actualice esta excepción, el 
secretario del Despacho que firme la orden, y el juez que la ejecute. 
serán responsables a la Nación, y castigados como reos de atentado 
contra la libertad individual (art. 172, undécima). 

Antes de contraer matrimonio, obtendrá el consentimiento de 1.as Cortes 
de lo contrario se considerará que ha abdicado la corona (art. · 172, ~ 
duodécima). · . ):: '• '·•; ; 

En todo lo que hasta aquí hemos visto, el sobcran(): tenía• 1i!ir~~t1Itrid de 
nombrar a sus colaboradores en el gobierno, por eno<:no• podía'' haber una 
separación de poderes. Además de que tampoco podía h,a,bcr:unáa.utóriomía de 
los órgunos administrativos, legislativos yjtidiciales. • ·'°· :;; .. :,.;, 
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Es lógico que si el Rey no tenía responsabilidad alguna, sino que esta era para 
los secretarios del Despacho, quienes estaban obligados a firmar todo lo que 
ordenara el Rey, no podía hablarse de una monarquía moderada. El término 
"'moderada" no tiene sentido alguno, s.ólo es un adorno. 

DEL CONSEJO DE ESTADO 

Este Consejo de Estado se compondrá de cuarenta individuos que sean 
ciudadanos, excluyendo a los extranjeros, aún cuando tengan carta de 
ciudadanos (art. 231 ). Los miembros del Consejo serán nombrados por el Rey 
a propuesta de las Cortes (art: 233); quienes no podrán ser removidos sin 
causa justificada ante el Tribunal Supremo de Justicia (art. 239). Los 
consejeros al tomar posesión de sus plazas, jurarán hacer guardar la 
Constitución, ser fieles al Rey, y aconsejarle lo que entendieren ser 
conducente al bien de la Nación, sin mira particular ni interés privado (art. 
241 ). 

DEL GOBIERNO INTERIOR DE LAS PROVINCIAS Y DE LOS 
PUEBLOS 

Tratándose de lo.s pueblos, éstos estarán regidos por ayuntamientos, los cuales 
estarán compuestos del alcalde (s), los regidores y el procurador síndico, 
quienes serán presididos por el jefe político (donde lo hubiere), o en su defecto 
por el alcalde o el primer nombrado (si hay dos), (mt. 309). Estos cargos son 
de elección popular, los electores serán los encargados de elegirlos y éstos 
últimos serán elegidos por la población para tal efecto, (arts. 312 a 314). Esta 
manera de elegir es parecida a la forma como se eligen a funcionarios en los 
Estados Unidos de Norteamérica. 

El gobierno político de las provincias residirá en el jefe superior, nombrado 
por el Rt:y en cada una de ellas (art. 324). Asimismo, en cada provincia había 
una diputación provincial cuyo presidente era el jefe superior. Esta diputación 
tenía la finalidad de promover la prosperidad de In provincia, (art. 325). Y 
estaba compuesta por el presidente, el intendente y siete individuos elegidos 
por electores de partido, al igual que tres suplentes para cada diputación, (arts. 
326. 328 y 329). 



DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA 

Este órgano jurisdiccional era el max1mo tribunal, pero había otros con 
jurisdicción especial. Se estableció que los tribunales conocerían de las causas 
comunes, civiles y criminales (art. 242). Así como la existencia de tribunales 
especiales: militares y eclesiásticos (arts. 249 y 250). 

En esa Constitución observarnos . que ya había una intención clara de 
diferenciar y separar a los poderes, otorgándoles nom1ativamente sus 
facultades inherentes a su función, sin embargo, desde entonces existe esa 
falacia. A mayor abundamiento tenernos lo que aclara Valdés: 

"Podría suponerse que la inclusión del principio de separación de poderes y de la prohibición parn 
los tribunales de efectuar funciones distintas de las de juzgar y hacer que se cumpla lo juzgndo, en 
sus nrtículo:-1 243 y 245. representaban In creación de una jurisdicción especial para e1 
enjuiciamiento de los netos administrativos: sin embargo. In imposibilidad de juzgar ni rey anula 
dicha hipótesis."IJ 

Al proseguir con la función jurisdiccional, específicamente, el artículo 254, 
establece que son (directamente) responsables los jueces por las faltas que 
cometieran en los procesos civiles y en los procesos criminales que actuaren, 
por la inobservancia de las leyes. 

Respecto a la dádiva y/o cohecho que motivaron la institucionalización de la 
figura del juicio de residencia, el artículo 255 establecía: •· El soborno, el 
cohecho y la prevaricación de los magistrados y jueces, producen acción 
popular contra los que los cometan." En está disposición vemos que empezaba 
a contemplarse la incipiente figura de la acción popular, pero que sólo quedó 
en eso ya que más adelante desapareció y no se sabe si alguna vez se aplicó y 
bajo que buses y cómo fueron los procedimientos, si los hubo. 

Por otro lado, dentro de las facultades que reconoce este ordenamiento al 
Supremo Tribunal, están las mencionadas en los puntos: segundo, tercero y 
sexto del articulo 261 que a la letra transcribimos: 

., V..\ZQUEZ. Atforo, Jos!! Luis, Evolución y pcrspccti\'a U~ los órganos de jurisdicción ndministrntiva en el 
ord~namhmto mc.xicrmo. México. Instituto de investigaciones jurídicas~ UNAM. 1991. p. 1::?7 ( Soberam.:s 
Fcrn;indcz. JosC luis. Los tribunales en Nueva Espai\a, México, UNA~1. 1980. p 67 y Nuva Ni.:grctc, Alfonso. 
D.:rcchu procesal administrntivo, MCxico. Porrú:-i. 1959, p. 171 l ( 1\rt. ::?43. Ni lns Cortes ni el Rey podrñn 
ejercer en ningún c;iso h1s funciones judichllc:-;. avoc¡1r causas pcm.lit:ntcs, ni mandar abrir los juicios 
ti:nc..:idos. Art. 245. Los tribunales no podrtln ejercer otras funciones que las de juzg::1r y hacer que se ejecute 
lnju1g01do.) 
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" Art. 261. Toca a este Supremo Tribunal: 

... Segundo: Juzgar a los secretarios de Estado y del Despacho, cuando las 
Cortes decretaren. haber lugar a la fonnación de causa. 

Tercero: Conocer de todas las causas de separación y ·suspensión· de los 
consejeros de Estado y ~e los magistrados de las audienCi.a.5;): :; .·: i 

•" ":\~_? · .. 

... Quinto: Conocer de todas las causas criminales que se.· pron1'oyieren contra 
los individuos de este Supremo Tribunal. Si llegare ;et''Céai:fo.'etÍ ,que: sea 
necesario hacer efectiva la responsabilidad de este SLi¡)remo7:'Tribunal; las 
Cortes, previa la formalidad establecida en el artícl.ilóÜ2S{. procederán a 
nombrar para este fin un tribunal compuesto de ·mieve\júeces; :que serán 
elegidos por suerte de un número doble. . :::::,,y:.:·. ·. : , · 

Sexto: Conocer de la residencia de todo empl~acl~;públlc~J~\:1e'esté suJeto a 
ella por disposición de las leyes." . , .. · :f.:··;''>~:;,>r;\~S :¡<.> · . 
Había máximo tres instancias en todo juicio, po~.~llo:~í articulo 264 prohibía a 
los magistrados que hubieren fallado en]a segunda instanéia, asistir a la vista 
del mismo pleito en la tercera instancia. 

A fin de constatar que los jueces debían fidelidad al Rey, transcribimos el 
artículo 279: "Los magistrados y jueces, al tomar posesión de sus pinzas, 
jurarían guardar la Constitución, ser fieles al Rey, observar las leyes y 
administrar imparcialmente la justicia." Esto último es paradójico, cómo 
puede haber imparcialidad cuando se debe fidelidad y además se jura tal, al 
Rey. Claro no en todos los juicios, sólo en aquellos que hubiera interés por 
parte de la Corona. 

Observamos que el Supremo Tribunal tenía la facultad de residenciar en 
general a los servidores públicos, excepto al Rey. Suponemos que la 
sustanciación del juicio era como lo habían establecido en las Leyes de Indias. 
que \"imos en d capítulo anterior. o en su defecto confonne a la costumbre. 

Rt:cordemos qut: la teleología del juicio de residencia era hacer cumplir las 
disposiciones (legales, administrativas o políticas) de la Corona Española, 
además ele hacer que los funcionarios tuvieran las condiciones propicias para 
el buen desempeño de sus funciones. "Esta combinación de intereses 
procuraban un equilibrio en la administración, la cual beneficiaba a el Estado 
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español, el funcionario propiamente dicho y el pueblo americano, hicieron del 
juicio de residencia una verdadera institución popular, que en su época sirvió 
para evitar, en lo posible, los males propios de una administración compleja y 
variada, que actuaba lejos de los órganos competentes originarios."'º 

La mencionada Constitución contiene pocas disposiciones respecto al juicio 
de reside;ncia, suponemos que la razón de ello fue la reciente formación de 
grupos insurgentes tendientes a lograr la independencia de la Nueva España; 
por ello la monarquía española estaba más preocupada por recuperar el poder 
y reafirmar su hegemonía que establecer la sustanciación del juicio de 
residencia y todo lo relativo a él. 

Por otro lado, nos damos cuenta de que la Constitución de Cádiz tiene muchas 
similitudes con la que nos rige actualmente, referente a la designación que 
hncía el Rey de varios servidores públicos y que hoy la hace el Presidente de 
la República, dándoles denominaciones a los cargos públicos en algunos casos 
iguales y en otros muy similares. 

2. Constitución de 1814 

Este ordenamiento recibió el nombre de "Decreto constitucional para la 
libertad de la An1érica Mexicana': y ftie sancionado en /1.patzingán el día 22 de 
octubre de 1814. ' - - - · - · · 

Cabe hacer menci~n que Morelos siendo diput~d«)7vob'a~:del Con~resC>'a;ortó 
documentos para su elaborución, además de'qtÍe,;,¡¡{ sl1scFi~~-Y fü~jüra\ina vez 

~~;~,,: ~~o':o~i~~;~ ':~o,:~ o~':Ji;~~f j~~~i~i~llf~~fa~: 
consrnncia de su existencia y de las bases sobre' las' qtlé se erigíó:'J)e·\-:i10 nós 
señala Herrera lo siguiente: · ~.- .· " .. :~·r:~, ;;~ ·." .. :. ::.·" · 

1
" OSORNIO. Corres Francisco Javier, Aspectos jurídicos de la administración tina.nch:rn 'en México, 
i\1é,ico. Edit. Instituto de lnvi:~tigacioncs Juridico1s UNAM. \QQ2, p. 2SS (Cárdenas. Ralll. Ri:sponsabilidnd 
de lo:' funci1.11Hlrios públicos, México. Porrú~l. t 98:?. p. 13.) ' 
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'"Ln Constitución de 1814 pron1ulg.m.ln por los insurgentes es un catálogo de los derechos originarios 
de In nación, por unn parte, y de los derechos del hombre, por la otra. Y también un estatuto 
confom1e ni cual se establece y organiza el Estado mexicano ... 11 

Al tratar de afianzar la reciente Independencia aunado a tratar de justificar la 
actuación de los insurgentes, ahora perseguidos por el Estado español, 
especialmente Morelos; la Constitución establece que, la nación tiene derecho 
a obtener su independencia por los medios que considere necesarios; por ello, 
tiene derecho a usar las armas para alcanzarla, a darse el gobierno que más le 
convenga, a alterar, modificar e incluso abolir la forma de gobierno antes 
adoptada, a asegurar el disfrute de todas las libertades, incluyendo la de 
pensamiento, expresión y cultos, a garantizar la igualdad de todos los 
ciudadanos ante la ley. y a castigar a los que atenten contra la soberanía 
popular. El pueblo, no el rey, es el único propietario de la nación, y sólo él 
puede nombrar a sus representantes en el gobierno. " Estos principios, 
postulados por el movimiento de independencia desde que se inició, fueron 
convertidos en derechos fundamentales por el Congreso Constituyente reunido 
en Apatzingán. Al conocerlos, el tribunal del Santo Oficio los declaró 
heréticos - como se asentó en su oportunidad - y condenó a las llamas el 
Decreto Co11stitucio11al para la Libertad de la América klexica11a. " 12 Este 
ordenamiento no tuvo vigencia, pero es necesario estudiarlo para determinar 
las aportaciones que tuvo a nuestra actual Ley Fundamental. 

Respecto a la aportación que hizo Marcios a ésta Constitución fueron los 
documentos: "El Espectador Sevillano" y la Constitución Española. Marcios 
votó los principios mencionados, para convertirlos en Leyes Supremas, y 
firmó el documento constitucional. Al confesarlo así, - según el Santo Oficio -
pasó de sospechoso de herejía a hereje formal y fautor de herejes. Hereje 
formal. porque juró cumplir con lo dispuesto en la Herética Carta 
Constitucional. Fautor de herejes, porque hizo cumplir sus preceptos. 
Consecuentemente, el tribunal mencionado, tenía facultades para juzgarlo y 
era temerario e improcedente dudar de su competencia. 

El insurgente Morelos, hombre inteligente, sabía que de cualquier manera 
seria condenado por el Santo Oficio (instrumento del Estado español) así que 
ya en audiencia contesta irónicamente que, " ... Si la Ley Fundamental de 
Apatzingán es herética y se quiere condenar como herejes a sus suscriptores -
a él entre ellos -, es necesario que se haga lo mismo con la Constitución de 

i: llERRERA. Pt.:i\a José. i\.torclos ante sus Jucci:s, ~h!-"tico. Porrim, 1<>85. p. 2:!8 
:~ h.lcm. 
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Cádiz, su inspiradora, así como con todos sus diputados. Y para ello, 
naturalmente, se tendrá no sólo que remitir el juicio a la antigua España, sino a 
todas sus <<provincias de ultramar>>, y esperarse por algún tiempo .sus 
resultados. De proceder así, se dará al traste con los. planes:.de Calleja, 
consistentes << en di ferir la ejecución por cuatro días>>', de: \os.qúe ~ya han 
transcurrido dos. Corre el tercero. " 13 ::: .;>.,.. ·· ·:: .'\ '. . , • ·. :: .. :. ·> .. 

Aún en este ordenamiento continuo habiendo tÍna rel~~ÍÓn 'estrec~~ ~ntre \~ 
religión católica y el Estado, ello se aprecia 'e11 e\iartí~ulo primero: " La 
religión católica, apostólica, romana es la únicaiq'úe se:'debe~profesar en el 
Estado". · " · ·.: •· · · · · .· 

Para nuestros antepasados que acababan de tener'ii.e;i¿~efiencia de una guer~a 
para obtener y proclamar la Independencia, quizá ¡:iorque'rio tuvieron tiempo 
de pensar en que nuevas instituciones podían fu!lcionar mejor, o porque lo 
consideraron eficaz y conveniente, o bien por el arraigo que tuvo el juicio de 
residencia; éste trascendió en este ordenamiento. 

Por la razón de que nuestros antepasados estuvieron oprimidos por castas y 
por la nobleza, se estableció lo siguiente: "Art. 4º. Como gobierno no se 
instituye por honra o intereses particulares de ninguna familia, de ningún 
hombre ni clase de hombres, sino para la protección y seguridad general de 
tocios los ciudadanos, unidos voluntariamente en sociedad, ésta tiene derecho 
incontestable a estab \ecer e 1 gobierno que más le convenga, alterarlo, 
modificarlo y abolirlo totalmente cuando su felicidad lo requiera." Además de 
que. para su elaboración se tomó corno modelo a la constitución española. 

Al hacer una reílexión de lo que es la felicidad, el artículo 24 nos señala lo 
siguiente: "La felicidad del pueblo y ele cada uno de los ciudadanos consiste 
en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad. La íntegra 
conservación de estos derechos es el objeto de la institución de los gobiernos y 
el único tin de las asociaciones políticas." 

Ya desde entonces se hablaba de que la soberanía reside en el pueblo, pero su 
ejercicio estaba a cargo de la representación nacional, compuesta por 
diputados elegidos por el pueblo lart. 5"). Asi se estableció que ninguna 
nación tiene derecho de impedir a otra el ejercicio de su soberanía (art. 9º). 

l.' Op. cit. H..:rrcrn. p. :?::!9 
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Tres son las facultades otorgadas a la soberanía: la de dictar leyes, de hacerlas 
ejecutar y la de aplicarlas a los casos particulares (art. 11 ), 

Para el ejercicio del gobierno se dividió en tres poderes: legislativo, ejecutivo 
y judicial, así como la prohibición de que se ejercieran por una sola persona o 
corporación (art. 12). . 

Otro rasgo característico que nos indica que la opresión fue de tal magnitud 
que los libertadores quisieron evitar a toda costa su repetición. Ello deriva de 
que el artículo 18 establece que, Ja Ley expresa Ja voluntad del pueblo en 
rnzón de su felicidad. Por otra parte, indica que si un ciudadano se somete a 
una ley que no aprueba. ello no compromete su razón, ni su libertad, sino que 
es un sacrificio de su inteligencia a la voluntad general (art. 20). 

DE LOS EMPLEADOS PUBLJCOS 

Respecto a los empleos públicos se consideró que no eran hereditarios, ni 
trasmisibles, que nadie nace legislador o magistrado (art. 25). Los empleos 
públicos debían ser por elección popular conforme a la Constitución y debían 
ser temporales (art. 26). 

Los actos en contra ele un ciudadano, contrarios a la ley ; son actos arbitrarios 
y tiránicos. Así el magistrado que incurriere en esas conductas sería depuesto 
y castigado de acuerdo a la ley (arts. 28 y 29). Además de que a ningún 
ciudadano debe coartarse su libertad de reclamar sus derechos ante los 
funcionarios de la autoridad pública (ai1. 37). Sin embargo, existe una 
contradicción en cuanto a que el ai1ieulo 41 obligaba a los ciudadanos a: tener 
un obedecimiento absoluto a las autoridades constituidas, una entera sumisión 
a las leyes, una pronta disposición a contribuir a los gastos públicos y a un 
sacrificio voluntario de los bienes y de la vida cuando sus necesidades lo 
exijan. Nombrando a todo ello, muestra del verdadero patriotismo. 

DEL SUPREMO CONGRESO 

El Supremo Congreso estaba compuesto por diputados elegidos popularmente, 
uno por cada provincia, todos ellos tenían la misma autoridad (art. 48). De 
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entre ellos, se escogía al presidente y al vicepresidente; este cargo era dado 
cada tres meses a persona distinta (art. 49). Asimismo, tendría este Órgano, 
dos secretarios que serían renovados cada seis meses (art. 50). 

No podemos dejar de mencionar algo curioso, si los libertadores· ya querían 
quitarse el yugo de la Corona, cómo es que usan. como base su:propia 
Constitución y además no erradican los términos de ·majestad; ~·alte'za/y/o 
excelencia. Muestra de ello es el artículo 51 que estableci~'c¡ue;~;·¡::1i,{Corígreso 
tendrá tratamiento de majestad, y sus individuos. de exceleiíCfa~':duranté el 

tiempo de su diputación." · ·· : ·;:;~:'.i.:.~~-;~;~'.f~Z·~1it,rT".~ ··,:. 
Nuevamente podemos observar que los diputaélos 's'on'~Jnvic'ílabl~'S''.:'por);stis 
opiniones, y no puede hacérseles cargo de · ella5;:Jij~fi1ih¿"i;pt;rtik5C'~sori 
susceptibles de ser residenciados, respecto ·ª la;:·a'dajfrii,~tt'a¡:i<;)n'?:JJ.úbli~a; 
Además podían ser acusados de herejía y/o apostasia;'aiíi~'C:orrío'{¡5oí'.li:is'delitós 
de Estado, éstos son: infidencia, concusión y \dilapiéla.ció~;i:'(ie(.16iúéáüdales 
públicos, (art. 59). · .. ~'."'F~\;~:yf~~~~;~~~~~y~'{iÍ~f:·~;·: '. ·. 
~;:"~'~;;,'.mo Cong"'º• '"'" l~. "".61J'~t?~~~~~¡~;,~Í~~¿h ;¿,,~' l~ 

Elegir a los individuos del Suprem(>Q(:ibieí'rio,'(art:~l0.3):• 

:::::: :.1~::~~::::::j
1

3Zili~~i~tEL.
1 

:: •• "º' 
públicos' así como a los i:is'c~les:d~iseguncia'(árt'Jlo3)::; . 

" . ·:;: · ·.,. ~-;~ ... ~::;>~ .. -¡-.:~}t~~~?·:~~~·::~-~~l:~ff;!(J~t~;i~~~~;:~='f~~éI::··~.;~;.., :·. :: .\ 
Tomarles a todos eljuramento:para .toma os.es.ion de .. su encargo (art. 
103 

). , : ~·~,~~~;''ú,JN.\D?'''{' }i;i~Il!:~'~;;,; ;. ....•. . •.. 
Nombrar los minl~tí·~s: públic(js:!erribaJa <?rcs,:rit_e.~ipotcnciaricis,. u otra 
representación diplomática (an>I04): .. >,-':';}; ·•· \;<.~·'~ \ · : ;> · 

¡;'· ;« :~ .;;:,', /; ::',~; .. ~ .. :-:;·.\~)/' ' ..... :.' 

Elegir a los generales Ú di'vi;Íon',; (:fé lá terna~~ti'é propo_nga el supremo 
Gobierno (art.105):'< ··- -·.···· '· ""·' ·:;;,c.·· 
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Crear nuevos tribunales subalternos, suprimir los establecidos o variar 
su forma cuando así .conve11ga (art .• 109). 

Aument~r o disn~in~Íir I~.~ 6tici8s ~~1blicos (a~ .. ·I 09). 

Formar los·ri'r~n·~~l~~;&;:d¿ré~ii6~ (~rt/l09);' • 

Hacer efec;;\f¡fl~·~~~~i~~~SU~kéle Ios funcionarios del. Congreso y de 
las demás é:'órjjéiraCion&~ .. (áit:•120). >• ' < · 

·.:·.:'.: .:;':::~:' ·~ \".~:;:,:· ;'. ~~ ",; ,.·-~": ··: <;::-·::: '.;: . . . 
-', :;.':.'.' '.:.:.-.: ;j.. \ < -< ··. 

Los títulos nobiliarios seguían apareciendo en este ordenamiento; así el 
articulo 140 nos señala: "El Supremo Gobierno tendrá tratamiento de. alteza: 
sus individuos de·excelencia, durante su administración: y los secretarios el de 
señoría, en el tiempo de su ministerio." 

Este se componía de tres miembros, iguales en autoridad. Quienes.elegirían al 
presidente, cargo que se alternaría entre ellos por cuatrimestres; informando 
de ello al Congreso (art. 132). Además se sumarian tres secretarios: uno de 
Guerra, otro de Hacienda y otro de Gobierno (art. 134). 

También en esta Constitución se establecía el refrendo que hoy conocemos, 
pero aquí se le quiso dar una concepción distinta ya que los secretarios 
tirmarian todos los títulos. despachos, decretos, circulares y todo tipo de orden 
gubernamental. A excepción de las órdenes concernientes al gobierno 
económico y que sean de menos entidad, las firmará el presidente y el 
secretario a quien corresponda, (art. 144). Siendo responsables los secretarios 
por aquello que firmaran en contravención a la Constitución u otras leyes (art. 
145 ). De el lo el Congreso declarará que, hay causa para juzgar al responsable 
(art. 146). quien quedará suspendido enviándose el expediente al Supremo 
Tribunal de Justicia quien llevará a cabo el proceso y sentenciará (art. 147). 

Los miembros del Gobierno así como los secretarios se sujetarán 
indispensablemente al juicio de residencia (arts. 149 y 150). Los primeros sólo 
pueden ser acusados durante su administración de los delitos de herejía, 
apostasía y por los de Estado: infidencia, concusión y dilapidación de los 
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cnudales público$. También por arrestar a un ciudadano más de cuarenta y 
ocho horas y no remitirlo al tribunal competente con lo actuado (arts. 150, 59 
y 166). Los segundos, por cualquier delito durante su encargo, tramitado ante 
el Supremo Tribunal de Justicia (art. 149). 

De las atribuciones del Supremo Gobierno, sólo señalaremos algunas: 

Proveer los empleos políticos, militares y de Hacienda, excepto los 
reservados al Supremo Congreso (art. 162). 

Suspender, si hay causa para ello, a los empleados 4mt:'ét. nombre'. 
Formándoles causa y remitiendo el expedieríté'aLTribí.inaFcon'ipétente, 
en un término de 48 horas (art. 163). · · •;,: ,·> · · 

Suspender a los empleados nombrados· por el ~()·~~·~es~./~bré~ospecha 
vehemente de infidencia, remitiendo et expedie,nte.'al prori? congreso 
en un término de 24 horas para que déclare':'si :•ha; o no lugar á la 
fo1mación de causa (art. 163 ). · ·· · · · · 

Informar mensualmente al Co.ngreso, ·de los empleados y de aquéllos 
suspendidos y cada cuatro meses un esfadci de los ejércitos (art .. 173). 

lnforma·r semestralmente al Congreso, en forn1a breve, de las entradas, 
inversión y existencias de los caudales públicos. Y anualmente le 
presentará otro informe individual y documentado, para que ambos se 
examines, aprueben y publiquen (art. 174). 

Asi también existen prohibiciones: 

Conocer negocios judiciales: avocarse causas pendientes o 
ejecutoriadas (art. 167). 

Ordenar que se abran nuevos juicios (art. 167). 

Dispensar la observancia .de las leyes bajo pretexto de equidad (art. 
169). > ... 

. - : ·=:·-.:.;:., -- . ' 

Interpretar leyes en los daso~dud~so~(arL 169). 
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Se dispuso la creación de intendencias de Hacienda, las cuales estarían sujetas 
a la autoridad del Supremo Gobierno. Una intendencia general que 
administraría todas las rentas y fondos nacionales (art.175). Este organismo 
estada compuesto por: un fiscal, un asesor letrado, dos ministros y el jefe 
principal (intendente general) y un secretario (art. 176). Además se crearían 
tesorerías foráneas dependientes de las provinciales (art. 178). Estas últimas se 
compondrían de igual numero de funcionarios que la general, dependiendo de 
ella (art. 177). 

. . . 

DEL SUPREMÓTRIBUNAL DE JUSTICIA · 
. '', . ·:;<., .' • >. . . 

La elccciÓ~ ·d~;lcis miembros<.del Supremo Tribunal de Justicia la haría el 
Congreso 'en un m'.1mero triple , en sesión secreta. Luego en sesión pública 
serian elegidos los' que ocuparían esos cargos por mayoría absoluta, a dos 
vueltas y en caso de empate decidiría ti! azar (arts.151 a 154). 

Su composición era de cinco individuos, sujeta a incrementarse segt'in las 
circunstancias, por deliberación del Congreso (art. 181). Estos funcionarios 
tendrían la misma autoridad y ocuparían la presidencia rotativamente cada tres 
meses (art. 182). Aunados a éstos individuos estarían dos fiscales letrados, uno 
para lo civil y otro para lo criminal. Pudiendo uno sólo conocer de las dos 
materias (art. 184). 

Es de suma importancia resaltar que habían reminiscencias de la monarquía 
cspatiola en la Constitución en estudio, ello deriva del artículo 185: "Tendrá 
est<.: Tribunal el tratamiento de alteza, sus individuos el de excelencia durante 
su comisión, y los fiscales y secretarios el de señoría mientras permanezcan en 
su ejercicio." En nuestros días seguimos conservando esa costumbre de dirigir 
un escrito de cualquier naturaleza, a los jueces, magistrados y ministros; con el 
nombramiento de "Señoría", además de hacerles reverencia en muchos casos. 

De las facultades de éste Organo, mencionaremos sólo algunas. 

Conocer las causas que previamente haya sancionado el Supremo 
Congreso (art. 196). 
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Conocer de las caus.1s de los generales de división (art. 196). 

Conocer de las causas de los secretarios del Suprenio Gobierno (art. 
196). 

Conocer. de las causas de los secretarios. y .ris'cales. del Supremo 
Tribunal de Justicia (art 196). ·• . · '! ~·<;º .,· ·· 
Conocer del juicio del intendente general de Hacl~ncl~~ a~í ·c~riío de sus 
ministros, fiscal y asesor (art. 196). . · ;,¿,:';]<·~.·~~{,: :·" 

Conocer de las cm1sas de residencia de. todo.·;~~'p16;d(); público, a 
excepción de las que pertenecen al tribunal dé este nombre'(árt: 196). 

Fallar o conformar las sentencias de deposición de !Os empleados 
p1fülicos sujetos a él (art. 198). 

Aprobar o revocar las sentt:ncias de muerte y destierro pronunciadas por 
los tribunales subalternos, excepto las de los prisioneros de guerra y 
otros delincuentes de Estado (infidencia, concusión y dilapidación de 
los caudales p1fülicos): Debido a que éstas excepciones se sujetarían a 
las leyes y reglamentos dictados a tal fin (art. 198). 

Las sentencias que dicte este Supremo Tribunal de Justicia, se remitirán al 
Supremo Gobierno, para que las haga ejecutar por medio de los jefes o jueces 
a quienes corresponda (art. 204). 

DE LOS JUZGADOS INFERIORES 

Se confirmaron muchas autoridades, como antes estaba organizada la 
estructura gubernamental, así lo inferimos de varios artículos, específicamente 
en el artículo 208: ·• En los pueblos, villas y ciudades continuarán 
respectivamente los gobernadores y repúblicas, los ayuntamientos y demás 
empleos, mientras no se adopte otro sistema; a reserva de las variaciones que 
oportunamente introduzca el Congreso, consultando al mayor bien y felicidad 
de los ciudadunos." 
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El Supremo Gobierno a propuesta de los intendentes de provincia nombrará, a 
los jueces nacionales (art. 205). Estos jueces tendrían a su cargo los ramos de 
justicia o policía, la autoridad ordinaria que las leyes del antiguo Gobierno 
concedían a los subdelegados (art. 206). 

Además habría tenientes de justicia, nombrados por los jueces de partido, 
sujetos a aprobación y confirmación por el Supremo Gobierno como antaño 
(art. 207). 

Se dispuso que los jueces eclesiásticos serian nombrados por el Supremo 
Gobierno con aprobación del Congreso. Estos conocerían en primera instancia 
de las causas temporales, así criminales como civiles de los eclesiásticos (art. 
209). Vemos que continua \u Iglesia teniendo poder amplio, ya que no es 
posible que se formen tribunales especiales para juzgar a los miembros de esa 
Institución, (fuero eclesiástico). 

También a los intendentes se les sujeto a jurisdicción especial (fuero), según el 
articulo 21 O: " Los intendentes ceñirán su inspección al ramo de Hacienda, y 
sólo podrán administrar justicia en el caso de estar desembarazadas del 
enemigo las capitales de sus provincias, sujetándose a los términos de la 
antigua ordenanza que regia en la materia." 

El dejar vigentes ordenamientos que de alguna manera privilegiaban a ciertos 
grupos y/o instituciones tan arraigadas, era dejarles mucho poder, mismo que 
ejercieron durante mucho tiempo más. Contribuyendo a que no fuera 
reconocida la Independencia mexicana, por la cual se había luchado tanto. 

DEL TRIBUNAL DE RESIDENCIA 

El presente ordenamiento tiene un capitulo XVIII denominad():.''Dél Tribunal 
ele residencia". Mismo que indica la composidón _que· habríá,,de tener"dicho · 
tribunal, y que es como sigue: ·· · ·: , .: .: · · -"<::-: __ -

Se compondrá de sietejuec~~,-nom~radCJ~~~r'd1 Stipren~d Congreso, de 
los elegidos previamente, uno, por cada provinciá) (art/212). 
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Corresponde a éstos siete jueces elegir su presidente, que saldrá de entre 
ellos, quien tendrá igual autoridad que los seis jueces restantes.(art. 
222). ' 

De igual manera, por escrutinio y a plúralidad absoluta de votos, se 
nombrará un fiscal, quien formalizará las acusaciones que se 
promuevan de oficio por el mismo tribunal. (art. 222). El "fiscal" tiene 
su origen en la religión católica, antes denominado "el satán", quien se 
encargaba de acusar al indiciado - hoy lo hace el Ministerio Público -. 
Es importante señalar, que en Inglaterra, el fiscal era el encargado de 
cobrar los impuestos a los súbditos de la Corona. Ambas concepciones 
se encuentran en nuestro sistema jurídico. 

También contará con una secretario, nombrado por el Supremo 
Congreso quien lo elegirá. de entre tres individuos, por escrutinio y a 
pluralidad absoluta de votos (art. 223). 

Los requisitos para ser juez del Tribunal de residencia .. establecidos en el 
articulo 52 en relación con el articulo 214: ,. ·~ ;•();::; _ . 

Ser ciudadano en ejercicio de sus derechos(al:igllalé¡Uéíc:ís'diputados). 
Tener treinta años cumplidos. , ~.·:;:}.:.\{.(:,:,,;;:~:é'.)':/>.· .. 
Tener buena reputación .. . · ,- .'>'.e;;·;..,:,::··>.-. 
Patriotismo acreditado con servicios positivos; y:;:. \;;<}':~· : · 
Tener luces no vulgares para desémpeñaÍ"..las'aúg~stas:·runCio11es de este 
empleo. . . /';~ '· ;;;•: ';:;';,·.~ · . 

·--' ... ;-:'-

La duración de dichos funcionarios p(1blieos; ell sil encargo, ~~rá de dos años, 
sin derecho a reelección, a menos que no hayan pasado. d~s años. (art. 215). 

. . ' 

Es importante señalar que este ju-icio no había perd.idc:i su gé~esis ni su 
teleología, plasmadas en el m1ículo 218: " Dos meses antes que estén para 
concluir alguno o algunos ele los funcionarios cuya residencia toca u este 
tribunal, se sortearán los individuos que hayan de componerlo, y el Supremo 
Gobierno anunciará con anticipación estos sorteos, indicando los nombres y 
empleos ele los funcionarios." 

Se infiere del propio articulo, que los jueces debían ser residenciados 
forzosamente al término de su encargo. Formándose .tribunal especialmente 
para ese juicio. 
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Los elegidos deben presentarse ante el Congreso, en caso contrario se elegirán 
sustitutos (art. 2 19). 

Competencia 

Este tribunal conocerá de los siguientes casos, establecidos en l~s artículos 
224 y 227 en relación con los artículos 59 y 166 respécthramente: 

':·:· 

Residencia de los individuos del Congreso (Pre~idel1té,'vicepresidente, 
dos secretarios y diputados, uno por cadá provincia, a·rts. 48, 49 y 50). 

' ,. ·'. '1!,. •.·,·:···'"·' ¡ ... _ -

Residencia de los individuos del Supremo G6bi¿'riio,(Presiderite y 2 
vocales, así como tres secretarios: Uno de Gúél·ra,\otro.·diti-:tacienda y 
otro de Gobierno, arts. 132, y, 134). ···· ··· · · · · · · · 

Residencia de los individuos del Supremó~;i~{ui~rd~ J~~ticfa (cinco 
individuos uno de ellos Presidente, dós fiscales letrados -uno para lo 
civil y otro para lo criminal-; y finatm'enti:Jos seérétarios,-arts. 181, 
182 y 184 ). . .< "' ' . ' . ·, 

• ••• • - ,/,_ -~- > 

Residencia de los Diputados respecto a !a".'adníinisirá¿iÓn:pública. 
únicamente ya que serán inviolables (fuero) por sits óp\riión~s·;_Ca!'t. 59) .. 

·.· ~ ::: 

Conocerá de los delitos de: herejía, apos~a~ía- y pgr~fosdé. Estado, 
sct1aladamente por los de infidencia, concusión, ·.dlÍapi_dación·:·de los 
caudales ptiblicos. , , . 

Aquí claramente se aprecia, que aún se encontraban mezcl~dos deÍit~s~faltas 
que debían estar separados por su naturaleza, debido a 'é¡ue,;unos eran 
eclesiásticos y los otros estatales. La religión católica est_ab~ aún muy· 
urraigada a his instituciones jurídicas y/o laicas. 

Un precepto acertado era el siguiente: Art. 26. Los empleados públicos deben 
funcionar temporalmente, y el pueblo tiene derecho para lÍá.ccr qlle vl.1é!van a 
la vida privada, proveyendo las vacantes por elecciones ,y;nOmbramientos, 
conforme a la constitución. ·· ·· · .. · 
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Procedimiento 

Cualquiera que sea el caso a juzgar, las acusaciones se harán ante el Supremo 
Congreso, o el mismo Congreso las promoverá de oficio y actuará todo lo 
conveniente, para declarar si ha o no lugar a la formación de causa; y 
declarando que ha lugar, mandará suspender al acusado y rem.itirá el 
expediente al Tribunal de residencia, quien previa esta declaración, y no de 
otro modo, formará la causa, la sustanciará y sentenciará definitivamente con 
arreglo a lns leyes (art. 228). Las sentencias pronunciadas por este Tribunal, 
se remitirán al Supremo Gobierno para que las publique y haga ejecutar por 
medio del jefe o tribunal a quien corresponda, y el proceso original se pasará 
al Congreso, en cuya secretaría quedará archivado (art. 229). Antecedente sin 
duda, del procedimiento sustanciado en el juicio político y en la declaración 
de procedencia. Sin embargo, para ésta última es necesario satisfacer el 
requisito de procedibilidad, autorización, como lo veremos en el capítulo VI. 

Sólo podrá recusarse hasta dos jueces del Tribunal de residencia, (arts. 230 en 
relación con el artículo 203). 

Una vez dictada sentencia tanto de las causas motivo del juicio, como de las 
que sobrevinieren y según la naturaleza del negocio; se disolverá el Tribunal, 
(art. 231). · 

Es de suma importancia señalar que además de éste tribunal especial, el 
Supremo Tribunal de Justicia también tenía la facultad de sustanciar juicios de 
residencia como lo estableció el artículo 196 que a la letra señala: " Conocer 
en las causas para cuya formación deba preceder, según lo sancionado, la 
declaración del Supremo Congreso: en las demás de los generales de división 
y secretarios del Supremo Gobierno: en las de los secretarios y fiscales del 
mismo Supremo Tribunal: en las del intendente general de Hacienda, de sus 
ministros, fiscal y asesor: en las de residencia de todo empleado público, a 
excepción de las que pertenecen al tribunal de este nombre." 

De ello se infiere que, por exclusión, conocerá el Supremo Tribunal de Justicia 
todos aquellos casos que no sean competencia del Tribunal de residencia. 

A mayor precisión, el artículo 194 establece quienes (del Órgano mencionado) 
están sujetos a residencia: "los fiscales y secretarios del Supremo Tribunal de 
Justicia se sujetarán al juicio de residencia, y los demás, como se ha· dicho de 
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los secretarios del Supremo Gobierno; pero los individuos del mismo Tribunal 
solamente se sujetarán al juicio de residencia, y en el tiempo de su comisión, a 
los que se promuevan por los delitos determinados en el artículo 59." 

Queremos entender .al respecto dos situaciones especiales: 

Cuan.do no , haya terminado el tiempo de encargo del funcionario 
público, podrá · ser juzgado en este tribunal, puesto que la ley 
fundamental sólo contempla la creación del Tribunal de residencia para 
el íérmino del ejercicio de la función pública tratándose de los 
funcionarios mencionados con anterioridad. 

En cuanto a los demás individuos (empleados públicos en general) se 
les enjuiciará en este tribunal. 

Temporalidad para la sustanciación. 

" Dentro del término perentorio de un mes, después de erigido el tribunal, se 
admitirán las acusaciones a que haya lugar contra los respectivos funcionarios, 
y pasado este tiempo no se oirá ninguna, antes bien se darán aquéllos por 
absueltos, y se disolverá inmediatamente el Tribunal, a no ser que haya 
pendiente otra causa de su inspección." 14 

El tiempo máximo para sustanciar el juicio de residencia era de tres meses, si 
éste excedía. se darían por absueltos a los acusados. Salvo si la causa admitía 
el recurso de "suplicación" (contemplado en el reglamento de la materia), que 
se dictarú por separado; entonces se prorrogará un mes el juicio (art. 226). 

En importante subrayar que en esta Constitución se le dio mayor importancia 
al juicio de residencia debido a que, se habían sufrido muchas arbitrariedades 
por parte de los gobernantes-conquistadores. Queriendo que los funcionarios 
tuvieran limitaciones mayores, perfectamente encuadradas en la ley para que 
no tuvieran mayores vías hacia la impunidad. 

1 ~ Dccn:to Constitucio1rnl pam In Libertad de la América Mexicana. sancionado en Apntzinsun el 22 de 
octubre: 1X14. Articulo 225. . 
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CAPITULO IV 
MÉXICO INDEPENDIENTE 

Consumada la independencia y reconocida finalmente por los españoles, 
empezó a gestarse una República. Sin embargo, se declaró que los 
ordenamientos hechos por los españoles siguieran vigentes en tantó se 
convocaba a un congreso constituyente para plasmar en ella los 
requerimientos del nuevo estado. 

Por ello, In primera autoridad e inviolable, como antaño el rey, fue el 
Emperador, quien tenía absoluta libertad para actuar ya que no se 
establecieron sanciones para él en caso de afectar a alguna persona o bien al 
propio Estado. 

Una vez que se instala el Congreso y se emite una Constitución que regirá la 
vida interna del nuevo Estado, desaparece el juicio de residencia. 

l. Bases constituci~Írnl~s de 1822 

A pesar de haberse dado la emancipac1on de México, en el ordenamiento 
denominado bases constitucionales de 1822, en su artículo primero se. señaló 
lo siguiente: " Desde la fecha en que se publique el presente reglamento queda 
abolida la constitución española en toda la extensión del imperio". 

Es importante sei'ialar que teniendo nuestro país contacto con España durante 
500 años aproximadamente, estaba imbuido de las ideas laicas y religiosas, y 
de la manera de conducirse del régimen español, por ello se instauró un tipo 
de gobierno imperial; en el que el Emperador era la persona omnipresente. 
quien no estaría sujeto a responsabilidad por su actuación gubernamental. De 
ello quedó constancia en el artículo 29 que señala:" El poder ejecutivo reside 
exclusivamente en el Emperador, como jefe supremo del estado. Su persona es 
sagrada e inviolable, y sólo sus ministros son responsables de los actos de su 
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gobierno, que autorizarán necesaria y respectivamente, para que tengan 
efecto." 1 

Existían 4 ministros y un secretario en el gobierno: 

Ministro del interior y de relaciones exteriores 
Ministro de justicia y de negocios eclesiásticos 
Ministro de hacienda 
Ministro de guerra y marina 
Secretario de estampilla 

"Los ministros formarán los presupuestos de gastos, que acordará la Junta, y le 
rendirán cuenta de los que hicieren". Aquí empezaba a cambiar la situación, 
ya que las cuentas no se daban al Emperador sino a la Junta. · 

Subsiste la disposición de que cualquier mexicano pueda acusar de:s_obomo.o 
cohecho, así como de prevaricato a los magistrados y jueces;', Sücedió.lo 
mismo en la Constitución de 1812. Ya no se persigue de ofic.io'so.111o'antaño 
se hacía. ' :> ·' 

''·\';(<;~:;<:,:.:;;.:.'f .. ' ' 

Vuelven a establecerse aúdiencias; Ó1ismas que tuvieron afriÍJt;ciOn'es idénticas 
a las anteriores. ·. · · s ,. <i:.•' . / · · . i\i'.'.·i:•;· ·.~7\, .· .· 

· .. ;,. 

En cuanto al Supremo T~ibÜ'riri1'J¿S&sti~la, tiene la sigui~n~~ 66mpetencia: 

Juzgará a los secretariosde,estádo y despacho, apeti~ión departe 
declarará si hay responsabilidad o no (art. 79 párrafo segundo). 

Juzgará las causas criminales de los secretarios de estado y del 
despacho, de los consejeros de estado, y de los magistrados de las 
audiencias, cuyo proceso instruirá.el jefe político más inmediato para 
remitirlo a este tribunal. (art. 79 párrafo cuarto). 

2. Constitución de 1824 

"'El Tratado de Córdoba ordenaba que el país se gobernase por una junta 
provisional de gobierno, misma que asumió el poder y dispuso en decreto de 5 

1 [fases Constitucionales di! 1 R::!:2 
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de octubre de 1821, que se habilitaban y confirmaba interinamente a todas las 
autoridades coloniales. Esto fue un error, que daría por resultado inestabilidad 
e incertidumbre para el país, por aquellos primeros años de su vida 
independiente."~ Asimismo, el primer Congreso Constituyente, de 26 de 
febrero de 1822, confirmó a todos los tribunales establecidos para que 
continuasen administrando justicia según las leyes vigentcs. 3 No pudiendo 
sostener ya ningún tipo de monarquía, la república fue aceptada, pero en el 
fondo debería ser, para satisfacción de los tradicionalistas, una forma 
disimulada de monarquía4

• " Así como los reyes y los jefes de los pueblos en 
la antigüedad nombraban a sus propios jueces para juzgar a sus súbditos, y asi 
como nombraban a sus procuradores y fiscales para investigar y acusar a sus 
súbditos ante sus jueces: así también nombraban a sus controladores y 
revisores que sólo informaban y rendían cuentas de sus encargos a los mismos 
reyes. El rey era el soberano, el dueño del reino, y nadie ajeno a él podía 
revisar ni controlar a sus empicados, sirvientes y lacayos, ni mucho menos el 
funcionamiento de sus dependencias y dominios."5 

"'La idea de la impunidad del monarca no debe sorprender a nadie, porque las 
características ele la soberanía del rey es que éste es inviolable y sagrado. Él 
está por encima de la población que sólo son súbditos. La posibilidad de 
exigirle responsabilidad por los actos que lleve a cabo es contraria a la 
concepción de la monarquía. Lo sorprendente es que en una república en la 
que los gobernantes son únicamente servidores del pueblo, y éste es el único 
soberano, se mantenga la impunidad del presidente."6 Es importante recordar 
que los constituyentes estuvieron imbuidos de las ideas de varios pensadores 
europeos entre ellos Hobbes, si él no dejó la costumbre de nombrar a 
soberanos y súbditos, lógicamente esta concepción permearia en el nuevo 
ordenamiento, Valdés nos aclara: "A pesar de su gran talento, Hobbes no pudo 
evitar caer en el gambito del rey. El uso ancestral de la sobera11ia, como 
supremacía de aquél que era el dueño del poder y que, por lo tanto, era el 
soberano en un territorio determinado, se había instalado en la mente de los 
habitantes, las palabras sohermzo y súbditos eran las únicas palabras que 
cxistian para describir la organización general de una sociedad en un territorio. 
Las ideas empezaban a cambiar y la justificación de los monarcas se 
desmoronaba, pero la costumbre y las palabras permanecían. Hobbes cae 

~ Op. cit. LJg¡1rtc. p. 393 

1 
ldcm. 

"' ldcm. p. 297 
~ Op. cit. \'aldés. p. ~6 
" ldcm. p. 176 
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fácilmente en la trampa de llamar soberano al que ejercía el poder, aunque el 
poder fuera derivado y su ejercicio fuera transitorio."7 

En la escena política los liberales y conservadores, y los federalistas y 
centralistas, los cuales se reunían en torno de las logias habidas en México, 
yorquinos y escoceses, donde se fueron fraguando los principales postulados 
politicos, consolidando todo un pensamiento e ideologí~ que en ese entonces 
apenas se apuntaban. En tal congreso se trató el tema de que el nuevo 
gobierno tenía que asumir los derechos del regio patronato indiano que tenía, 
como ya indicamos, la misión de controlar, en la colonia, los asuntos de la 
iglesia, a los cuales la Santa Sede se opuso rotundamente. 8 

Como respuesta a tal m:gativa, los liberales plantearon reducir el campo de 
acción de la Iglesia quitándoles privilegios, exenciones y bienes que no fueran 
estrictamente indispensables para el desarrollo de su ministerio; ello generó 
posteriom1ente la desamortización de sus bienes, la educación laica; 
establecían por la autoridad civil el control y registro de actos del estado civil: 
matrimonios, nacimientos, registro civil y cementerios; por último no 
reconocer a ninguna religión como oficial.9 

Estas leyes y ordenamientos diversos fueron: 

Decretos expedidos por los congresos mexicanos 
Decretos dados por las Cortes de España publicados antes de la 
declaración de Independencia 
Reales disposiciones novísimas aún no inscritas en la Recopilación 
Leyes de Recopilación · 
Leyes de la Nueva Recopilación 
Leyes del Fuero real y juzgo 
Estatutos y fueron municipales de cada ciudad en los que no se oponían 
a Dios, a la razón y a las leyes 
Las partidas en lo que no estuviesen derogadas 

Al reconocer formalmente España, la independencia mexicana, nuestros 
constituyentes establecieron en el artículo primero que "La nación mexicana 
es para siempre libre e independiente del gobierno español y de cualquiera 
otra potencia". 

Op cit. V.lldi:s. p 159 
'Op. cit. lJgartc. p . .393 
., ldcm. 
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Como, hasta aquí hemos visto, la Iglesia seguía teniendo poder ilimitado al 
contemplar en la propia Constitución que la religión católica, apostólica y 
romana sería única, prohibiendo cualquier otra religión (art. 3). 

En el seno del Congreso Constituyente • se planteó el dilema respecto a la 
forma política que se debería asumir en el país independiente. Llegando a 
establecer en el artículo 4: "La nación mexicana adopta para sugobierno la 
forma de república representativa popular federal." Dividiendo al supremo 
poder de la federación para su ejercicio, en legislativo, ejecutivo y judicial 
(art. 6). · · · ·· · 

DEL PODER LEGISLATIVO 

El Poder Legislativo se divide en dos cámaras: la de diputados y la de 
senadores (art. 7). Los diputados serán elegidos por :1cis ciúdadanos de los 
Estados (art. 11) La Cámara de senadores se compondrá de dos senadores de 
cada Estado elegidos a mayoría absoluta de votos por sus legislaturas (art. 25) 

Cualquiera de las dos cámaras podrá conocer de las acusaciones: 

" 1: Del presidente de la federación, por delitos de traición contra la 
independencia nacional, o la forma establecida de gobierno, y por cohecho o 
soborno, cometidos durante el tiempo de su empleo." (art. 38). 

También podrán conocer ambas cámaras, de los actos del presidente que 
impidan las elecciones de presidente, senadores y diputados. De aquellos actos 
que impidan que estos se presenten a servir sus destinos en las épocas 
señaladas en esta constitución, o a impedir a las cámaras el uso de cualquiera 
de las facultades que les atribuye la misma, (art. 38 frac. 11). 

"111. De los individuos de In Corte Suprema de Justicia y de los secretarios del 
despacho. por cualesquiera delitos cometidos durante el tiempo de sus 
empleos." (art. 38). 

"l V. De los gobernadores de los Estados, por infracciones de la constitución 
federal, leyes de la Unión, u órdenes del presidente de la federación, que no 
sean mani fiestamcnte contrarias a la constitución y leyes generales de la 
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Unión, y también por la publicación de leyes y decretos de las legislatl'ras de 
sus respectivos Estados, contrarias a la misma constitución y leyes." (árt. 38) 

De igual munera, los secreturios del despacho darán cuenta del estado de su 
respectivo ramo ante las 2 cámaras en sesión anual.,(art. 120). Además 'éstos 
serán responsables de los actos del Presidente. que hayan autorizado en 
contravención a la Ley Fundamental, a las leyes generales y constituciones 
purticulares de los Estados. 

Para muyor claridad, los artículos 107, 108 y 109 respectiv~m~í1t~;~~ta~l~~en 

lo oon;~;~~i~~:i~~it~ <~n ~~~~,;~ ';j}."~~.:~:~.z~i~~~~.~.~~~;;~ d; 10. 
','' ~.' -''''•~~ ... :<·\'.'.;,fi\y;:tfj~~;;~,;;~,:.;:i·:'~•:.~::1\9:;;:~;~~~'.·:.<.<_ -·,' :T • 

Prescribe en un año contado desde:éJ;día'en·'qÍ.!e él' presidente cesare .en 

sus funciones. . .· •... }.7ifrJt0~l;j; :c:;'..;l~f~;z;~'i!'0·X?}?T 
El vicepresidente, durante, su ,é~cargo,\ •.. o,opéidrá;ser\•acusado ante la 

cámara de diputados .. ··•••· <")Jfi~t0f~§f~~~~;;';~;,'."~t3~~S~~.{·~,.·~.: · .•.•..•. ·.·•··. · .. · 
En este ordenamiento ya vemo(qile;.se·e.mpieza·aé:ohtémplar\o ql.le hoy sería 
el juicio político, las autoridadés·ya!lo'sÜrújuzga'das én;el·Si.ipremo Tribunal, 
sino ahora será ante el senado o ante· ambas c'ámáras:'·'·:. · · · 

PROCEDIMIENTO 

La Cúmara ante la que se hubiere hecho la acusación, se erigirá en gran jurado 
y para formar causa al acusado, deberá haber un mínimo de dos terceras partes 
de los miembros presentes. Así quedará el acusado suspendido de su encargo 
y se le pondrá a disposición del tribunal competente, (arts. 40). 

Respecto a los senadores o diputados se les podrá formar causa criminal, 
desde el dia de su elección hasta dos meses después de finalizar su encargo. 
Los senadores serán acusados ante la cámara de diputados y viceversa, 
Declarando si ha o no lugar a la formación de causu. Previa aprobación de dos 
tercios ele los miembros asistentes, de ser declarado que ha lugar a la 
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formación de causa, el acusado será suspendido de su encargo y puesto a 
disposición del tribunal competente, (arts. 43 y 44). 

" Como un detalle interesante, respecto de éstos se establecía la posibilidad de 
una indemnización a su favor, pero no se aclaraban las condiciones ni la razón 
por la cual se les pagaría. Por la ubicación de esta regla, parece que se trataba 
de una indemnización para el caso de una acusación que finalmente no pudiera 
probarse en el proceso penal respectivo, contra alguno de ellos." 1º 

Si la indemnización se paga por habérsele enjuiciado injustamente, ya sea 
senador o diputado; ello sería una reminiscencia del juicio de residencia, ya 
que todo funcionario juzgado injustamente podía demandar a su acusador y 
ser indc111niz•1do, ya que a éste último se le pedía una garantía para que en 
caso de no probar su acción reparara el daño ocasionado (Capítulo JI , La 
Nueva España, 5.1. Procedimiento). 

Finalmente, para juzgar a los miembros de la Corte Suprema, elegirá la 
Cámara de diputados, votando por Estados, en el primer mes de las sesiones 
ordinarias de cada bienio veinticuatro individuos, que no sean del Congreso 
general, y que tengan las cualidades que los ministros de dicha Corte. De éstos 
se sacarán por sorteo un fiscal y un número de jueces igual a aquel que conste 
la primera Sala de la Corte, y cuando fuere necesario, procederá la misma 
Cámara, y en sus recesos el consejo de gobierno, a sacar del mismo modo los 
jueces ele las otras Salas, (art. 139). Podemos apreciar que, los juzgadores de 
los jueces tendrían preparación si111ilar a la de los ministros. Algo lógico, 
acorde con la tarea enco111endada. 

Entre las atribuciones que tiene el Congreso esta la de 
e111plcos públicos de la federación, sefialar, aumentar 
dotaciones. retiros y pensiones (art. 49, frac. XXl!I). 

crear .. o suprimir 
o .•. disminúi(· sus 

; . ·' . : ~ ,·,. '.·;· 
;-.._ ·.j·;.~ ,·,· ': ". 

·~ :,. ,,-. /:L·,: .... ,-.",:·, 
/\si también, la de dar leyes y decretos para el arreglo .deJ¡i:ad0Jnisfración 
interior de los territorios (art. 49 , frac. XXX). Además .de:ciclir•.en'.queJi.Ígár se 
asentarán los supremos poderes de la federación, y éjércer en "su ;C!isfritó las 
atribuciones del poder legislativo de un Estado (art;49frac. XXVIII). 

Respecto de las sesiones, estas serán diarias excepto cff~s fe~tivos · (art. 69). 
Habrá sin embargo, una anual el primero de enero,· a la que asistirá el 

1
" Op. cit. Valdés. p. 82 ( Anículo 45. La indemnización de los diputados y senadores se determinará por ley. 

y se pag.arü por hl tcsorcria de la federación.) 
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Presidente de la Federación pronunciando un discurso referente a ese día tan 
importante, mismo que será contestado por quien presida el Congreso (arts. 67 
y 68). El cierre de las sesiones será el 15 de abril de cada año, siendo 
prorrogables hasta por un mes si así los consideran conveniente o bien a 
petición del Presidente de la Federación (art. 71 ). Las decisiones que se tomen 
respecto a la traslación, suspensión o prorrogación de las sesiones, se 
comunicarán al Presidente, quien las hará ej_ecutar (art. 73). 

Las dos Cámaras residirán en un mismo lugar, a reserva de que haya un 
convenio para trasladarse a otro lado, en caso de ponerse de acuerdo, decidirá 
el Presidente de los Estados Unidos (art. 70). En lo precedente observamos 
que, el Poder Ejecutivo tenia injerencia en el poder Legislativo. 

El Congreso reunido en sesión extraordinaria, se ocupará sólo del objeto (s) 
comprendido (s) en la convocatoria (art. 72). 

DEL SUPREMO PODER EJECUTIVO 

.. Se deposita el supremo poder ejecutivo de la federación en un solo 
individuo, que se denominará Presidente de los Estados Unidos Mexicanos.'' 
(art. 74). Además se contempla el nombramiento de Vicepresidente (art. 75). 
Un sistema político muy parecido al de los Estados Unidos de Norteamérica. 

El Presidente debe entrar en funciones el I" de abril, por ello un año antes el 
1 u se septiembre se elegirá al nuevo presidente. Para ello la legislatura de cada 
Estado clcginí por mayoría de votos dos individuos, de los cuales, uno por lo 
menos, no será vecino del Estado que elige (art. 79). Hecha la votación se 
remite en pliego certificado al presidente del consejo de gobierno para que 
continué con el procedimiento (art. 80). Luego el 6 de enero siguiente se 
leerán los testimonios en el Congreso, terminada tal, se retirarán los senadores 
y una comisión de la cámara de diputados (un representante de cada Estado), 
revisará los testimonios y dará cuenta de su resultado (arts. 81 y 82). 
Finalmente, la cámara calilicará las elecciones y enumerará los votos (art. 83). 
Quien obtenga la mayoría de votos será el presidente y quien le siga en 
número de votos será el vicepresidente; en caso de empate será presidente 
quien elija la cámara quedando el otro como vicepresidente (arts. 84 y 85). 
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Dentro de las atribuciones del Presidente mencionaremos sólo algunas: 

Publicar, circular Y, \1ace~ guardar las leyes (art. 11 O frac. l). 

Nombrar y ;;é~ov~~libremente á los secretarios del despacho (art. 110 
frac. IV). · · · 

Nombrar los jefes de las oficinas generales de hacienda, los de las 
comisarias generales, los enviados diplomáticos y cónsules, los 
coroneles y demás oficiales superiores del ejército permanente, milicia 
activa y armada, con aprobación del senado, y en sus recesos del 
consejo de gobierno (art. 1 1 O frac. VI). Este último, hoy es la Comisión 
Permanente del Congreso de la Unión. 

Nombrar los demás empleados del ejército permanente, armada. y 
milicia activa, y de las oficinas de la Federáción, arreglándose a lo que 
dispongan las leyes (art. 11 O frac Vil). · · · · · 

Nombrar, a propuesta en térna de la. Corte St1premaide.Jtisticia>.· tos 
jueces y promotores fiscales de circuito § de; distriiOt(árC(í:ló; frac. 
Vlll).. . . ·... . : .. \ .. ;;1'¡~;;1~~:~;!}-~i"'-' • 

.' .. -~:: ·~' ·.:-. -~- >;~~;;).~,~~· :\~~:~:~};¿~;~~1~/: '< 

Pedir al congreso general la prorroga~·ión dé· S~S;S~~i91'1,<!~;:8r4iiiarias 
otros treii1ta días (art. 110, frac. XVI). ·•·.:.· ''>."·"·;:¡::• 

:-'.--' ,, ... ~-;_··:~'-I:·. -,,..-;·.,::~.<·'::··-:-,-·, 

Convocar al congreso para sesiones extraordina'l"ia~'t_c~~andó'ito c~ea 
conveniente, y lo aprueben las dos terceras partes :dejos)nien1bros del 
consejo de gobierno presentes (art. 11 O, frac, XVIlfpe:\igl:l'at~rl1odo 
cuando el consejo de gobierno lo estim.e necesário; (aí:t', 1j\ 1 o; frac; 
XVIII). . ·•·:.~:·;-,·.e:·''''· fz" 

,·,;-.;'• __ ,.,, ;>~·-<-:--. 

Cuidar que la justicia sea administrada de manera p~ónt¡Í
1

y'e~peditá, 
tanto por la Corte Suprema, como por los tribi.males y losjúzghdos de 
la federación (art. 1 1 O Frac. XIX). · · · · · · · 

Suspender de sus empleos hasta por tres meses, y privar aun de la mitad 
de sus sueldos por el mismo tiempo, a los empleados de la federación, 
infractores ele sus órdenes y decretos, y en los casos que eren deba 
formarse causa, pasani los antecedentes al tribunal competente (art. 1 1 O 
frac. XX). 
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El propio ejecutivo tenia restricciones, que a continuación mencionaremos: 

No puede mandar a las fuerzas de mar y tierra (armadas), sin el 
consentimiento del Congreso general o en sus recesos del _consejo de 
gobierno (art. 1 12 frac. 1). 

' ' 

No puede privar a nadie de su libertad, salvo cüalldo lo exija el bien y 
seguridad de la federación, poniéndolo a disposición del juez 
competente en un término de cuarenta y ocho horas (art. 112 frac. 11). 

No podrá ocupar la propiedad privada, sólo para un objeto de conocida 
utilidad general y con aprobación del Senado o del consejo de gobierno, 
en sus recesos. Dando una indemnización a la parte interesada a juicio 
de hombres buenos elegidos por ella y el gobierno (art. 1 12, frac. 111). 

No podrá impedir las elecciones de presidente, senadores y diputados, o 
a impedir el ejercicio de las facultades de cualquiera de las cámaras 
(art. 112 frac. 1 V). 

No podrá salir del territorio sin pe1miso del Corigréso;. dürante. su 
encargo y hasta un año después, lo mismo el .vicepresidente'(art. 112 · 
frac. V). 

DEL CONSEJO DE GOBIERNO 

Se compondrá de la mitad del número de senadores, uno por cada Estado, 
actuará durante el receso del Congreso general (art. 1 13 ). Cuyo presidente será 
el vicepresidente de los Estados Unidos y nombrará un presidente temporal 
que los sustituya en sus ausencias (art. 1 1 S). La copia fue tal, sin razonamiento 
alguno, ni revisión que se les olvidó quitar lo de Estados Unidos o bien 
agregar Mexicanos. 

f\ lgunas de sus atribuciones son: 

Hacer al presidente las observaciones que crea convenientes para el 
mejor cumplimiento de la Constiti.ición y leyes de la Unión (art. 116, 
frac. ll). 
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Aprobar el. nombramiento de los secretarios del despacho que haga el 
Presidente (arts. 116 frac. V y art. 11 O, frac. IV). 

Nombrar dos individuos para que con el presidente de la córi~Suprema 
de Justicia, ejerzan el poder ejecutivo, en caso de no estar etegido Í:l 1 º 
de abril.(a~s .. 97 y 116 frac. VII). <''~.·,. ;:>t:~:··,;Jt: ~;:.'~,:· ~~.~. . · 

Consentir en que el presideríte haga i.isó de·'í~::i1"Íti~.1Í:>~hiitfa·a de su 

Estado (arfo.· 1: l.º frac. ··~I y:\1 ~·fr~(:°.;1;~:?:·;'i·'.;;;·:;;1~li:.']·'.·;51fh';'~f:?{:.: .•. ·· · 

Recibir el juramento a los.individuos'del:supremó pode·r ejecutivo (arts. 
1o1 Y 116 rrac~-v111).: .. ;~,::'~\i~;s;;;;L;;;~;;{:g¿·}\:%J::::\;;\Y~ .. ·~. · < 

los tribunales de 

Se compone de 1 1 m1111stros, distribuidos en tres salas, y de un fiscal (art. 
124 ). Quienes deberán estar instruidos en la ciencia del derecho, entre otros 
requisitos (art. 125). En un país con pluralidad de problemas, donde la 
aplicación correcta de la justicia se hace cada vez más compleja y difícil de 
satisfacer, es apremiante que los ministros de la Suprema Corte sean 
especialistas en ciencia constitucional, por lo menos. Preferentemente que 
haya especialistas en cada una de las ramas del derecho. 

Se estableció que los ministros fueran perpetuos en su encargo, y sólo se les 
removiera en apego a las leyes (art. 126). Estos serían elegidos, en un mismo 
día, por las legislaturas de los Estados por mayoría absoluta (art. 127). Hechas 
las elecciones, cada legislatura remitirá al presidente del consejo de gobierno, 
una lista certi!icada de los doce individuos electos, señalando quien será el 
fiscal (art. 128). 
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Dentro de sus atribuciones, la Corte, tiene las siguientes: 

Sustanciar las' causas qüe se incoen.al presidente y vicepresidente de. la 
república (art. 137 frac.V, primero). · · · .. ·. · · 

,.. . . . :; ... 

Conocer de las· causas criminales de los. diputados. y . de 1.os senadores 
(art. 137 frac. V, segundo). 

Conocer de los juicios incoados a los gobernadores de los Estados (art. 
137 frac. V, tercero), por infracciones a la constitución federal, leyes de 
la Unión, u órdenes del presidente de la federación, que no sean 
contrarias a la constitución y leyes generales de la Unión, y también por 
la publicación de leyes y decretos de las legislaturas de sus respectivos 
Estados, contrarias a la misma constitución y leyes (art. 38 frac. IV). 

Conocer de las causas incoadas a los secretarios de despacho (art. 13 7 
frac V, sexto, en relación con los arts. 38 y 40). 

" De las causas de almirantilzgo, presas de mar y tierra, y contrabandos; 
de los crímenes cometidos en alta mar; de las ofensas contra la nación 
de los Estados Unidos Mexicanos; de los empleados de hacienda y 
justicia de la federación; y de las infracciones de la Constitución y leyes 
generales, según se prevenga por la ley "(art. 137, frac. V, sexto). 

En el artículo 39 se estableció la forn1a de juzgar a los miembros de la Corte: 
" Para juzgar a los individuos de la Corte Suprema de Justicia, elegirá la 
Cámara de diputados, votando por Estados, en el primer mes de las sesiones 
ordinarias de cada bienio veinticuatro individuos, que no sean del Congreso 
general, y que tengan las cualidades de los ministros de dicha Corte Suprema. 
De éstos se sacarán por suerte un fiscal, y un 111'.1mero de jueces igual a aquel 
de que conste la primera Sala de la Corte, y cuando fuere necesario, procederá 
la misma Cámara, y en sus recesos el consejo de gobierno, a sacar del mismo 
modo los jueces de las otras Salas." . 

Por otro lado, los tribunales ele circuito se compondrian ele un juez letrado, un 
promotor fiscal, quienes serían nombrados por el supremo poder ejecutivo de· 
una terna propuesta por la Corte Suprema de Justicia. Además tendrían éstos 
tribunales dos asociados (art. 140). 

125 



La competencia de éstos tribunales serían las de: conocer de las causas de 
almirantazgo, presas de mar y tierra, contrabandos, crímenes en alta mar, 
ofensas contra los Estados Unidos Mexicanos, de las causas de los cónsules, y 
de las causas civiles que rebasen los quinientos pesos y en las cuales esté 
interesada la federación. 

En cuanto a los Juzgado de Distrito, éstos estarán compuestos de: un juez 
letrado, quien será nombrado por el Presidente, a propuesta en terna de la 
Corte Suprema de Justicia (arts. 143 y 144). Su competencia versará sobre: 
todas las causas civiles en que esté interesada la federación (sin apelación), y 
cuya cuantía no exceda de quinientos pesos; y en primera instancia, de todos 
los casos en que deban conocer en segunda los tribunales de circuito (art. 
143). 

Respecto a los Estados, éstos podrán formular su propia Constitución'; Su 
gobierno se dividirá para su ejercicio en los tres poderes, legislativo, ejecutivo , 
y judicial. Deberán hacer guardar las leyes y no oponerse a la Constitución ni ·. · 
al acta constitutiva (arts. 157, y 16 l frac. !). , · · 

Finalmente, existía la obligación de todo funcionario público de que antes'd~ 
que tomara posesión de su cargo. debía jurar guardar la constitución y el acta 
constitutiva (art. 163). De lo contrario, el congreso dictaría las leyes y decretos. 
para hacer efectiva la responsabilidad (art. 164). 

En esta Constitución desapareció todo indicio del juicio de residencia, para 
dar paso a lo que hoy conocemos como ··juicio político" . Lo que debemos 
reconocer es que la responsabilidad del Presidente de la República, era mayor 
a la que actualmente se le ha establecido. No era inmune, ni intocable, 
posiblemente esto se debió a que los constituyentes visionarios y deseosos de 
un cambio político, hayan hecho estudios respecto a regímenes parlamentarios 
europeos estableciendo de este modo, una responsabilidad real y efectiva al 
mandatario mexicano. 

2.1. Nace la figura de la responsabilidad política 

:·- ~ ' - -: ~-
En este ordenamiento, , aún .·.cuando , no se le denomina expresamente 
n.:sponsabi lidad política, sino sil11plemente "responsabilidad"; Es la primera 
\ ez que aparece el término. 
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Amiagnague define el término como: " ... la responsabilidad política es la que 
deriva de la realización de actos considerados políticamente inoportunos por 
parte de un sujeto ante el que debe responder el agente, de algún modo".'1 

El por qué debe tener responsabilidad un servidor público, Osornio señala lo 
siguiente: 

·· Establecemos que por la nnturalczn de las funciones que descn1pci\n el servidor p1."ib!ico. éste licn~ 
mayor obligación de cumplir honesta y cabalmente su con1promíso en virtud de In confiunzn 
depositada c.n él, pues de su nc~uació~ depende In sn~is.facci~? ad~cu.ndn r, oportla~n -dé los i~lc,reseS 
de la comunidad y el buen func1onam1ento de la ndmm1strnc1on pubhcn.n - · 

Por ello si, se le encomienda una tarea tan noble y de trascendencia para ·todas 
las Instituciones y para todos los ciudadanos. Es lógico, que. se les .. pida 
cuentas de su actuar a los funcionarios y empleados públicos. 

" A partir de la Constitución de 1824, la influencia del sistema político 
estadunidense en el texto de la ley fundamental es decisiva, aunque dicha 
influencia resultó dificil de aprovechar, toda vez que el juicio político en 
Estados Unidos de América o "impeachment" a cargo del Congreso de la 
Unión, tenia una tradición de muchos siglos, siendo de naturaleza distinta al 
juicio de residencia ele la legislación española." 13 El término "impeachment'', 
fue traducido como "juicio político", por Ponciano Arriaga, presidente de la 
comisión redactora del proyecto de la Constitución, aunque finalmente se 
adoptó de manera genérica la expresión más ambigua de responsabilidad. 15 

Al respecto Valdés ilustra: " En la Constitución Federal de l 824 no había nada 
parecido al juicio político actual. Sin embargo, en el sistema respecto de las 
acusaciones contra los altos empicados había una protección para que 
únicamente pudieran ser sometidos a procesos penales previo permiso de 
algunas de las dos cúmaras legislativas: la de representantes (el nombre de la 
Cámara exactamente el mismo que el de la correspondiente de los Estados 
Unidos) o la de senadores. El efecto de esa autorización o permiso de alguna 
de las cúmaras era que el acusado quedara suspendido <<de su encargo y 
pui:sto a disposición del tribunal competente >>." 16 

11 :\R'.\1:\GNACiüF.. Ju,m Fcrmrndo, Juicio político y juroulo de: cnjuickmticnto. en la nuc\·a constimción 
n.1~1onal, Buenos Aires. Dcp<1l111a. 199.i, p. 7 
.; Op. l:it. O~nmill. p. 256 
1 

\ ld..:111. p. 159 
1

' ldc111. p. 16\ 
11

• Op. cit. ValrJCs. p. SO ( se copió <le tal modo, ciegamente y con veneración, la Constitución ch: los Estados 
Unidos de Norteamérica que quedó muestra de ello en los artículos 50 fracciones XIII y XVI, así como en d 
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Es importante señalar que " ... el sistema de responsabilidades adquirió las 
características político jurídicas que con el tiempo se irían desarrollando; así, 
podemos identificar los siguientes elementos: 

a) una estructura federal, 
b) un procedimiento bi-instancial, 
e) se refiere sólo a lqs altos funcionarios de la federación, 
d) se refiere a los gobernadores cuando violen la Constitución o las leyes 

generales de la unión." 17 

•· La responsabilidad política varía según el reg1men de gobierno. En el 
parlamentarista, hay responsabilidad política cuando el Parlamento obliga al 
gabinete a dimitir en virtud de un voto de censura ... " ... " En sentido inverso, 
en el régimen presidencialista, el presidente y el Congreso son independientes 
entre sí; de allí que éste no puede obligar al titular del Poder Ejecutivo a 
remover a sus ministros mediante un voto de desconfianza." 18 Sobre todo no 
puede hacerlo, porque no se le ha establecido responsabilidad alguna. en la 
Constitución, no precisamente porque sea un régimen presidencialista. Claro 
que los regímenes presidencialista se caracterizan por la ausencia de 
responsabilidad del Presidente. 

El medio de control de los funcionarios públicos, existente, es ejercido 
mediante el procedimiento de juicio político que consiste en la remoción de 
los funcionarios a los cuales la Constitución les ha conferido la estabilidad 
necesaria, por actos tipificados en la ley fundamental; y si además hubieran 
cometido un delito, serán objeto de juzgamiento a posteriori en la justicia 
común. 19 

articulo 55, en todos ellos se denomina al titular del Poder Ejecutivo Mexicano como .. presidente de los 
Estados Unidos ... Además que a esta consti1ución se le denominó de los estados unidos mexicanos. y al 
titular <ld ejecutivo se h: denominó Presidente <fo los Estados Unidos ~k.xicanos en el articulo 74. En cambio 
a l;i Constitución de t 836 no se le denominó de los Estados Unidos Mexicanos. y al titular del Poder 
Ejecutivo se le denominó Prc:siJcntc de la República (supremo magistrado). nrticulo 1, de la lc:y cuarta. 
Final111cntc, en la propi;.1 Constitución de 18::?~ se crea el cargo pliblico de Vicepresidente 3 manera del 
si·acma m1rtca111cric;1110, 01rticulos 3~. 75. 101 y 109 entre otros.) 
1 

• IJcm. pp. :!5l) y ~60. 
1

' Op. cit. r\rmag11aguc, p. 7 
:·'ldé'm 
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3. Constitución de 1836 (7 Leyes) 

Esta Constitución se caracterizó por ser una constitución centralista. Y vemos 
por primera vez el antecedente de un régimen parlamentario. "Este ensayo 
constitucional de estilo notoriamente reaccionario, creó junto a los clásicos 
poderes republicanos un poder conservador, asamblea de notables obviamente 
reaccionarios, que constituían de hecho y de derecho un tribunal supremo, con 
facultades para destituir al presidente; suspender y disolver a los congresos y 
hasta anular leyes.'º2º Además, "Se suprimió la denominación y la estructura 
de algunos estados, dividiéndose el territorio nacional en departamentos y, 
para su gobierno. habria gobernadores y juntas departamentales."21 

Esta constitución permitió a los conservadores conducir el destino de México. 
Inmediatamente restituyeron los privilegios y riquezas a quienes se. habían 
visto afectados en sus intereses durante la época reformista.22 

Se establece un supremo poder conservador, compuesto por cinco individuos. 
(art. 1, segunda ley.). Los miembros de este órgano deberán tener experiencia 
en la función pública, ello lo deducimos de la disposición del artículo 11 
fracción tercera, que nos establece como requisito para pertenecer a este grupo 
colegiado, el de "Haber desempeñado alguno de los cargos siguientes: 
presidente o vicepresidente de la República, senador, diputado, secretario del 
Despacho, magistrado de la Suprema Corte de Justicia." Herencia que nos 
dejaron los romanos y que fue traída a México por España, la carrera política 
para un desempeño efectivo y trascendente de la función pública. 

EL SUPREMO PODER CONSERVADOR 

Dada la experiencia de este Supremo poder. podía declarar la nulidad de una 
ley o decreto,, declarar la nulidad de los actos del poder Ejecutivo a petición 
de la Suprema Corte de Justicia, o bien declarar la nulidad de los actos de ésta 
última. a petición de los otros dos poderes. Asi como • a petición del Congreso 

:" l'ELLET L1stra Arturo. El poder parlanu;ntario. Su origl!n. apogeo y conllictos. Buenos Aires. EJit . 
. ·\h..:li:dn-Pl!rrot. l 9(J5, p. 107 
:: Op. Cit. l!g.<trt\!, p. 404 
:: ldi!m p. -Ul6 
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general, declarar la incapacidad fisica o moral del Presidente para desempeñar 
su cargo. (art. 12, Segunda ley). 

El Supremo Poder, << Ensayando si realmente podía ejercer tanto poder, en 
1838 propuso modificar la Constitución declarando que "la voluntad de la· 
nación se oponía a las refomias iniciadas". Pero la tentativa demostró que no 
tenía tanto poder y la Cámara de Diputados, controlada por el partido liberal, 
rechazó en 1840 el proyecto propuesto así como el plan de gobierno del 
presidente Santa Ana presentado al año siguiente.>>23 

Al continuar el análisis de la Constitución, se abreva que el artículo 17 
establece que: "Este supremo poder no es responsable de sus operaciones más 
que a Dios y a Ja opinión pública, y sus individuos t::n ningún caso podrán ser 
juzgados ni reconvenidos por sus opiniones."(segunda ley). 

"Y de nuevo este ejercicio del poder parlamentario enfrenta a los legisladores 
con Santa Anna, quien da un golpe de Estado y en el plan de Tacubaya, 
emitido en el cuartel de esa localidad, dice textualmente: <<Cesaron por 
voluntad de la Nación en sus funciones los poderes llamados supremos que 
estableció la Constitución de 1836>>. Santa Anna se afirma en el mando y en 
1843 se reúne una nueva asamblea constituyente que establece una estructura 
de poder en la cual la Cámara de Diputados estará integrada por representantes 
elegidos por electores terciarios, que antes a su vez serán electos por electores 
secundarios y sólo éstos han de ser votados directamente por el pueblo. A su 
vez. la Cúmara de Senadores se integraba con mandatarios designados por los 
poderes públicos y las asambleas de departamento."~~ "Naturalmente, es 
irrelevante lo que digan las modificaciones constitucionales y legales que 
hagan los gobiernos. en los sistemas políticos en que los miembros de esos 
gobiernos, por su sola voluntad, hacen unas y las otras, cuando son contrarias 
al concepto mismo de la República, del cual surgen, limitadas por la 
naturaleza misma de la organización, las facultades de esos gobiernos, de sus 
órganos. y de sus miembros."~" 

:~ Op. cit. Pcllct. p. IOi 

:: ldcm.yp .. 10~ y 10~. 
· Op. ~ll. \·ald..:s. p.:;-.~ 
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DEL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA 

El Presidente debía haber hecho carrera política antes de ser nombrado tal. 
(art. 14, Frac. IV. Cuarta ley). Además de tener un capital que produzca 
anualmente, cuatro mil pesos de renta (art. 14 frac. UI. Cuarta ley, voto 
censitario). Esto podría ser un requisito debido a que en el juicio de residencia 
se establecía que hubiera una garantía para pagar cualquierindemnización en 
caso de ser juzgado y encontrarse culpable el servidor. público. 

. . . 

El Presidente no podía ser acusado por delitos políticos, durante el ejercicio de 
sus funciones y hasta un año después.(art. 15 frac. IV Cuarta ley). 

. . . ' -
Dentro de sus atribuciones, estaba la de intervenir en d nombramiento de 
jueces e individuos de los tribunales judiciales (art. 17 frac. XV, cuarta ley). 
Además de vigilar la pronta administración de justicia, y dar los auxilios 
necesarios a los jueces para la ejecución de sus sentencias. (art. I 7 frac. XXII, 
cuarta ley). 

DEL CONSEJO DE GOBIERNO 

Compuesto por trece consejeros de los cuales, serán 2.eclesiásticos, 2 militares 
y los restantes ele distintas clases sociales .. Serán nombrados por el Presidente, 
ch: entre 39 individuos propuestos por el Congreso~ (art. 21, cuarta ley). 

Estos sólo serán responsables por lo~ dictámenes que dieren contra ley 
expresa, singularmente si es constitucional, o por cohecho o soborno, (art. 26, 
cuarta ley). · · 

DEL MINISTERIO 

Para el despacho de los .a~~mt~s de gobierno, habrá cuatro Ministros: uno de lo 
Interior, otro de Relaciones exteriores, otro de Hacienda y otro de Guerra y 
Marina. (art. 28, cuarta ley). 
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Estos serán elegidos por el Presidente de la República, quienes no deberán 
haber sido condenados en proceso legal por crímenes o mala versación en los 
caudales públicos, (art. 29, cuarta ley). . 

Los ministros serán responsab;es :e~forma individ~alj;po~\eI incumplimiento 
de las leyes, y de los actos del -Presidente, q~1e.at(torice;con sú firnia y sean 
contrarios a las leyes, singt1larme.rite fasconstitúciorÍafés;·cárt: ·n; cuartá~ ley). 

' . • ' . ' c. ("' • • .,,~ " " - ' ·., 

EL PODER JUDICIAL 

Compuesto por una Corte Suprema de Justicia, por tribunales superiores de los 
departamentos, por tribunales de hacienda y por los juzgados de primera 
instancia, (art. 1, quinta ley). 

La Suprema Corte se componía de once Ministros y un Fiscal. Quienes entre 
sus atribuciones tendrán la de conocer de las causas de responsabilidad de los 
magistrados de los tribunales superiores de los departamentos, (art. 12 frac. 
Vil, quinta ley) Asimismo, conocer de las causas criminales contra los 
subalternos inmediatos de la Co11e Suprema, por faltas, excesos· o abusos 
cometidos en su encargo, (art. 12 frac. X, quinta ley). 

Respecto a la administración de justicia civil o criminal, esta Constitución, 
establece en su urtículo 36 que: " Toda prevaricación, por cohecho, soborno o 
baratería, produce acción popular contra los magistrados y jueces que la 
cometieren." (quinta ley) 

Tambit!n hace referencia que las irregularidades en un proceso civil, produce 
su nulidad, además de que los jueces serán responsables ele ello, (art. 37, 
quinta ley). En cuanto a las causas penales. las irregularidades en el proceso, 
tendrán como consecuencia la responsabilidad de los jueces que las 
cometieren, (art. 38, quinta ley). 

Finalmente en la ley séptima, en su articulo 6 establece que. "Todo 
funcionario público, al tomar posesión, prestaní juramento de guardar y hacer 
guardar, según le corresponda, las leyes constitucionales. y serú responsable 
por las infracciones que cometa o no impida:· 
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Respecto a estas siete leyes, nos damos cuenta de que los medios de control 
político como era la posibilidad de destituir al presidente de la república o de 
simplemente responsabilizarlo por el mal ejercicio de su encargo, no es 
posible debido a que sólo podía juzgársele por el delito de traición a la patria. 
Vuelve a centralizarse el poder, ya que al haber inmunidad, no es posible que 
la función pública evolucione. 

Es en este ordenamiento que se le da al ejecutivo, la facultad de nombrar a 
jueces y a los secretarios de los ministerios. Con ello se trata de aniquilar los 
vestigios del juicio de residencia para terminar con su teleología, en primer 
lugar, porque se acaba la exigencia de que la función pública se ejerza por 
expertos, ( no improvisados). En segundo lugar, porque al ser nombrados los 
jueces y los secretarios por d Presidi:ntc, éstos deben, de algún modo, 
fidelidad a su benefactor; por lo que el ejercicio de la función pública se ve 
restringido. 

En cuanto a la instauración del Supremo Poder Conservador, a éste se le 
quisieron dar 2 atribuciones que son importantísimas en un régimen 
parlamentario, sólo que esas atribuciones corresponden a órganos distintos de 
ahí su efectividad. Así nos damos cuenta, que la atribución de declarar nula 
una ley o un acto del poder ejecutivo en un régimen parlamentario 
corresponde al tribunal de control de constitucionalidad, previa sustanciación 
de un juicio. Juzgar al presidente corresponde también al tribunal 
constitucional. 

4. Constitución ele 1857 

El liberalismo constitucional español del siglo XIX, se nutre a su vez del 
llamado "doctrinarismo francés y del historicismo inglés". Emergen las clases 
medias (comerciantes e industriales) y surge una nueva estructura 
indi\'idualista e igualitaria. Los derechos naturales, tan invocados por los 
conservadores en el Constituyente de ''57". (Sánchez Agesta:527 y SS).26 

Veremos que este ordenamiento se nutre de diversas corrientes de 
pensamiento. así lo uclara Ugarte: <Asimismo, acudieron a la:memoria de los 

~" Op. cit. Ugartc, p. 417 
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del "57", los que ya habían estado en "24", o sea, los tradicionales: Hobbes, 
Locke, Rousseau - la "voluntad general" trocada en soberanía popular-; 
Montesquieu y Benhtham: '"La mayor felicidad para el 'mayor número''. 
Alfonso de Lamartine, quien sobre religión, el candente tema del "57", había 
señalado que "desde el momento en que el clero pidió protección al estado y el 
estado ayuda al clero, el estado y el clero se hicieron esclavos el uno del otro. 
Benjamín Constant, cuando se estudian las cuestiones del veto (también 
aludieron a Mirabeau), del poder municipal y de la dirección de la fuerza 
armada; Tomás Jefferson, en relación con el senado, el juicio político y el 
juicio por jurados; Tomas Paine, Jay, Alexis de Tocqueville, cuya obra La 
democracia en América sirvió al Constituyente para conocer a fondo la 
estructura político-constitucional de los Estados Unidos, fue muy citado (en 
siete ocasiones). El autor francés ayudó en los temas concernientes a los, 
tribunales federales y su competencia, el juicio político y la religión; .. > 27 Por 
ello, existen propuestas excelentes en la Constitución, pero también otras muy 
confusas como es el caso del juicio político, quedando lagunas. 

Entre los más célebres pensadores mexicanos estuvo: <Manuel Crescencio 
Rejón, tampoco por su célebre amparo, sino que siendo "liberal distinguido" 
había sostenido, no obstante, '"las naciones hispano-americanas no podían 
gobernarse sin apelar a instituciones monárquicas". (Zarco, 1956:337).> 28

• 

Ello es claro. ya que se dota al Presidente de muchas atribuciones y de pocas o 
nulas responsabilidades. Además de que al hacer varios nombramientos de 
diversos funcionarios públicos, automáticamente son sus subalternos-súbditos 
ya que ellos responderán muchas veces, de lo que aquel les ordene. 

EL PODER LEGISLATIVO 

Se caracterizó por establecer un sistema unicameral, al quedar el Poder 
legislativo depositado en una sola asamblea. Se suprimió al Senado.29 Así el 
articulo 50 establecía: "Se deposita el ejercicio del Supremo poder legislativo 
en una usamblea, que se denominará Congreso de la Unión.". Este precepto se 
reformó el 13 de noviembre de 1874, estableciendo nuevamente las dos 
cúmaras: una de diputados y otra de senadores. 

!' Op. cit. Ugnrtc, pp. 417y418 
:~ ldc:m. p. 418 
~·· hh:rn. p. 420 
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Entre las facultades del Congreso están las siguientes: 

Cambiar la residencia de los supremos poderes de la federación (art. 72. 
frac. V). ' · · 

Para el arreglo interior del Distrito Federal.y TerritOrio's,{teniendo por 
base el que los ciudadanos elijan populm;mente las aútóridácl~s po!ÍÜi::as, 
municipales y_ judiciales, designándoles -rentas·?para•·:,i::úbrir • _sus 
atenciones locales.(art. 72, frac. VII). _ , . <~:~;.:··· L> i•> · 
Pem1itir la salida de tropas naéionales al exterÍór de Í~ R~p't1bt'ica (art. 
72 frac. XVII). · : ~~: 

Para levantar y sostener el ejército y la armada de la Unión, y para 
reglamentar su organización. y servicio (art. 72, frac. XVIII). 

Expedir reglamentos para organizar, armar y disciplinar la guardia 
nacional, reservando a los ciudadanos que la formen, el nombramiento 
respectivo de jefes y oficiales. En cuanto a los Estados, éstos podrán 
orgnnizarse según sus reglamentos (art. 72 , frac. XIX). 

Dar su consentimiento para que el Ejecutivo disponga de la guardia 
nacional, fijando la fuerza necesaria (art. 72, frac. XX). 

Conceder amnistía por delitos de In competencia de los, tribunales de la 
federación (art. 72 frac. XXV). - - · - - -

Nombrar y remover libremente a los empleados de su secretaría y a los 
de la contaduría mayor (art. 72, frac. XXIX). -

Para expedir leyes (art. 72 frac. XXX). 

En los recesos del Congreso de la Unión, habrá una diputación permanente 
que se compondrá de un diputado por cada Estado y Territorio, nombrados por 
el congreso antes de la clausura de sesiones (art. 73). Esta diputación hará las 
veces del Congreso en su ausencia. 
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DEL PODER EJECUTIVO 

En el artículo 75 establecía este ordenamiento, que el supremo poder ejecutivo 
estaría a cargo de un solo individuo llamado "Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos". Su elección será indirecta en primer grado y en escrutinio 
secreto, según la ley electoral (art. 76). Si el 1° de diciembre. (día del 
reemplazo). no esta hecha y publicada la elección; se depositará interinamente 
el cargo en el presidente de la Suprema Corte de Justicia (art. 82). 

Entre las facultades del Presidente de la República están las siguientes: 

Nombrar y remover libremente a los secretarios de despacho, a los 
agentes diplomáticos a los empleados superiores de hacienda y a los 
demás empleados de la unión cuyo nombramiento y remoción, 
respectivamente no estén contemplado en la Constitución o en las leyes 
(art. 85, frac. 11). 

Nombrará a los ministros, agentes diplomáticos y cónsules generales, 
con la aprobación del Congreso.o de la diputación pem1anente (art: 85, 
frac. 111). . · ·. . ..... 

, . -- .. :. - ·.:'. ·_ :_- : . ·. -_· ': ·,_-·_ .. -: '.----~-- '.~-< .:-_ -,- .. : <: _.--.··: :: .· _'. -:~ -: 
Asimismo, nombrar a los demás oficiaÍ~s del ejército·y-~rn{~~~·~h~Íonal 
(art. 85, frac. V). ·····.·. ";•. •. ·· · · · ....... ,,.::.· .·. ''-•:. · \; .· 

Disponer de la fuerza armada ~:~e ;rguardi~én-~c;~~~~=(:;~.:~5•i~racs.' VI 
y Vil, respectivamente). ··":·. "'" '.::>····~:..:·:.' ,. ·. 

,/','~ • :-: '. ' ' '' , ,, ,' e : • ~ .}=f~: : ', -~-:;;,;, ... , 
Auxiliar al Poder Judicial en lo ·n~t~sário:·pa1;~~1 ~j~r'~i.'c'i8'e~pedito de 
sus funciones (art. 85, frac. XIII) .. + ·, • • ·' ' •\'..::.'"<') .',' 

Indultar, conforme a las leyes, a los reos s¡1~t~·~cI~j~~·:~sCi6s\riounales 
federales (art. 85, frac. XV).· · • '/.: .. •,;:;·:,:'•::~< .• , <"/: · 

Los asuntos administrativos serán despacha'dos·. porÍas :s·eéret~das éreadas 
para tal fin. por el Congreso (art. 86). • ..• ::-h·" ·:·>.:; 

El articulo 88 establecía que: "todos los reglaí11eíiié»s,:d~crétos y·órde11és del 
Presidente, deberán ir firmados por el secretario dd ,despachq:encargádo del 
ramo á que el asunto corresponde. Sin este requisitó no senín obedeéidos." Y 

136 



para comprometer más a los Secretarios del despacho, el artículo 89 agregaba: 
"Los secretarios del despacho, luego que estén abiertas las sesiones del primer 
periodo, darán cuenta al Congreso del estado de sus respectivos ramos;" 

"Así se originó la nostalgia del castigo a los .. secretarios de los órganos 
ejecutivos y también una protección para no ser sometidos a un proceso penal 
sin el permiso previo de algún otro órgano de gobierno."3º 

Aquí empieza el responsabilizar a los secretarios del despacho, ya que si el 
presidente los nombra y remueve libremente, ellos tendrán que firmar todo lo 
que les diga su "benefactor" (por el privilegio del nombramiento) o de lo 
contrario. renunciar "voluntariamente" para retirarse con honor antes de que 
sobrevenga una remoción que dejaría mucho que desear y políticamente 
aniquilaría la carrera política del removido. Con la firma de los reglamentos, 
decretos y órdenes del Presidente son de hecho y de derecho responsables por 
ello. ademús de que deberán dar cuenta al Congreso del estado de su ramos, de 
esta manera tenía el Ejecutivo dos maneras de controlar y asegurar el modo 
de actuar y b obediencia de sus subalternos. 

" Las decisiones y las acciones del presidente de la República, y de sus 
secretarios dependientes, que sean abiertamente contrarias a la Constitución , 
tal como estaba previsto en la Constitución de 1857, deben originar una 
responsabilidad del presidente por la cual debe ser castigado. Negar esta 
responsabilidad, diluirla o disminuirla en las· leyes, o en la misma 
Constitución, es totalmente opuesto a la idea de una república ... " 31 

Al respecto, Yaldés enfatiza: ·· ... Ponciano Arriaga, en la sesión del 4 de 
noviembre de 1856" ... decía " ... en las repúblicas ningún funcionario debe ser 
inmune y, por lo tanto, la responsabilidad debe hacerse extensiva al Presidente 
y a los ministros. De ningún modo parece justo que el primero quede impune 
por actos en que tiene parte. Para evitar debilidades y condescendencias, 
conviene someter a juicio al mismo jefe del Estado, y así cuando se sepa que 
tod•1 falta importa responsabilidad, los gabinetes serán más compactos, habrá 
más unión entre los miembros del gobierno y se seguirá una política mucho 
mús franca. Encuentra muy dificil establecer un linde entre el Presidente y los 
ministros para averiguar la responsabilidad de cada uno en los actos del 
gobierno. Se ha dicho que será indecoroso ver a los funcionarios sometidos a 
juicio. pero mucho mús indecoroso es que se les difame en corrillos y en 

:': Op cit. \'al1..h:.:o". pp. 179 y 180 
ldcnt. 
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tertulias, donde son víctimas de la calumnia, sin tener expedito el derecho de 
defensa ni poder recurrir a los tribunales en justificación a su honor. Alude a 
algunos de los libelos y pasquines que se han dirigido al Presidente de la 
República, prodigando cobardes insultos al gobierno. Aunque en las 
monarquías se declara que el rey es inviolable, no lo es en realidad, pues la 
opinión juzga hasta de los actos de su vida privada. Pero en las repúblicas, ni 
como ficción es admisible la inviolabilidad del jefe de Estado."32 

El juicio político, atendido sucesivamente por dos jurados: el de acusación (un 
individuo por cada estado, nombrado por su legislatura respectiva) y el de 
sentencia (el Congreso ele la Unión). La sentencia se limitaría a absolver o 
destituir al acusado, pudiendo también inhabilitarlo ele obtener un futuro 
empleo.33 

DEL PODER JUDICIAL 

Este se encuentra depositado en una Corte Suprema de Justicia y en los 
tribunales de Distrito y de Circuito (art. 90). Todos los miembros de la 
Suprema Corte eran elegidos en sufragio indirecto primeramente, y de 
acuerdo a la ley electoral (art. 92). Además se establecía los requisitos de 
.. estar instruido en la ciencia del derecho, á juicio de los electores, ser mayor 
de treinta y cinco años y ciudadano mexicano por nacimiento, en ejercicio de 
sus derechos." (art. 93 ). 

Entre las facultades de la Suprema Corte de Justicia se encuentran las 
siguientes: 

Conocer desde la primera instancia de las controversias entre u~ Estad.o 
y otro y de las que la Unión fuere parte (art. 98): · · · 

Dirimir las controversias suscitadas entre los trib:Lmal~s ·de la 
federación; entre estos y los de los Estados, o entre los .de tm Estado y 
los de otro (art. 99). 

'! ldi:m. p. 171.J ( Historia y Crónica del Congrl!so Extr¡1ordinario Constituyente. Editada por e~ Colegio de 
'.'vlCxico. 1956). 
'

1 Op. cit. Ug.artc, p. ·"20 
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Será tribunal de apelación o de última instancia en las controversias 
sobre la aplicación de la ley, sobre derecho marítimo, en las· que la 
federación sea parte, entre dos Estados o más, etc. (arts. 97 y 100). 

Los tribunales de la federación conocerán: 

Violación a las garantian individuales (art. WI ,: ~rae. 1), 

Los actos de autoridad, o leyes que vulneren la soberanía dé IÓs Estados 
(art. 101, frac. 11). ;>:<.·~<., ~-··<·-. --"" 

L~yes o actos de autoridad qtÍe 'fnJad~~'f~;e~r~i~·"d~"¡~'atitbrÍciÜ.federal 
(art .. 1o1. frac,· II I). .,, ~ :.;;;:~'Yr.~~:::·:"~;;,~~::y->;·· •.•.• '._.·· · · ·. · · 
De los casos de los éónsules y agéntés'diplor11~ti~os'(art:'97;frac; VII). 

·,··,:.;..- .::.;,·;,·:.' '! •" ,.:.':.·.!.,-'.'.·' -·i. 

De las del orden civil o cr.imin~( slisé:itadas ' por I()~ t~átados 
internacionales (art. 97 frac. VI). 

De las controversias que versen: sobre el cumplimiento y aplicación de· 
las leyes federales, sobre el derecho marítimo, en las que la federación 
sea parte, las que surjan entre dos Estados o más (art. 97, fracs. I~ V): 

Hasta 1857 aún no se le daba el monopolio, al Ministerio Público Federal 
(dependiente del Ejecutivo Federal), de la persecución de los delitos. Ello 
deriva de la disposición del artículo 21. "La aplicación de las penas 
propiamente tales, es exclusiva de la autoridad judicial. La política 'ó 
administrativa solo podrá imponer, como corrección, hasta quinientos pesos 
ele multa, ó hasta un mes ele reclusión, en ·los casos y modo que expresamente 
determine la ley." 

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS 

Los funcionarios serán responsables, en los casos que establece el artículo 
103: 
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Los diputados. Por delitos comunes que cometan durante el tiempo de 
su encargo, así como por los delitos, faltas u omisiones en que incurran 
en su ejercicio. 

.· '• . 

Los miembros de la Suprema Corte de JustiC:ia; Por. clelit~s.comunes 
que cometan durante el. tiempo desu encargo, así. como po/ los delitos, 
f~l~as u on1isiones en··que incu~an ·en su ejercició. -" 0 .'" ,.:~;;·;.: ;:'::·: :·:,2·.:··: 

.,·, ··~ .. ::x:.~:,..::t:;'.;~<~'.,:·': -· --
Los Secretarios del Despacho·. Por delitos-<comúnes\qÚe•écometan 
durante el tiempo de su encargo, así-. como. p()r los•:·delitos;';:fáltas .• u 

;;~:~;;;;~;~::":::~ :.:::~':::;~or~h+',Jl~~ii\f¡óoy 
El Presidente de la Repúbhca. En ~ltiempo'de'•su encargo,•sólo podrá 
ser acusado por delitos de traición a la pafria;\viÓIÜtiórl'expresa de la 
Constitución, ataque a la libertad electoi·al .. y delitos [gÍ~ayés del ordéri 
común. 

PROCEDIMIENTO 

De los delitos comunes 

El Congreso se. erigirá en gran jurado y declarará , por mayoría absoluta de 
votos. si ha lugar o no a proceder contra. el acusado, en caso afim1ativo; el 
acusado quedará separado de su cargo y sujeto a la acción de los tribunales 
comunes (art. 104 ). 

De los delitos oficiales 

Actuarán como jurado ele acusación el Congreso y como jurado de sentencia la 
Suprema Corte ele Justicia. El primero, por mayoría absoluta de votos 
dcclararú la culpabilidad o absolución del acusado, en éste último caso, el 
funcionario continuará ejerciendo su encargo; en el primer caso, el funcionario 
scrú separado inmediatmnente de su cargo y puesto a disposición de la 

140 



Suprema Corte de Justicia. Esta, en tribunal pleno, y erigida en jurado de 
sentencia, con audiencia del reo, del fiscal y del acusador, procederá a aplicar 
a mayoría absoluta de votos, la pena que la ley designe (art. 105). La 
posibilidad de exigir este tipo de responsabilidad, sólo es durante el encargo 
del funcionario y hasta un año después (art. 107) . 

.. El sistema era bastante tonto pues la Suprema Corte, llamada jurado de 
sentencia, no tenia más función que aplicar una pena claramente establecida 
por la ley. El llamado jurado de acusación, el Congreso, era el que declaraba si 
el acusado era o no culpable, pero para hacer tal declaración no se exigía 
audiencia alguna, en tanto que el jurado de sentencia ( la Suprema Corte) que 
no tenía nada que resolver, debia tener una audiencia con el reo, el fiscal y el 
acusador en la que no se ve que es lo que tenían que escuchar sobre una pena 
establecida de n~anera precisa en la ley."34 

En caso de dictarse sentencia condenatoria, el sentenciado no gozará de la 
gracia del indulto (art. 106). 

No existe inmunidad, ni fuero para ningún funcionario público, en las 
demandas civiles (art. 108). 

" Al reimplantarse el Senado, se refom1ó en 1874 la disposición ·que entonces 
estaba en el artículo 103 del texto constitucional para incluir a los senadores y 
suprimir la posibilidad ele acusar al presidente de la República por violación a 
la Constitución. En 1904 se cambió la disposición para incluir. al 
vicepresidente de la República, ya que no existía ese cargo en el texto original 
de la Constitución de 1857, y se restableció la posibilidad de acusar a éste y al 
presidente de la República por violación expresa a la Constitución."35 · 

·· En una verdadera república, el único poder es el de la sociedad o, como dice 
la Constitución mexicana. el pueblo; ésta es la diferencia fundamental entre 
una república y una monarquía" .. .,otra diferencia " ... es que el respeto que 
merecen los empleados públicos, en una república, es el que se ganan por su 
lealtad y su dedicación al servicio de la sociedad o el pueblo. ya que ése es la 
única razón de ser de las estructuras políticas modernas."36 

·~ Op cit. Valúés. p. 97 
'' ldcm. p. 9 1) 
1
'' hh.·111. p. 171 
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LEY DE JUÁREZ DE 1870 

"Durante la vigencia de la constitución de 1857, se formularon dos leyes sobre 
responsabilidades de los altos funcionarios. La primera de ellas, que es a su 
vez el primer ordenamiento jurídico de esta materia en la historia de nuestro 
país, fue expedida en 1870, bajo la presidencia de Benito Juárez, y la otra en 
1896, durante el régimen del general Porfirio Díaz."37 

La primera ley establecía en su artículo primero que: "son delitos oficiales de 
los altos funcionarios de la federación: el ataque a las instituciones 
democráticas; a la forma de gobierno republicano representativo, federal y a la 
libertad de sufragio; la usurpación de atribuciones; la violación de las 
garantías individuales, y cualquier infracción a la Constitución o leyes 
federales en puntos de gravedad", y definía, en su artículo 2, la falta oficial 
como la infracción a la Constitución o leyes federales en materia de poca 
importancia."38 

En cuanto a los gobernadores, éstos incurrían en responsabilidad federal por 
omisión o inexactitud, en el cumplimiento de lo que les imponía la 
Constitución o la leyes federales. Las sanciones en caso de infracción a los 
orderrnmientos señalados eran: la destitución y la inhabilitación para obtener el 
mismo u otro encargo o empleo de la federación, cuya temporalidad era de 
cinco a diez años por cometer delito oficial. En cuanto a la mera falta, ésta se 
castigaba con In suspensión e inhabilitación por un tiempo que no bnjaría de 
un año ni excedería de cinco.3

'J 

De lo anterior constatamos que la suspensión en el empico y In inhnbilitación 
para ocupar un cargo en la administración pública, " ... no son de reciente 
creación en nuestro sistema jurídico, sino que ya forman parte de la tradición 
punitiva con la que siempre se ha pretendido castigar la conducta inmoral de 
quienes detentan el poder político."•º 

,. Op. cit. Osornio. p. ~60 
1 ~ ldcm. p. 261 
.N ldcm. pp. 261 y 262 
.¡., ldc.:m. p. 26::! 
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LEY DE DIAZ DE 1896 

Esta ley aligual que la anterior, se emite bajo la vigencia de la constitución. de 
1857. "En relación con ella, Antonio Carrillo Flores nos dicé ql.le, a diferencia 
de. la ley: dé Juárez, no define el delito oficial, aunque es muy_ minÚciosa para 
regular los procedimientos, tanto tratándose de delitos del orden comúricomo 
de los oficiales.~'41 · • _ : · · · ' · · · 

Las coinciden.da en ambos ordenamientos son las siguie~t:i·: :·> 
...... 

Sólo tratan de los altos funcionarios de lafecieráció1l.'·, ,; 
•' ~--'· 

De los gobernadores y diputados locále~~::~iia;do·h~ya';·~iolación a la 
Constitución o a las leyes federales.· · :-.-~./; ·:i:-.'···· .... 

La condena por delito oficial no i_mpidíi la~_acti~ación:~!Jo~iedor. si el 
funcionario con sus actos u omisiones ha'i::cimetido ún;élelitO.ci:imún: 

La responsabilidad por delito ofici~l ~ol~Íll~~t~;~ú;~fi~~¡i¡;~~ durante 
el tiempo en que el funcionario esté en ejerCicio dé'.su encargo y du~ante 
el año posterior. · ·- .. ' - .. ,,.~._,.: ·,:' · .. .'.'"· --- · 

~_,.·. ·:,::.·:··.-> -::..;:· - ··, ... 

No puede otorgarse al condenado por delito oficial:' la' gracia, del 
indulto.42 

Estos ordenamientos son el antecedente de lo establecido ~n I~-Consfitu'ción 
de 1917, con sus respectivas reformas, y de la Ley Federa!' de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, emitida en 1982. 

Jl Op. cit. Osornio. p. 26:? 
J! ldcm. pp. :?.61 y 16J 
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CAPITULO V 
REVOLUCIÓN 

A pesar de las manifestaciones anteriores de que, hubiese una igualdad entre 
los ciudadanos y las autoridades en cuanto al respeto que debiera haber entre 
unos y otros. Siguieron gestándose inconformidades por la actuación, muchas 
veces, arbitraria de los órganos que detentaban el poder. Ello requería un 
cambio radical de Instituciones tanto en su organización como en su 
funcionamiento. 

Así tenemos que: ·· En 1903 se reorganizó el Club Liberal en la ciudad de 
México. Entre otros elementos valiosos se unieron al club, Santiago de la Hoz, 
Ricardo y Enrique Flores Magón, Luis Jaso, Alfonso Cravioto y Santiago R. 
De la Vega." 1

• 

Posteriormente formaron el Pm1ido Liberal, formulando un Programa 
denominado de igual manera, en él se consideraron tópicos políticos, sociales 
y económicos, así en su artículo 50 hacía referencia a los funcionarios 
públicos: " Al triunfar el Partido liberal, se confiscarán los bienes de los 
funcionarios enriquecidos bajo la dictadura actual y lo que se produzca se 
aplicará al cumplimiento del capítulo de tierras - especialmente a restituir a 
los yaquis, mayos y otras tribus, comunidades o individuos, los terrenos de 
que fueron despojados - y al servicio de la amortización de la deuda 
Nacional."~ 

Nobles idt:ales sin duda, pero que traerían como consecuencia el destierro, 
persecución y encarcelamiento de sus ideólogos, sin que se materializaran los 
ideales. Puesto que el poderío económico y político estaba en manos de 
funcionarios y exfuncionarios prósperos. " Cabe añadir que a nuestro parecer 
el documento en cuestión tuvo una influencia significante en el proceso 
ideológico de la Revolución Mexicana."~ · 

Sucedió y continuarú presentándose la ambición de los hombres de tener 
poder y por él luchanín y establecerán medidas tendientes a obtenú y 
conservar tal. De ello deriva la lucha de muchos hombres y muchas 

1L'GARTE. CortCs Ju•m. Instituciones y tc.xllls iushistóricos Roma-Espa1la-México. Mé.xico. Colee. de 
Cicnc1~1s Sociaks . Univi:rsidad Autónoma del Est;,1do de Mé'l(.ico. :?OoO. p . .tJO 
~ ldcm. p. 43 1 
l ldi.:111. 
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generaciones de estratos sociales y niveles de preparación diversos, cada uno 
de ellos enunciando sus convicciones traducidas en propuestas y/o 
disposiciones formales. Es el caso de los movimientos armados y sociales que 
han ocurrido en el orbe y nuestro país no es la excepción. 

'"Ln Revolución iv1cxicnna de 191 O fue el resultado de un proceso violento que destruyó un sistema 
injusto y anacrónico e instauró otro9 buscando genernr nuevas sitm;1cioncs y oportunidades al 
pueblo. Diferentes autores han señnlado las distintas raíces ideológicas de la revolución y <le la 
Cons1i1ución ele 1917. Para ello baste señalar los principales progrnnrns. planes y hechos que 
aparecieron y motivaron las tres etapas de la Revolución que encabezaron principalmente Francisco 
1 Madero contra Porfirio Dínz y Venustiano Carranza frente al usurpa<lor Victoriano Huerta y lui:go 
d deslinde por la supremacía triunfnntc entre Carranza y Obregón frente a Villa y Znpnta.'...a 

ivh!.,,.ico ha tenido hombres deseosos de mejorar su entamo en todos los 
ámbitos, pero principalmente en lo político, social y económico. Estos 
foctores se encuentran íntimamente relacionados y de manera indivisible 
actúan y condicionan a la ciencia del derecho como a cualquier otra ciencia. 

l. Constitución de 1917 

Este ordenamiento se promulgó el 5 de febrero de 1917 entrando en vigor el 
primero de mayo del mismo año. En este lapso ha sufrido~innumerables 
cambios en vía de reforma o de adición. 

Jo.:sús Romero Flores, constituyente de Querétaro, refiriéndose a quienes 
pa1ticiparon en la realización de la Constitución señalaba: 

·· ... habia generales. cxminharos. jurisconsultos, pi::riodistas, literatos. historiadores, poetas, obreros 
de fúbricas, trabnjadores de las minas. campesinos, maestros de escuela y hasta artistas de tentro. En 
el ramo de las profesiones todas estaban rcpresc;:ntadas; ingenieros. arquitectos. agrónomos, 
abogado.,., médicos. profcsort!s nommlistas. No había un solo tenia que podía debatirse en el que no 
hubiere una persona capaz de dar .su opinión con plena conciencia profesional y con absoluta 
l1onrallcz."~ 

Sin duda, los constituyentes eran personas honradas, pero les faltó discernir 
entre una República y una Monarquía, puesto que empezaron estableciendo 
ecro responsabilidad al primer mandatario. Aunque debemos reconocer que 
estaban presentes los factores reales del poder al estar representados todos los 

1 Op cir. Ug.~1rtl..'. p . .+:!S 
'ldc.:111. p. 441 
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sectores económicos, políticos y sociales. Ello se tradujo en decisiones 
políticas fundamentales, plasmadas en el documento, de las cuales muchas 
prevalecen y otras tantas han sido modificadas, en el mejor de los casos, y 
otras han desaparecido. · 

Al hacer memoria del origen del sistema político actual, Ugarte nos señala: 

... El sistema presidencial se estableció por primera vez en ivtéxico en la Constitución feclcn1/ tic: 
h\'1.J. Las fuentes que sirvieron de base al Congreso Constituyente· de aquel año. para la 
configuración del sistema, fueron la Constitución norteamericana de 1787 y la Constitución 
cspm1oln de Cádiz de 1812. de In primera se tomaron los principios fundnn1entnles y, d" la segundn, 
algunos elementos como el refrendo ministerial. las relaciones del Ejecutivo con el congreso. y 
v¡líias de las facultades concedidas al presidente de la rcpública ... r1 

Por ser un Estado liberal, nuestro país estableció nuevamente la primacía de 
una sola persona, facultándola para actuar discrecionalmente: 

•• En cfocto. el ejecutivo del Estudo capitalista reúne las cualidades !!picas d"I poder monñrquico, 
tales como mando unipersonal, titularidad de la administración pública. estructura unitaria de poder 
y fucultad para nombrar y remover libremente a sus colaboradorcs."7 

·· .... con un ejecutivo fuerte el desarrollo del capitalismo es alentado vigorosnmente, dado que la 
actividad económica de la administración pública. a través dt: In construcción de obras de estructura 
económica y social, de la política de precios, del manejo del presupuesto y del gasto público, de la 
política monetaria, crediticia y fiscal, de la acción de los entes descentralizados y del manejo del 
b;:rnco ccmral. está cncaminnda a fortalecer los intereses económicos del capital privado."1o1 

"La Constitución de 191 7 busca remediar los grandes malestares del pueblo. 
Sin embargo y no obstante los ochenta años transcurridos. la desigualdad y la 
lt1JUSttcta persisten, en i\·léxico de finales de siglo; males de antaño 
incrementados por otros nuevos." 9 

tt Op. cit. Ug:.utc, p. 457 
· ü\' r\LLE. lkrroneos. Ric.irdo.EI Gobierno en acción. La formación del régimen presidencial Je In 
ad111inistra1.:ión púhlica. MC~ico, Fundo de cultura económica. sección de obras de ;administrnción pública. 
l'JS-l. p. 15:! 
~ ldcm. p. 167 
'' !Lh:m. p. 4:?7 
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SISTEMA POLÍTICO MEXICANO 

Para robustecer el estudio del origen y la evolución del juicio de residencia es 
necesario tomar en cuenta nuestro sistema político, no podría estar desligado 
de ninguna manera, por ello Montero nos señala: 

•• La evolución constitucional de IVtéxico ha operado en una tradición secular: por unn parte. la 
persistencia y reminiscencia del mundo precolombino derivan de los poderes que ejercían los 
sci\ores en los diversos señoríos (maya. del Anáhunc, znpotcca, mixtecn, etc.); y por la otra, la 
reaparición del Ejecutivo en la institución de los virreyes, representativos de la monnrquin 
absolutista:· 

10 

De toda esa tradición monárquica, deriva el trato que quieren se les dispense, 
algunos servidores públicos; ansiosos de reconocimiento y abolengo, ello se 
encuentra perfectamente plasmado en lo siguiente: 

<< ... la envanecía tener un achichinclc que In llan1ara licenciada, pues, .. liccncim.loº no era un titulo 
que se adquiriese en la universidad. sino en los círculos gubernamentales de una república 
nostúlgica de abolengo y realeza. un nombramiento otorgado por los propios gatos de la democracia 
para ahorrarse. con esa fórmuln ladina. el trabajo de memorizar los nombres de tantos jefecillos 
in:-aantilneos o de dumción sexenal que arribaban con su equipo nuevo y sus proyectos nuevos a 
decidir sobre materias del todo novedosas para ellos." 11 

El sistema politice mexicano se encuentra dividido en tres poderes: Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial. Se pretende que no hay una injerencia en cuanto a 
funciones entre uno y otro poder, aunque en la realidad si la hay, ya que 
existen excepciones que más adelante veremos. 

Uvalle Serrones externa su opinión respecto a la división de poderes: 

·• La división social del trabajo en los 111arcos del modo de producción capitalista genera In 
dili.:n:nciación y especialización de los órganos del Estado. El Estado como la organización politica 
lle la suciedad. dcsa1Tolla las funciones ejecutiva. legislativa y judicial, para dar orden y cohesión al 
úmbito de la vida civil y política. Por lo tanto. la diferenciación orgánica y funcional dd Estado es 
producto de la división social del trubajo. por lo que la llamada división de poderes, más que ser 
realidad objetiva, t:s un t:squcma fom1al que omite que el trabajo gubernamental se concrete en la 
fum:tún lt:gblativa. cjccuttva y judicial. 

Sin embargo. el podc:r no se l~ividi:, sino que se especializan las íuncioncs del Estado a partir de la 
di\"isió11 social dd trahajo .. :· 1-

1"\IO'.'\TERO. Zcndcjas Oanicl. ()crcchu político nu.:.xic:um. ~lé.xico. Trillns. 1991. p. 239 
'

1 BUl,BOLL.-\. Óscar de la. Todo cstú permitido. :i-.ti::.'<ico, Planeta. primcrn reimpresión. 1995, pp 63 y 64 
i: Op. 1.:it. L'.\.i\h:. p. 11..i 
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Al hacer una reflexión al respecto, nos inclinamos porque el poder es uno sólo 
y no puede dividirse, pueden hacerse compatibles actividades que fomentan la 
conservación del mismo, pero jamás fragmentarlo. · 

A partir de la Constitución de 1824, " ... el Poder Ejecutivo se confió a una sola 
persona tal como ha permanecido hasta la actualidad; ... " 13 " El titular. es el 
presidente de la República, que asume funciones legislativas, judiciales· y 
ejccutivas." 14 

••• "Uno de los medios del que siempre se aprovechó ·el· Poder 
Ejecutivo en México para ampliar e incluso exagerar sus funciones; ·es· el 
relativo a las facultades extraordinarias." 15 

" La facultad reglamenfaria'.es 
propiamente de carácter legislativo, por lo que se considera 'una ·de. las 
excepciones al principio de la separación de poderes." 16 

· .. ,: 

Existen coincidencias entre la Constitución de 1824 y la del 91 Z/ést~~·'s'cin ias 

siguientes: , , ,:;·"· ., :'.• ; .·.· .. 
'·',,;·.'o,·;· .;:;- .. -

El presidente de la república es elegido poret·puéb10''.cle·'l11rinéra'secreta 

y directa, para permanecer se,is,año~ ••• :.~.,~:1,:.;,~~:Tu,:· •. xif~,~"~),~~~~:.::;.y• ... ·, .•.. 
El presidente, nombra y remueve iibrefl1~nte 'á's.tú;',s~C,refari§!i.,de Estado · 
y jefes de departamento. · · "};}fJi~; \~ji~if·{~~~é; ·S~ , · 
El presidente y sus secretarios de ~~tJJcf~~·pü~de.n,se?;a,1 l11ismótiempo 
miembros de otro poder. ,; > ·' >':". .. ' ;~{' '" ii~±~'..i\':::·:<, !'< 

.. :..·_·-; _ :.~.'¿;" '_<.-:J-,.'.c!:'.."':·;,. 

~~;~:~~d";'~~ ;:::,::a'."'""'' • ·;:~·a::~ti~¡¡¡;;;~J31o:•:t •r di 1. 
El presidente no puede disolver el c?~gr~so',\.; ésfe'(1lti1n? al emitir un 
voto de censura al presidente, esto no lo obliga'¡\re'~únc.iar .. ;· '. 

Algunos autores señalan que el refrendo de l;s~c;~~-,<l~f;'~~~;<Íen~e~ es~imilar 
al de un sistema parlamentario.1 7 Sin eÍnbargó/es·un·acfo.ri;ieramenteJormal 

:~ Op. cit. Uvallc, p. 241 
ldcm 

1 ~ ldcm. p. 241 
1
'' IJcmp. p. ::!43 . :.~ .· ,'', . . 
,. Op. cit. ;\Ion tero, p. 140 (··A su vcl, el articulo 9~ prescribe: que todos. los rcgla~1cl"'!~us, d~crctos y órdenes 
del Prc~idcntc dcbcr;\n cst;.1r lirmados por el secretario del despacho encargad~ clcl rrim~i al que! el asunto se 
rcticra. E!'otc rcquisi10 o participación del sccrc1;.1rio tic despacho se coi1occ consiitucionalmcntc como refrendo 
y prnvu.;nc del parl•11nc11111 inglcs.") 
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sin consecuencia alguna. Asimismo, los informes que deben dar los secretarios 
de Estado al Congreso de sus respectivos ramos y/o de asistir al recinto 
legislativo cuando se discutan temas o leyes respecto a sus carteras; es 
meramente enunciativa la disposición. Para tener una idea clara de este tópico, 
Ugarte nos señala las diferencias fundamentales entre un sistema 
parlamentario y un sistema presidencialista, a saber: 

·• ... En un sistema parlamcntario los ministros del gabinete tienen tnmbién la obligución de rendir 
in formes al parlamento, pero la consecuencia de dichos informes puede ser la emisión de un voto de 
censura para los ministros, lo que los coloca ante la oblignción de renunciar. En el sistema 
presidencial mexicano los secretarios de Estado sólo son responsables politicumentc ante el 
presidente de la rcpt'iblicn y no ante el congreso. por lo que un voto de censurn de éste no los obliga 
a renunciar; aunque ciertamente están obligados a rendir inforn1cs que les sean solicitados por el 
congn:so. en e;:spccial al uso de su prc~upw.::-.10:· 1 ~ 

Nuestro sistema político es presidencialista: 

"Hay una serie de actividades del presidente de la República que son diíerentes de las que tienen 
otros paises. ya que puede intervenir en las actividades del poder legislati\'o, Las iniciativas. de ley. 
el veto. la promulgación de las facultades extraordinarias. entre otras atribuciones, son las que 
ubican al Estado mexicano como un régimen presidencialista.''1'' 

En cuanto al nombramiento de sus colaboradores, el Presidente sigue como 
antaño el Rey, designando a los funcionarios que tienen facultades muy 
amplias y trascendentes para el mantenimiento de una forma de gobierno 
primeramente, y luego para el servicio del pueblo. 

··En un Est¡¡do moderno. el jefe supremo del Gobierno no pude prescindir del apoyo de los 
especialistas, técnicos, expertos. administradores. financieros. personajes que conocen los diferentes 
t:lcmcntos del problema que se tiene que resolver, y que un hombre solo no puede controlar en su 
conjunto. Tiene. pues, que trabajar en el cuadro de una tccnocstructura. No obstante, los elementos 
que la componen pueden ser escogidos di! acuerdo con diferentes tllétodos, en los regímenes 
llamados p~rsonalcs, lo son por el mismo monarca republicano, según sus preferencias individuales, 
sus m11i~trn.lcs, y. a veces. sus vínculos familiares. Constituyen un círculo. una camnrilla:•:O 

Lo maní festado anteriormente es perfectamente comprensible, si recordamos 
que generalmente, 1<1s administraciones políticas han venido trabajando y 
organizándose a base de equipos de trabajo. Tal aseveración la confirma 
Molina Piñeiro: 

¡., Op. cil. Ugartc, p. 458 
1

'
1 Op. cit. Montero. p. 240 

:n DUVERGER. i\lm1ricc ... Los mediadores'".: Rc.:\'ista Mexicana Je Justici:i (PGR). ~téxh:o. vol. 111, nl1mcro 
1 S. nwyo-junio de.: 198::!, p. 128 
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Este hecho configura la forma de ser del juego político a base de equipos de trabajo, cuyo 
fundamento en muchos casos. más que la capacidad de sus miembros, es la identificación. la lealtad 
y el apoyo total de los mismos. generándose asi una administración cuya función responde a 
incentivos diferentes a los de servicio, por tanto, su funcionamiento, cambio, efectividad y 
racionalidad, no puede contrnvt:nir las reglas del juego."21 

Así el presidente elige a su gabinete: 

El Presidente nombra a los secretarios de Estado. 

Nombra al procurador general de la Repi'.tblica; 

Establece una terna para· nombrar presidente de ~la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. 

El nombramiento del Procurador Generál de la República; es ratificado por el 
Senado, cosa que ha sucedido siempre·, lo 'cual n'os ·indica que sólo 'se trata de 
una formalidad. · · 

""En México, según la Constitución Federal en su articulo 102 A, el ministerio público que tiene el 
monopolio del poder penal federal está encabezado por el procurador general. Este es un 
dependiente del presidente de la República quien puede despedirlo cuando quiern. En los Estados, 
los procunidorcs generales de justicia, son non1mlmente dependientes de tos respectivos 
gobernadores los cuales, igual que el procurador de la República. generalmente obedecen las 
órdenes que reciben de sus jefes en todo lo que toca a investigaciones. diligencias y acciones 
pcnah:s en las que tenga interés el gobcniador. Además de la dependencia total del ministerio 
pühlico respecto dt.: los titulnrc!'i de los órganos ejecutivos. no existe supervisión independiente 
suhre la manera cómo ese •• niinistcrio •· debe desempeñar sus funciones. A:;i. el presidente y los 
gob1.:r11udon:s son los vcrdmlt:ros titulares di! la acción penal o. en otras pnlahras. los dueños del 
pod1:r de castigar a los gobcrnados."1.? 

Si el Procurador General es nombrado por el presidente, obviamente está 
supeditado a sus órdenes y será por supuesto, leal a su benefactor. Valdés 
establece: 

:i :'\10Ll:"l'.A. Piikiro, Luis J .• Estructura del poder y reglas dd juego político en MCxico. MCxico. UNAM. 
f;n11111.:ra r..:impn:sión, 1988, p. :!6 
-~ \'.-\LDES. S. Ckmentt!, El juicio político. La impunidad, los encubrimientos y otras formas de opresión, 
:'l.tC,icl1, Ediciones Coyoaci.in. 2000, ( p. p. 21:?) p.35 . .-\simismo Montero señala: ''. .. l.as funciones de csh: 
nr:,:~mhmo. s..:glln el articulo 1 O:?. son las di! perseguir. ante lo~ tribunales, todos los delitos del orden federal y 
~olicitar h1s órdenes de aprehensión contra los inculpados; buscar y presentar las pruebas que acrediten 1.is 
n::.¡ion~abilidadc.:s de Cstos; h;.1c!..'r qui! los juicios se: dcsarmllen con 1oda rcguh1ridout para que la 
aJ111i111:.1r;.1ciLin d1: JU~tici<t seo1 pront;.1 y expcdita. i.!:iÍ como intcr\'cnir en todos los casos que la l..:y determine." 
p. 2-l-l 
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" El presidente de la República le puede ordenar, y de hecho le ordena, a su procurador cuándo 
proceder Penalmente, cuándo consignar penalmente, cuándo no consignar, y cuándo detener una 
consignación penal. aunque eso sea una clara violación de la ley. Igualmente puede ordenarle 
dclcncr In consignación tempornln1ente hasta que el presidente lo juzgue oportuno y posteriormente 
ordenarle que actúe para iniciar el proceso penal ante un juez; que envíe a los policías que tiene a su 
servicio, mientras él envía a los que tienen bajo las órdenes del secretario de Gobernación, a apresar 
a los supuestos culpables y entregarlos a un juez. La primera obligación del procurador general es 
procurar, en forma especial, cumplir con los deseos del presidcnte:•:?l 

La Constitución de 1917 contempla al Ministerio Público como Órgano 
dependiente del Ejecutivo Federal. el antecedente de ello es el siguiente: 

" En moyo de 1900, el Presidente Porfirio Diaz modifica la Constitución en ese punto y decide, en 
d articulo 96, que los funcionarios del Miniscerio Público y el Procurador General de la República 
que ha de presidirlo, los nombra él.''N 

A mayor abundamiento Valdés nos señala: " ... los presidentes de la República 
y los gobernadores de los Estados, en México, han hecho todo lo necesario 
para impedir la independencia del misterio pl'.tblico y para conservar el 
monopolio que tienen de la acción penal. Ese monopolio, es un instrumento 
ideal para controlar y someter, a través del castigo, a cualquier persona de la 
sociedad que es la única verdadera titular del poder que usan."25 Asimismo, 
<< ... el ejecutivo tiene el monopolio de la acción penal, de acuerdo con las 
leyes que, por lo menos hasta 1997, él mismo ha hecho. Él es el único que 
puede actuar como parte '"legítima" en la prosecución de los procesos penales 
ante los jueces para castigar a cualquier individuo. Este poder es uno de los 
mús abrumadores y efectivos en cualquier sociedad para dominar a sus 
habitantcs ... Por lo que toca a la obligación de ejercitar la acción penal, cuando 
existe un delito y la probable responsabilidad del acusado, la posibilidad de 
interponer un amparo para obligar al ejecutivo a hacerlo no priva a éste del 
control sobre la acción penal, ya que a través del amparo se puede obligar a 
que los empleados lo hagan, pero no se puede obligarlos a hacerlo bien. y 
menos aún a seguir el proceso con el cuidado , el interés y el empeño 
necesarios.>>"" En el alcance o efectos del amparo tiene razón nuestro autor, 
ya que el amparo juzga sobre la constitucionalidad del acto, no sobre la 
kgalidad, es deseable que haya tribunales tanto de legalidad como de 
constitucionalidad. de ésta manera la impart1cton de la justicia sería 
satisfactoria para el gobernado de manera pronta y expedita. En algunos países 
sobre todo del régimen parlamentario existen tribunales que juzgan tanto de 

~ 1 Op. cit. Vald.!s •. p. 36 
~: ldcn\. p. )J 
·· ldcm. 
:i. ldcm. p. 3~ 
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constitucionalidad como de legalidad y sus sentencias tienen efectos generales 
y además derogan leyes cuando éstas son inconstitucionales. 

El Procurador General de la República es nombrado por el presidente de la 
Rept1blica y es el titular de la acción penal. "Éste tiene en sus manos el 
conocimiento de los delitos, la investigación (que en México se llama 
indagatoria), la ·b(1squeda de las pruebas. el análisis y estudio de las mismas, la 
integración de las acusaciones, la manera cómo se elaboran y, naturalmente, la 
manera cómo esas acusaciones se presentan y se sostienen en los procesos 
penales ante los jueces. Como decía anteriormente, en algunos países el 
ministerio público es un órgano independiente que se supone que representa a 
la población en esas tareas del castigo penal, y la persona que lo encabeza es 
independiente de los otros órganos de gobiemo."27 En la Constitución de 1857 
en sus artículos 90 y 91 se establecía: que el fiscal y el procurador serían 
elegidos indirectamente. Ello contribuía a su independencia. 

º Para lograr la imparcialidad dd ministerio pl1blico en beneficio de la sociedad y acnbnr con el 
manejo oculto de sus funciones. es necesario impedir que esa institución dependa de los órganos 
legislativos. de los jueces, o del órgano ejecutivo. el que más fücilmcnte puede convertirlo en un 
abn11nador instrun1ento de opresión." .?s 

Tratúndosc de delitos que debieran tipificarse como graves, aquellos en los 
que incurren frecuentemente los servidores públicos. No se ha hecho hasta 
ahora, y cuando se denuncia a un servidor público muchas veces, inician los 
procesos y no se continúan porque el Ministerio Público "no elaboró bien la 
indagatoria", nos preguntamos si es necesario que se susciten, infinidad de 
casos similares, para que esa Institución tenga organización y administración 
diferente. Aunado a que, es evidente que necesita personal capacitado. Y 
dcberian actuar en forma colegiada teniendo dentro de la Institución las 
c::spccialidades que se requieran, dando como resultado un trabajo digno y 
diátimo. 

En cuanto a las facultades que tenia el Poder Legislativo, en materia 
hacendaría, Montero nos señala lo siguiente: 

" El Poder Ejecutivo abdicó de sus fucultades en el ramo de hacienda, con la ley d.:l S de mayo de 
1917: poco después vino lnjustificnción por parte de la Suprema Corte de Justicin ... 2'

1 

:~ Op. ch. Valc.lés. p. 32 
:~ ldi:m. p. J 3 
:•i Op. dl. Montero, p. 241 
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Recordemos que, el "poder Legislativo" con los romanos, era ejercido por los 
ancianos consejeros del monarca, así es que no había una división del poder, 
sino una relación entre los órganos de gobierno. 

•• Uno de ellos consiste en el hecho de que sus monarcas compartieron en mayor o rnenor grudO y 
lbm1a. el ejercicio del poder con el consejo de ancianos. cuerpo consultivo del monarca para la 
adopción de acuerdos en los más grnves asuntos que: éste afronto. y en ocasiones cuerpo cálegiado 
lcgislntivo ... )11 

Robustece y amplia el panorama Femández, al manifestamos que el poder 
legislativo se dividió en dos cámaras para restarle primacía al poder ejecutivo: 

·· Las caracteristic;i,..; <lcl hicnmcralismo podrían resumirse en las siguientes: Por su cliviSión. réstn 
fücrzn al poder legislativo. con ello se mina su tendencia n dominar ni ejt.:cUlivo:·ll . 

·· Asimismo. el federalismo puede funcionar con una o con dos cámaras legislativ~s. ·d~~t;~:·~e u.o 
régimen republicano o dentro de uno mom\rquico. en una organización democrática :o· .. e"n t.1na 
nristocrncia:·-': · ·· ·' ' 

<, . .'. . 

Del poder judicial, también ha sido menoscabada su función 'ya C\ue·co~Oén 
el caso del juicio político, juzga el poder legislativo. <? : .::?.\'~ \ .f> · 

'-:~­

Anteriormente y hoy la función jurisdiccional está.en·~ands de ¡J S~prema 
Corte de Justicia, de los tribunales de circuito;; que .funcionan én forma 
unitaria en materia de apelación y forma colegiada en ínatéda de amparo; y los 
juzgados de distrito. · ··· · 

•• Los órganos del Poder Judicial federal llevan a cabo formal y materialmente dos tipos .distinios de 
funciones: la judicial propiamente dicha, que se concreta en la tramituc~ón de-los juicios fcdcmlcs. y 
la función de control de la constitucionalidad ... JJ 

"La original Constitución de 1917 consagró el principio de la inamovilidad, 
aunque escalonadamcnte, pero en 1934, este principio fue suprimido y en su 
lugar se estableció que la duración en el cargo de ministro sería ele seis años, 
lapso qui: coincidía con el periodo presidencial y que, por tanto, permitió al 
titular del ejecutivo nombrar a la totalidad de los ministros, menoscabando con 
ello la independencia del poder judicial. En 1944 el principio de inamovilidad 
ruc restablecido en los términos antes señalados." 34 

'" Op.cit. Fcrn;.i.ndcz. p. 100 
'I (dl!lll. p. 9.,i 

:~ hh:m. p. 9; 
ldt.'111. p. 476 

1
" Op. cit. L!g;Htl!, p. 477 
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" Muchas críticas se han enderezado en contra de la inamovilidad de los 
ministros de la Suprema Corte, principalmente por el riesgo que implica que 
un funcionario impreparado o com1pto ocupe el cargo vitaliciamente; la única 
solución para ello es que se tenga cuidado y acierto en el momento de hacer la 
designación."35 Al respecto opinamos, que el cuidado y acierto en la 
designación de los ministros del máximo órgano jurisdiccional no debe ser de 
buena fe: sino que debe establecerse en la propia Constitución como requisito 
que tengan un doctorado en ciencia coo1stitucional, en derecho civil, penal, 
administrativo, fiscal, financiero, aduanero, etc. Y que tengan mínimo 5 años 
de experiencia en el desempeño de tal ciencia. Dado que el requisito de ser 
abogado, ha sido rebasado hace muchos años, por las necesidades jurídicas 
actuales. Con tantas carencias en la ciencia jurídica, no es posible competir o 
por lo menos estar a la altura de un mundo globalizado. 

Los mismos requisitos deben establecerse para los miembros de los tribunales 
Colegindos de circuito ya que a partir del año dos mil se emitió el "'Acuerdo 
General número 5/200 l ", en el cual el Pleno de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación autoriza a dichos tribunales para conocer de asuntos que eran 
competencia de la Corte. Esto ya se había publicado en el Diario Oficial de la 
Federación del 29 de junio del año dos mil. 

En el párrafo cuatro del articulo 97 de la constitución original de 1917 
tenemos una de las fases del juicio de residencia, pero modificada su 
finalidad: 

" Los tribunales de Circuito y Juzgados de Distrito serán distribuidos entre los 
ministros de la Suprema Corte, para que éstos los visiten periódicamente, 
vigilen la conducta de los magistrados y jueces que los desempeñen, reciban 
las quejas que hubiere contra ellos y ejerzan las demás atribuciones que señala 
la ley. La Suprema Corte de Justicia nombrará y removerá a su secretario y 
demás empleados que le correspondan, con estricta observancia de la ley 
respectiva. En igual forma procederán los magistrados de Circuito y jueces de 
Distrito, por lo que se refiere a sus respectivos secretarios y empicados." 

.. La independencia del Poder Judicial Federal puede fortalecerse a través de 
ciertas medidas como son la modificación del sistema de designación de los 
m1111stros de la Suprema Corte; la abrogación de la facultad concedida al 
ejecutivo para pedir la destitución, por mala conducta, de funcionarios 

)~ Op. cit. Ugartc, p. 477 
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judiciales; el aseguramiento de un presupuesto di3no y decoroso; la 
declaración general de inconstitucionalidad de las leyes." 6 

El detrimento viene desde la manera de nombrar a los jueces, ministros y 
magistrados, es necesario cambiar la forma de elección. Robustece nuestra 
opinión, Arredondo quien a su vez cita a Mario Melgar Adalid: 

<< ...... en la medida que se pretende exnminar nuestra propia realidad y partiendo de lo que a diario 
sc observa. proponer algunas reformas que optimicen la selección de los aspirantes a jueces de 
Distrito. eludiendo respetuosamente, el examen de otros métodos empicados en paises extrnnjcros, 
donde (por ejemplo) ha e.hu.lo resultados aceptables la designación resultante de una elección 
populnr", 111t!todo impensable siquiera en nuestra realidad nu:xicana>>. 37 Además puntualiza: ..... El 
argumento de que en otros paises han dado resultado otros sistemas, no es atendible; en n1i humilde 
opm1ón, tri1splantar aL1111.:lh.>s :.jstcm~ls '-=On~tituyi: una limitación cxtralógica. ajena a nuestra realidad 
mexicana. por ello se considera paradójica la postura de la carrera judicial, pero por la otra la 
dcstruye de tajo. al permitir nombramientos de personas ajenas. Pura mandar hay que saber 
obedecer y todo buen general que se precie de serlo, debió haberse desempeñado antes como 
sol<.lado.":lM 

No sólo es necesaria la experiencia, sino también los conocimientos 
académicos, es necesario tener especialistas en cada rama del derecho que 
además, conozcan dos idiomas cuando menos, de los reconocidos 
universalmente; para que como estudiosos del derecho que deben ser, estén a 
la altura de un mundo globalizado. Y como doctos, sus resoluciones ·sean 
completas. 

i'vluchas otras veces, la función jurisdiccional se menoscaba debido al poder 
politico y/o económico que tenga alguna de las partes en un juicio. Así en su 
experiencia como juzgador, Arredondo nos señala lo siguiente: 

•• ... la actitud decidida del juzgador de amparo para enfrentar en ocasiones a poderosos funcionarios 
que eventualmente asumen actitudes arbitrarias quienes. en no pocas ocasiones (n veces por 
ignorancia. otras de mala fo) pretenden desconocer la autoridad de aquellos a quienes se encarga de 
-.alvaguardar la legalidad en el sistema de dcrccho: .. :·l'> 

1
" Op. i.:it. L:g;utc. p. 47S 
, . .-\HREOO~DO. Elias Ju;rn ~lanm:l, "La seh.·cciün v nombramiento de tus Jueces clt: Distrito'\ Revista del 
l11~tituto de la Judicatur<i P'cúcr;.11. ;\Jl!...:ico, No. 1, DicÍcmbrc de llJ97 a junio de 1998. Thcmis. p. (1S (Melgar 

(\1nslitución politic;i de In:-. estados unidos nh:xicanos comcntm.la, tomo 11. Instituto de invcstigncionc~ 
;uritllc~1s. :\h:: . ...:ico. \lN7, pp. '>C10 y siguientes) 
:~ ldi.:111 p. 72 
H Jdi.:lll. p. 71 
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t. t. ,Juicio político 

En princ1p10, es necesario tener una idea de lo que es el juicio político así 
tenemos que es un " Término utilizado para designar el procedimiento para 
linear responsabilidad política u oficial a un servidor público. El juicio 
político implica el ejercicio material de una función jurisdicciOnal. llevada a 
cabo por un órgano de funciones políticas, pero respetando las formalidades 
esenciales de un procedimiento jurisdiccional.'..io 

Aún cuando se supone no existía el juicio político como tal, en España se 
siguió proceso político a causa de Estado, a Miguel Ramos Arizpe ex diputado 
de las Cortes de Cádiz por In Provincia de Coahuiln de la Nueva España, de 
ello existe constancia: 

•• ... Dixo: que en quanto a la primera parte de la reconvención repite quanto tiene ex.puesto, con lo 
que bastaria para satisfacer In recombencion pero que lo que hace 4ucdc plenumente satisfecha en 
concepto del Confesante es el mismo impreso que se les presenta p¡1ra sostener la rccombcncion. y 
es el expresado numero del Procurador pues ..::n el se ve que siendo un papel lleno de imposturas y 
calumnins respecto de los diputados que en el se nombran solo :o;c hacen recaer estas con el mayor 
encarnizamiento contra dos Americanos a saber. Mexia y el Confesante ¿Si pues en un papel en que 
se calumnian a muchos diputados solo se compr~n<len a Mc:xia (ya muerto, en octubre de 
ochociento:; trece) y al Confesante, sit:n<lo muchos los que sostcni;.m los derechos los derechos de 
Amt!rica, qm.: e:\.trai\o, o mas bien quan cit:rto debe parecer que Pansioty solo calumnie hoy al 
Confo~antc valiéndose acaso <le lo que vomita el mismo papel y lk las instrucciones que desde 
aqud tiempo se le dit.:ron? Asi es que no resultan muchos diputudos americanos marcados si no en 
rigor solo el Confesante, pues (\.lexía murio mucho anti;:s que ablarn Pansioty .. .''"1 

Ramos Arizpe cnipczó a ejercer sus funciones de Diputado aproximadamente 
el 21 de marzo de 1 S l 1, lo arrestaron el 1 l de mayo de 1S13 y se le empieza a 
procesar lrnsta 1S14.'2 Su proceso cstu\·o pingado de irregularidades: 

·· En marzo dd :ulo de 16 se le intimó otra orden de la comisiún de causas e.le Estado, en que 
cunstaha que dcspuCs de estar fuera de i\·1adrid n:cluso en la cartuja y sin su consentimiento ni aun 
cit:u.:ión y tcnninada desde diciembre su cau!'>a por la resolución extraordinaria del Rey, la comisión 
lo condenaba en las costas c...lc su proccso, quc asccndian a cerca de quinientos pesos. - Contestó ni 
Prior qui: se: la i11t1111ó, qui: no hahii.!ndulc pennititlo la nod1i: que se le sacó de ~tadrid pedir ni aun 
cami'.'Óa para mudar!-.e, y que h:1bicndo desput!s el Rey prohibi<lok· toda cornunicación por escrito y 
de palabra con :ms an1igos. ni tenia ni podía adquirir 1111.:dio.; par:i. pagar. Como sus acreedores 
vcnian a ser c!'>cnb•mos y gentes c.k c~te jac:z. no perdieron ocasión de molestarlo s<1canc.lo los tres 
pnmi:ros at1os repetidas órdcnt!s con amenaza Je que <larian cuenta a1 Rey Je sus solicitudes y de 

..1 .. Dic~1nn;:irio Jurid1co. lnstiluto de ln\'cstil!~cioncs Jurídicas. :-..1Cxico, Porrt't~1. 11'" cd. tl·O), 1998, p. 1867 . 

..ii \1:\RTINF.Z. Haéz :\ntonio.1compil;i1.:iÓn e intrnt..luccit.~n). Juicio poli~i.:u en Espai\a con1ra Mi¡;ud Ramos 
:\ri1pc. \IC., ico. S\.:nado de la R'-•pUblic~1 L 111 Lcgislatur .i. Libro Jo:., 19~7. p. 61 
J: hlt..•111. p. 19 
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las representaciones que acompañaba pidiéndole su libertad como medio el más eticaz para ponerse 
en ':slado de pagarles, siendo el resultado que ni ellos dieron cuenta ni Arizpe les pagó, (op. cit .• p. 
16).'"'3 

En el interrogatorio se le preguntó muchas veces respecto al concepto de 
soberanía: 

.. si con sus discursos y opiniones ha sostenido en las Cortes y aun fuera de ellas ta sobcrnnia del 
pueblo, respondió: Que siendo este punto aunque para el que responde es ovio por las circunstancias 
Ue los tiempos bastante complicado seglin los diversos n1odos de explicarse antes de contestar 
directamente a la pregunta juzga oportuno explicar lo que ha entendido por soberanía de la Nación 9 

no entiendo otra cosa que aquel derecho primitivo y radical que la Nación tiene para fom1nr su 
gobierno qunndo no lo tiene o le fnlta enteramente. el que ha tenido: y que entiende que este 
<lcn:ch0 r:H.iicnl c.,tá en todas las naciones y en este sentido ha entt:ndido y entiende c1 articulo de la 
constitución. relatibo a este punto: .. .' ... " 

De ello deriva que era necesario establecer obstáculos para evitar la 
independencia: 

.. En el largo periodo de trnns1c1on del absolutismo a la democracia, n1uchos de los gobiernos 
impuestos por una Constitución y lides a los principios de supremacía de la ley, trataron unu y otra 
vez de estorbar el progreso de la democratización mediante la introducción de leyes represivas que 
frenaran la actividad de los movimientos en esencia, que mediante la ley se estaba protegiendo al 
gobierno legal de una minoria, para impedir de esta manera su Substitución legal por el gobierno de 
la mayoria.'..; 3 

Ejemplo de ello son los juicios incoados a: Ramos Arizpe, Marcios y al 
presidente de los debates del constituyente de 1824. Hecha la declaración de 
Independencia. era necesario no dejar que se consumara tal, por ello se 
aplicaron estos frenos. efectivos momentáneamente. 

··~o obstantt:. aún quedan rescoldos y la tilosofia tradicional del dominio colonial no hn cambiado 
lk colorido. Aún subsiste.: la aseveración e que los asuntos de la mayoría aplastante de la población 
t..h:bcn ser mancja<los por la minoría c=ntronizada. si es que se descn preservar condiciones snnas y 
~i.:gurns para todos los súb<litos:··U· 

En forma general. el juicio político deriva del juicio de residencia y del 
impeachment, asi lo señala Juárez: 

n Op. cil. Martinez. p. 10 (Impreso de 1822. Idea General sobre la Contluctn' de Don Miguel Rt101os de 
:\ritpc.) 
•J ldt:m. p. 25 
l• OTíO. K1rchhcimcr. Tr. R. Quijano R .. Justici;1 Politic;1. ~1Cxico, UTEH1\ • l 969. p. 130 
Jh ldc111. p. 131 
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" La institución de la responsabilidad administrativa y del juicio político en México han sido 
adaptados del juicio de residencia y del lmpeachme11t, respectivamente."""'7 Asimismo, "'Los 
redactores de la Constitución de los Estados Unidos adoptaron el procedimiento británico con 
mo<lificacioncs. principalmente para desalentar el uso del impeaclzment como instrumento de lucha 
política. como a.contecia en lnglaterra.'..iic 

<< El impeaclrme111 es un procedimiento en el cual las acusaciones contra funcionarios del 
gobierno. y a veces contra particulares. son substanciadas casi siempre por el Poder Legislativo, que 
es como surgió. En estricto sentido este procedimiento sólo tiene que ver con· la acusación. sin 
embargo. comúnmente se cxticnde tambh!n a la parte relntiva tl la sentencia. Genernlmente se tiene 
al inglés como el antecedente n1ñs lejano, pero es convcnien1e mJvertir que en Grecia cxislía la 
institución denominada eisangclia (acusación) contra funcionarios. que recibí.'.1 La Bort!é o Const!}o 
parn resolverlas o turnarlas .. a los tribunales cuando el delito se considernba lo bastante serio y su 
pcnn n.:basaba los 500 dracmas de la multa máxima que el Consejo podía imponcr".>>"I) 

Se trata de un procedimiento especial, para casos especiales, de tal manera 
que: "... el juicio político presupone la comisión de una conducta o una 
omisión por pai1e de un servidor público, cuando éste actúa dentro de las 
atribuciones que le otorga la ley al órgano de Estado que representa, en tanto 
que la responsabilidad penal se sigue en contra del individuo que haya 
cometido un ilicito penal o delito, pero en su calidad de persona fisica, sin la 
investidura propiamente de autoridad, como sucede, verbigracia, cuando emite 
o ejecuta un acto de autoridad contraventor de la Constitución, lo que equivale 
a la comisión de un ilícito penal, en términos del articulo 364, fracción Il del 
Código penal Federal, según se recordará. " 5º 

Este proceso se menciona ya que tiene relación con lo que era el juicio de 
residencia, que se sustanciaba en un solo proceso cada una de éstas figuras que 
venimos estudiando. No había necesidad de fragmentarlo, como se ha hecho 
en la actualidad. 

<<En el texto original de la Constitución de 1917 no existía el juicio político. 
En el título cuarto se establecía: 

.. De las responsabilidades de los funcionarios públicos. 

l' JUr\REZ, ~kjh1, Godoltino 1-lumbcrto, L¡1 constituciomdidac.l dd sistema de responsabilidades 
adm111i~tr:1li\ 1.1s de los scn·idorcs püblicos IC<lcralt:s. ~h:xico, Porrl1a. 2002. p. 12 
i. ldcm 
l·i ldem. p. 11 l PETRl E. A .• Introducción al estudio de Grecia. Historia, antigüedades y liccr:uurn ( 1932). 
F.C.E., 7"11!.'l;ico. l 'JúJ, p. 90. En la p. 9:!, el autor señala: .. Las denuncius politicas (cf.,·a11gdlui) cursadas a 
tra\ i:.-s de la r\samblca cran comúnmi:nh: turnadas al Consejo para su consideración: pero.ocasionalmente, la 
.-\:-.amh\1.:;1 podia co11s1ituirsl..' en tribunal o Gran Jurado para conocer de alglsn delilo grave. como por ejemplo 
cu~rndo ~c ju1.gó ;;1 los gcncrah:s dcspul!s dc la batalla de las .·\rginusas.") 
'

11 Op. ci1. Castillo. p. :!JI) 
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Articulo 1 OS. Los senadores y diputados al Congreso de la Unión, los 
magistrados de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los secretarios de 
Despacho y el procurador general de la República, son responsables por los 
delitos comunes que cometan durante el tiempo de su encargo, y por los 
delitos, faltas u omisiones en que incurran en el ejercicio de ese mismo cargo. 
Los gobemadores de los Estados y los diputados a las legislaturas locales son 
responsables por violaciones a la Constitución y leyes federales. 

El Presidente de la República, durante el tiempo de su encargo, sólo podrá ser 
acusado por traición a la patria y delitos graves del orden comi.'111 ... ">>51 

Asimismo podrá ser sujeto de Juicio político ante la Cámara de Senadores 
solamente, y ésta resolverá con base en la legislación penal aplicable (articulo 
1 1 1 ). Consecuentemente los senadores son especialistas en derecho penal. 
Nos preguntamos la razón de éste privilegio. Y nuevamente está de 

manifiesto que no hay una separación de funciones en los poderes públicos. 

La participación activa de los ciudadanos se limita a la elección de sus 
<<representantes>> en el Congreso, sin embargo aún cuando el clamor 
general sea el de repudio hacia ciertos personajes políticos, éste no .es 
escuchado y mucho menos puesto en práctica, mediante el procesamiento. 
Aún cuando se supone que el mandante es el pueblo y los mandatarios los 
servidores públicos, son ellos quienes deciden y nunca toman en cuenta al 
pueblo. 

A mayor abundamiento Valdés señala: " El llamado juicio político no es un 
juicio de los ciudadanos, que son los titulares del poder político. No se trata de 
una decisión de los ciudadanos que designan a un señor o a una señora para 
desempeñar uno de los altos cargos públicos y que, lógicamente, deben poder 
destituirlo. El juicio político no es un juicio por la población que eligió a esos 
empicados, sino un juicio que llevan a cabo un grupo de políticos."52 

La finalidad del juicio político en los paises en los que se estableció era la de 
fortalecer o mermar las posiciones políticas, la creación de imagen de 
dt.:tcrminados bloques, y por supuesto hacer creer a los ciudadanos que 
participaban en la política. 

:~op. cit. Valdés. p. 100 
- ld~m. p. 98 
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·· ... Un régimen puede desear ganar, estabilizar o destruir detem1inodas posiciones políticos, 
rnoniobrando poro ello lo opinión püblica mediante un juicio político."" 

..... Si se le emplea para producir nuevas imágenes, más que para confinnar resultados militares o 
políticos anteriores. constituye uno de los juegos políticos más civilizados. Posiblemente impane a 
las masas cierto sentido de participación más íntima en el mundo de In política de lo que en la 
actualidad le proporcionan los debates del parlamento. Sus reglas son intrincadas y sus resultados 
inmediatos pueden ser sumamente espectaculares. Sus ilusiones se hallan lo bastante ocultas del 
cspcct~utor para perturbar su sentido del drama y del goce estético. Por lo demás. no restnn efecto a 
los resultados inmediatos, especialmente la aptitud del juicio para crear imágencs:·s.a 

Una vez más, constatamos que la publicidad juega un papel determinante en la 
vida política en cualquier país, por ello México no es la excepción, aunque 
poco se utiliza este procedimiento por la manera en corno está diseñado 
(plazos de sustanciación) y por inconveniencia política generalmente: 

-- Finalmente, cxistirñn las antiquísimas figuras que invariablemente se presentan en los juicios 
políticos donde se prclicre más el método testimonial que el confesional: el soplón y el renegado. 
Su dificultad como testigo estriba en su grado de pcrfccción.''u 

•• No es nadn inusita<lo que se emplee al tribunal como pantalla tras la cual ocultar un cuidadoso 
p~1trón de inacción. Podían haberse hecho aseveraciones mñs o menos veladas. tanto por escrito 
como orales. respecto de los antecedentes, caró.cter. métodos o metas de una personalidad o grupo 
contemporáneo. Entonces podria hacerse rñpidamcntc el anuncio de una demanda por difamación, a 
veces acompni\ada de un interdicto para impedir su repetición. dúndole tan vasta publicidad como 
fuere posible ... l1 ocas personas en la vida pública, especialmente si están bien colocadas, desearán 
correr el riego dt: tiempo, dinero y energía: pero sobre todo, no querrán que una multitud de 
~1bog<idos, adversarios antiguos y presentes y enemigos personales - atraídos como por imán por la 
oportunidad de dar riend~1 suelta a su odio en el estrado de los testigos-, se n1ctan en sus asuntos." 

""Los intrusos políticos. agitadores de chusmas }' luchadores fracasados en c1 camino del éxito, por 
su parte. con poco qué perder y todo por ganar. quizñ ansiosamente desearan asirse a lo que promete 
darles publicidad adicional, aunque nnda mú·s quoe: eso."~(' 

Ademús de lo aducido, un juicio político es inconveniente porque puede llevar 
a otros asuntos que perjudiquen al enjuiciado o bien al bloque al que 
pertem:ce: 

·· Las demandas políticas eventualmente se sostienen o caen bajo su propia fuerza, y un juicio 
politíco po<lri¡1 sacar a relucir y enfocar la atención sobre aquellas zonas de debilidad o fuer¿a de 
determinada organizacit)n o causa pl1lítica: no obstante, la autoridad del juicio no nñade ni resta 
justilicaeión fundamental a las demandas políticas. es decir: a lajusticiu de In causa."57 

•: Op. cit. Otto, p. 460 
~J ld!.!m. p. 4 72 
'' hkm. p. 120 
~·· ld1..·111 p. 11-l 
,~ hkm. p. -l 72 
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·· Ningún régimen puede cambiar la suma total de las condiciones políticas y sociales que rodeen a 
un juicio en particular. Empero, mediante la juiciosa selección del material que ha de presentarse 
como evidencia, un rt!gimen puede dirigir el juicio alejándolo de tópicos peligrosos o 
rcveladores ... .ss 

Causas para sustanciarlo 

Es procedente el juicio en comento, cuando los actos u .om1s1ones de. los 
servidores públicos mencionados, redunden en perjuicio de·. los intéreses 
públicos fundamentales o de su buen despacho (artículo 6 de la Ley Federal de 
Responsabilidades do:: los Servidores públicos). · · · 

Así el artículo 7 de la ley mencionada, nos especifica quecor{ductns redundan 
en perjuicio ele los intereses públicos fundamentales y de su buen despacho: 

"l. El ataque a las instituciones democráticas; 
11. El ataque a la forma de gobierno republicano, representativo, federal; 
111. Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales 
sociales; 
IV. El ataque a la libertad de sufragio; 
V. La usurpación de atribuciones; 
VI. Cualquier infracción a la constitución o a las leyes federales cuando 
cause perjuicios graves a la Federación. a uno o varios estados de la misma 
o de la sociedad, o motive algún trastorno en el funcionamiento normal de 
las instituciones; 
VI l. Las omisiones de carácter grave, en los términos de la fracción 
anterior, y 
VI 11. Las violnciones sistemáticas o graves a los planes, programas y 
presupuestos de la Administración Pública Federal o del Distrito Federal y 
a las leyes que determinan el manejo de los recursos económicos federales 
y del Distrito Federal." 

-~ Op. cit. Otto, p. :?S3 
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SUJETOS DE JUICIO POLÍTICO 

En apego al articulo 110 constitucional, son sujetos susceptibles de juicio 
político los siguientes: 

Senadores y diputados al Congreso de In Unión . . .: 
Los Ministros de In Suprema Corte de Justicia de la Nación 
Los Consejeros de In judicatura Federal, 
Los Secretarios de Despacho 
Los Jefes de Departamento Administrativo 
Los Diputados a la Asamblea del Distrito Federal 
El Jefe de Gobierno del Distrito Federal 
El Procurador General de la República 
El Procurador General de Justicia del Distrito Federal 
Los Magistrados de circuito y Jueces de Distrito 
Los Magistrados y Jueces del Fuero Común del Distrito Federal, 
Los Consejeros de la Judicatura del Distrito Federal, 
El Consejero Presidente 
Los Consejeros Electorales 
El Secretario Ejecutivo del Instituto Federal Electoral 
Los Magistrados del Tribunal Electoral 
Los Directores Generales y sus equivalentes de los organismos 
descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria, 
sociedades y asociaciones asimiladas a éstas y fideicomisos públicos. 
Los Gobernadores de los Estados 
Los Diputados Locales 
Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales 
Los Miembros de los Consejos de lns Judicaturas Locales 

Es curioso y paradójico que en cuanto a los órganos locales, dicho articulo 
establece:" ... , sólo podrán ser sujetos de juicio político en los términos de este 
título por violaciones graves a esta Constitución y a las leyes federales que de 
ella emanen. asi como por el manejo indebido de fondos y recursos federales, 
pero en este caso In resolución será únicamente declarativa y se comunicará a 
las Legislaturas Locales para que, en ejercicio de 'sus atribuciones, procedan 
como corresponda." Tal pareciera que aún siendo << libres y soberanas>> las 
entidades federativas necesitaran de tutela para poder decidir y actuar en 
consecuencia. Además de que ello se presta n unn actuación imparcial, si 
existe un interés político de cualquier índole, éste trascenderá de ésta manera. 
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Procedimiento 

Cualquier ciudadano, bajo su responsabilidad, puede fo1111L1lar por escrito 
denuncia de algún servidor p1'iblico, esto lo hará ante la Cámara de Diputados 
(articulo 9 LFRSP), en la Oficialía Mayor59 y deberá ratificarla, para que 
proceda. durante los tres días siguientes a su interposición. Hecha la 
ratificación, la oficialía la turnará a la Subcomisión de Examen Previo de las 
Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia60

, 

ésta determinará si el denunciado se encuentra en la lista de quienes pueden 
ser enjuiciados políticamente así como si existen pruebas61 de que se trate de 

~·1 L1 Oficialía i\layor ya no existe, por lo tanto existe una incongrucncin entre la LFRSr y la Ley OrgUnica 
del Congreso General de los E.<>tados Unidos Mexicanos, la cual en su articulo 106, m'1mcro 1, inciso a. se 
crc<1 h1 Sccrct•iri;.1 General de servicios parlamentarios. que tiene la facultad de: •• Recibir los documentos 
oficiales y Jt: los particulares dirigidos a la C<imara, remitirlos desde luego a la mesa directiva y llevar un 
control de registro di! los mismos; ·• (<ut. 109, 1. inciso b. de la Ley org:inica). Esto es importante ser,alarlo, 
porque en la LFRSP en los artículos transitorios no se ha contemplado diclrn situ<ición. Robustccc el anterior 
sci\alu111ic1110. la opinión <ld diputado por el PRI. Sa\vudor Rocha Diaz (ex ministro de li.1 Corte) emitida ante 
los mcJios Je cumunic;ición escrita {0-l-10-2002) en el scn1ido de que cxigtc una inconsistencia entre: la 
LFRSP y la Ley Orgánica Jcl Congreso General, indicando que ;.1 los lcgish1don:s se les olvidó hncer 
concordar Csta lihi1n~1 con la primera ley mencion<1da, por dio el procedimiento de desafuero (declaración Je 
procedencia) y juicio po\itico son ilegales 111icntr;.1s no .se sub:i•111c la inconsistencia. Por ello, la integración de 
la SccciU11 in~tructora está vicimla de origcn. 
·~·E~ importante sc.:Iia\;.ir que la Subcomisiún Je: Examen Prt.:vio se conforma en 1:.1 Cúmara de diputados. con 5 
mic.:111hros de.: cad<l una di: las comi:-ionc:s "ll!.Uicntcs: Comisión de Gobernación, Pobl;.1ción v Sccuridad 
Pl1hlica. Clm11s1ón de Puntos Constitucion;.il~s y Sistcm.1 Ft:Jcral y Comisión de Jus1iciu ~y D~rechos 
llumanos. Oid1as conii:'>ioncs tienen sus similares en b cúmara dt: senadores (vi~cntcs durante la LVII 
kg1slatura. artículo cu;uro número 1, 1ransi1orio) si:l13ladas en t:\ ;uticulo 90, C:st;s son: la Comisión de 
Gohcrn;u:iún. la C'omisilln Jurisdicciom1l. la Comisión de Justicia y !;:1 Comisión de Puntos Constitucionales . 
.\li:-111:1~ L¡ue 1..•11 adelante se les dcnomi1rnr;l Conli:•ioncs Cnidas y que actuarcin en form;1 colegiada en este 
p1occd11111ento Ao;;i111i~1110 a decir de Elisur .·\rtcaga i"'ava ... La-; comisiunes son cnti.:s auxiliares, 
1..• ... pc\.·1a\i1ados. sin pcrsonalid.1J juríJic;.i, con 4uc cucntan cada una de bs c;imaras por separado, o las dos 
junt;1s pJ.r;1 ~1tc111..lcr a~untos de interCs común o el propio congrc~o. E~ en las comisiones donde 
.. crd.1dcramenh: se n:ali;;.1 la labor de estudio .. uüli:.i~. 1..kpurac10n y dictamen de hts iniciativ.1s." (p. JOS. 
libro ..;cgundo .'los poden:s federales, del "TrnlJ.Jo Je lkrecho CL111slitucio11;.11'". O.xford. 1\.lé.xico, 1999). 
'" L1 Sub1:ombio11 de E.,<amcn Previo pucdi: hu ... car prui.::h;.1s si lo considera pcrtinenlc p;;1rn conformar un 
cxpcdienti.:: que sustente la denuncia. ya que po~tcrion111:n1e lo llevará mllc !;:1s Comisiones Unidas. Ello dcri-.. a 
de l;i ley Org:111ica del Congri.::~o. en cuanto a la C.imara Je Diput;.iJos. el ;.1rticulo -l2 cst>1blecc qut:: " Las 
et11111 ... 1nnc:-, de b C;'imara cst;.1r~·in facult<idas p;ira sohc1t~1r. por conducto de su Presidente. la información. y las 
1.."l1p1.1s Je Jo...:umcntos qui.: obren t.:n poder de b:i. dt:pt:ndt:nc:ias pliblic<ts. asi como p.irn celebrar entrcvistas 
1.:011 ll1s ::-en idorcs público:; para ilu':>trar su ju1c10" . en lo que respecta a la Cámar;:i de Sem1Jorcs en su:i 
arti.:ulo-. 97 y 9S J¡¡ prnpia ley. cstah\ccc sus f:.11.:ulladl.'s en támino:i -.imilares. Aunque e~to dcbcrfa expresarse: 
cnmo c'tcns1 .. o a las ~ub1.:omisio11cs. A~i tenemo~ que el articulo 98 a la lctr~1 establece: 

.\nkuh.l 9S 

l'ucdt:n l;.ts comisiones. p¡;1ra ilustrnr su juicio en el Jcspacho de los negocios que se les cnco111ic11dcn. 
entrevistarse con los servidores públicos. quienes están obligados a guardar a los senadores las 
considcracillllCS debidas. 

16~ 



una de las causas de enjuiciamiento mencionadas y si de ello se desprende que 
deba ser incoado el procedimiento; para lo cual tendrá un plazo de treinta 
días. Si resulta improcedente, se desechará la demanda, pero volverá a 
admitirse en caso de que haya pruebas supervenientes (artículo 12)'. 

" . 
Para realizar su quehacer legislativo, las cámaras se dividen en comisiones, las 
que se establecerán por materia y en caso de que éstas no seansuticientes para 
cumplir con su cometido, pueden crearse subcomisiones.y comités(éstas dos 
ültimas sólo en la Cámara de Diputados. Esta no tie-ne fac:ultad· para crear 
comisiones unidas); el fundamento para ello se encuentra~en los artícÚlos. 39, 
44 y 46 (cámara de diputados) de la Ley Orgá~ica deLCongreso ·General, 
n:specti\·amcntc: 

··Articulo 39. 
' .· . . ' . ~· 

1. las comisiones son los órganos constituidos por el pleno, .que· a tióVés· de In elaboración de 
dictámenes informes. opiniones O resoluciones. contribuyCn' n· quC.Ja·.~Cúmnra: cumpla sus 
atribuciones constitucionales y legales.'" · · 

•• Artículo 44 . 

... 4. Las comisiones podrán establecer subcomisiones o grupos d~ trabajo pa~ el cumplimiento de 
sus tareas. En la constitución de las subcomisiones se buscará reílcjar la pluralidad de los grupos 
parlmncntnrios representados en la comisión:· · 

··Artículo 46. 

1. Los comités son órganos para auxiliar en acti\'idades de la -Cámara que se constituyen por 
disposición del pleno. para realizar tareas diferentes a las de las comisiones. Tendrán la duración 
que scfüile el acuerdo de su creación." 

En la cámara de senadores también se crean comisiones para cumplir con sus 
tareas, sin embargo, no permite la ley la creación de subcomisiones pero en su 
defecto pueden crearse com1stones trnnsitorias, com1s1ones conjuntas y 
secciones, éstas sólo en la Comisión de Estudios Legislativos, (artículos 85, 
86, 87. 88 y 89). Aquellas comisiones conocerán única111ente de la materia 
para cuyo objeto hayan sido designadas o para dese111peñar un encargo 
especifico. Las comisiones conjuntas en las que participarán ambas cámaras 

Las comisiones pueden reunirse en confcn:ncia con las corrcspondicrltcs d.: la Cútnnra de Diputados 
para cxpcditar el dcsp:.1cho de lo~ i.l!!illntos y ampliar su información pam la emisión de los 
dictámenes. 
La conforcncia <le comisiones Jcbcr~i cch:brnr con la anticípnción ncccsari:i que permita In ndccuadn 
resolución dd asunto 4u..: las co11\·oc<1. 
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con el fin de atender asuntos de interés común. Las secciones o ramas que 
estime conveniente, la mencionada comisión, para cumplir con su tarea. 

Mientras tanto, en los tres días siguientes a la ratificación, )a _Sección 
lnstructora62 la hará del conocimiento del denunciado paraque -este pueda 
defenderse, además podrá a su elección comparecer o informar,por.escrito,esa 
decisión será hecha del conocimiento de la Sección en un plazo de siete días; 
posteriores a la notificación (artículo 13) . · · 

Cabe hacer mención de que la Sección lnstructora63 se conformarÓ a partir de 
lu Comisión Jurisdiccional (en la Cámara de diputados, sólo existe . la 
Comisión de Justicia y Derechos Humanos, art. 39 de la Ley Orgánica del 
Congreso), tal como lo señala el artículo 40 de la propia ley: 

··Articulo 40 . 

... 5. La Cotnisión Jurisdiccional se integrará.por un mínimo de 12 diputados y un máximo de 16, a 
efecto de que entre ellos se designen a los que habrñn de confommr, cuando así se requiera, la 
sección instn1ctora encargada ele las funciones a que se refiere la ley reglamentaria del Titulo 
Cuarto de In constitución en materia de responsabilidades de los servidores públicos.º 

En cambio, en la Cámara de senadores la Comisión jurisdiccional se conforma 
de la siguiente manera: 

" Articulo 1 O l. 

l. La Comisión Jurisdiccional se integrará por un mínin10 de ocho sennd_or~s. y un··_¡:.¡;~~-~'!'º. de_ 
12. con la finalidad de que entre ellos se designe a los que habr:m de ~~~1f~~n·r, ~~~n~o as~ 
se requiera, la sección de enjuiciamiento o encargada de las funcione~ a·-qúe.- s·~-~~~tiere· 1~ 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos; en 'dicha' secc.ión :deberán 
estar representados los grupos parlamentarios." · , _,. ··' _·,. < ··_ .·._. · · 

En el procedimiento interno, la resolución de desechami~~:o.~·~odráser 
revisada por el pleno de las Comisiones Unidas a petición de cualquiera de los 

:.~ Antes de llegar a la sc:cción instructora, el c.,pcdientc formado por la comisión Je examen previo es 
analiLado por las comisiones unidas, si esto.is no lo rechazan será una rcsoluci611, n partir de la cual la sección 
in~tructora actuara con10 Ministerio Público. Por ello requieren profosionalcs que conozcan la materia y 
tcng~11t la C)\.pericnci•1 suticicntc. 

"' La lhmrnd;1 Scc..:ilin Instructora qui! se conforma con intcgramcs de la cámara de diputados, no tiene un 
l'rig1..:n formal ( kg;d) y;.1 que scgli11 la Ley Orgánica di:I Congreso. sólo In Cámaru de JiputaJos puede 
di' idir-.c en :-;~c1.:iu11es. Por lo tanto. este t.::i otro motivo m:is par..i que pucc.lu impugmusc un juicio político y/u 
una dechir~11:ió11 de prol..'1..-dcncia. , 
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Presidentes de las Comisiones o a solicitud, mínimo del diez por ciento de Jos 
integrantes de ambas comisiones (artículo 12). 

La resolución que señale que es procedente la denuncia, será remitida al pleno 
de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de 
Justicia6~ para que emita la resolución correspondiente y posteriorrnente, 
ordenar se turne a la Sección instructora de Ja Cámara (artículo 12). Esta 
comprobará que existe la materia de la denuncia, precisando la intervención 
que haya tenido el servidor público denunciado, así como las características y 
circunstancias del caso (artículo 13). 

Postcrionm:nti.:, la Sección instructora abrirá un periodo probatorio de treinta 
días, mismo que podrá ser ampliado siempre que la comisión deterrnine que .es 
necesario. Esta instancia calificará las pruebas, desechando las que considere 
improcedentes (artículo l 4). 

Terminada esta fase, denominada por el artículo 15 de instrucción, el 
expediente estará a disposición del denunciante en un plazo de tres días 
naturales, la misma oportunidad tendrán el servidor público y sus defensores. 
Ello con la finalidad de que estén en aptitud de formular alegatos, los cuales 
serán presentados una vez concluido el plazo para ambas partes de revisar el 
expediente, el plazo será de seis días naturales (artículo 15). Transcurrido éste 
plazo la sección instructora formulará conclusiones con los fundamentos y 
justi licacioncs de ser necesaria la continuación del procedimiento, (artículo 
16). Estas podrán ser, según el artículo 17, en el sentido de que: 

1) Se demuestra Ja inocencia del inculpado, haciendo Ja correspondiente 
declaración. 

2) Existe responsabilidad del servidor público y se propone lo siguien.te:· 

a. Que está legalmente comprobada la conducta o~l. h~ch(l 'n'{ateria 
de la denuncia; • . :~).r ;·.:./· /e 

b. Que se encuentra acreditada la responsabilidad del encaústidci; 
c. La sanción que deba imponerse (destituciói1:y/o inhabilitaéión), y 

.. ·._ ' ,.,, '-~ '. . 
. /.<:.-._~:'i::.·(;\.- ..... :·::-· .. , -. 

'" Cabe se11alar que la Ley Orgánica dd Congreso General. no pt!rmitt! a la Cán~1~dc.di¡>¿ado~·:ln. ~rcneión 
d..: comi:iionc:-> conjunta:" (unidas). p...:r111isión que si señala pnra la Cümara de senadores. Por lo tnmo. en esta 
primcr;.1 ...:t:ipa dt:l procedimiento es ilegal su conformación, no así en la segunda ctitpa ( Se erige-en jurado el 
~Cll.ldll). 
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d. Aprobadas las conclusiones, se envía la declaración (acusación), 
correspondiente a la· Cámara de Senadores. 

Las conclusiones se entregan á los secretarios de la Cámara de Diputados (en 
un plazo de 60 días naturales contados a partir del día siguiente en que se le 
haya turnado la denuncia, se conoce como instrucción, misma que podrá ser 
ampliada hasta por 15 días, <artículo 19>), quienes en tres días naturales 
posteriores a su reunión, resolverán sobre la imputación hecha al servidor 
público y lo harán saber a los secretarios de la Cámara de Diputados, al 
denunciante y al servidor público denunciado, para que aquél se presente y 
éste también, pero asistido de su defensor a fin de que aleguen lo que 
cunvt:nga a sus derechos (artículo 18). La Cámara de Diputados se erigirá en 
órgano de acusac1on. Enseguida la secretaria leerá las constancias 
procedimentales y las conclusiones de la Sección instructora. Enseguida se 
dará el uso de la palabra al denunciante y enseguida al servidor público y/o a 
su defensor. El denunciante podrá replicar y, si lo hiciere, el imputado y su 
defensor podrán hacer uso de la pah1bra en último término. Una vez retiradas 
ambas partes. se discutirán y votarán las conclusiones de la sección instructora 
(artículo 20). De las disposiciones anteriores se deduce que el denunciante no 
tiene defensor, que debe presentarse personalmente, dicha disposición es 
inconstitucional, parcial e incquitativa. 

Cuando la Cámara de Diputados resuelva que no procede acusar al servidor 
público, éste continuará en el ejercicio de su cargo, en caso contrario se le 
pondní a disposición de la Cámarn de senadores, a la que se remitirá la 
acusación, la cual será sostenida por una tema de diputados designada para 
ello (artículo 21 ). Recibida la acusación por la Cámara de Senadores, la 
turnará a la Sección de Enjuiciamiento65

• quien emplazará a la terna 
mencionada, así como al acusado y a su defensor; para que presenten por 
escrito sus alegatos dentro de los cinco días naturales siguientes al 
emplazamiento (artículo 22). Trnnscurrido este plazo, dicha sección formulará 
conclusiones de •1cuerdo a lo que haya en autos o si lo estima conveniente 
oyendo a la partes y/o bien solicitando la práctica de diligencias posteriores. 
Finalmente propondrá y fundará la sanción a imponerse. Las conclusiones 
serán entregadas a la secretaria de la Cámara de Senadores (articulo 23). El 
presidente de ésta, anunci•irá que la misma se erigirá en Jurado de Sentencia 
dcntm de las 24 horas siguientes a la entrega de las conclusiones, procediendo 
la sccrcmria a dar audiencia a In terna acusadora, al acusado y a su defensor . 

.. ~ .-\hi si.: ere•' l;.1 Comisión de cnjuici:unicnto ltrnn:titoriaJ que dcri\'ani ~' su vez en la Sección de 
i:njuici:u11icnto (4 miembros), esta lilti111•1. tcmlr;i fun..:iuncs de ~linistcrio Público. 
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En audiencia, el Presidente de la Cámara de Senadores la declarará erigida en 
Jurado de Sentencia y procederá según el artículo 24, como sigue:· 

La secretaria lée~á fos concl'Usiones dé la Sección de Enjuiciamiento; 

:;%~d~,"~~b~~~~,~~~~~í~r~,.0f 1r~;~~:~Z~~;;fü01,,~;~" ....... , 
Luego, e~ sesión los diput~é!o~'dis~uti~Ól1 y.\/cita'rtíh 1ds.6ó11ciúsiones y 
aprobai·án los puntos dé acL1erdo: Finaiinét~te el: presidente hará la 
declaratoria que corresponda. 

Respecto a los juicios incoados a gobernadores, diputados de las 
legislaturas locales y magistrados de Tribunales Superiores de Justicia 
de los Estados, la Cámara de Senadores se erigirá en Jurado de 
Sentencia dentro de los tres días naturales siguientes a las recepciones 
de las conclusiones. La sentencia sólo tendrá efectos declarativos que se 
comunicarán a la legislatura local respectiva, para que en ejercicio de 
sus atribuciones proceda como corresponda. 

El juicio político se llevará a cabo únicamente dentro del periodo ordinario de 
sesiones o bien dentro del siguiente ordinario o extraordinario cjüe se 
convoque. Ello se infiere de la disposición del articulo 19. · -" -

No entendemos como es bien claro el legislador en indicar quienes pueden ser 
sujetos a juicio político, sin embargo en el procedimiento existen· lagunas y 
confusiones que forman una "mutación" en un proceso que debiera ser igual 
al que aplica un órgano jurisdiccional y sustanciado, por supuesto por él. 

Tal parece que son dos procedimientos distintos, uno ante la Cámara de 
Senadores y otro ante la Cámara de Diputados, órganos legislativos, además 
ello ritic con los principios generales: "Nadie puede ser juzgado dos veces por 
el mismo delito (o acto)" "Ni por tribunales especiales ... ". Dónde está la 
separación de poderes y de funciones. 

Claro esta que, ello se subsana con el siguiente señalamiento: "Las 
declaraciones y resoluciones de las Cámaras de Diputados y Senadores son 
inatacables." Se le equipara a la Suprema Corte de Justicia y a los Tribunales 
Colegiados de Circuito, que ahora resuelven asuntos que antes eran 
exclusivamente competencia de aquella. 
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Un procedimiento de esta naturaleza es impugnado indudablemente, antes de 
que haya una resolución definitiva, porque existe una incongrnencia entre la 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y la Ley 
Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 

En cuanto al procedimiento penal este se llevará a cabo siempre qÍ.1e la 
Cámara de Diputados, por mayoría absoluta de sus miembros presentes en 
sesión, declare si ha o no lugar a proceder contra el inculpado (podría ser 
cualquier servidor pt1blico de los mencionados). · · · 

Sanciones 

. . . 

Todos podríamos suponer que una sanción se aplica para qÜe ,sea tomada en 
cuenta por los demás, y éstos sean disuadidos a comete~ los n1ismos actos u 
omisiones, que otros han realizado y, por ello han sido saíÍciÓnadÓs ; . ,· 

':; _'",, :::-;; . .': -·):-:~:'~:-~.'·;,'';),,./:>/.:-:~'::·.:'.'.;: .' .':-,:· 

En el tópico tratado, vemos que las sancione~ s~115¡:;{{1y~~iri;'p·l~~:;X: ··, 
- -._._ --· ;"::~; _:· __ ,., .. _.;::._,' ;- ·,-.. ,,e;\\-,["·:_·:·,:·>.,_,_ 

Destitución del servidor público (ai:tíclilós':iTó'·~~·~:~flfll~fa;'riJ1 {S'de la 
ley reglamentaria). . ··. :o- ':,.\•;,'.(?t::.· •¡:. ':.<·· ... · 

Inhabilitación para desempeñar funciones; .• :~;~~l~~·s, .. cargos o 
comisiones de cualquier naturaleza en 'el . servicio pt1blico. La 
inhabilitación podria ser: mínimo un año,. y máximo veinte años 
(ai1ículos 1 1 O constitucional y 8 de la ley reglamentaria). 

Al respecto, Yaldés señala: " El juicio político es un medio de castigo muy 
limitado, pues no está diseñado para condenar con penas de prisión a los altos 
empicados parásitos o negligentes, ni tampoco a los ladrones y criminales;" ... " 
En realidad, es un procedimiento que tiene como únicas consecuencias la 
destitución del runcionario, y que durante algün tiempo no ejerza otro. Si 
pensamos en algunas de las cosas terribles que han hecho - y las que pueden 
haco:r - algunos individuos a quienes se les presta algo de poder, esos castigos 
son realmente infantiles.""6 Cuando los hay, porque solamente se ha sabido de 
enjuiciamiento de servidores públicos de jerarquía menor, que realmente no 

"'· Op. 1.:'it. Otto, p. IX9 
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toman decisiones por sí mismos, sino que reciben órdenes. Ya se ha hecho 
costumbre y cotidiano saber que existe grave menoscabo al Erario público, sin 
embargo, nunca pasa nada, por cualquier razón simple que. se nos dé 
públicamente a través de los medios de comunicación. En cambio se legisla 
frecuentemente, sobre otro tipo de delincuentes (personas fisicas sin 
investidura alguna), imponiendo penas cada vez mayores, en comparación a 
las establecidas para sancionar a servidores públicos que siguen siendo las 
mismas (mínimas) que hace muchos años. 

Las sanciones impuestas al servidor público, sólo se aplicarán hasta en un aiio 
después de iniciado el procedimiento (artículo 114 ). Es decir que si el 
procedimiento se lleva más de un año, no se aplicará sanción alguna. 
Disposición bastante benéfica, si tomamos en cuenta que en las sesiones 
extraordinarias del Congreso sólo pueden tratarse los asuntos para los cuales 
se haya convocado. 

Temporalidad 

Este Ju1c10 sólo podrá iniciarse , durante el desempeño del encargo 
encomendado al servidor público. de que se trate;· y excepcionalmente· durante 
un año después de su. encargo (artículo 114): 

El fuero 

Es una inmunidad que se da a los diputados y a los senadores. para que el 
desempeño de su encargo sea realizado con plena libertad, sin temor a ser 
sancionados por las declaraciones y/u opiniones expresadas. Aunque mucho se 
ha <1busado de ello ya que, at"m tratándose de una acción delictuosa no hay 
sanción. 

El maestro Felipe Tena Ramirez. nos explica el origen deL fuero: <<Tal 
inmunidad, por cuanto SU destinatario está exento de la jurisdicción COlllllll, 

recibe el nombre de fuero, evocando así aquellos antiguos >pi"ivilegio's que 
tenían determinadas personas para ser juzgadas por tribunales de su clase y no 

171 



por la justicia común. Esta fue la acepción con que la institución de los fueros 
penetró en nuestro derecho patrio como herencia de la legislación 
colonial.>>67 Por ello, son los senadores y diputados quienes deciden si debe 
ser juzgado o no un servidor público de jerarquía mayor. 

La finalidad del otorgamiento de fuero es la siguiente: " Con las palabras. 
transcritas de las obras de dichos constitucionalistas, es dable concluir que la 
intención del constituyente al darle a determinados servidores públicos el 
fuero de que gozan en términos de la propia Constitución, obedece a la 
necesidad de permitir el desemp.::ño de la función pública en forma eficiente, 
impidiendo el seguimiento de diversos procesos penales inútiles en contra de 
los altos servidores públicos, quienes asi verían mermado el tiempo que deben 
dedicar al cargo público de mérito."6~ 

Robustece estas aseveraciones, Ugnrte: 

•• ... Articulo 61, que dispone que: << los diputados y senadores son inviolables por las opiniones que 
manifiesten en el desempci\o de sus cargos y jam::ís podrán ser reconvenidos por ellas>>; esto 
quiere decir que. a pesar de que la opinión manifestada por un representante pudiera constituir un 
delito. no podrú ejercerse acción penal en su contra. ni SÍllLtiera cuando hubiese tem1inado su 
mandato. La inmunidad está prevista en el articulo 109 y consiste en que no se puede ejercer acción 
penal en contra de un diputado o un st:naUor por la comisión de un delito del orden común, salvo 
que su cúmara lo dcsafucrc. El desafuero implica la separación del representante de su cargo; pero 
esto no quiere decir que la cámara juzgue sobre el fondo penal del asunto. A diforencia de la 
irn:sponsabi1idad la inmunidad sólo dura mientras se está en ejercicio del cargo. Si el delito en que 
hubiere incurrido d representante no fuese: común sino oficial .. debe sustanciarse el juicio de 
responsabilidad política u oticinl previsto en c:l Articulo l 1 l constitucional." 

69 

Dicha protección se hace patente cuando el servidor público será juzgado 
penalmente: 

·-. .. que el fuero constitucionnl se presenta tratándose del exigin1iento de responsabilidad penal, 
mediante la promoción de la denuncia o querella que por la comisión de algún delito. se tbnnule en 
contra del individuo que es alto servidor público."'º 

<<El fuero constitucional opera bajo dos aspectos: como f11ero-i111111111idad y 
como fuero de no procesabilidad ante las autoridades judiciales ordinarias 
federales o locales, teniendo en ambos casos efectos jurídicos diversos y 

'·~ C'.·\STILLO Dd V~tlh: Alberto. La defensa jurídica t.lt: la Constitución en México, MC,icu. Herrero. S.A. 
dr.: C.\'. 199-l-. p. :?:!5 
1
•• Op cit. C~1stillll, p. 225 
~" Op. ciL Ug.ar1e. p. 470 
"htcm 
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titularidad diferente en cuanto a los altos funcionarios en cuyo favor lo 
establece la Constitución>>.71 

El fuero inmunidad, prerrogativa que entraña irresponsabilidad jurídica, es 
dable sólo a diputados y senadores. Ya que son inviolables por las opiniones 
que manifiesten en el desempeño de sus cargos. Asimismo el Presidente de la 
República sólo puede ser acusado por traición a la patria y por delitos graves 
del orden común. Este privilegio se traduce en la no procesabilidad ante las 
autoridades judiciales ordinarias federales o locales. 

En cuanto a la no procesabilidad, ésta se traduce en la circunstancia de que, 
mientras no se promueva y decida contra el funcionario de que se trate el 
llamado juicio político, los diputados y senadores al Congreso de la Unión, los 
ministros de la Suprema Corte de justicia, los Secretarios de estado y el 
procurador General de la República, no quedan sujetos a la potestad 
jurisdiccional ordinaria (artículo 108 constitucional). Estos altos funcionarios 
federales si son responsables por delitos comunes y/u oficiales que cometan 
durante su encargo, pero no se les podrá procesar mientras no se les despoje 
del fuero. 72 

La expresión -quitar el fuero- es conocido como desafuero. "El desafuero 
implica la separación del r·epresentante de su cargo; pero esto no quiere decir 
que la Cámara prejuzgue sobre el fondo penal del asunto. A diferencia de la 
irresponsabilidad, la inmunidad sólo dura mientras se está en ejercicio del 
cargo."73 

Una vez que se determina si se enjuicia o no a un servidor público: " ... y al 
procedimiento para dejar en manos de la justicia ordinaria al individuo que 
haya incurrido en responsabilidad penal por la comisión de un hecho ilicito 
(proceso de desafuero, llamado ahora pomposamente como 'procedimiento 
para declarar la procedencia'). Como bien se ve, esta situación es altamente 
deplorable y sin sentido, pues se pretende reformar a la constitución para 
excluir términos clásicos y naturales, a fin de establecer un procedimiento que 
con anterioridad ya existía. Ello le quita seriedad a la reforma constitucional, 
múxime cuando en la exposición de motivos se sostiene que la misma 
responde a un reclamo de la sociedad; en esas circunstancias. debió darse una 
r.:torma que viniese a imponer sanciones más drásticas al servidor público 

~ 1 üp. cit. Ug~1ftc, p. :21(l 
~! ld\!nt. p. ::!::!7 
•

1 
Op. cit. Castillo, p. ::!:?S (derecho constitucio11;1l p. 70 Carpizo Jorge y 1\.l:1drazo Jorg\! ). 
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desconocedor de la Constitución."7~ En este orden de ideas, reiteramos, es 
deseable que no sólo se aumenten las penas corporales y pecuniarias a los 
delincuentes "no servidores p1fülicos de alta jerarquia" (ciudadanos comunes), 
sino también a los servidores públicos, ya que debieran tipificarse como 
delitos graves, el fraude, el robo del erario público, el enriquecimiento ilícito, 
la concusión, etc. Porque como están ahora, favorece precisamente a una 
"clase de personas" si así pudiera llamárseles: Hemos visto que, ya cuando se 
les quiere enjuiciar se encuentran fuera del país. Lo que no sucedía cuando se 
residenciada a algún funcionario, y en caso de que se le juzgara injustamente 
ello le daba la posibilidad de ser propuesto (por su honestidad y su 
profesionalismo en el desempeño de la función pública) para ocupar un cargo 
de jerarquía mayor. además de que se le pagaba indemnización por ese 
enjuiciamiento injusto, y se hacía pública la resolución en cualquier caso. Con 
todas esas ventajas, ellos mismos pedían se les residenciara. 

DECLARATORIA DE PROCEDENCIA 

La declaración de procedencia, sólo se·haril en el tiempo en que se encuentre 
en funciones el servidor público de que' se trate, por ello es ilógica la 
disposición del primer párrafo del artículo 112: la Cámara de Diputados no 
hará dicha declaración si el servidor público que haya cometido un delito se 
encuentra separado de su cargo.-

Es necesario tener claro que, " ... La finalidad de este procedimiento no es 
quitar el fuero al servidor público, sino separarlo del cargo protegido con el 
fuero constitucional, con lo que el servidor público pierde el privilegio que se 
deriva de la función que tenía encomendada y, de esta forma, dejar a la 
autoridad competente en posibilidad de ejercitar la acción penal."75 

-~ Op. cit. Castillo. pp. ::!29 y ::!30 
-, Op. cit. Ju~rcz. p. 107 
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SUJETOS DE DECLARATORIA DE PROCEDENCIA 

Para proceder penalmente
0

,;c::traal~u,nC>s ~érVidores públicos, es 
sustanciar un.· proceso (mal •!!amado) .. ·. é:iec laráción de procedencia. 
individuos se énumeran en el artículo 111 consiiitlcional:. '' ··.. ' 

Diputados y Senadores al Congresode laUnión: > . 
Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nac.ión 
Magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral 
Consejeros de la Judicatura Federal · 
Secretarios de Despacho 
Jefes de Departamento Administrativo 
Diputados a la Asamblea del Distrito Federal 
Jefe de Gobierno del Distrito Federal 
Procurador General de la República 
Procurador General de Justicia del Distrito Federa\. 

preciso 
Dichos 

Consejero Presidente y consejeros Electorales del Consejo Genera.\ del 
Instituto Federal Electoral · · 
Gobernadores de las Entidades Federativas 
Diputados locales .. . .... . /: •·.·~ ,. > ••. 
Magistrados de los Tribunales. SuperiÓres.,.deJustiCia ·dé las Entidades 
Federativas ;"':-:}i;':' , ~ .... 

Miembros de los Consejos de las JtÍdisatÚFas Locales 

Procedimiento 

Presentada la denuncia ya sea por particular o por el Ministerio Público en 
contra de algt'.m servidor público con fuero, se actuará para quitar ese 
impedimento al igual que en el juicio politice ante la Cámara de Diputados. La 
sección instructora practicará las diligencias necesarias para establecer la 
existencia del delito y la probable responsabilidad del imputado. asi como la 
subsistencia del fuero constitucional cuya remoción se solicita. Concluida esta 
averiguación, la sección dictaminará si ha lugar a proceder penalmente en 
contra del inculpado. Si la imputación es improcedente lo hará saber a la 
Cúmara, para que ella resuelva si se continúa o desecha. Para lo anterior, la 
sección rendirá su dictamen en un plazo de sesenta días hábiles, 
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excepcionalmente se ampliará el plazo a 15 días más (artículo 25). Hecho el 
dictamen, el presidente de la Cámara anunciará que está se erigirá en Jurado 
de Procedencia, haciéndolo saber al inculpado y a su defensor, al denunciant·~. 
al querellante o al Ministerio Público (artículo 26). · 

La Cámara de Diputados se erigirá en órgano de acusació·.:i.' E.:isegul.da la 
secretaria leerá las constancias procedimentales y las conclusiones ··:de. la 
Sección instructora. Posteriormente, se dará el uso de _· lá palabra al 
denunciante. luego al servidor público y/o a su defensor. El deminciante podrá 
replicar y, si lo hiciere, el imputado y su defensor podrán hac_er uso de la 
palabra en último término. Una vez retiradas ambas partes, se discutirán y 
votarán las conclusiones de la sección instructora (artículos 20 y 27). 

Si la Cámara de diputados declara que ha lugar a proceder contra el inculpado, 
éste quedará inmediatamente separado de su empleo , cargo o comisión y 
sujeto a la jurisdicción de los tribunales competentes. De lo contrario, 
continuará en su encargo gozando del fuero constitucional; pudiendo ser 
juzgado al término del mismo (articulo 28). 

Respecto a los gobernadores, Diputados a las legislaturas locales y 
Magistrados de los tribunales Superiores de Justicia de los Estados a quienes 
se les atribuyan delitos federales, la declaración de procedencia, se remitirá a 
la legislatura local respectiva, para que en ejercicio de sus atribuciones 
proceda como corresponda y. en su caso, ponga al inculpado a disposición del 
Ministerio público Federal o del órgano jurisdiccional respectivo (articulo 29). 
Tal parece que las legislaturas locales necesitan de la tutela de la Cámara de 
Diputados, en éste caso, para poder decidir sobre un asunto que de alguna 
manera les ataiie. 

Si se juzga al servidor público sin que se haya llevado a cabo la declaración de 
procedencia, a petición de la secretaria de la Cámara o de la Comisión 
Permanente se suspenderá el procedimiento en tanto se plantea y resuelve si 
ha lugar a proceder (artículo 29). En dicha disposición se plasma una vez más, 
que no existe una separación de poderes, ni de funciones; ya que el legislativo 
actúa como órgano jurisdiccional que detem1ina si debe procederse o no, 
antes de que el órgano jurisdiccional lleve a cabo el proceso penal. Tratándose 
de un delincuente común. el Ministerio público "organo acusador", turna el 
caso directamente a un juez. no entendemos por ello la prerrógativa que tienen 
los servidores públicos en comento, de que un órgano intermedio decida si se 
procede o no (da el permiso). 
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Ahora b{en, en una declaratoria de procedencia se sigue el mismo 
procedimiento que en unjuicio político, por ello también será impugnable el 
procedimiento antes· de c¡ue haya resolución definitiva, por no estar apegado a 
la legalidad, segtm se.vio en el juicio político. 

Sanciones 

Declarar si ha o no lugar a proceder contra el· inculpado. Si la 
declaración es afinnativa, éste quedará a disposición de la autoridad 
competente. 

Derivada de la anterior, separar de su cargo al ~~;;ÍcÍór pÓblico 
denunciado. Ello mientras dure el proceso,. ya que;h,al:Íiet1ac{septencia 
absoluto ria podrá reasumir su cargo. .'· '<:.}\;.S? .. :~ .. :.,.·.:.T.-.~;(~'.'.)ri;.U; ': ·· · ·· 

~~~.:-.« 

Aclaramos si la Cámara considera y declara que l'Íci'hti t'iigrif\a'(p~~Cedcr 
penalmente contra el inculpado, se suspenderá todo proc~só~ en tanH>·terlTlina 
su encargo el servidor público. · · · ., ·. · · · · · 

Por lo que hace a la declaración de procedencia hecha a lo·s servidores 
pl'.1blicos de las entidades federativas (tratándose únicamente ·de delitos 
federales), sólo será para el efecto de que se comunique a las legislaturas 
locales, para que en consecuencia procedan. Al igual que en el juicio político, 
tal parece que las legislaturas locales necesitan quien decida por ellas, siendo 
las entidades federativas denominadas "libres y soberanas" (el ténnino 
correcto debiera ser: autónomas). 

SIMILITUDES 

Tanto en la sustanciación del juicio politico, como en sustanciación de la 
declaración de procedencia se siguen etapas idénticas a las de un juicio 
llevado ante un órgano jurisdiccional. Asi los miembros de secciones y los 
diputados en genernl, pueden excusarse o ser recusados, existiendo alguna de 
las causas que señala la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación 
(artículo 34, ley reglamentaria). Cuando haya dos denuncias en contra de un 
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servidor público se procurará la acumulación procesal. Si tal es procedente, se 
formularán conclusiones en un solo documento (artículo 42). Asimismo, 
mediante votación de la mayoría de los miembros, ya sea de las sec~iones o de 
las Cámaras podrán imponer medidas de apercibimiento a las . partes 
procesales (artículo 43). 

Por otro lado, está prohibido tanto a los senadores y diputados que lleven a 
cabo la acusación, como a los que actúen como defensores (siendo diputado o 
senador), aún habiendo ejercido tal cargo y posteriormente renunciado a ello 
(artículo 39, ley reglamentaria). Respecto a votaciones y discusiones se estará 
a lo dispuesto en la Constitución, la Ley Orgánica y el Reglamento Interior del 
Congreso General. como si se tratará de la discusión y votación de leyes 
(votaciones nominales); según lo establece el artículo 40 de la ley 
reglamentaria. 

En el juicio político y en la declaración de procedencia, los acuerdos, las 
declaraciones y las resoluciones de las Cámaras, se harán en sesión pública, 
excepto cuando se presenta la acusación o cuando el interés general o las 
buenas costumbres así lo requieran (artículo 41 ). Estos resultados, se harán del 
conocimiento, según el artículo 44: · 

De la Cámara a la cual pertenezca el acusado, siempre que .ésta no haya 
sido quien dictará la declaración o la resolución . 

De la Suprema Corte de Justicia de la Nación si se trata de algún 
integrante del poder Judicial Federal o bien se hará saber al.: Ejecutivo 
para los efectos legales procedentes y para la publicación en .el'biario 
Oficial de la Federación. 

Si la declaratoria se refiere a gobernadores, diputados. iocales y 
Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales, se 
notificará a la legislatura local respectiva. 

Recordemos que el hacer pública una resolución, sobre todo en el Diario 
Oficial de la Federación, es una reminiscencia del juicio de residencia ya que 
era obligación de los jueces de residencia hacer públicas, las resoluciones de 
todos los servidores públicos residenciados y poner a disposición del público 
el expediente de dicho juicio. De lo contrario se les sancionaba 
pecuniariamente (Capitulo 1, España). 
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Otros procedimientos 

Dado que los servidores públicos pueden incurrir en: faltas civiles y 
administrativas, así como en delitos. Que anteriormente se acumulaban y se 
resolvían en el juicio de residencia, hoy se sustancian.ante tribunales distintos, 
según la materia de que se trate. 

Para juzgar a cualquier servidor público en el orden civil, ·no se requiere 
declaración de procedencia. El procedimiento se llevará a:· cabo de acuerdo a 
las leyes aplicables. 

Tratándose de denuncias penales hechas a servidores públicos (de los 
mencionados en el artículo 111 constitucional), es imprescindible la 
declaración ele procedencia. El procedimiento se llevará a cabo de acuerdo a 
las leyes aplicables, y si el delito es patrimonial y/o se obtiene un beneficio 
económico; lns sanciones deberán ser de acuerdo al lucro obtenido y los daños 
y pe1juicios ocasionados. Así las sanciones económicas no podrán exceder de 
tres tantos de los beneficios o de los menoscabos ocasionados (artículo 1 1 1 
constitucional). Esto último también es una reminiscencia del juicio de 
residencia ya que si los servidores públicos obtcnian un beneficio económico 
debian resarcir el daño triplicándolo a la hora de devolverlo (intereses), 
(Roma). Ahora, sanción rebasada por los beneficios que se obtienen. 

En cuanto a quejas y denuncias administrativas, hechas por usuarios cuando 
haya incumplimiento de las obligaciones de los servidores públicos y sus actos 
u omisiones afecten la lcgalidacl, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia 
que deban observar en su empleo, cargo o comisión. En cada unidad 
administrativa habrá unidades idóneas para ello (generalmente contralorías 
internas, bajo los lineamientos que establezca la Secretaría de lu Contraloría y 
Desarrollo Administrativo). El procedimiento será disciplinario, hubiendo 
sanciones que van desde la amonestación, hasta la destitución o inhabilitación 
que podrá ser de un año hasta 20 uños , dependiendo del lucro o de los daños y 
pc1juicios ocasionados (en razón del salario mínimo vigente en el Distrito 
Federal). El procedimiento lo sustanciará la SECODAM, su resolución podrá 
ser impugnada ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Quien haya siclo inhabilitado por más de diez años, podrá volver a ocupar un 
cargo público, si el titular de la clepcnclencia a la que pretenda ingresar 
informa a lu SECODAM de ello. De lo contrario, el contrato o nombramiento 
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quedará sin efectos y ·el titular omiso incurrirá en responsabilidad 
administrativa. 

Para inhabilitar a servidores públicos que hayan sido nombrados por el titular 
del Poder Ejecutivo, se requiere autorización de éste; asimismo de la Cámara 
de Senadores o de la Comisión Permanente (en receso de aquel) si el 
nombramiento fue ratificado por dicha Cámara, en términos de la Constitución 
Federal (artículo 64 LFRSP). No es acorde la denominación del 
procedimiento "disciplinario", si la SECODAM no puede impóner ta medida · 
disciplinaria, sin anuencia previa; tratándose de funcionarios como el 
Procurador General de la República, Secretarios de Estado y Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. · 

1.2. Responsabilidad política 

Resulta dificil ceñirse a criterios diferentes, puesto que nos hemos formado 
un criterio propio de la manera de exigir o establecer responsabilidad a los 
servidores públicos en nuestro país. Sin embargo, no es deleznable tomar en 
cuenta la manera de exigir responsabilidad en otros países, sobre todo si 
pensamos que la nuestra es el producto de diversas corrientes de pensamiento, 
así tenernos: 

<< No existe criterio universalmente válido sobre lo que constituye la acción política. en distinción 
de otros tipos de acción social. Se denomina "político .. a algo. cuando se piensa que se halla 
rc:lacionado en fonna particulnm1entc intensa con los intereses de la comunidad. De acuerdo con In 
propia estimación de sus necesidades (que no sicmpn: coincide con sus necesidades ··objetivas .. ). 
cada in<lividuo. grupo o clase dominante desarrollar;;\ el criterio scglm el cual los netos reprensibles. 
si son lo suficicnh::tm:ntc graves. rcqucrirón de la acción pública.>>u' 

·· ... No puede aseverar la existencia de una cuestión política o de una acto de gobierno. Estos 
conceptos. cualesquiera que sean los raciocinios que sc aduzcan respecto a la índole de tales actos. 
"h:scansan en el conocimiento de que o bien el gobierno no desea que se discutan en público los 
hechos y sus implicaciones. o bien que los tribunales pasarían apuros para hacer obedecer sus 
\'Cri.:di1.:tos en contra de un gobit:rno scrian1entc n:calcitrante. pero afortunadamente para el juez 
criminal y la comunidad a la que sirve. lns situaciones conflictivas se han estrechado al mínimo y 
tratado como historia. antes de serle sometidas. Pertenecen a segmentos del pasado de un conílicto 

... Op. 1.:it. Otto. p. 25 
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aún presente, lo que le permite hacer caso omiso de sus clen1entos actuales y tratarlo 
exclusivamente como acontecimiento pasado:•17 

Es deseable y recomendable que 
cabalmente con su mandato: 

nuestros servidores públicos cump tan 

•• ... , el político ya no es el hombre que gobierna, conduce, a la sociedad civil, sino un técnico que 
g'---stiona. que ndministrn recursos. entre los cuales se encuentran lns voluntades de los nacionalcs."7

K 

•·Establecer un régimen adecun<lo de responsabilidad para aquellos que desempeñan una función 
pública, ha sido unn preocupación constante de todo Estado, pnra evitar el abuso del podcr.''71J 

Se encuadra la responsabilidad politica cuando un servidor público perjudica 
de algún modo los intereses públicos. La mayoría de los autores coinciden en 
llamarla responsabilidad oficial. 

El artículo 74 frac. V, faculta a la Cámara de Diputados para acusar a los 
funcionarios públicos ante la Cámara de Senadores, por la comisión de un 
delito oficial. El acto de acusación debe ser aprobado por la mayoría de votos 
de los diputados presentes; se aplica la regla general sobre quómm de votación 
al no prcvcerse en la Constitución una mayoría calificada sobre el particular. 
Así, la Cámara de Diputados act(ta como fiscal. En la misma fracción se 
faculta a ésta Cámara, para desaforar a los funcionarios que gozan de este 
privilegio, por la comisión de un delito del orden común. El desafuero debe 
st:r aprobado por la mayoría absoluta de votos del número total de diputados.80 

Dicho articulo tiene relación con los artículos 11 O y 1 1 1 constitucionales. 

Ugartc refiere al respecto: 

·· Es impropia la expresión que utilizan la fracción V del Articulo 74 y el Articulo 109, en el 
jt:ntido de que In Cámnrn de Diputados se erige en gran jumdo, pues el desafuero 110 implica que se 
pn:juzguc sobre la responsabilidnd penal dd funcionario. es decir, no es un acto jurisdiccional sino 
administrativo, consistente en separar de su cargo al funcionario para que sea un juez del orden 
común quil!n conozca el proceso y dicte en su caso la sentencia correspondiente. 

Si la sentencia del juez es absolutoria y el funcionario cst¡\ en ticn1po de reasumir el cargo. lo podrá 
hai:cr. ya que no hay ninguna disposición constitucional que le niegue ese dcrccho:·" 1 

Op. cit. Ottrn, p. l 19 
~.- PEZA. ~tu1lo1: C';.mo. JosC: Luis Oc l<1. "Politic.;1: ,",ciencia o prudencia'! .. ; Revista c..lcl Instituto de la 
Jt11..li..:;11m;.1 F..:dcr.;11. ;\lé\.ico, ~o. 1. diciembre 1997 a junio de 1998. Thcmis. p. 38 
-., Op ..:1l. 0..;llllllll, p. ~56 
.~ .. Op. ci1. Ug.;ir11.:. p . .t 7 J 
'

1 ldl..'111. 
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Precisamos que actualmente es el artículo 11 O el que alude a la Cámara de 
Diputados, como jurado de acusación. 

El presidente de la República debe ser responsable de todos sus actos de 
gobierno. "En una repüblica presidencialista es él quien debe tener la mayor 
responsabilidad precisamente por la importancia de sus funciones y la 
trascendencia de sus acciones, en. perjuicio o beneficio de la población. La 
primera responsabilidad del presidente es respecto de la población a la cual 
debe servir como su principal y más leal empleado. Por lo tanto, debe ser 
castigado por actos claramente contrarios a la autoridad del pueblo que es su 
patrón natural y su mandante original, ... "8~.Como suponemos sus actos son 
apegados a lu legalidad, no vemos porque tengu que omitirse su 
responsubilidad politica y hacerse minima lu responsabilidud penal. Además 
es él quien debe ser ejemplo de honradez y excelente desempeño en las 
funciones que le han sido conferidas por el pueblo. 

2. Ley Federal de Responsabilidad ele los Servidores Públicos 

Se trata de la ley reglamentaria del Título Cuarto de la Constitución, cuyos 
antecedente son: la Ley de Juárez de 1870 y la Ley de 1896 a las que se hizo 
referencia en el capítulo cuatro. Es importante señalar que se reformó la 
Constitución al respecto: 

·· El 20 de ago:->to de 1928 se pub1icn la primera refomia a la Constitución de 1917. en lo que toca a 
las responsabilidades de los funcionarios públicos, y se introducen nuevas confusiones sobre el 
tt:ma. 

En esa n:fon1m se establecía que el Senado juzgaría de tos delitos oficiales previa acusación de la 
Cúnmr;1 de Diputados. Pero adcn1ús se .sei\nlnha que el Congreso de la unión expediría una ley de 
n:~ponsabilidadi:s dctcn11innndo como delitos o faltas oficiales todos los actos u omisiones que 
pudil:ran rcdundnr en perjuicio <le los intereses públicos y del buen despacho. aun cuando hasta 
cnto1h:c:, no hubh:ran tenido canl.cter delictuoso~ y que estos delitos o falta~ serian siempre juzgados 
P('r un jurado popul;tr." )!\ 

A éstas se suman: la lt:::y de febrero de 1940 y la Ley de responsabilidades de 
1979. La primera contempló por primera vez la figura << ... del 

"~ Op. t:it. ValdC:;, p. 180 
"

1 
ldcm. p. 101 
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"enrique.cimiento inexplicable", pues con él se pretendía que cualquier 
funcionario durante el tiempo de su encargo o al concluirlo, podía ser sujeto 
de investigación en su patrimonio, incluido el de su cónyuge, si éste excedía 
notoriamente sus posibilidades económicas, presumiéndose con ello su 
actuación inmoral en el servicio público. El enriquecimiento inexplicable se 
estructuró como delito formal y no por resultado, con figurándose éste lisa y 
llanamente por la falta de explicación o justificación de la riqueza del servidor 
público.>>84

• Recordemos que en la Nueva España se enjuicio al virrey Juan 
de lturrigaray por ello, sin que aún se le considerara expresamente 
enriquecimiento inexplicable, pero si tácitamentc85

• La segunda, " ... establecía 
que los funcionarios y empicados de la Federación y del Distrito Federal, eran 
responsables de los delitos comunes y de los delitos y faltas oficiales que 
comt::ticran durante su encargo o con motivo del mismo, así como los 
senadores y diputados al Congreso de la Unión, los ministros de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, los secretarios de despacho y el procurador 
general de la República. 

Además, establecía que los gobernadores de los estados y los diputados a las 
legislaciones locales, eran responsables por violaciones a la Constitución y a 
las leyes federales, por los delitos y faltas tipificadas en esta ley."86 

Ya entonces se erigía en jurado de acusación y en jurado de sentencia, la 
Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores, respectivamente. Asimismo, 
la ley establecía que los funcionarios que no gozaran de fuero, se les juzgara 
por un "jurado popular", el cual a pesar de los esfuerzos legislativos para 
arraigarlo en nuestro sistema jurídico, nunca ha operado con eficacia. 87 

En esta ley aún prevalecían los fines que tenía el juicio de residencia ya que se 
investigaba el enriquecimiento ilícito, sin mayores requisitos según lo señala 
Osornio: 

" También se regulaba la investigación del pntrimonio de los funcionarios y empleados públicos, 
cuando se presumía funda<lanlcntc el enriquecimiento inexplicable, si la riqueza detentada por el 

·'"' OSORNIO. Corn:s Fr:mcisco Javi\.·r. ,·\spcctu."juridicos de la ndministrnción financiera en México, México, 
U~r\\t. Instituto Je in\.estigacioncsjurid1i:as, 1991. p. 264 
·~ AN'N.-\ Timuthy E. t.;, caida del gobicrno csp:.u,ol en la ciudad de México. Tr. Carlos Valdés. MC.xico, 
Fnndo de cultura ccunómica, 1981. p.7-l sd\al;1: ··Cuando lo derrocaron, se descubrió que poseía más <.k dos 
millonc:; de pc:-.os en joyas y cn ohjctos de plata, además de depósitos por mús de 400 mil pesos en el Tribunal 
1.k Mina~. Fue un esi.:an<.falo genuino, porque Cl ganaba 60 mil pesos alª''º y no se suponia que podfa obtener 
gan;.1ne1as pcr~unak'.'.t cn su puesto. Esto 1w era un secreto ... " Aunque se le acusó de P'-""Culado y traiciún. 
'" 1'.km. pp. :!ti-l y ~(15 
'~ ldcm. p. 265 
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servidor plsblico o por interpósita persona. sobrepasaba notoriamente a sus posibilidades 
económicas. tomándose en cuenta sus circunstancias personales y a la cuantía de dichos bienes. En 
este caso, el ministerio Público, fuese de olicio o por denuncia, investigaba la procedencia de dichos 
bienes, cfectuñmlose el aseguramiento de aquellos bienes cuya legitima procedencia no hubiese 
podido justificar debidamente el funcionario o empleado investigado:· 88 

Posteriom1ente se hizo obligatorio para los servidores públicos de cierto 
nivel, hacer declaración patrimonial al tomar un cargo público, anualmente y 
al finalizar su encargo. Claro que está declaración es recibida de buena fe, ya 
que nunca se investiga si la información proporcionada por el servidor 
pl'.1blico, es real. 

En los ordenamientos anteriores, se consideraba la responsabilidad sólo de los 
altos funcionarios <le la F.:deración y a los de los Estados. Es hasta la de 1982 
que se" .. considera que no debe hacer diferencias de ninguna especie y deben 
estar sujetas a responsabilidades, en el desempeño de su función, cargo o 
comisión, en igualdad de condiciones, todas aquellas personas que participan 
del ejercicio de la función pública, sin importar su rango o jerarquía."H9 

En 1982 se reformó la Constitución política y enseguida se emite " .. la Ley 
Federal de Responsabilidades, en donde el gobierno estableció - en el artículo 
2º - que sólo era aplicable a los servidores públicos mencionados en los 
párrafos primero y tercero del artículo 108 de la Constitución que son los que 
no mencionan al presidente. La disposición dice: "son sujetos de esta ley; los 
servidores públicos mencionados en el párrafo primero y tercero del artículo 
1 OS constitucional y todas aquellas personas que manejen o apliquen recursos 
económicos federales." Esto quiere decir que el presidente de la República; a 
di fcrencia de los otros servidores públicos, puede cometer cualquiera de esos 
actos."'>º · 

·· A partir de 1982 se puede distinguir con prec1s1on los cuatro tipos de 
responsabilidad en que pueden incurrir los servidores públicos, habiéndose 
establecido la autonomía de los procedimientos respectivos: política, penal, 
administrativa y civil."91 

'' Op. cit Anna, pp. 265 y 266 
,., ldcm. pp. 26ú y ~67 
•
111 Op. cit. ValdCs. p. 107 
·n Cir\RC'lt\, R<1mircz Scrl!io (courdina1..lor). Los valores en el di.:n:cho rm.-siánico. Una apro.ximación. 
\1~\i¡,_·o, UNAl\.l Fondo de-cultura económica, 1997, p. 2:!7 
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2.1. Servidores públicos 

Osomio nos señala de que frases históricas deriva el vocablo de servidor 
público: 

<< El concepto de .. servidor público", consagrado en el titulo cuarto constitucional, encuentra sus 
mús rcmoms raices en los albores de nuestra lucha independentista, pues su significado moderno 
parece partir del pensamiento de More los, puesto que el Congreso de Chilpnncingo de 1S12 le 
otorgó d titulo de Alteza al insurgente, mismo que no quiso aceptar, tomando con modestia el titulo 
de ··siervo de la Nación'".>>'>:? 

El Código Penal Federal en su artículo 212 párrafo primero, establece un 
concepto ele servidor público: 

"... es servidor público toda persona que desempeñe un empleo, cargo o 
comisión de cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal 
centralizada o en la del Distrito Federal, organismos descentralizados, 
empresas de participación estatal mayoritaria, organizaciones y sociedades 
asimiladas a éstas, fideicomisos pifülicos, en el Congreso de Ja unión, o en los 
poderes Judicial Federal y Judicial del Distrito Federal, o que manejen 
recursos económicos federales ... " 

Asimismo el Código Penal Para el Distrito Federal señala en su artículo 256 
una definición: " ... es servidor público del Distrito Federal toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en Ja 
Administración Pública del Distrito Federal, en la Asamblea Legislativa del 
Distrito Federal y en los órganos que ejercen la función judicial del fuero 
común en el Distrito Federal." 

Los conceptos anteriores son similares y enfatizan que se trata de una labor 
que se realiza en los organismos públicos, por ello se les denomina servidores 
públicos. 

" La reforma de 1982 buscó precisar el concepto de servidor público, para 
evitar omisiones - antes se hablaba de altos funcionarios, sin especificar 
quiénes eran -. El solo cambio de la denominación de funcionario por servidor 
ti.te importante, ya que este concepto lleva implíc_it_a Ja idea de servicio, 
esencial en la administración pública, que no sólo implica el desempeño de la 

•i: op. cit. Osornio, p. 259 
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función, sino la mística a la que se hacía referencia previamente."93 Es 
necesario que el actuar de los servido.res públicos este sujeto a revisión y 
sanción: 

--...• la ligura del funcioriario p~blico· que puede actUar n Voluntad, es decir. sin que su deciSión sea 
sujeta a revisión por u~1a instancia superior _o diferente~ ... "9"' ., la anarquía de nuestra _burocracia 
existe desde la épocn colonial y ~reció constantemente hasta convertirse en uno de los m{1s grandes 
problemas de la administrhción públicn."115 

Es importante señalar que a la función pública, Osornio la establece asi: 

<< Al respecto, hemos señalado ya en otro lugar que·· la función pública no es un privilegio, ni un 
botín ... Implica la rcsponsnbilidnd del íuncionario por servir n la sociedad que mantiene y sostiene a 
un gobierno determinado. La función pública es, finalmente, una de las más elevadas 
responsabilidades sociales.">>% A mayor abundamiento, << De ahí que el servidor público, 
reiteramos. por 1a naturaleza de sus funciones y su contacto con In ··cosa pl1blica'\ tiene n1ayor 
obligación de cumplir honesta y cabalmente su función.>>1)7 

A mayor abundamiento Fcrnández, enfatiza: 

•· ... la función pública es una actividad esencial del Estado, y como tal, indeleg~~le.1:' ~tras personas 
públicas o sociedades de Estado. y mucho menos conccdiblcs a pnrticulnres.:·"~·::_;:;:·.::~:/~ - ·. 

1·_:. 

Pero el Estado como ente abstracto, tiene que actuar. a fravés de ·persÓnas 
físicas para materializar sus actos de gobierno y la prestaC::'ión de:sei-Viéios a 
los ciudadanos que representa y sirve. · :::;-.·/,·:. :,,.:: · · , · 

.. 
·· .... el servicio público es la labor de carácter tecnico qúe la nd~inistrnción pública· renli~n por 
medio de sus órganos centrales o descentralizados - o a través de. personas p~i~adas. ·qu~ 'áper~·n_ ba)o. 
el régimen de concesión-, con miras a satisfncer pemmncnte, regular, .continL~~.- -.:.uni~onne y 
adccuadamcntc. una necesidad colectiva de interés general, con sujeción a un réYin~en cspCCitic~ de 
dcn.~cho público:· '11

' • • 

<<La primera frase del articulo 108 de la Constitución. empieza por llamarlos a todos .~~~ervi~orCs 
públicos ... pero inmcdiatamcntt: dcspuCs establece una distinción: los comunes.y col!ient~s so'n los· 
inferiores y se les llnmn empleados. los superiores se llaman ••funcionnrios... · · ' · 

Entre éstos. a su vez. hay diferencias. Los m¿is importantes son los que están menCio_n:idÓs en t:I 
articulo 111 de la Constitución Fcdeml. Éstos son los protegidos. A diícrencin de todos.los detnns 

•n Op L'it. García. p. 22h 
''" Op cit Molin:.1. E~tructura del poder ... p. :!X 
'" Op.cit. Fern:im.lc7, pp. 7J y 74 
'"• Op. cit. 0:--ornio. p. 25~ {Osornio Corres, F. Ja\·ii.:r ... Nuevo niarco constitucionardc responsabilidades de 
.11~1s s"'·rvidori.:s púhlicus'". en Bases constitucionnl!!s de la renovación nacional, México, Pornh1, l 987. p. 5). 

ldcm. 
'
1

' FERSA~DEZ. Ru11 .• Jorge, El EstaJo cmpn:sario. MC:.xico. UNAtvt. 1982. p. 213 
.,., ldcm. p. ~ 16 
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empleados y de todos los demás habitantes de este pals, no se puede proceder penalmente contra 
ellos por ningún delito, sin permiso de la Cáma.ra de Diputados.>>100 

· 

Actualmente a todos se les .denomina servidores públicos, aunqúe hay quienes 
sólo pueden ser enjuiciados penalmente con aprobación de la Cámara de 
Diputados. · · · · · · · · · · · · · 

El fenómeno de la cmrn~~ión. 

En tiempos remotos, como en• la actualidad el hombre ha querido t~ner. poder 
y riqueza para dominar a los' qÍ.le no lós tengan o los pose~n:,er1 n~agnitud 
inferior. Para obtenerlos no impórta el costo moral qtie ha.ya que ci.ibrir;· según 
hemos visto. 

Así, tenemos: 

<<ROBERT KLITGAARD señala que In" ... co~peión consiste en.éL~al.:uso de uncargo o 
función con fines no oficiales y se exterioriza con algunas de las siguie~lt:s situaciones: 

. el soborno; 

. la extorsión; 

. d tráfico de influencias; 

. el nepotismo; 

. el fraude; 

. d pago de dinero a los funcionarios de gob,iemo para acelerar el tránliie-de.un. asunto comercial 
que corresponda u su jurisdicción. y -
. el dcsfoko .. :· 101 

Hacer algo que se tiene prohibido o bien dejar de hacer aqui::llo de lo que se 
tiene obligación redunda en perjuicio de la función pública. 

En nuestro país se reconoce, formalmente, que existe "enriquecimiento 
inexplicable" en la ley de febrero de 1940. Esta ley de responsabilidades, 
evolucionó y hoy es la ley de 1982 como ya .hemos seiialado. El 
enriquecimiento inexplicable, sólo podía darse porque había conductas 
indebidas cuya consecuencia era la del aumento de la riqueza, sin que hubiera 
inversión previa o bien trabajo acumulado. 

1
'"' Op. L"it. \'aldc.'.·~. pp. 31 }' 38 

101 \\'AINSTEIN. :\tario (coordinador). Auditoria temas scleccion;ulos, Buenos .Aires. Macchi. 1999. p. 79 
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Hoy se le denomina, al efecto de esas conductas, enriquecimiento ilícito. En la 
legislaciórí penal .se le conoce como concusión, peculado. Y en el lenguaje 
coloquial "corrupción'~.~ · · 

Osornio señala que se tia tratado de .tener soluciones. o medios de.control para 
contener dichci fenómenó: 

·· Por lo que el punto de partida de estas refomms es el reconocimiento crítico de In existencia de la 
corrupción en In vida nacional y trntar de inducir a travCs del proceso de renovnción· moral por vía 
del derecho y prevención. el control de la misma. En donde la corrupción es atacada d<: mancrn 
globnl. a través de instrumentar medidas preventivas }' correctivas, que pueden tener mejores 
efectos, en vez (de) resolverlos con medidas represivas cuyo alcance es limitado y dificil de 
evalunr:•IO! 

Sin embargo, a decir de José Elías Romero Apis, " El combate a la corrupción 
implica un desafio mayor. Se enfrenta a las seducciones del dinero, del poder, 
de la comodidad y de la vanidad. Se enfrenta a los estancos de riqueza 
generada a partir de hechos tan inquietantes como que el dia de hoy el oro vale 
tres veces menos que la cocaína. Y debemos subrayar que el narcotráfico es 
una sola de las 150 o 200 especialidades más conspicua de corrupción en el 
acontecer contemporáneo'". Además puntualiza su origen: 

·· ... por otra parte proviene de factores de ineficiencia, que se presentan a partir 
de circunstancias como el tamaño de las instituciones y sistemas 
correspondientes. la penuria presupuesta! a la que han sido condenadas, la 
insuficiencia de los sistemas de profesionalización del servicio público, la 
deficiencia en los sistemas de equipamiento, la carencia de sistemas de 
organización y control y la ausencia de cBolíticas de funcionamiento y de 
métodos de trabajo modernos y prácticos. " 1 3 

Es trascendente hablar del fenómeno de la corrupción puesto que, este estudio 
de alguna manera (directa e indirecta) se relaciona con ella. Al respecto 
Molina Piñciro hace la siguiente precisión: 

<< l. La h:gitimación social de In corrupción administrativa. entendida como enriquecimiento 
incxplicabh:, tanto por quienes <.lan (püblico). como por quienes reciben (funcionnrios y empleados 
que intcrvit:nc en los procedimientos administrativos y en las tomas de decisión. en las distintas 
instancias y jerarquías). En muchos casos esta actitud no sólo legitima las desigualdades sino las 
co1l\'icrtc en una conducta de plausibilidad y pr~stigio social. considerándose como un canal normnl 
de 1110\ ilidad y n:rtical asccndt:ntc. sobre todo para lo:; altos funcionnrios. 

1"! Op. cit. \\';.1in'itcin, p. 267 
111

-' ltOi\.IERO Al'IS, José Eli;is, El <lcs;llio <li.: lajusticht. ~léxico. :\·1ig.ucl Angel Pomh1, 1001. p.155. 
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... 3. Ln com1pción es una fom1a reciproca de control entre el poder político y el económico. Lo que 
permite la estabilidad del sistema y la movilidad pacílica de su élite política, preservándolo así de 
cualquier forma de gobierno dictatorial u oligárquico y generando la autonomía de la élite, ya que 
debido a ella. la élite politica en su desplazamiento no afectará los intereses de los íactores reales de 
poder económico. político o social. lo que la convierte. en cierta medida, en una ••autoridad 
anónima".>> 10

" 

•· ... la corrupción ... ella es producto de dos circunstancias que se interrelacionan: una de carácter 
político y otra de índole técnica. Según esta segunda tesis, la corrupción l!S un problema 
prioritariamente de organización y está se tcm1inará por medio de una refonna ou.lminis.tmtiva que 
tecnifique y racionalice el aparato burocrático. planificando su funcionamiento y opcracionalizando 
medidas de control a los acto" administrativos de los emplendos y funcionarios públicos, tcndt:ntes 
a c\'itar y corregir las desviaciones del modelo racional establecido. 

•• ... como mecanismo de control político. ésta es producto de una serie de conductas socialmente 
;:1ccpta<las, entre ellas, la :,oluc1ón cxtrnjuríúi'-=a di.! accione:... jurídicamente sancionadas:· 1º' 

·• 6. La corrupción puede ser a veces un medio para conseguir metas políticas. Puede ser un 
111ccanismo para comprar lealtades políticas."'º" 

Los ciududanos por pocu info1mución que tengan a su alcance, perciben la 
corrupción que se da a su alrededor; aunque todos los políticos cuando hacen 
campaña prometen erradicarla, ésta permea el desarrollo nacional. 

...... Pero la mejor explicación del enojo actual se encuentra, creo yo, en la corrupción política. La 
politicn nunca ha sido, ni será probablemente • inmaculada, y la corrupción política no es nada 
nuevo. Pero la avaricia y In corrupción han llegado a ni\'clcs sin precedentes. En realidad, la 
corrupción política ha llegado al punto en que corrompe a la política.'' 

<< ... Ln corrupción sólo se con\'icrtc en corrupción cuando los seres políticos llegan a la etapa de 
difcrcnci:tción estructural que hace surgir - en palabras de ivlax \Vcbcr- una burocracia ºlcgal­
rncional ... En particular, la corrupción sólo se convierte en tal cuando un servicio se convierte en un 
.. servicio público'· (prestado por funcionarios electo:; y/o funcionarios plíblicos en In nómina del 
Estallo) que d;.1 a los ciudadanos el derecho n recibirlo gratis.>> ... << Sin embargo. cmmdo si se 
1.1plica correctamente el cnli ficativo de "co1TuptosH. entonces presenta dos aspectos. Por unu parte 
tenemos políticos y funcionarios civiles que se prestan al soborno. a los que se ·~compra .. para que 
hagan o no hagan algo y. por otra. tenemos políticos que extorsionan por dinero para sus carreras 
politicas y que, en el proceso. roban además para sí mismos.>> 107 

Las soluciones a este problema se han dicho infinidad de veces. en diversos 
lugares, sin embargo; continua siendo la panacea que usan líderes políticos 

111
-i Op. cit. ~lolina. Estructura del podi:r .... pp. 32 y 33 

ins ~IOL.l:'\:A, Piilciro. Luis J .• Aportes para una teoría del gobierno mexicano, México. Instituto de 
lnn::-;tigai..:iuncs JuriJic.is· U;'\JA:'\t, 1983, pp. 187 y 1 SS 
'''" Op. cit. \\'ainstcin. p. SJ 

1
"

7 S:\RTORI Gio\'anni. lngcnicrÍi.l constitucional comparada, i\.h:xico, Fomto de cultura económica. Tr. 
Reyes ~laZ?oni Robcno. segunda reimpresión, 1996, pp. lfil y 16::! 
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para formarse una "imagen". Conseguido el fin, se olvidan de ello o bien sólo 
publicitan paliativos intrascendentes. 

<< ... a medida que se debilita la ética, las tentaciones aun1entan porque llegan anlt: nosotros 
continunmcntc y en cantidades asombrosas. Un ejcn1plo entre n1uchos es el dinero del nnrcotráfico. 
~luchas precios deben ser controlados (los precios de las medicinas, los precios de los servicios. 
etc.) y c<lsi una infinidad de artículos requieren pcm1isos, regulaciones, inspeccione. Las 
oportunidades de soborno y extorsión son igualmente, por lo mismo, casi infinitas. En parte, este 
dinero sucio es ··uincro necesario .. para cubrir el costo de poder ser elegido. pero en parte también 
llenan los bolsillos de quienes otorgan los permisos. 

¡,Cómo puede contrarrestarse la corrupción en In política'! Ciertamente. el costo de la política puede 
y debe reducirse. Es posible limitar algunos gastos electorales. Cuanto mñs pueda hacerse pura que 
el Estado se retire de las áreas cxtrnpolíticas. menores serán las oportunidades y las tentaciones de 
¡¡, ~orrupción politic~. :\dcm:l..;;: dehen endurecerse l<l<i sanciones e imponerse controles 
verdaderamente efectivos. Es fácil proponerlo y decirlo. Pero la corrupción y la avaricia se 
perpetúan a sí mismas. Se necesita una violeta sacudida. y por fortuna. ésta se avecina. El velo que 
ocultaba la corrupción hn sido quitado. En In actualidad se la hn expuesto y ha producido un gran 
descontento. De hecho. el clamor actual es contra la corrupción.>> 108 

·• Es imposible quizás climinnr la corrupción encarcelando ocasionalmente n nlglin responsable, 
pues si no se dcstn1ye la organización entera y los factores que la permitieron, se reorganiza. " 1º'J 

Por ello se ha perdido la credibilidad en las Instituciones Públicas. Es 
necesario tener soluciones reales: 

·• El desafio no es menor porque hoy en día existen muchos mexicanos - al igual que sucede en 
nmchas otras sociedades~ que no creen en la legalidad y en la justicia como valores esenciales de la 
vida. Otros más que 110 confian en que las soluciones. por buenas que parezcan~ surtirán efecto si se 
operan desde el Estado. 

Por d~o es importante tomar en cuenta todas aquellas propuestas de que las instituciones adquieran 
las d1111cnsion..:s que corresponden con sus requerimientos, que se articules orgñnica y 
funcionalmente; llllC se establezcan los procedimientos internos que propicien una calidad unifonnc 
y ordenada, qw: si: fortakzca el sistema de control. que se o.ctualiccn lo.s non1ms obsoletas y 
anticuad<is, llUt: se revi..:rta el desprestigio global di: las instituciones. que se avtrncc en la 
profosionalización d\:I ser\' ido público, que se instauren estructuras contemporáneas y novedosas. 
quc sc mejore la atención a la ciud~tdnnía; que los servicios a la comunidad sean mtls amplios y con 
rnayor ,·inculación con ella. que sc enfatice en el entorno preventivo de la corrupción y no sólo en 
su ca:.;.tigo: llUC se pn.!\·ca el horizonte de un nmyor orden administrativo, que se impulse la 
mod~mi:taciUn tecnológica. y que se privilegie;: la calidad profesional y moral de los cuadros 
dircCll\ o:-;." 110 

Existen instituciones que luchan contra la corrupción, sin embargo, no ha 
habido resultados suficientes y trascendentes por ello, es indispensable que 

1
'" Op. cit. Sanori, pp. 16~ y 16.3 

1 '~ 1 Op. i:it. \\"~instcin, p. S1 
1111 Op. cit. Romero .-\pis. pp. 155 )' 56 
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haya un organismo autónomo que satisfaga esta .necesidad imperante con ello 
se lograría, a decir de Romero Apis una gama importante de beneficios, entre 
ellos: 

Cancclarin que In autoridnd no fuera juez y parte 
Cancelaría In impunidad y el proteccionismo 
Despolitiznria In lucha contra In corrupción 
Impediría la creación de cotos de poder 
Cancctarfa In pugna entre poderes pítblicos 
Evitaría agresiones y represalias de grupo 
Revaloraría la posición ciudadana sobre In burocrática. 
ltnplcmcntarin una cultura de ética nacional 
Articularía y promovería una cultura de valores y fomentaría In legalidad 
ivlcjornria la inmgcn internacional del país. 
Gt.:m:raría una m;;1yur '-.'.unfiabilidad a las acciones por emprender 
Privilegiaría la interlocución con la sociedad 111 

Mucho más podríamos decir acerca ele éste tópico, sin embargo, reiteramos y 
hacemos hincapié en que el juicio ele residencia se instituyó para evitar que los 
magistrados recibieran dádivas, presentes o donaciones. Es importante aclarar 
que Grecia f'uc la primera civilización, que utilizó el término "magistrado" 
para señalar al individuo que fomiaba parte de la Asamblea - organismo 
político -. Es por ello que antiguamente se denominó al presidente de la 
república "supremo magistrado''. Claro que éste término se confundió en 
Roma, y en principio se aplicaba a los jueces y magistrados, entendiendo por 
ello al poder judicial. Posteriormente se hizo extensivo a todo tipo de 
servidores públicos. 

3. Sanciones 

Desde tiempos remotos se han establecido sanciones, para aplicarlas a 
aquellos que: actuaran u omitieran hacer lo que se acostumbraba.' Primero, 
prevaleció la costumbre y, posteriormente, hubo ordenamientos generales que 
regularon las conductas humanas. · · · 

De tal suerte que, " ... El castigo cumple un doble fin, según. la doctrina 
platónica: hace prudente y obliga a ser más justo. Por su grandeza, el mal más 
grande de todos los males es la injusticia que queda impune. La injusticia 

111 Op. cit. Romero r\pis. pp. 156 y 157 
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simple es también un mal, pero menor que cuando va asociada con la 
impunidad."112 

Recordemos que en el juicio político las sanciones son: destitución o 
inhabilitación para el ejercicio de empleos, cargos o comisiones en el servicio 
público, en un periodo que va desde un año hasta veinte años; según lo 
establece el artículo 8 de la ley reglamentaria del título cuarto de la 
Constitución Federal. 

Hemos venido estudiando un Ju1c10, tan antiguo como la Grecia y la Roma 
legendarias, cuyas sanciones eran verdaderamente severas. En algunos casos 
excesivas. por ello hubo quienes se pronunciaron por disminuirlas, sin querer 
desde luego, que fueran insignificantes y no resarcitorias del menoscabo 
ocasionado: 

•• ... Las primeras opiniones que se pronuncian en contrn de la dura represión de los delitos politicos, 
consagradn por In tradición y por la Historia, e impermeable n los progresos de todo orden. hasta 
que surgen las protestas de esos iluminados disconformes, son las de Bcccnria, Filangieri y 
Bentham.·· 113 

De esta manera se empieza a disminuir la magnitud de las "sanciones" 
impuestas a los servidores públicos que no cumplan con su encargo, y por 
supuesto se les enjuicie; porque a los que tienen la suerte de que no se les 
enjuicie, ello no quiere decir que hayan cumplido cabalmente con su función. 

Una vez que no existe un tipo penal no puede aplicarse una pena: 

<< ... El uullum crimen sine legc pena/e, debiera presidir y regir todo lo que se relaciona con los 
hecho~ c01nctido:-t por los altos füncionarios. ·• si la destitución es una pena. para poder aplicarla se 
n.:t.1uicrc que: la conducta punible atribuida al alto funcionario, se encuentre descritn en la ley misma 
y qut: la imponga lo autoridacl jttcficia/ o. en otros términos. para que el delito e.~ista. es 
indispcnsablt: la c.\istcncia del tipo, y aquí es donde el problema resulta escabroso. porque nada hay 
mús <leñoso para que la justicia se imparta limpia y t:strictamc.:ntc que lu intervención de la política. 
t:n los :.1suntos otich1lcs,">> 11

J 

En el caso de los servidores públicos no puede hablarse de sanciones 
pn:cisamcntc, tal como nos lo scfiala Cárdenas: 

11 ~ RUIZ. Funcs, Mariano, Evolución del delito político, i\lé:<.ico, Hermes, 1944, p. 116 
11

' hk·m. p. 117 
1 '-'CARDEN AS. Rm'tl F .. H.esponsabitidttd de los funcionarios públicos antecedt!ntcs y leyes vigente~ de 
\IC\ico. Mt.!.\ico, l'orn'n1, 1981, p. 339 
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" ... ;sin embargo, los supuestos delitos oficiales no son delitos porque, como lo hemos sostenido, ni 
son actos típicos, ni están definidos; son simples enunciados de posibles situaciones, que dan lugar 
a que el ulto funcionario pierda la confian=a y como resultado, más que unn sanción, se dicte umt 
medida para separarlo del cargo e inhabilitarlo, por incapaz, para descmpei'mr otro, aun cuando 
nuestra Constitución habla de pena. "1 u 

Las sanciones muchas de las veces no son acordes con la magnitud del 
menoscabo sufrido, de ello nos señala Juárez Mejía: 

··Sin desconocer la dilicultad del tema, se considera que el legislador debe avanzar en la precisión 
de la descripción legal del "tipo", hacer un esfuerzo por definir cada infracción y, dentro de cada 
unu, precisar los grndos de gravedad a efecto de hacer consistenh:s las sanciones. Esto vendría a 
contribuir a la restricción de la discrccionalidad de las autoridades administrativas cncnrgndas de la 
imposición de lns sunciones."'"' 

En este sentido, tanto en el Jl1tc10 político como en el juicio disciplinario 
administrativo debe sancionarse proporcionalmente de acuerdo al daño o 
petjuicio: 

" ... En ellos debe prevalecer el principio de necesidad de la sanción para la inhibición de los actos u 
omisiones que incumplen las obligaciones de los servidores públicos. en el que deberán tomarse 
muy en cuenta. entre otras, los principios de e.rtrcma ratio y de proporcionalidad.'' 117 

H En cierto sentido la sanción politica y la sanción administrativa son también una privación de 
ciertos bienes juridicos: la confianza del pueblo, el empleo, el cargo, la comisión, la honra, el buen 
nombre. En la sanción política se retira la confianza al funcionario~ la sanción administrativa es una 
tncdida disciplinaria para restablecer el orden de la ndministrnción o evitar que sea roto.'' 118 

Si bien es cierto que, las sanciones establecidas afectan la "imagen pública" 
del servidor público juzgado (sea culpable o no). debido a la publicitacíón, en 
la gran nmyoría de las veces, hecha por los medios de comunicación. Ello no 
ha servido de precedente para que otros servidores públicos inhiban sus 
conductas ilícitas tanto de índole política como penal, principalmente. 

Las sanciones establecidas por responsabilidad política, de comprobarse tal; 
son tan simples para quienes no les interesa en lo más mínimo su reputación, 
cuando han obtenido un beneficio económico. 

Tratándose de responsabilidad administrativa, las cantidades establecidas 
como multa, también son mínimas. Dichas disposiciones no se actuálizan en 

11
' Op. i.:11. C;irJcnas, p. 339 

11
" JU.-\REZ. Mcji;.t, Godoltino Mumbcrto, La constitucionalidad dt!I sistema de responsabilidades 

.1d111ini..-tr1.nivas de los :>crvidorcs púhlkos federales. Mé,,.ico. Porrim. 2002, p. 165 
11

• ldcm. p. 105 
11 ~ld1..·111.p. I06 
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cuanto al monto de las penas; por lo tanto, la realidad ha rebasado al 
legislador. 

En cuanto a los procesos penales seguidos a se.-Vidores p1.'iblicos, 
principalmente a los de jerarquía mayor, la experiencia nos indica que, 
tampoco a éstos les interesa mucho su imagen y mucho menos la función 
pública. Tal pareciera que tienen la certeza de que: obtendrán su libertad, 
quienes hayan sido privados de ella, pagando fianza (penal) debido a que el 
delito no es considerado grave, o enfrentan un juicio debidamente 
··amparados" generalmente, lejos del país. Nos preguntamos cómo es posible 
que paguen los servicios profesionales de los "mejores despachos" (los más 
cotizados), si sus salarios aún siendo tan altos, no alcanzarían para sostener un 
juicio hasta el final, con los gastos que ello implica. 

3.1. Aplicabilidad 

Creemos que en la medida en que se lleven a cabo los procedimientos 
establecidos en la ley, respecto a servidores públicos que infrinjan tal, y se les 
apliquen las sanciones acordes a la conducta u omisión realizadas en 
detrimento de la función pública encomendada, automáticamente habrá una 
legitimidad del poder, no sólo la legalidad y por ende se recobrará 
paulatinamente la credibilidad y el reconocimiento del mandante (pueblo) 
hacia su mandatario. 

Es importante reconocer que, " Una de las exigencias de la vida social, no 
sólo es sujetar los actos de la autoridad a normas de competencia que le 
permitan al gobernado conocer las limitaciones legales del poder público y 
defender su esfera particular de libertades jurídicas, sino además que el 
servidor público rija su conducta por un código, cuyo contenido y naturaleza 
sean reconocidos y acatados voluntaria y espontáneamente por él. " 119 No hay 
necesidad de qut: se dilaten los procesos y de que se utilicen todos "los 
recursos" legales a fin de sustraerse de la justicia, si se está conciente de que 
se ha cumplido cabalmente con el encargo otorgado. 

11
'
1 Op. Cit. o~ornio. p. :?58 
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Es deseable que lo establecido en la ley se aplique o que desaparezca si su 
utilidad es mínima, ya que sólo ocupa espacio que bien pudiera utilizarse en 
asuntos diversos: << Desde luego, constitucionalmente está prevista la 
posibilidad de acusación al presidente por traición a la patria o delitos 
significativos y en cuanto a los secretarios de Estado, puede configurarse 
responsabilidad jurídica, no política, por ilícitos oficiales, penales o en el 
descmpeiio de sus funciones por negligencia y daño patrimonial en contra del 
estado. Sin embargo, a pesar de que en la mayor parte de estos supuestos 
conoce de la acusación el congreso o asamblea y a veces ella misma la 
formula, la que podríamos denominar genéricamente "acción o demanda del 
Estado" (i111peac/1111e11t anglosajón), prácticamente no se aplica y tiende como 
los órganos atrofiados, a desaparecer lentamente.>>120 Es imprescindible, 
reconocer que una Institución (figura jurídica), para evolucionar 
necesariamente tienen que evaluarse sus resultados, constantemente, de lo 
contrario se queda en mera declaración. 

3.2. Eficacia 

En cualquier sistema político la aplicación de cualquier, ~.;Ó~rna debería 
evaluarse sus efectos para saber si dicho ordenamienio'.es·benéfiC:o¡ .si es 
necesario hacer modificaciones y en que· proporción/ DeJ lo ::contrario se 
presupone que dicha norma es perfecta o bien, no res't1ttá~interesiinte:evaluar 
su efectividad. . ~'. e ' :'é2;:'.:1 .•. : ... :.' .•. ;;;;;J ·,,:~:i .. /'.;': .. 

---' . 'o·~-~~r;¡;-~ , -; .. ,;,'" 
« El hombre ha buscado someter su voiuntad a la aÚto~idad}pú'iJÜta desde 
distintas épocas y lo ha hecho por distintas razonlis;;:'entÍ'e}iós'.~'¡)'rin~ipales 

': •_, -~ ., · .. ,-. :.:~;~ó::!~"~\t\t~~>;~:.::;<~'.'!:;:··-. ; supuestos encontramos: 
--::. ,,_,·; ·.·'.:',::. ~'~~t¡':·.·~~---~:~~(;·~:-< ·:··,:· 

.. Primeramente, que su voluntad concurra en la i1;t'eg';.~c;¡¿·~ <le'.ta'autoridad 
pública... , ,.,. < ,•,. 

·· Segundo término, que él mismo tenga .la posibilidad de participar en el 
cjcrcicio de dicha autoridad y que ... 

i:o COVIAN, ..-\m.lra<lc Miguel. Ln tcori.i <lcl rombo. Mé.xico. El pliego. S. A. <le C.V .• 2000. p. :?60 
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" Finalmente, los propósitos de acción de la autoridad sean la satisfacción de 
las necesidades colectivas, el mantenimiento de la paz social y protección, 
frente a eventuales agresiones exteriores.">> 121 

· 

El Título Cuarto constitucional, y su ley reglamentaria deberán ser acordes a 
su denominación, en palabras de Carbonell: 

·• ... resulta deseable que esta nueva denominación ... contribuya no sólo u dcstcrrnr In prepotencia. 
ncgligenciu y desdén con que suelen conducirse diversos servidores públicos de cualquier nivel, 
sino a hacer conciencia en In propia comunidad sobre la función de servicio que los mismos 
desempeñan y la pertenencia en exigirles el estricto cumplimiento de sus obligaciones. nsí como el 
correspondiente respeto n los derechos e intereses de los gobernados, en beneficio de la plenitud de 
nuestro Estado de dcrecho ... 1:!2 

Refiriéndonos a la responsabilidad que debe tener todo servidor público en el 
desempeño de las tareas encomendadas, debe ser a todos los niveles, sin 
excepciones. Si empezamos por hacer excepciones en su aplicación no hay 
congruencia con la denominación de responsabilidades de los servidores 
públicos, puesto que todos son servidores públicos: 

<< En tal virtud, en el presidencialismo no existe responsabilidad politica ni del presidente, ni del 
gabinete ante el parlamento. El gobierno que encabeza el presidente sólo responde en teoría, ante 
.. sus dcctores .. y el gabinete que en rcalidnd no gobit:ma. sino ejecuta las politicas del ejecutivo, 
sólo responde ante él. con base en una relación que en los hechos es menos jurídico·politica y 
mucho más pcrsonal.>> 1

.!J 

El juicio politico no se ha practicado frecuentemente, quizás porque no ha sido 
necesario o bien porque sus efectos son poco convenientes en cuanto a costo 
político. Robustecen éstas aseveraciones las siguientes opiniones: 

.. En lu~ cnsos <le un alto empicado acusado de vaguedades, el procedin1iento del llamado juicio 
político es un gasto cnorn1c e.le inutilidades. que puede comprometer gran parte de la actividad de 
los órganos lcgislati\'os durante n1uchos mi.:scs, simplemente para hacer una destitución"12" 

" El lacio peligroso del asunto es que el juicio político sirve muy bien para llevnr a cabo las 
dcstitucionl.!s a fin de sacar de las c::i.nmrns a todos los legisladores minoritarios que no obedezcan 
lo.ls órtl•:ncs del grupo o la alianza mayoritaria. Pero además. tal como está concebido, deja en manos 
de quien tenga la mnyoria suficiente en los órganos legislativos la posibilidntl de nulificar sin mayor 

c:i Op. cit. Osornio. p . .256. (Osornio Corres, F. Javier, ''Z\'ucvo marco constitucional de responsabilidades de 
los :-cr" idnrcs público~". en Bases constitucion<1lcs de h1 renovación nacional, M¿xico, Porrlia, 1987, p. 34 ). 
i:: C:\RBO!'i:ELL. ~licucl (coordin~1dor), Constitución J'>olitica de los Estados Unidos Mc.xicanos comentada 
v i.:1.mi:ord.1d<1. ~h:,ii:o~ Porrllo.1-UN,\M, Instituto de lnvcstic:icioncs Jurídicas. 15 .. cd., Tomo IV. ::?OOO. p. 175 
i ! ! Op. i.:it. CO\ i;.in. p. ~hO -
::: hkm. p. JlJtJ 
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problema n los demás órganos públicos, paralizándolos, dominándolos y linalmente acabando con 
su independencia:• 12s 

Aunado a lo anterior, existen imprecisiones en la ley fundamental que. han 
sido colmadas en la correspondiente ley reglamentaria, así lo señala 
Carbonell: 

<< El texto constitucional no considera expresamente sujetos de responsnbilidndes fedt:ralcs n los 
presidentes municipnlcs, ni a las demás autoridndes de los ayuntnmicntos. Sin embargo, hay que 
recordar que el articulo 2u de la Ley Ft:deral de Responsabilidades de los Servidores Públicos seílnln 
como sujetos n In misma, udcmás de los n1cncionados en el articulo 108 constitucional, a .. todas 
aquellas personas que manejen o npliqucn recursos económicos fcdernlcs'\ con lo cual pudieran 
quedar comprendidos en ella no sólo dichas autoridades municipales, sino infinidad de personas, 
incluso particularc-; (en tanto que el referido articulo 2º sólo alude a ··pcrsonns'', por lo que podrían 
qucllnr incluidos, por ejemplo, cualquier retenedor de algún impuesto fedt:ral). Estú claro que esto 
liltinio resulta inconveniente, por lo que será necesario que. oportunmnente. los tribunales federales 
precisen la constitucionalidad y el auténtico alcance de tal disposición.>> 1 ~b 

Los ordenamientos se adecuan a las necesidades de una sociedad, en ese 
sentido es importante tomar en cuenta que, la evolución de un sistema político 
se debe en gran parte a la voluntad de revisar, modificar, o erradicar aquello 
que haya sido rebasado por la realidad. 

•:
5 Op. cit. Covi3n. p. 190 

1:1o Op. cit. Carboncll. p. 177 
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CAPITULO VI 
HERENCIA Y TRASCENDENCIA DEL JUICIO DE RESIDENCIA 

ACTUALMENTE 

El juicio de residencia ha evolucionado tanto, que hoy está en los 
ordenamientos jurídicos, pero se encuentra disperso. Principalmente derivó en 
responsabilidad política y responsabilidad administrativa. 

Se erradicó la pesquisa que en el juicio en estudio, era esencial, ahora está 
prohibida y en su lugar se dieron garantías al individuo (servidor p1fülico, en 
este caso) para darle seguridad jurídica. 1 Así, el inculpado tiene derecho 
irrenunciable a que se le informe de quien lo acusa, además de pedir el careo 
con quienes declaren en su contra. Esta diligencia se realiza en presencia del 
juez. 

Aunque, ello provocó que existan excepciones al principio de igualda_d de 
todos frente a la ley; mismas que obedecen a razones como: 

··... La importancia del cargo desempeñado por In persona y, por consecuencia, las altas 
responsabilidades a ella confiadas; la investidura que ostenta y la garantía de independencia de que 
debe disfrutar en el desempeño de la función; en fin, los compromisos intenmcionales adquiridos 
por nuestro país y otra serie de 1notivos similares que justifican, igualmente, los casos de excepción 
a la aplicación indisi:rimina<la de la ley a todos sus destinatarios:·: 

" También doctrinariarnentc, las excepciones al principio enunciado, se analizan n través de la 
ill\'iolnhilidm.1 y la inmunidad. esta liltima llamada igualmente fuero. 

Conforme " la primera. el favorecido con ella. queda sus1raido a la aplicabilidnd de In ley. Esto 
signitic:t que inviolabili<lnd e impunidad, son ténnino~ equivalentes:·) 

La prohibición de 1u pesquisa es de suma trascendencia ya que los servidores 
públicos, gozan de la garantía de igualdad, ya que no se les investiga sin que 
haya una denuncia, o bien resulte una probable responsabilidad en el ejercicio 
de la función pública. Resultado ello, de una auditoria u otro procedimiento o 
medio ele control establecido en la ley. 

1 1 IERNANDEZ Pliego, Julio A .• Programa de Derecho Procesal Penal. ~·léxico, Porn"m, 3'' ed. 1998, pp. 96 y 
l)7. •• l.~1 pc~quisa ... consiste en abocarse de manera oticiosa, a la invcstigución de hechDs delictivos llUC no 
h~m ~idu '-knunciados ante la ~iutoricbd. Esta p1..'Squisa se denomina general. cuando se prnctica contra 
p1..·r"'l''"'" indifcn:nciad;.1s (como los ilcg;.1lcs retenes o puestos de revisión a cargo de policías o Sl1ldados en las 
c;.1m:tcras ) y p;.1nicuhlr. cuando se: dirige contra un ciudadano en concreto." 
: hh.:111. p. 97 
1 

h.h..-111. p l)~ 
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Otro de los avances es que ya no se les residencia (arraiga) mientras se 
sustancia el proceso, a menos de que se tenga temor fundado de que. vaya a 
sustraerse, el inculpado, a la acción de la justicia. Aunque ahí surge el 
problema del abuso de esa prerrogativa, que no es motivo de este estudio; 

Por otro lado, .anteriormente se les residenciaba (enjuiciar) porque había una 
denuncia o simplemente una sospecha de que habían recibido dádivas, 
presentes o donaciones, principalmente. De alguna manera se suponía su 
culpabilidad y de lo contrario se le indemnizaba, a diferencia de hoy que en 
materia penal, se tiene el principio de que "se presume la inocencia del 
inculpado mientras no se demuestre lo contrario". Aunque dada la 
trascendencia de los medios de comunicación y dados los casos en que han 
incurrido en irregularidades servidores públicos, en d ejercicio ele su encargo, 
se da un desprestigio tanto de las personas como de las Instituciones Pt1blicas 
a las cuales sirven los inculpados. Además a diferencia de antaño, no se les 
indemniza en caso de comprobarse su inocencia. 

En lo que no ha habido una evolución es en que se sigan conservan~o 
instituciones como el fuero constitucional puesto que ello era propio de las 
monarquías absolutas. En algunos paises sudamericanos, como el caso de 
Argentina se ha declarado inconstitucional el fuero, en cambio en México se 
ha sostenido la tesis de que algunos servidores públicos deben gozar de fuero 
constitucional en el caso de los Diputados y los Senadores para que 
desempeñen su encargo público plenamente. Otros servidores públicos gozan 
de inmunidad, es el caso del representante del Ejecutivo Federal.4 

Al hacer un análisis de los artículos constitucionales 13 y 61, respectivamente 
observamos que existe una contradicción sustancial ya que el artículo 135 

' l.a inviolahiliJ;;uJ de los Diput;;,Jos y Senadores (art. 61 constitucional) en las opiniones que c:\pn.:scn. •• 
1\1111.:normcntc, cosa que im:xplicablcmcntc no hace la ley actual. la LOPJF (articulo 91) tm11biCn rcconocia 
c.\pn: .. amcntc esa inviolabilidad n:lmiva para los ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por 
lo!-! r;;tl'onamicntos que cxpn:s;;iran en sus rl!solucioncs." P .. 9S Asimismo, existe inmunidud par;1 los 
m:1gi~tr;idos. jueces y agcnles del minislerio Pliblico en el orden comün y los agentes del Ministerio Público 
Fcdcr•1l (arls. f,72 CDF. 31 LOPCiR) en su caso. la autori/.<lción para el juzgamicnto dcbcr:í otorgarse por el 
C0nscjo dt: b Judic•llura di:I Distrito Fcdi:rnl por d Procurador de Justici.:1 qm: corresponda. Pp. 101 y 102. 
hnalmcnh:. "Curio,,.;.11111:11tc, en materia federal. no sc otorga Ju inmunidmJ ::1 magistrados de Circuito y Jueces 
di.' 1>1~trito como un requisito de proccd1bilidad. es decir. 1.:01110 condil.:ión para que el :\linistcrio Público 
1111i.:1c o continúe una avcrigu::icicin previ;.1 en contr;,1 dc aqudh.l:., y•1 que el articulo :-ti X y XI de la LOPJF . 
.;cfl;li;111 como n .. •qtli'iih1 prcvin 111di~pcns;.1bh:. b su~pcnsión cn ~u.., c.:1q;os ~uc en su e.a.so pro\'ca el Con.o;cjo de 
la .lud1catur~1 Federal. a :.ulicitud de b •rntoriJad judicial que conozca del procedimit:nto pcnal que s«.: sig:a en 
:.u cnntra,¡11. .. 1·11 _,u/,1111,·nfl.: !'",." .\li a¡1n .. •lh.'1t\/rÍ11 .\·._•1tj11tch11111c111n." l1. 102 llcrn.:indc..·/. Pliego. 
'R0\11-:RO TEQUl'.XTLE. Grcgnrin, El juicio poli11i:0 y otru~ tc111;1o;, ~h:.xico Uni\crsi<lad Juárc7 Auttinoma 
de T:1h;1~co. divisilin •11.:adCmk•t de ;.:icnc1as sociah.:-; ~ hu111;1111d<1'11 .. ·s ¡,:cn1ro de in\'CStigación, 191)5. pp. 23 y 24 
·· L>e:.do: la Const1tuciú11 :-..1cxicana de 1857. uno di: lo:. gr;.inlh.:S temas que mús di:baticron los con~tituycnlcs, 
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establece como regla general, que nadie puede tener fuero, pero hay una 
excepción: el fuero de guerra para juzgar a los militares por los delitos y faltas 
que cometieren en contravención a la disciplina militar6

• En cambio, el 
articulo 61 señala la existencia de un fuero constitucional de los miembros del 
Congreso de la Unión7 

Cabe aclarar que se ha confundido la finalidad que tenían los fueros y. que era 
un privilegio (distinción) de ser juzgado por personas de su clase o gremio8

• 

Situación que queda clara y precisa en el artículo 13 constitucional, al 
erradicar los fueros y recoi1ocer únicamente el fuero militar para juzgar a 
militares en servicio activo. Ello se traduce en la jurisdicción9

• No en las 

fue el rchtcionado con los fueros que hastól entonces subsistian. especialmente el fuero eclesiástico. el fuero 
milirnr y el fuero que de hecho se dispensaba a los influyentes personajes de la política y de la economía del 
J>¡1is. 
La dc~mparición di! los fueros constituía un reclamo popular. porque amparándose en ellos, el alto clero. los 
altos Jefes Milirnrcs y los personajes encumbrados en la política y la cconomia del país, cometían grandes 
injusticias e incluso delitos conlr<i los humildes y los d..:sheredados. sin que las leyes ni los Tribunah:s hicieran 
justicia a estos últimos. 
Los citiHlos fueros cr¡111 'crdadt:ras e:\Ct!'pciones a los principios de igualJad, ya que los personajes a que me 
he referido, nu estaban st1je1os a las Leyes ni a los Tribunales comunes, había Tribunali.:s y leyes espi:ciales 
p;;tr•t ellos, en los <.1uc gencr;;dmcnte se protl.!'gía al pl.!'rsonaje, creando la impunidad «.:ll grave perjuicio de las 
victimas o dcmand•111tcs." p. 23 << El constituyente 1916-1917 mantuvo la gorantia de igu;;1ldad y su lucho 
contra la arbitr;:1ricdad y los fueros: por ello se estableció en I!\ articulo 13 constitucion•ll. qui:: " N01dic puede 
ser juzgmlu pnr lcyc?-o privativas ni pur tribunales especiales. Ninguna persona o corporación puede tener 
fuero, ni goz;.1r nüs cmolurncnlos que los que si:an compensación Je si:rvicios pUblicos y estén tijodos por la 
Ley. Subsi?-ote el fuero de guerra r1.1ra los delitos y falta'i contra la disciplina miliwr, pero los Tribunales 
:'\.1ilitarcs en ningún caso y pur ningún motivo pudr:.i.n e\tcnder su jurisdicción sobre personas que no 
pcrtcnelcan al Ejército"'>::.. Pp. 23 y 2..J 
h Articulo 13. l':adi1..• puede scr juzgado por leyes pri\·ativus ni por tribunales especiales. Ninguna persona o 
corporaeiún puede tener fücro. ni golar m;is emolumentos qut.: los que s«.:an cornpcns¡¡ción de servicios 
pl1hlico~ y t!?-oh!n tijados por ti le:-. Subsiste el fuero lk guerra para los delitos y folt~1s contra la disciplin:i 
militar: pern lt.ls tribunales milit;.ires en ningún c;1so y por ninglÍn 111otivo, po<ln.in extender ~u jurisdicción 
:-;.obre p1.:r~onas que no pcrccm:.1.can al Ejército. Cuando l.!'11 un dclito o folt;i del orden militar estuviese 
Clllllplicadu un paisano. eonocer:.i del c;.isn 11.1 autoridaJ civil que corrcspomJa. 

Artículo h 1. 1.ns diputados y senadores son inviula\'lles por bs opiniones que manifiesten en el dcscmpcllo 
de :.us cargo!>. y j;1111ús ¡wdr:.in scr n:convenidos por cllas. 
El pn:sidt:ntc de cmfa Ci.i111;.1ra \ clar~i por el rcspclo '11 fuero C01btitucionul de los miembros de la misma y por 
b 111\ iol•1hilid;.1d del rci.:intn dtlnde se rcú1wn a "'csio1ur 
'Ct\STIL.LO Del \'~1lh.: r\lbcrlo. L1 dd'cns•lJUrÍJica dt: \;J Constitución en México, :'\.1C.xico, llcrrcro, S.A. de 
C.V. llJLJ..J. p. :'.25 (El 111<1e:.trn Felipe Ti.:na Ra111ír1..·1. "º"explica el origen del fuero: ..:::<Tal inmunidad. por 
i.:ua1110 su dcs1inat~1rio C?-ol:l c.xc11to de la jurisdicción común. recibe el nornbrt.: de fuero. evncamlo así .iquellos 
antiguos pn\ ilcgio?-o que tenian de1e1111inadas pc:rsunas para st:r junpd.is por tribunales de su clase y no por la 
JUslici:1 común. E?-ola fue !;;1 accpciún con que la institución Je los fueros pi:nctró en nuestro derecho pntrio 
como hc.:rencia Je la h:gi:-;.Jaciún coloni.il.-:->) 
., COL!~ S.·\l':CI IEZ. liuil\ernw. Dcrt:cho me\ii.:ano de proi.:cdimientos penales. Mé.xico, Porrlia, 17"" cdicilln, 
1 \):--:S ( << La p.dahr<i .. fuero"'. e.id latin ·· .f;1n1111 "foro. tribunal. fue introducida en In lengua t;.•spa1lola, hacia 
mcdi;,1dos dcl ?-oiglu I:'\; s1 b1c11. con :111tcriondad. su .:qui\ah:ntc l:.Hina habiu sido cmplcad:.1 p;.1ra designar las 
cn111pil:1cionc-. de la?-o leyes h:1rh"1ras. qu«.: se produjeron como rc:oultado de h1 rcccpciún del derecho romano, 
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declaraciones que pueda hacer un diputado o senador con motivo del ejercicio 
de su encargo. En consecuencia, no debe llevarse a cabo un procedimiento 
antes de "enjuiciar" al transgresor de la ley; al respecto, Zaffaroni señala: 

<< ... El sometimiento a este juicio previo al penal configura lo que se denomina Inmunidad. No 
debe confundirse la inmunidad con la Indemnidad, que se da cuando ciertos netos de unn persona 
quedan eximidos de responsabilidad penal. Este segundo aspecto corresponde al derecho penal, 
aunque no se trate directan1entc de nomtas penales. sino más bien de Hderecho de aplicación de la 
l<!y penal" (~1czgcr-Blci). que provienen de distintas ramas jurídicas, a las que corresponde precisar 
su naturaleza. >>"' 

·· En cunnto n lns lndcmnidudcs, que son las que nos ocuparán, cabe aclarar que dada In tcmlinante 
disposición del articulo 16 CN. en la Argentina nadie puede ser excluido de la ley penal en 
consideración a su persona. como suce<lt! en las monarquías con la persona del monarca y de la 
fomilia real. No obstante. hay 111de111nid;.u.ic:s impLlcstas por d derecho constitucional. en lo referente 
a las opiniones parlamentarias, pi:ro que tienen carñctcr funcionnl y en modo alguno per~·onal." 11 

El Maestro Colín Sánchez, señala que la inmunidad parlamentaria es inherente 
al cargo y no al funcionario. 

" ... una prerrogativa para diputados y senadores, que los exime de responsabilidad por la 
manifestación que hagan y los votos que emitan en el respectivo cuerpo al que pertenecen.º12 

Como lo ha demostrado la historia y la evolución de las Instituciones Pt1blicas, 
si bien es cierto que debemos proteger las funciones y. por ello se ha 
establecido la inviolabilidad (libertad) de los diputados y senadores por las 
opiniones que expresen con motivo de su cargo (articulo 61 constitucional). 
También es cierto que no son necesarios juicios previos y especiales a los 
servidores públicos, que sólo retrasan la acción penal, en aras de que sufre 
menoscabo la función pública al enjuiciar "intempestivamente" al funcionario. 
Ello se remediaría si todos los cargos que son de elección popular, 
inmediatamente se sustituye al enjuiciado por un suplente (el que quedo en 

tra:. el colapS1.l del impcrio dc occidcntc. Tal cs. por cjcmplo. el caso del famoso Forum Juclicum. más 
..:onocido en los p;.IÍsc.;; de h;.ihla hisp;m;i como" fuero Juzgo··. 
Con el t11:111po. haci:1 la segunda mitad dd siglo XV. el tCrmino "fuero··. vino a significar "jurisdicción parn 
scnh:nci;ir causas" y. por exh:nsiOn, d privilt:gio de ser juzgado por tribunales especiales, scglin el linaje, 
e .... 1a111ento O ~asl;.1 ;;1 que pertenccit.•r~t.>> p. 737). 
1
" ZAFF:\R0:--.:1 EUCiESIO. Raúl. ;\lanual de derecho penal pnrte gl!ncrnl. Buenos Aires, E<li.ir. S. A .• 6" c<l. 

I' IX.\ 
ll idl.!'111. pp. (~...\V 18) 
i; Op. nt. Cnlin: p. 73X { ·· ... inmune dd hnin rmmunis, signitic::t exento de gravámenes o penas." P. 738 .. 
l111unitbd. t;.1111biCn dd latín im11tt111itas-Lllis. se emplc:aba para sig.nilicar el privilegio local para iglesias y 
11:111plus. medi;mtt: el cual, los delincuentes qut: a ello se acogian, en nlgunos c::1sos no eran sancionados con 
penas curpnrah:s."' P.-:;~). 
El 11.!1n11110 ··111111u111d.1d"". se- pretende por muchos autores, que dcriva del derecho anglosnjón - se dice· er.1 una 
prl'tc1.·c1lu1 a h1:-. kg1~l.1dor..:s por las opiniones que c:miticran y de algún mudo incomodaran <il rey. De est:.1 
manera el rey no pmti:.1 perjuJic.irlos (destituirlos). 
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segundo lugar en votación) y se le restituya en el cargo al enjuiciado en caso 
de resultar inocente, además de pagarle su sueldo mientras dure el proceso; y 
al suplente se le indemnice o permanezca en el cargo como titular, si el 
enjuiciado resulta culpable. En los cargos que son por designación o por 
selección, se colocaría provisionalmente, con la posibilidad de continuar en 
tanto te1mina el periodo señalado para cumplir con el encargo, a quien haya 
quedado en segundo lugar en la votación de los órganos que deben autorizar o 
seleccionar de una terna por ejemplo, y cuando se trata de conocimientos 
(selección) a aquel que haya seguido en puntos a quien lo superó y quedó en 
primer lugar. Tratándose de que éstos no estén dispuestos a asumir tal cargo 
por razones persom1les u de otra índole, el Congreso de la Unión nombrará un 
sustituto "interino" en tanto convoca a elecciones extraotdinarias. Sólo de esta 
manera, los servidores públicos ejercerán el cargo con mayor responsabilidad 
y apego a la normatividad. 

Ahora bien, es claro que si obedece a un fuero el juicio politico y la 
declaración de procedencia; ambos sustanciados por el Poder Legislativo 
(servidores públicos de elección popular) respecto a servidores públicos que se 
considera han transgredido ordenamientos de carácter administrativo y/o 
penal. Se trata de una jurisdicción puesto que en la Constitución Politica de los 
Estados Unidos Mexicanos y en la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, los propios legisladores le denominan juicio al primero. 
Y aunque al segundo le llaman declaración, es un juicio propiamente, ya que 
al igual que en el juicio político se erige la Cámara de Diputados en "jurado de 
acusación" y la Cámara de Senadores en "jurado de sentencia". Establecido en 
ambos ordenamientos, aunado a la Ley Orgánica del Congreso General. 

A mayor abundamiento, el propio presidente de la Rept1blica sólo podrá ser 
acusado ante la Cámara de Senadores, por traición a la patria y por delitos 
graves del orden común; aquella resolverá con base en la legislación penal 
aplicable 13 (artículos 108, 110 y 111 constitucionales). ¿No es ello una 
jurisdicción (fuero)? Será juzgado como servidor público por servidores 

1
' P:\CllECO PULIDO. Guillermo. Juicio politico, declaración de procedencia y responsabilidad 

:.id111inistrativ•1. MC.:xico, Benemérita Universidad Autónoma <le Puebla. Dirección general de fomento 
editorial. 1998, ( Respecto al enjuiciamiento del Presidente de la Rcpliblica, •• ... se sigue el procedimiento, en 
p.irlc, !->C1Hcj:1111c al juicio politico que se inicia en la <le senadores misma que conocerá y rcsol\·cni conforme a 
l;i kgi.,.J<ición pcn;¡I aplic•1blc. es decir. dicta una !ientencia que ab~uclvc o condena. Es un procedimiento 
rmu.:ho muy especial. dad•1 la importancia de la función pública que desempeña y que debe cnh.:ndcrsc de 
;11:u:--;1ciún que h;.1g:.1 la Cúmara Je Diptll:.1dos, no cu;.1lquicr persona. Esi.1 situación requiere mm c1:1rilicación 
di:I pn,1..·1..•1.limi1:nto.·· P. 12:?) 
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públicos "erigidos en jurado". Además no se establece que serán los 
representantes del pueblo (diputados) quienes lo juzgarán. 

Robustece las aseveraciones anteriores, Colín Sánchez: 

<< Se dice: las causas que motivan el juicio político son distintas de aquellas que pretende la 
··dcclarnción de procedencia penal", esto puede ser así. hasta cierto punto; empero, es inm:g:able 
que. para esto último. los miembros de la Sección Instructora. habrán de tomar en cuenta lo actuado 
por el Agente del r-..1inistcrio Público (las diligencias de averiguación previa); es decir. corroborar 
que los requisitos del articulo 16. constitucional, estén plenamente satisfechos y además llamar al 
indiciado con su defensor. escucharlos. desahogar aquellas pruebas ºque se consideren pertinentesº, 
formular y recibir alcgntos. conclusiones. etc. 

Toda esta din:í111ic:1 conducirú. t:n su oportunidad. a la declaración de procedencia, o no, siendo. en 
uno u otro caso. imperativo el razonamiento fundado y moti\.·udo conforntt: a ,,h:rccho. <le: manera tal 
que. aunque se diga: ''no le corresponde a la Cámara juzgar al denunciado, que no le compete 
declarar si es culpable o inocente, ni mucho menos aun imponerle pena nlguna''. de todas maneras, 
se trat¡\ de un enjuiciamiento. que se inicia con la instancia del ngente del Ministerio Público, cuya 
averiguación remite, misma que habrá de practicarse de nueva cuenta en la .. Sección", para 
··establecer (como se indica cn el articulo 25, de la Ley Federal de Responsabilidades) la existencia 
del delito y la probable responsabilidad del imputado"" y después, concluir si ha lugar a proceder 
contra el indiciado.>>1

" 

El Maestro Colin Sánchez ha hechos las siguientes consideraciones, 
totalmente aplicables a lo que aqui queremos sustentar: 

•• ¡, En qué situación queda el agente del i\i1 inistcrio Público, si se declaro la improcedencia'! 
¡, Significa que su actuación fue ligera e inconsciente y que a pesar de que afirma e insiste en que 
csH\n ph:namentc satisfechos los requisitos de Ley, esto no es cierto? 

¿ Cómo podrá calificarse la actuación de los Diputados y Senadores y nsi mismo reparar el ººdaño 
moral'' para el ''clt:saforndo ... si ejercitada In acción penal, el juez de In causa, niega la orden de 
~iprd1cnsión o ya dictada y ejecutada. al fenecer el tém1ino constitucional de setenta y dos horas 
dicta "auto de libertad por falta de elementos para continuar el proceso .. ?. 

A mi parecer lo más prudente y aconsejable, es la simplificación de todo ese procedimiento, para 
que con base: en las actuaciones del agente del lvtP (que producen prueba plena cuanto estün 
ajustadas a derecho), en una sola audiencia se escuchara al indiciado y acto seguido, se declarara la 
··procedencia". facilitando. de este modo, a los sujetos de la relación jurídica procesal, el 
incumplitnicnto de sus atribuciones legales. evitándose así, dilaciones, errores, invasión de esferas 
compctencinlcs. actos repetitivos y hasta contradictorios, en el orden constitucional.>>" 

En el juicio político y en la declaración de procedencia, la resolución a que 
llegue el Congreso (Senadores) es inatacable; es decir, adquiere el carácter de 

1
" Op. cit. Colin, p. 754 

1 ~ ldcm. p. 755 
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cosa juzgada. En ese tenor, " cosa juzgada es el estado jurídico que respecto 
del objeto del proceso produce la sentencia firme. La propia firmeza de la 
sentencia determina, ya, la imposibilidad de nuevos recursos o 
impugnaciones .. y. con ello, la inmodificabilidad de la decisión reéaída, ... " 16 

Pero en, " Nuestra legislación procesal penal en términos generales, rehuye 
hablar de la cosa juzgada y más bien alude a que cause estado la resolución, o 
bien consigna las expresiones se11te11cia irrevocable o se11te11cia ejecl/loria en 
sus disposiciones, por eso la jurisprudencia se encarga de dar sentido a la 
garantía que evita un doble juzgamiento: 

ARTICULO 23 CONSTITUCIONAL.- Este articulo consagra la garantía de que nadie 
puede ser juzgado dos veces por el mismo delito. S. J. F .• Quinta Epoca, T. XIX, pág. 88." 17 

t. Juicio ordinario 

La jurisdicción común tiene su razón de ser en el principio de igualdad de 
todos ante la ley, sin importar los cargos públicos o privados que desempeñen 
y sin importar el credo que profesen. En razón de que en la época colonial 
babia fueros, la aplicación de la justicia era parcial en atención al fuero; por 
ello se prohibieron en nuestra legislación a excepción del fuero militar (único 
que subsiste). Asimismo. en consecuencia se prohibieron los titulas 
nobiliarios. En ese sentido todos los ciudadanos deberán ser juzgados por el 
Poder Judicial en sus distintas ramas especializadas, de ello señala el 
procesalista Cipriano Gómez Lara: 

<< La jurisdicción común es la que impant! el Estado a todos sus gobernados. sin acudir a un 
criterio cspccilico de especialización. Por lo gt:ncral. en toda localidad de cualquier país del mundo. 
es la que imparte el jw:z común y corriente. en las épocas feudales. cuando los hombres se 
org~111izah~111 en gremios. en las pcqw:1las aldeas. no había una función jurisdiccional estatal que 
pudiera ~onsidcrnrsc común, y no fue sino th:sdc la aparición del Estado nacional moderno cuando 
surge un sistcm~1 judicial, encargado de ser prt:cisamcntc el que imparta esta jurisdicción común. 
\lús tank. aparee!! la j11risclicció11 cspl.!cial, más que especial t:spccializada. Tiene su razón de 

1
'' 1 IERNA~DEZ PLIEGO. Julio A .• Los n:i.:ursos ordinarios en el proceso pcnnl, Mé.'l(.ico. Porn~ia. 2000, p. 

:!.l. tT0madu Jc t\L~1AGRO NOSETE. José. Lecciones Je derecho procesal penal, cd. Centro de estudios 
R:1111ón An.:cs. S.A., ~ladrid. 1996, p:.'tg. 11 ). ,-

ldc111. p. -i:? 
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existencia en la división del trabajo, por la cual, a medida que el grupo social se desenvuelve o 
desarrolla, surgen tribunales del trabajo, administrativos, del orden federal o local, etc. Nuestra 
Constitución Federal establece que .. Nadie puede serju=gado por leyes privativas ni por tribunales 
especiales.'' La expresión usada por el constituyente no es acertada. porque lo que se quiso 
signilicar, es que se prohibían los tribunales que ejercen jurisdicción extraordinaria. y que son los 
que deben entenderse prohibidos por nuestro sistema constitucional. Lajtwisdicción e:ctraordinaria 
cs la desempeñada por tribunales organizados especialmente, a propósito, después de que han 
succdi<..lo los hechos por juzgarse. Esta prohibición de jurisdicción extrnordinaria, se reitera por el 
mismo texto constitucional, al establecerse que: 

•· Nm.lie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, 
sino mediante juicio seguido ante los trlbunnles previumcnte estnblccidos ... (articulo 14 
constitucional)>> ts 

••El tribunal extraordinario o, rnás bien, de jurisdicción extraordinaria es entonces. el creado 
ex profCso para juzgar ht:chos y aconh.:cimicntos ocurridos antes de su creación. Posiblemente el 
caso típico de estos tribunales. sea el de los que juzgaron los crímenes de guerra, o sea los llamndos 
juicios de Nurcmbcrg contra los critninalcs nazis de la segunda guerra mundial ... " 19 

A mayor abundamiento, el maestro Contreras Vaca señala: 

"Ordinario, contemplado en el título sexto, y que puede definirse como la serie 
concatenado de actos en donde el tribunal, en ejercicio de su facultad jurisdiccional, 
resuelve una controversia. Este es el medio al que deben ajustarse todas las contiendas que 
no tienen señalada una tramitación especial:':º 

"En virtud de que las reglas del proceso han sido creadas para proteger el interés de la colectividad 
y lograr se imparta justicia asegurando a las partes el goce de su garantía de audiencia y legalidad. 
sus disposiciones se consideran de orden público y, por tanto, no se pueden modificar, alterar o 
renunciar. debiendo los interesados ajustarse estrictnn1entc a las nonnas procesales. ··~ 1 

Es imperante que se respete la naturaleza (génesis, ejercicio y teleología) de 
las funciones que tienen asignadas cada uno de los Poderes Pttblicos. Por ello, 
el Poder Ejecutivo no debe administrar justicia (Procuraduría y Ministerio 
Público, y otros Tribunales), tampoco el Poder Legislativo Uuicio político y 
declaración de procedencia). 

Es necesario referirnos a la actuación indispensable del Ministerio Público, así 
Garcia Ramírcz establece al respecto: 

<< :\ todo lo largo de este camino. que puede prolongarse por meses, años, lustros se desarrolla. 
con diversidad de estilos y conductas, la lucha entre el individuo; por una.pn"rtc,éy-1~ _sociedad y el 

1
" CiOi\ll!Z L:\RA. Cipriano. Teoría general del proceso. ~té.xico: bx~o.rd,,9" ¡;d;: 199~.--·pp. 89 ;i90 

I'• ldcm. p. 90 . .' . . .· . :-· :·· --·;, 
:u CONTRERr\S VACA. Fmncisco JosC, Derecho procesal ci~·il. M~-xiéo, Oxford U_niv~ísÚy Prcss, volumen 
~.~001. p.ó ' ' ' ' 
:i ldcm. p. 11 
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Estndo, por In otra. El Ministerio Público actita en nombre de aquéllos - representante social, se 
dice, y órgano del Estado-, y en el rótulo de la contienda judicial se suele advertir que comparecen 
d "Estado" (la Repé1blica, el Rey) y "fulano de tal", aquél contra éste, inculpado de algún delito, 
para el que la República, el Rey, el Estado reclaman sanción .. >>" 

<< ... Obviamente, en esta dificil controversia el ser humano corre riesgo de ser arrollado; por ello 
hemos dicho, invariablemente, que el ámbito penal es el escenario crítico de los derechos humanos: 
en c!I quedan en peligro los bienes jurídicos primordiales: vida, libenad, snlud, patrimonio, honor. Y 
en CI debe zanjarse el tema ti.mdamcntal del Estado de Derecho: la limitación del poder incluso 
frente a quien es considl!rado como .. enemigo de la sociedad ... Pero las nom1as y las prñcticas del 
Estado de Derecho evitan el avusallamiento. que jmnñs podría resistir el individuo dejada a sus 
propÍtlS fuerzas. y ge.meran el equilibrio in<lispcnsable: reconocen derechos ni inculpado. lo dotan de 
asish:ncia jurídica. lo protegen contra el abuso )' la tortum. le aseguran juicio imparcial. le brindan 
acceso a los recursos procesales, ordi.:nan quc sen pl1blico el proceso. etcétera. Estos elementos dan 
equilibrio - aunque no ¡1bsoluto, es cierto - a la relnción penal entre la sociedad - el Estado - y el 
ser hum~mo que comparci:i.: cumu prubal>li: infrai.:tor.>>1

) 

Todo inculpado goza de las garantías y prerrogativas que la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, otorga en concordancia con las 
leyes secundarias y reglamentarias de aquella. 

" Un Estado de derecho se caracteriza por el hecho de que se rige por nomias constitucionales y 
leyes secundarias en las que se precisan los limites del poder del Estado frente a los gobernados."'" 

" ... la persona a quien se le imputa la comisión de un delito es titular de unn serie de derechos y 
garantías frente a las autoridades encargadas de la investigación y persecución del delito (i\ili~isterio 
Público), así como de aquellas que se encargan de la administración de justicia (jueces y 
tribunalcs):'1~ 

La procuración de justicia debe ser exclusivamente del Poder Judicial que para 
tal, nació y ha evolucionado, así 1-lernández Pliego señala: 

·· ... todos los jueces. tienen igual facultad de decir el derecho, independienten1ente de su rango o 
importancia y del tipo de conílietos que les corresponda resolvcr:·!tJ 

En ese orden de ideas, al existir una conducta u omisión que la ley considere 
delictiva, empezará a caminar la maquinaria judicial: 

:: GARClt\ RA:'\llREZ. Sergio, El nuevo procedimiento pc:nal mexicano, la reforma de 1993 - 1994. 
\k.\i..:o. Porrú01, 1994, pp. t 1 (1 y 117 
.!' hkm. p. 117 
:~ All:\ TO GREEN. Victoria, Dcn:chos Je los dctc:niJos y :iujl!tos u proceso. l\tCxico, Cámara de Diput¡¡Jos 
~ \'111 Lcgisl>ttura. 1·• edición. 1001, p. 3 
· ldcm. 
:" hlcm. p. 32 
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" El procedimiento penal se origina cuando una persona realiza una conducta considerada 
por la ley como dellto."27 

El Ministerio Público es el único facultado-obli~ado para investigar y 
perseguir los delitos (articulo 21 constitucional>-8

• Tarea que se verá 
obstaculizada por la injerencia del poder legislativo al necesitarse la 
"autorización" (requisito de procedibilidad) de éste para continuar o bien 
empezar la averiguación previa. En un caso de flagrancia~9 o de caso urgente 
el Ministerio Público o cualquier persona puede detener al delincuente, ¿cómo 
podrá hacerlo tratándose de un servidor público de los mencionados en el 
articulo 11 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, si 
antes tiene que ser declarada, necesariamente, la procedencia, puesto que al 
respecto, el citado ordenamiento no indica nada? Y ningún inculpado puede 
ser juzgado por analogía o por mayoría de razón. Garantías infranqueables. 

<< La detención por mandamiento del M. P. se halla regulada en el articulo 123, bajo el nuevo 
h:xto del púrrafo tercero. Aquél "sólo podrá ordenar la detención de una persona. cuando se trate de 
delito tlagrante o de caso urgente, confom1e a lo dispuesto por el articulo 16 de la Constitución", y 
en st.:guida remite a los artículos 193 y 194 para reso1ver1 respectivamente, las circunstancias de 
llagrancin.>>Jo 

Además son aplicables los artículos 194 bis, 195, 20 I, 202, 204 entre otros,' 
todos ellos del Código Federal de Procedim.iemos Penales. 

En concordancia con la garantía de seguridad jurídica, el presunto delincuente, 
sólo puede ser detenido en caso de flagrancia o de urgencia, así lo· señala 
Adato Green: 

·· Dicha gamntia (apoyada en el artículo 16, parrafos cuarto y quinto, constitucional; y articulos 267 
y 268 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal y 123, párrafo tercero, así 
como 193 y 19-1 del Código Federal de Procedimientos Penales) se aplica: 

:\ quien haya participado en la comisión de un delito puede ser detenido por cualquier 
persona. pero sólo en el caso de que sea sorprendido en flagrancia, es decir, en el momento 
mismo de estar cometiendo el delito, según se establece en el párrafo cuarto del articulo l 6 
constitucional .. 

:, Op. cit. 1\d>lln, p. 3 
: .. 1 IERNÁNDEZ P\il.!'go sci\aln: ·· ... ta ;.1cción penal no sc rige por criterios de conveniencia, no por lo menos 
h:llrif .. ·•uncntc en nucstr•1 lcgishtción proccs;il penal en la qui: por cncinm de los intereses del estado, se hallan 
lo~ lkrcdm:s públicos subjetivos Jcl gobcrnadll, dc modo que su ejercicio constitU)'C un imperativo juridico 
parí.I el ~linbterio Público. cumplidos los requisitos legales que su cjcrcicio rccli:m1a. Es de esta maner::t. como 
se reafirma el ¡mdcr Jt:bcr dd mini~tc.:rio púbhco, en relación con el ejercicio de la acción penal." ( Programa 
de 1..krccho procesal pcní.ll, p. 95) 
:·i 1 krnándc1: Pliego ddinc: ·· ... cntcmliC:n<losc: por delito flagrante. i:l que se está cometiendo actualmente, sin 
que d •mtor haya podido huir .... " p. 114 Programa ... 
'" Op.cil. Garcü1 R~1mircz, p. 161 
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Ln persona que ha cometido un delito también puede ser detenido en caso de urgencia y 
bajo In mñs estricta responsabilidad del Ministerio Público. El caso de urgencia, según se 
dctem1ina en el párrafo quinto del artículo 16 constitucional, se presenta ante el riesgo 
fundado de que el imputado se pueda sustraer de la acción de la justicia y se le atribuya un 
delito grave. 

De conforn1idad con lo dispuesto por el séptimo párrafo del articulo 16 constitucional. el 
~tinisterio Pl1hlico no puede retener a unu persona durante In averiguación previa por más 
de 48 horas. Transcurrido ese pinzo. el ~tini:Herio Público deberá ordenar la 1ibcnad del 
detenido, o bien, ponerlo n disposición del juez. Este plazo de retención se puede duplicar a 
96 horas en el caso d~ que el delito que se atribuya ni detenido sea de los que la ley preven 
como delincuencia organizada. Este aspecto se encuentra regulado en idénticos té:m1inos en 
los articulas 168 bis y l 94 bis de los Códigos de procedimientos penales para el Distrito 
Federal y Federal, respectivanicntc.''31 

En caso contrario, si la detención se lleva a cabo sin razón para ello, existe el 
artículo 134 del Código Federal de Procedimientos Penales. Si la detención 
excede del plazo señalado por el artículo 16 constitucional, se presum1ra que 
el detenido estuvo incomunicado y las declaraciones que haya emitido, el 
indiciado, no tendrán validez (serán nulas). 

En cuanto a la detención en caso urgente, para llevarla a cabo el Ministerio 
Pttblico debe reunir una serie de requisitos: 

Que se trate de delito grave así calificado por la ley, 

Que haya riesgo fundado de que el indiciado pueda, sustraerse a la 
acción de la justicia, y 

Por razón de la hora, lugar o Ciréunsthn~i~ no' se pueda ir ante la 
autoridad judicial. 

Funde y exprese los indicios que m~ti~~~ su proceder 

Bajo su responsabilidad, ordenará la detención. 

Estos rl!quisitos (artículo 16 constitucional), son letra muerta cuando se trata 
de uno de los servidores públicos mencionados en.· el artículo 111 
constitucional, ya que, para llevar a cabo una detención en esas circunstancias, 
faltaría l!l requisito también constitucional de declaración de. procedencia 

'
1 Op. cit. AJato, pp. :?.:? -:?4 (en idénticos términos Garcitl Ramírcz hace su razoi:iamicnto en las p:igs. 162 -
1 (1~ dl.! su ubrn 
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señalado en el propio artículo. Además de que se tipifica como delito, que se 
lleve a cabo un enjuiciamiento por el poder judicial o detención por el 
Ministerio ,píiblico si no ha habido la declaración mencionada en sentido 
positivo. Además se persigue de oficio, según lo establece el artículo 225 
fracción XIX del Código Penal Federal.32 

Por lo anterior, y porque el sistema judicial está diseñado .de manera que ~l 
Ministerio Público33 queda como inepto finalmente. Ello deriva de que 
depende del Poder Ejecutivo y de la actuación .. primaria" del Poder 
Legislativo (declaración de procedencia). 

t. l. Organo jurisdiccional 

La función de administrar justicia , constituye una de las más grandes e 
importantes misiones del hombre sobre la tierra, porque juzgar a un semejante 
es, bien visto, lo que más se asemeja a la función de la divinidad.34 

Antiguamente se ocuparon de establecer personas, que después formarían 
Instituciones, que se encargaran específicamente de conocer, estudiar y 
resolver los conflictos que se les encomendara. Únicamente para dicha 
función, con el fin de que las personas elegidas para realizar tal, no distrajeran 
su atención e ímpetu en menesteres ajenos. 

':<< Articulo :?.:?.5. Son delitos contrn la •ulminbtración de Justicia. cometidos por servidores pl01b1icos los 
s1gu1cntcs: 
... S:IX. :\hrir un proceso penal contra un servidor público, con fuero. sin habérselo retirado éste previamente, 
confonm.: a lo dispm:sto por la ley;>> 
.u RO~IERO ,\PIS. k1sC Elias. El desafio de l;1 justicia. Mexico, Miguel Angel Porrúa, 2001. al respecto, 
:.cibl;.1: ·· ... los desequilibrios del procedimiento penal, dur;:mtc la ~lvcriguación previa, hacen que la fiscalia 
lh:vc todas las de g;.rnar. mientras que i.:n el proceso propiamente Jicho lleva todas las de perder. En medio de 
e~a conucndól dcsigu'11. bs leyes <le l;.1 n.iturah:za social y del instinto <.h: conservación, han hecho que los 
p.u uculan:s cquilibrt.·n !"\U posición anti: la fisi.:ali<l - durante la a\"crigu;;1ción prc\'ia - a través de una forma 
n.:rugnantc de corrupdUn. El soborno. Pero. en b siguiente ernpa - el proceso - la ;.mtoridad tiene que 
cnmpc11 ... ;;1r su fragilidad a tr;;1vCs Je otra forma. igualmente repugnante, de corrupción: la consigna. 
De c..,,, manera se cicrr;i y se cumpli.:mcnta un círculo vidoso y perverso. El gobierno que recurre a la 
i.:on~igna pienk su .iutoridad moral para combatir el soborno. Más. aún. en ocasiones tolerar éste i:s i.:l precio 
... h: imponer a4uClla." l'p. 15-l y 155. En forma id~ntica Hcrnámlez Pliego. cst;;1blccc la actu;;u:ión del 
\lini~11:rill Público en la avcriguJciún prcvi.1 y en el prn..::eso {~anaUor y perdedor. rcspccti\'amcntc). 
qOp 1..·it l lcrnúnd1.:z Pliego, Programa de .... p. 31 
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" Desde un punto de vista simplista, debe admitirse, pues, que el órgano 
jurisdiccional es el ente que despliega jurisdicción, entendiéndose ésta como 
una de las funciones públicas estatales; problema ligado a lo anterior, y que 
habrá de abordarse, es el referente a los árbitros quienes, aun admitiendo que 
ejerzan jurisdicción - y que para los efectos de este estudio también son 
órganos -, es bastante discutible considerarlos como servidores de una función 
pública ''35

• 

Auxiliándonos del Derecho Administrativo, el vocablo "órgano define a 
<<" ... cierto cúmulo de funciones individualizadas y la persona o personas 
lh1madas a ejercerlas ", dando vida y voluntad a esos quehaceres lo que 
permite comprender que, si bien el "órgano" es una abstracción, gracias a las 
personas que son sus titulares es posible ubicar al órgano (que de otra manera 
no tendría dimensión física) en el espacio y en el tiempo, tratar con él. 
gestionar de él o ante él, hacerse oír, etc.">>36 

<< Es algo impuesto por la doctrina y por la práctica, hablar comúnmente de 
los "tribunales" como sinónimo de órganos jurisdiccionales en general, 
aunque luego se precise la terminología de que si se trata de monocráticos, se 
les mencione como "jueces", dejándose así reservada la palabra tribunales 
para los órganos colegiados a cuyos titulares - que no dejan de ser "jueces" en 
este orden de ideas - se les llama magistrados o también ministros; pero 
como quiera que se les llame, es frecuente que las leyes califiquen de 
"magistrado" al titular unipersonal en ciertos casos, la única forma de 
explicarlos consiste en que se reserva el nombre de jueces para los juzgadores 
en una primera instancia o etapa, y el nombre de magistrados para los 
juzgadores en segunda instancia, lo cual detem1ina obligadamente sujerarquia 
superior (que en manera alguna su importancia, el respecto que se les debe y 
menos la remuneración que les corresponda).>>37 

Es necesario que las responsabilidades en que incurran los servidores públicos 
de cualquier nivel, no sean "juzgadas" por organismos especiales ya que existe 
una división de poderes y de funciones. En ese sentido, el Poder Judicial es el 
único que tiene la facultad de juzgar, no hay necesidad de establecer juzgados 

·'~CORTES Figucroa. Carlos. En torno a la teoría general del proceso. México. Cárdenas editor y distribuidor. 
J·' edición. 1994. p. 143 
"' ldcm. pp. 143 y 144 
,~ hknt. p. 144 
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improvisados (no tienen la experiencia suficiente) o bien contratar auxiliares 
para una tarea específica, por ejemplo en la declaración de procedencia.38 

Asimismo, la impartición de la justicia debe ser expedita e imparcial, en ese 
sentido se pronuncia Teresa Jardí: 

" ... manifestó la necesidad de que la sociedad impulse la propuesta de que, cuando en ~lgún delito, 
del orden que sea. se encuentren involucrados n1agistrados. jueces. agentes del ministerio Público. 
policías o funcionarios vinculados a la administración de justicia. éstos no deben alcanzar fi.anzn. 
porquc seria fomt!ntar conductas erróneas. com1pción que impide impartir justicin ... 3 .. 

•• Se debe iniciar el debate en tomo a este asunto, añadió, y luchar además porque la pena .que se 
otorgue en esos casos, sea duplicada o triplicada, si realmente se quiere que comienC·e n ct1:mbiar el 
prohlemn dt: la administración de justicia.'..io < ·, 

1.2. Tipicidacl 

La legislación ha descrito las conductas u omisiones que deberán considerarse 
delitos, cuando se actualicen tales. Castellanos señala: "La. ·tipicidad ·es el 
encuadramiento de una conducta con la descripción hecha· en la ley; la 
coincidencia del comportamiento con el descrito por el legislador. Es, en 

l!< PEREZ Silva Ciro. La Sección lnstructora de la Cámara de Diputados recibió diez e:<pcdicntt:s de solicitud 
de desafuero. La Jornada (08-10-0:!), p. 5 ("Se infonnó ademas que serán contratadas entre ocho y diez 
personas. preforentcmcnte abogados que se hayan desempeñado con10 agentes del :\tinistcrio 
Püblico, para estudü1r los expedientes, ya que- sólo el que se refiere a los lideres petroleros. Romero 
D.:schamps. Ricardo Aldana Prieto y Jesús Olvera rebasa las 60 mil fojns '")A mayor abundamiento 
cn d diario E:\;cclsior (04-10-02) se indica: •· En tanto, los integrantes de la SI, se volvieron a reunir 
anoche para tratar de llcgnr a acuerdos que lt.!s pcm1itan afrontar el trabajo futuro. Los legisladores 
tic:ncn problemas de logística porque en tém1inos prácticos y operativos tienen que instalar el 
equivalente a un juzgado. 
Los diputados necesitan secretarios de acuerdos - los técnicos especializados en revisar los 
c'pc:dientcs y quienes preparan a los jueces los borradores de las sentencias - peritos. abogados y 
hasta sccrctarias especializadas en el manejo de expedientes confidenciales. 
Edu~m..lo Anllradi:. del PRI, confló quc sólo d expediente de los líderes petroleros rebasa las 50 mil 
fojas y ocupa un espacio físico de tn:s metros de.! largo, por 1.5 metros de ancho e igual de alto. Por 
nc\.:'esidad~s de proccdi1nicnto hahr.i que fotocopiar los expedientes, en el entendido que son 
contidc.:ncialr:s y no sl! pueden perder hojas." tROJAS Cruz, ~tanucl. Rocha: los Diputado-:;. de la SI, 
\knsos e h!noranti:s"'). SI. léase Sección Instructora. 
"' l IER'.\: .. \:"-DEZ Lópc1', Aarón, El prucc:m pcn..il federal comentado, ~·té\ico. Porrúa. 2 .. edición actualit:ida. 
1,?'J.;. p. L~Jll (Gai.:cta de J¡1 UNA;\I, Mt!xico, l 7.QIJ.pJ91 ). 

ldcm. 
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suma, la acuñación o adecuación de un hecho a la hipótesis legislativa."41 Sin 
embargo, "... la ausencia de tipicidad surge cuando existe el tipo, pero no se 
amolda a él la conducta dada, ... "42 

. . . ·. 

La descripción puntual de una conducta u omisión y su denominación 43
, son 

el tipo, por ello, " ... el tipo es la razón de ser de la antijuridicidad, hemos de 
atribuirle un carácter delimitador y de trascendental importancia en el Derecho 
liberal, por no haber delito sin tipo legal (11111/11111 crimen sine lege, equivalente 
a 1111!111111 crimen sine tipo)."44 "Lo cierto es que la antijuridicidad radica en la 
violació11 del valor o bien protegido a q11e se contrae el tipo penal 
respectivo."45 

¿Qué sucede cuando la conducta no se ajusta a lo establecido como delito? 
·· ... Cuando no se integran todos los elementos descritos en el tipo legal, se 
presenta el aspecto negativo del delito llamado atipicidad. La atipicidad es la 
ausencia de adecuación de la conducta al tipo. Si la conducta no es típica, 
jamás podrá ser delictuosa. 

Suele distinguirse entre ausencia de tipo y de tipicidad; la primera se presenta 
cuando el legislador, deliberada o inadvertidamente, no describe una conducta 
que, según el sentir general, debería ser incluida en el catálogo de los 
delitos."46 

" En el fondo, en toda atipieidad hay falta de tipo: si un hecho 
específico no encuadra exactamente en el descrito por la ley, respecto de él no 
existe tipo."47 Si la conducta perjudica a un individuo, pero no se encuentra 
señalada como delito, no podrá sancionarse de ningún modo, al que la haya 
realizado. 

A mayor abundamiento, señala Edgardo Alberto Donna: 

•· Sólo las conductas que queden atrapadas por el tipo penal son delictivas y. por tanto, las únicas 
qut: podrún ser sancionadas con pena. Toda otra conducta. aunque sea perjudicial a los bienes 
juridicos, si no cstú descripta en la fonna antes vista no podrá ser snncionada penalmente. Este 
sencillo esquema gnrantiza. sin duda alguna, la libertad de la persona frente al podt:r del Estado, y 

"
1 CASTELLANOS. Fernando, Lineamientos elementales <le derecho penal (parte general). México. Porrim. 

~~1gcsi111;:1sCptima cUición actualizada, 1997, p. 168 
~ IJcm. pp. 174 y 175 

.1• Op. cit. Castcll1.111os, pp. 175 y 176 r• En ocasiones el legislador. al describir el comportamiento. se refieren 
i.:icrta 1.'.alidad en d sujeto acti.,,.o, en el pasivo. o cn ambos: tal ocurre. por ejemplo, en el delito de peculado. 
en d cu•ll el sujeto 1.1cti.,,.o ha de ser el encargado <le un servicio pUblico tartículo 2:!3 del C.P. de 1931 ") . 
.1.1 ldcm p. 170 
.1~ ldcm. p. 1 ;s 
:'~ ldcm. p. 174 

ld1..·111. p. 175 
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aparece como el punto de iníle:dón más importante en el limite del Estndo que, al ser un Estado de 
derecho, debe respeto a la Constitución.e.""' 

REQUISITOS DE PROCEDIBIÚDAD 

A decir de Hernández López los requisitos de procedibilidad son aquellos, " ... 
que son menester para que se inicie el procedimiento, tal es el caso de la 
querella y de la denuncia, pero también se consideran dentro de estos. 
requisitos la excitativa, que consiste en la solicitud que hace un país extranjero 
para que se persiga al que ha injuriado a dicha nación y por último la 
autorización, que es el permiso concedido a una autoridad, para que se pueda 
proceder en contra de algún funcionario que la misma ley señala por la 
comisión de un delito del orden común. "~9 

A mayor abundamiento, Hemández Pliego señala: son aquellas 
condiciones sin cuya concurrencia no puede iniciarse la averiguación previa o 
bien, si ya fue iniciada, no puede legalmente continuar, 113 CFPP 262 
CDF."50

• este último denominado recientemente Código Penal para el Distrito 
Federal, cuya vigencia empezó a partir del 13 de noviembre de 2002. 
Asimismo, el artículo 299 frac. Vlll, señala la pena para el servidor público 
que inicie un proceso penal en contra de un servidor público con fuero. 

La querella, << ... En Derecho comparado, la voz querella posee una doble 
acepción: como sinónimo de acción privada y como simple requisito de 
proceclibilidad. En México, donde priva el monopolio acusador del Ministerio 
Público, la querella es simple requisito de procedibilidad que se resume en una 
manifestación de conocimiento sobre los hechos delictuosos y una expresión 
de voluntad a efecto de que se lleve adelante la persecución procesal. Este 
requisito se plantea en el caso de los llamados "delitos privados", para cuya 
persecución predomina el interés privado sobre el público. Aun cuando dentro 
de la evolución general del sistema penal, la persecución privada constituye 
una fase generalmente superada, razones de política criminal han mantenido 

4
' DO'.'!:"::\, Edgardo Albl.!rto: Tcoria del delito)' de 1a pena. imputación delictiva, Buenos Aires. t\strc¡1 de 

:\tfn:do y Ricardo Dl.!palma. 1995, pp. 66 y 67 
4
'
1 Op. cit. Hi:rn.illlkz Lúpcz, p. :?o (To111:.1do del Mamml de dcn:cho procesal penal, Cárdenas editor, ~lé~ico, 

19:\.1) 

~ .. Op. cit. l lcrnándi:1. Pliego. p. 93 
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cierto ámbito de vigencia de la querella, que en ciertas hipótesis tiende a 
ampliarse.>>51 

1-!ernández Pliego señala que la denuncia, " ... es el acto procesal por el que 
cualquier persona, verbalmente o por escrito, ante el Ministerio Público ( o 
ante la policía dependiente del él, en materia federal) relata hechos 
posiblemente constitutivos de delito."52 Asimismo señala que la delación, " .. 
es la denuncia que no suscribe el denunciante, ·qúien con asentimiento de la 
autoridad, oculta su identidad."53 

Haremos especial menc1on del requisito de procedibilidad llamado 
autorización, en razón que en el juicio de procedencia que es llevado a cabo 
por el Congreso de la Unión, encuadra dicha declaración en aquella; ya que 
sin esa condición no puede iniciarse o continuarse, en su caso, la averiguación 
previa. " Pues bien, la a11torizació11 es precisamente el acto por el cual se 
remueven legalmente las inmunidades. Aunque cabe hacer mención, que la 
averiguación previa puede realizarse con detenido o sin detenido, sin la 
"autorización" aquélla no prosperará (consignación del inculpado ante un juez 
competente). 

Si hemos dicho que la inmunidad constituye un impedimento transitorio para 
la aplicación de la ley, sólo puede removerse (si no es por renuncia, 
destitución o por fenecer el tém1ino que dure la función que desempeña el 
favorecido con ella y que genera la inmunidad o fuero) por la citada 
autorización que se otorgue, en cada caso por el órgano competente, de modo 
que removido el impedimento, cobrará plena aplicabilidad la ley, pues habrase 
cumplido con el requisito de procedibilidad con-espondiente.54 

En ese sentido, el Ministerio P1fülico y el Poder Judicial (incidentalmente éste 
úhimo), están sujetos a lo que "disponga" el Poder Legislativo. Esto 
menoscaba el principio de la separación de poderes y de funciones. El 
Ministerio Público debiera ser independiente del Poder Ejecutivo, 
precisamente para que no tenga una doble tutela, en este caso además, la del 
Poder Legislativo. 

; 
1 

Op. cit. Hcrnán<lcz Lópcz. pp. ::? 1 )' 22 (definición de Sergio Garcia Ramircz). 

·~ ldl.!'111. p. CJ:? 
,,\ hit.•111. p. 96 
'.l Op. cit. Hcmámh.:z. Pliego. p. l 02 
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l.3. Persecución oficiosa 

"'Los delitos perseg11ibles previa de111111cia ( conocidos como "perseguibles de 
oficio") que puede ser formulada por cualquier persona, son todos aquellos en 
los que la autoridad, previa denuncia, está obligada a actuar, por mandato 
legal, pe·rsiguiendo y castigando a los responsables, con independencia de la 
voluntad de los ofendidos. Consecuentemente, en los delitos perseguibles por 
denuncia no surte efecto alguno el perdón del ofendido, a la inversa de lo que 
ocurre en los de querella necesaria".55 

Es innecesaria la existencia del perdón en los delitos que para ser perseguidos 
es imprescindiblu el requisito de procedibilidad, llamado de .. querella 
necesaria", si la pena es menor, ni respecto, César Becaria señala: 

<<TABLA NUMERO XLV DE LAS GRACIAS Y PERDONES . 

.... \ medida que SI! suavicen las penas. la clemencia y el perdón se harán n1cnos necesarios. Feliz la 
nación en ln que estas virtudes serian funestas. La clemencia, esta calidad que ha suplido. como lo 
hc.:mos visto. en algunos soberanos In falta de los demás, debía desterrarse de una legislación 
pc.:rfecta. verdad dura al parecer a los que viven bajo el desorden de una jurisprudencia crimtnnl 
donde lo absurdo de las 1cyes y el rigor de los suplicios tienen necesidad de gracias y de perdones. 
El dcrc~ho a perdonar al culpado la pena en que ha incurrido. es sin duda la mas bella prerrogativa 
del trono. es el atributo má::; deseable de la soberanía. pero al mismo tiempo es una tácita 
desaprobación de las leyes. Distribuidor bencfico de la felicidad pública, el que ejerce este derecho 
parece levantarse contra el código criminnl. consagrando a pesar de sus imperfecciones por la 
preocupación de la antigüedad. por el respetable y voluminoso aparato de una infinidad de 
comentarios, por el concurso 111ajcstuoso de las fonnalidadcs. en fin. por el sufragio de los filósofos 
siempre mús insinuantes y mi:nos.timidos qut: los verdaderos filósofos. 
Si SI.! considera qw.: la ch.:1m:ncia. virtud propia del legislador y no del ejecutor de las leyes, debe 
brillar en d cOdigo por no tt:ncr lugar en los juicios; si se rdlcxiona que mostrando a los hombres 
que los criminak:s si: perdonan y qw: i.:\ castigo no es una consecuencia ncccsnria de dios. 
aliml.!ntamos la 1.!Spt:ranza de la impunidad y hacemos que miren los suplicios como actos de 
violencia y no de ju:->ticia. si consideramos y reflexionamos esto. t:cómo podemos desear que el 
sohcrww pcnlow.! a los crimine1h•s:' ,:No lene/riamos ra=ón para decir más bien que sac:rijico la 
s1:gtll'idad ptiblica a la ele wr partic.:1de1r, y qm.' por 1111 acta pri\'Czclo ele una bc11cficencia ciega.\' me1I 
e1t1enc/ida, ¡wm11mcia w1 edicto ,'t!.eneral de imp1111idact:). sean pues, inexorables las leyes y sus 
ministros. pero si.:;1 al mismo tiempo d legislador dulci.:. indulgente y humano: sen un prudente 
arquitt..·~to. que dC por base a su edilicio. aquel amor que cada hon1brc tienen para su bienestar: sea 
un moralista h~'1bil qw.: sepa reunir el concurso de los intereses particulares, que han di: fommr 
juntos el interCs gcncrnl. Como lilósofo profundo y sensible dejan\ a sus semejantes gustar en paz la 
..:una porción de: fdicidad que les ha concedido el ser supremo de que su sistema inmcn~o y sabio 
lc:s permite gozar de esta panícula del universo.>>·~ .. 

'" Op. cit. i lcrníinllc.t PliL'go, p. 14~ 
·i. Op. 1,;'Ít. l lcrn:indi:¿ López. pp. 5 y 6 (C~sar Bi:~aria. obra disertación sobre los delitos y lí1s penas. 1764). 
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Por su parte Hernández Pliego señala que el positivismo y la doctrina rechazan 
los delitos de querella necesaria (delitos privados), argumentando que se 
prestan a criterios dispositivos en donde el logro de la justicia se mueve 
conforme al mejor postor, propiciándose la inmoralidad en la procuración y 
administración de justicia, todo lo cual conduce a la pérdida de la satisfacción 
del interés general orientado esencialmente a evitar la impunidad de los 
delitos. Se ha llegado al extremo de pedir la desaparición de este tipo de 
delitos. 

No obstante, la realidad legislativa de nuestro país parece ignorar las 
anteriores críticas y de unos años a In fecha han proliferado en las leyes 
penales, los delitos para cuya persecuci6n se hace necesaria In instancia del 
ofendido. · 

Se aducen criterios tales como: " La razón por la cual se mantienen en las 
legislaciones estos delitos perseguibles por querella de In parte ofendida, se 
basa en In consideración de que, en ocasiones, la persecución oficiosa 
acarrearía a la víctima mayores daños que la misma impunidad del 
delincuente. " 57 No sabemos a que se refiere, con mayores daños que la 
impunidad, podría ser debido a la publicidad que se haga en los medios de 
comunicación del nombre del ofendido, dejándolo como "soplón" y no como 
el único - directamente - afectado. A quien debiera procurársele justicia, sin 
que su persona y dignidad se vean afectados de modo alguno. 

Sin embargo, es deseable que, " ... Siempre que el órgano encargado del 
ejercicio de la acción penal tiene conocimiento de que se ha cometido un 
delito que se persiga de oficio. debe proceder sin demora a su investigación y 
si las pruebas obtenidas han sido suficientes para satisfacer los presupuestos 
legales. debe reclamar que intervenga la jurisdicción y perseguir la reparación 
del derecho violado."5s Además de que debería guardarse en secreto la 
identidad del afectado, sólo ante la opinión pttblica, para no causarle daño 
alguno. 

~~ Op. cit. Hcrnándcz Lópcz. p. 14-'. Al respecto. Hcrnándcz Pliego afirma: .. Se estima que han pcsndo más 
los argumentos concernientes a que, la publicidad en ciertos delitos. causa mayores dai\05 al pasi\'o, a su 
fi.unilia. que la ofensa misma y. de seg.uro. también ha influido una realidad a la que no puede cerrarse los 
ojos. consistente en que cuantit•Uivamcnb.•, se obtiene en la pnictica Cf..."111 mayor th:cucncia protección para el 
ofl.!nJidu o la victim;i del delito. respecto a la reparación de los dal\os o al menos p<lrtc de ellos. en los delitos 
di.: 1.1ui.:ri.:lla nccesari•1. que en los otros. sobre rudo trután<lost..• <.k delitos de contenido patrimonial, ello por el 
intcré:-. o:-.tcnsibh: del inculpado de que se le otorgue el perdón. para que se extinga la acción penal. o en su 
ca~o. l;.1 pcn.1" ( Program•t de derecho procesal pcm1I. p. 94) . 
•• ld1..·111. p. 21 
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Es imprescindible distinguir los delitos comunes de los delitos federales, asi 
señala Hernández López: 

" Los delitos comunes constituyen In rcgÍn general; son aquellos que se formulan en leyes dictadas 
por las legislaturas locales, en cambio, los federales se establecen en leyes expedidas por el 
Congreso de la Unión:•''1 

En cuanto a los delitos que pueden ser cometidos por los servidores públicos 
están: el peculado, la concusión, el abuso de autoridad, el enriquecimiento 
ilícito, uso indebido de atribuciones y facultades, administración pública 
indebida. Todos ellos son perseguidos de oficio, pero bajo la condición de 
satisfacer, el requisito de procedibilidacl, "autorización". A menos ele que se 
trate de un servidor público ele jerarquía menor. quien inmediatamente será 
juzgado. El mencionado requisito, sólo retarda la administración ele la justicia 
y menoscaba el principio ele "'igualdad ele todos ante la ley". Además de que 
ninguno ele ellos, se señala como delito grave (cuando menos el peculado y la 
concusión por la frecuencia con que se presentan), ya que no aparecen en el 
cátalogo descrito en el articulo 194 del Código Federal de Procedimientos 
Penales. Al respecto nos cuestionamos, ¿afectan de manera importante valores 
fundamentales ele la sociedad?60 La confianza y el reconocimiento públicos, 
legitiman la existencia de una Institución, cualquiera que ésta sea. 

2. Auditoría 

La corrnpción se da especialmente en los paises poco desarrollados y que es 
un problema cultural, dado que a decir de Rai'.11 Cárdenas: "' ... por desgracia, es 
una institución que ha tomado carta de naturalización, la llamada mordida.". 
Amplia tal aseveración, \Vainstein: 

•· En los paises emergentes la corrupción es nom1almcntc niayor porque se da una serie de 
condiciones quc: le son propias. la motivación para obtener ingresos es muy alta en un medio de 
cxtrcma pobrczn donde los sueldos son magros. especialmente en la administración pllblica. En esos 
p¡1i~cs hay riesgos de cntermc<ladcs de todo tipo )'desempleo. Además, hay n1uchas oportunidades 

•. , Op. cit. l lcrn1.íll(h:1. Lüpcz, p. 145 
.... 1\I rc~pecto l lcrnúndcz Pliego scfü1la: ·• T:.uuo el CFPP como el COF, expresan conto argumento para 
.:alitic;.1r" lo;:, cirndo:oo Lk·lito!' co1110 graves. d que afectan valores fun<lamcnt<11cs de la sockdad, lo cual por lo 
111c1w .. resulta incompleto y C"ontrndicturio porque hace pc11s•1r 4uc los otros delitos no at'cctan aquellos 
\~1lnn.·s. cosa que tm.Javia cstaria por ~1clnrnrsc." l'. 119 (Programa de Derecho Procesal Penal). 
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de participar en netos corruptos. En esas sociedades se dan las condiciones de monopolio, 
discreciona1idad y poca o ninguna rendición de cuentas."M 

Lo señalado, aunado a que, los servidores públicos denominados de 
"confianza", quienes tienen a su cargo tareas de mando y dirección, ganan en 
promedio, de cinco a diez veces más (el de menor jerarquía, y según la 
dependencia) que un trabajador de "base" y de un trabajador eventual. Esa 
tremenda desigualdad provoca inconformidades y búsqueda 'de otras maneras 
de subsistencia. Ello no quiere decir, que los empleados de confianza estén 
exentos de la mencionada búsqueda. Tampoco queremos decir que no 
merezcan ganar bien, dada su función; pero debe existir una proporción de 
acuerdo a la capacidad y preparación. 

Un ri1cdio de control del actuar de los servidores públicos es saber a cuánto 
asciende su patrimonio en el momento de asumir la función p(1blica y en 
cuánto se contabiliza en el momento de abandonar el cargo62

, así como la 
declaración periódica de lo que se posee. Por ello, en principio requerimos una 
definición de auditoría: 

<<Andrés Monlero eslima que Audi1oria: " Es el e.xamen melódico y ordenado de la contabilidad 
de una emprcs;:1, mediante ta comprobación de lns operaciones registradas y ta investigación de 
todos aquellos hechos que puedan tener relación con las mismas, a tin de determinar sus 
corrccción ... >>til 

<< El comité especial del Instituto Americano de Contadores. dctennina que Auditoria: º Es el 
examen de los libros d~ contabilidad. comprobantes y demás registros de un organismo público. 
institución, corporn.ciUn. finna o pcrson~1. o de alguna persona o personas situadas en destino de 
con fianza. con el objeto lle averiguar la corrección o incorrección de los registros y de expresar 
opinión sobre los documentos suministrados. comúnmente en forma de un ccrtificado.">>11

"' Es 
recomendable que la auditoria sea hecha por pcrsona externa, ya que los realizadores emitirán su 
opinión de manera imparcial y concret~1. Ademas dcbt: st:r esporádica o eventual. pudiendo revisar 
cualquier ejercicio, mes o periodo. Rcsulta<lo, inforn1cs lides y tmsccndcntes parn evaluar el 
desempello de una administrnción o bien ordenando una auditoria detallada en periodo detcn11inado. 

" El objetivo de la Auditoria Adn1ini:.arntiva consiste en evaluar el fundamento de In mlministrnción. 
mediante la localiznción e irn:gularidadcs o anomalías, y el planteamiento de posibles alternativas 
Je ~oluci6n."" 5 

r.1 \\'AINSTEIN, Mario (coordinador), Auditoria temas seleccionados, Buenos Aires, ('.tacchi. 1999, pp. 81 
.: E~to yu In conh:mp\;,1han los romanos y los cspai\olcs,( ver Capitulo 1 y Capítulo 11. tesis). 

h\ s.-\SC'l-IEZ ,-\lan:ón, f'runciscu J~1vic:r, Programas de: 1\uditorfa, ~ICxico, Ecafsa. 101 edición, 199Q, p. 18 
1'.¡ l<km. 
1
•• RUBIO, Rag:iz1n11i \'ictor, y llcrn~indi:t Fuc:ntcs Jorge. Guia Práctica de Auditoria Administrativa, Mé.~ico, 
1 ·•. Rcimprc~ión. 1 t)9 \. p. 13 

219 



Si la auditoría66 administrativa, en este caso, sirve para revisar y detectar 
anomalías en el desempeño de la función pública y consecuentemente es 
factible subsanar errores y enmendar conductas irregulares67 ¿cómo es posible 
que se hagan públicas dichas irregularidades cuando ya no puede hacerse 
nada? ¿Quiere decir, entonces, que dichos organismos no cumplen eón la tarea 
encomendada y su creación es ociosa o sus fines sólo·son enunciativos?68 Si 
una Institución (SECODAM) no alcanza a cumplir.con lcís objetivos que la 
originaron es menester, reestrncturarla y hacerla autónoma_.· 

Auditoria Gubernamental 

La auditoría gubernamental comprende el examen o rev1s1on de las 
funciones, actividades y operaciones, cualesquiera que sea su naturaleza, 
realizadas por las dependencias y entidades de la Administración Pública 
Federal, con objeto de evaluar si el todo o parte de los estados financieros y 
presupuestales presentan razonablemente la situación financiera o el ejercicio 
presupuesta!; si los objetivos y metas fueron alcanzados en condiciones de 
eficacia y eficiencia con relación a los recursos que se les asocian, y si se ha 
cumplido con las disposiciones legales aplicables."69 

1
"' A decir de Cervantes y Serrano en su libro, ''La audotiria in tema en ~léxico y Estados Unidos .. :<< ... en 
tudo el mundo la auditorin interna se realiza en numerosos ambientes y dentro de organizaciones que varían 
cn propósito. 1;.umülo y estructura. las Normas sc concibieron para servir a toda la profesión en todos los tipos 
di: rn:godos: en los diferentes nivdcs gubt:mamcntalt:s y en general. t:n todas las organizaciones <lande actúan 
~1ud1ton:s internos." . 
h

7 
Op. cit. Rubio. p. 68. Litcr1.1lmcntc sci\ala: •• La auditorfo i.:1ut:ndida desde este punto de vista, puede 

ctm:.idernrsc que tiene c:.1dctcr de preventiva. y:.1 4uc mediante la dch.:cción d1.: puntos dCbilcs en el control 
1ntcrnu y el pla111..:amie1110 de medidas para mejorar o cambiar sistemas y proccdimicntos, evita la comisión de 
errores y dcsvi:.u:ioncs, dolos:.ts o involunt:.irias, que podrian presentarse a futuro... Robustecen ese 
planteamiento Cervantes y Serrano: ·• ... la pre\ ención y detección de fraudes están implicitos en la auditoria 
tinancicr.:t ...... p. 37. Adem:is sc1"\alan que la :.1uditoria timmcicra tiene por fin<ilidad: ·• ... se rc\·isa que las 
upcr~1ciunes hayan sido eorrcctamcn1c regismu.bs ;;1si como hechas en un marco de honestidad."' Pp. 36 y 37. 
1·· ..\\ rc:-.pcc!O un ;1rticuh.l publicado L'I 1:! rle m:tuhre de 2002 en la jornada por Gónzalcz Alvarc? Román, 
..:.·-lih:lic.1.1, 13 Caza de·· los Peces Gordos"' por Parte Je la SECODA~1. • Los Principaks culpables no han 
l'i-.;1dn la C;irci.:\. "' Vi\ i.:11 Fcltccs en el mar (k Corrupción l.! Impunidad>>. pp. 5 t\ y 12 A. (la SECODA~1 
pri.::,l.'!110 1 S di.:nunc1as pi.:naks por pecul;.1dn. kl\'ado de Jin..:ro y des\ io d..: recursos por m~is de 1.896.5 
11111\1..rni.::. de pesos. sin 1i.:111:r Cxitt1 h;.1sta d momcnh1. La corrupi:iún soc;.¡v¡1 la confianza en las inslitucioncs, 
all:c1a a los 4uc menos tii.:nen. ya que en paises que pn:scnt.m mayor corrup~ión. mayor es el número de 
p1..lbn:.; En ~1C,u:o, según \;.1 SECODAM. la corrupción puede rcpn:se11rnr el 9 ~~'del Producto Interno Bruto. 
:\ d1.:,:1r d..,.· la propia lns1i1uciün. ri.:ali?.0.1 ;.1mli1orias pcrm~rncntcs. por ello en los últimos ocho mese" ha 
1111puc.::-.to 1 S96 sa11ci011c:. u 2974 '.'ervidorcs públicos y ha recuperado J<J5::! m1lluncs de pesos parad erario.). 
"' 11..km. p. 6h 
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Este tipo de auditoria es la que realiza la SECODAM70
, las unidades de 

auditoria interna. de cada dependencia de la Administración P1fülica Federal, 
en el Gobierno del Distrito Federal y en las entidades de la administración 
p1fülica paracstatal71 

; se hace por partes ya que la carga de trabajo impide 
efectuar una evaluación de conjunto72

• Además cada entidad pública tiene 
obligación de llevar su propia contabilidad, según el artículo 39 de la Ley de 
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal. 

En la auditoria tradicional, el objetivo principal es la obtención de datos para 
sustentar una opinión sobre razonabilidad de lo revisado, sus técnicas y 
procedimientos, generalmente se limitan a una rev1s1on documental y 
aplicación de técnicas de auditoria dentro de la entidad revisada. En cambio, 
" la auditoria gubernamental y la fiscalización persiguen como objetivo la 
comprobación, en muchos casos total, de las operaciones y actividades, sin 
limitaciones de profundización, tiempo y costo, por lo que la aplicación de sus 
técnicas y procedimientos de auditoria pueden y van, en muchos casos, más 
allá del ámbito interno de la entidad o dependencia sujeta a revisión, por lo 
que técnicas como compulsas, solicitud de información a terceros y 
levantamiento de actas toman relcvancia."73 

Para una mejor fiscalización, los organismos superiores (SECODAM Y 
Entidad de Fiscalización Superior de la Federación, antes Contaduría Mayor 
de Hacienda), legalmente tienen la factibilidad de obtener información de 
otras instancias fiscalizadoras y de control, para ampliar la información de su 

~ .. Op. cit. Rubio. p. 81 . •• El Manual de Auditoria Gubernamental emitido por la Secretaría de Programación 
.Y l'n.:su¡nu:sto, reconoce y sugiere la aplicación de tCcnicas de auditoriu, que en esencia no difieren 
sustancialmente de las :uloptoufas por la profcsiün de la Contaduría Pl1blica Organizndn ... Es necesario. sci\alar 
Qlh!' las funciones de la mcnciona<l:.1 Secretaria (desaparecida) las reasumió la Secretaria de Hacienda y 
CrCdito Pühlicu ya que en 1976 se creó aquélla y se le dieron hls funciones que ya tenia ésta última, asi en 
191>2 desapareció la primcrn. 
~, La Ley tic Presupuesto. Contabilidad y Gasto Público, en su articulo 44 cscablccc que cada una de las 
dcpcndcnci•1s mencionadas tendr•\n órganos 1..te auditoria interna quienes dependerán del propio titular <le la 
dcpcndcnci.l y cumplir;.in 11.1~ progrnm.:1~ mínimos que lije h1 Secretaria Je Programación y Prt:supucsto 
( r.:cordcmos quC' sus funciones fueron ;;1su111idas pnr 11.1 SHCP). Consideramos pertinente sctialar, que los 
.-.ish:m.i~ de contabilidad scrún discl\;.ulos pílrn ser susceptibles de tiscaliiaciOn y con ello poder medir la 
1..·tit.::11.:ia y clii.:icncia del gasto público ft:dcrnl, (articulo 39 de la propia ley). Asi, las rcsponsabili1.lades 
tiscak~ que n:suhen. las har;.i.n elCctivas: la T\,.·son:ria de la Fc<lcrnción o l;;t Tesorerfa del Gobierno del 
Di:,rrito Fetler.:tl, scgún sc~1 t:l caso. " través del procedimiento <le ejecución respectivo. con el objeto de 
indcnrniL.ir pur ius J~u'\us )' perjuicios ocasionados a la llacicndi1 Pública Federal y a la del Gnbicmo del 
Dist;ito Federal o a h1s t.•ntidades lle la a<lmini:->tración püblica paracstatal t<irticulo 47 LPCGP). 
"! lde111. p. h7 
~' ldem. p. ~Q 
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revisión y asi contar con elementos adicionales y suficientes para confirmar 
i1Tegularidades74 dichas dependencias son: 

Secretaria de Hacienda y Crédito Público, 
Tesorería del Gobierno del Distrito Federal, 
Tesorerías de los Estados 
Registro Público de la Propiedad. 
Padrón de proveedores de la Administración Pública Federal, 
Instituciones nacionales de crédito 
Instituto Mexicano del Seguro Socia175 

Sin embargo. para solicitar información a dichas Instituciones es necesario 
primero haber levantado un acta administrativa (posterior a la rendición del 
informe del auditor y llevada a cabo la entrevista de éste con el titular de la 
dependencia auditada), misma que deberá ser "autorizada"; y luego que el 
titular de la fiscalización autorice el requerimiento de info1mación adicional, 
así lo señala Rubio Ragazzoni: 

··ADVERTENCIA 

LOS APOYOS DE SOLICITUD DE INFORMACIÓN A QUE SE HA HECHO REFERENCIA, 
DEBE ENTENDERSE QUE SU UTILIZACIÓN SOLO SE LLEVARÁ A CABO EN CASOS 
EXTRAORDINARIOS Y CUANDO YA EXISTE UN TRABAJO PREVIO Y EVIDENCIA 
RAZONABLE DE IRREGULARIDADES SURGIDAS; Y SU INSTRUMENTACIÓN SÓLO 
DEBERÁ REALIZARSE PREVIA CONSULTA Y AUTORIZACIÓN DE LOS TITULARES RES 
PONSA13LES DE LA FISCALIZACIÓN EN DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA 
1\D:\llNISTRACIÓN PUBLICA FEDERAL"'" 

Las irregularidades pueden ser de tres tipos: 

Las que representan negligencia o responsabilidad de tipo 
administrativo, que en forma general, no representán una 
afectación o perjuicio material al erario federal. 

• Las que afectan al erario federal en forma económica o material, 
ya sea por descuido, fraude o peculado y que necesariamente 
deberán demandar una recuperación económica y pueden ser 
sancionadas en forma económica y/o penal. 

4

' Op. cit. Rubio. p. 89 
~~ ldctn 
'ldcm p. 9:? 
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• Mixtas, combinación de las anteriores. 

Ello necesariamente se hará constar en un acta administrativa: 

"ADVERTENCIA 

EL LEVANTAMIENTO DE CUALQUIER ACTA ADMINISTRATIVA DEBERÁ 
CONSULTARSE PREVIAMENTE CON FUNCIONARIOS DE ALTO NIVEL. 
RESPONSABLES DE LA FISCALIZACIÓN, PARA OBTENER SU AUTORIZACIÓN DE 
APLICACIÓN, EN Lt\ CONSULTA SE LES DEBERA TRANSMITIR A ESTOS 
FUNCIONARIOS EL PORQUÉ SE PRETENDE LEVANTAR. LOS ANTECEDENTES DEL 
CASO QUE SE REVISA O ESTUDIA. QUÉ SE BUSCA CON SU IMPLEMENTACIÓN Y 
CÓ:l.10 SE PRETENDE MANEJAR EL LEVANTAMIENT0."77 

De lo anterior, podemos establecer que es, sin duda, una responsabilidad 
enorme para un servidor público que tenga a su cargo, la toma de decisiones 
en cuanto al levantamiento de actas, y que deba autorizar la solicitud para 
pedir información a otras Dependencias. 

El proceso de auditoria estaría incompleto si no se le diera "seguimiento", esto 
es, '" ... todos los resultados, cualesquiera que sea su naturaleza, que se 
obtengan del proceso de auditoría no tendrían validez o utilidad si no generan 
una acción de carácter correctivo o bien una justificación lógica y razonable a 
su falta de implementación."78 En ese sentido, es obligación del auditor llevar 
a cabo el seguimiento de sus observaciones o acciones sugeridas, en su 
informe, para tener la absoluta seguridad de la realización y aplicación de tales 
medidas. Para ello existen ordenamientos que otorgan facultades a las 
dependencias y entidades de fiscalización para dar dicho seguimiento; 
aquellos son los siguientes: 

Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y su 
reglamento. 

El Reglamento Interior de la SECODAM, 

Ley Orgánica de la Contaduría Máyor de Hadenda79
• Ahora Léy de 

Fiscalización Superior de la Federación, 

Ley de Ingresos ele la Federación, 

~~ Op. cit. Rubio. p. 95 
., ld1..·m. p. 107 
.. , h.h:m. 
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Ley de Egresos de la Federación. 

Para obtener resultados confiables que, redun.den en acciones del tipo que sea 
menester realizar, es de vital importancia,• la, voluntad 'de realizar.un .buen 
trabajo y la capacidad técnica y disposición de mecanismos sUficientes, así 
como de recursos humanos y monetarios para' satisfacer: plenainente . los 
objetivos de una auditoría80 • · · · · · · · 

Procedimiento 

De manera general, son tres las fases que comprende la auditoria: Planeación, 
ejecución e informe. Mencionaremos enseguida los pasos a seguir: 

Se trata de hacer una revisión del cumplimiento de objetivos y del 
ejercicio de los recursos económicos, materiales y humanos; asignados 
para ello. 

" Ln función de la Auditoria Adn1inistrativa consiste en realizar el análisis y dictamen de las 
actividades que 11cva n cabo una unidad administrativa para verificar que se ajusten n los objetivos y 
políticas establecidas. así con10 para comprobar la utilización racional de los recursos técnicos, 
nmtcrialcs y financieros, y el aprovechamiento del personal en el desarrollo operacional, y evaluar 
las medidas de control que aseguran los resultados espcrados:·~t 

Dicha revisión deberá realizarla el auditor, imparcialmente. 

·· El m1ditor proporciona opiniones y juicios imparciales, pues conoce las situaciones, libre de 
perjuicios o intereses personales. dentro de la cmprcsa:·S! 

·· El auditor. durante el dcsnhogo de su trabajo, d1:beni estar consciente de que actúa con entera 
libertad. sin inllucncia mental ni material por parte de quienes contn\tan sus servicios, ni de 
cualquier otra persona conectada a la empresa. Sus opiniones, sugerencias o consejos, deben ser 
resultado de circunstancias y observaciones personales, emitidas con impnrcialidnd.''5 

· 

Terminada la revisión se hacen las recomendaciones necesarias para 
mejorar 

'" Op. cit. Rubio, p. 71 . t\\ respecto, ilustra ampliamente lo siguiente: ••El persom11 encargado de realizar 1a 
mu.litoria debe po:o;ccr en conjunto la disposición. preparación tCcnica. experiencia y capacitación ncccsnrill 
p,•ira d dcsarrol1o de: sus actividades." 

ldcm. p. 1~ 
~= h\cm. l,· 15 
~ 1 hlcm. p. :!:! 
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·· En el Dictamen Gubernamental se dan a conocer los resultados obtenidos del examen realizado. 
El Dictamen de Auditoria debe contener las observaciones a efecto de que se formulen las 
recomendaciones tendentes a mejorar, en general, las operaciones realizadas por la dependencia o 
entitlnu.··!1:-' 

•· El titular y los funcionarios de las Dependencias y las Entidades requieren de infom1ación 
confiable, que les fncilitc el cumplimiento a dichos funcionarios. conocer todos los hechos, las 
conclusiones y las recomendaciones derivadas de sus e.'\omen. para que éstos tomen las acciones 
correctivas necesnrias."Ks · 

El auditor deberá entrevistarse con los directivos de las depen.dencias 
auditadas. · 

•• Se entrevista con las personas encargadas de los Departamentos y/u Oficinas, sobre los resultados 
obtenidos en el Informe: Gubc:nrnmental, en lo relacionado a las eficiencias o defidencias 
encontradas. Detectar el motivo por el cual no se está trabajando de acuerdo n las normas 
establecidas y se corrijan para el buen funcionamiento de dichos Departamentos y/u Oticina·s, según 
se trate.··1'1c. 

El informe será constrnctivo, preferentemente. 

" El enfoque del informe debe ser los más positivo y constructivo que sea posible, 'dÓndole mayor 
rcle;:vnncin a las sugerencias o recomendaciones, que a los aspectos negativos que se o.bserVaron:·1n 

Finalmente, se envía el infom1e a la SECODAM y a las dependencias 
que lo soliciten. 

··Posteriormente se manda copia del Informe Gubernamental al Director General de In Dependencia 
o Entidad, por último se manda el original a la Secretaria de la Contraloria General de la Federación 
y/o a las Dependencias de los Sectores de Vigilancia que lo soliciten ... 1.1,K 

La SECODAM no es el organismo idóneo para practicar visitas y auditorias a 
los órganos gubernamentales, tampoco lo es la Secretaria de Hacienda y 
Crédito Pliblico porque ambas dependen del Poder Ejecutivo; tampoco otro 
órgano <le nueva creación, siempre que dependa de alguno de los poderes 
públicos. Debe ser un tercero autónomo, para que realmente se cumpla con la 
finalidad que conlleva una "revisión" de esta índole. 

'" TELLEZ. Trcjo Bcnj;imin R .• El Dictamen en la Co1uaduría Públicn. México. 7"' edición, Tomo 11. Ecafsa. 
l lJlJ8, p. 409 
·'' ldcm. pp .. fül) y 410 
'

11 l<lcm. p. 411 
'' tdr.:m. p. 76 
··• ldcm. 
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No se trata de ninguna manera de descalificar por descalificar, es una critica 
en razóndel mejoramiento de .la función pública y del cumplimiento cabal y 
satisfactorio de>los objetivos que cada Dependencia o Institución ·tienen 
encomendados. , · · · · 

Recordemos que la Contaduría Mayor de Hacienda,· órgano técnico de la 
Cámara de Diputados se encargó, por mucho tiempo, de la fiscalización del 
Poder Ejecutivo. 

·· La función primordial de la Contaduría i\-tayor de Hacienda es revisar las cuentas pUblicas que 
por ley presenta el poder Ejecutivo al Poder Legislativo; en consecuencia. comprende toda In 
Adtninislración Pt'ablicn Fcdcrnl tanto In que se conoce como centralizada (Secrctarius de Estado y 
Departamento del Distrito Federal) y la paraestatal (sociedades con participación mayoriinrin o 
minoritaria. organismos c.lcsccntrnlizados y fideicomisos), así como los poderes Lcgislati\'O y 
Judicia1:·K'> 

Se trata de una rev1s1on de hechos pasados, por ello es una rev1sw11 a 
posteriori; este nivel de fiscalización es equiparable a una auditoría externa 
del Poder Ejecutivo. Sin embargo, poco o nada se sabe de la actuación del 
mencionado órgano de fiscalización. 

La SECODAM fiscaliza dentro, al Poder Ejecutivo, es decir audita el interior, 
así lo señala Rubio: 

·· ... La fiscalización que se da dentro del poder Ejecutivo. se realiza en fom1a directa por la 
Secretaria de la Contralorín General de la Fcdemción. y se apoya en las contralorías internas 
ubicadas en In mayoria de las entidades y dependencias del Gobierno Federal. En este caso podria 
decirse que este nivel de liscalización es equiparable a una auditoria interna del poder Ejecutivo.''1)0 

.. Sin pretender jerarquizar la importancia de estos tres poderes, es un hecho que la función de 
tiscaliznción se centra en el Poder Ejecutivo, en razón de ser el que tiene n su cargo la función de 
administrar los fondos .. recursos püblicos y ejecutar los progranu1s y acciones de gobierno, por lo 
llUC si: <lará t!n fas is a Cstc en su estudio."'>! 

A decir de, Rubio Ragazzoni, fiscalización, .. Es la acción por medio de la 
cual se evalúan y revisan las acciones de gobierno considerando su veracidad, _ 
razonabilidad y el apego a la ley". Recordemos que esa era precisamente, u'na 
de las finalidades del juicio de residencia. 

Actualmente, además de la SECODAM existe la Entidad de Fi~calizrición 
Superior de la Federación, de la Cámara de Diputados (m1íctifos)4_ fracs. 11 y 

.:: Op. cit. Rubio. p. 9 
hh:m. 

'll hk111. p. 11 

. . ,·--:· .. ~; º' ,. ·-
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IV, y 79 de la Constitución Federal). Se reformaron los artículos 74 y 79 entre 
otros, por decreto publicado en el Diario Oficial de fecha 30 de julio de 1999. 
Este decreto señala que la mencionada entidad entrará en funciones a partir del 
O 1 de enero de 2001, revisando la Cuenta Pública de los años de 1998 a 2000 
como lo venia haciendo la Contaduría Mayor de Hacienda. Además 
puntualiza, que en todos aquellos documentos donde se mencione a la 
Contaduría se entenderá que se trata de la Entidad de Fiscalización Superior 
de la Federación. Y todos los recursos humanos, materiales y patrimoniales de 
aquélla, pasarán a formar parte de dicha entidad. Asimismo el titular de la 
Contaduría lo será hasta el 31 de diciembre de 2001, pudiendo ratificarse su 
nombramiento hasta cumplir los ocho años que establece el articulo 79 
constitucional. El titular se elige por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros de la Cámara dt: Diputados presentes, pudiendo ser reelegido una 
vez más. La duración en el encargo es de ocho años. 

Este organismo tiene la facultad para fiscalizar los ingresos y egresos, el 
manejo, la custodia y la aplicación de fondos y recursos de los poderes de la 
Unión y de los entes públicos federales, así como aquellos que ejerzan las 
entidades federativas, los municipios y los particulares. Para ello puede 
investigar y determinar los datios y perjuicios a la Hacienda Pública y fincar 
directamente las responsabilidades, las indemnizaciones y sanciones 
pecuniarias, promover las acciones que sean pertinentes en apego a la LFRSP 
y hacer las denuncias y querellas penales a que den origen sus investigaciones. 
Sin embargo. será el Poder Ejecutivo quien hará efectivo el cobro de las 
indemnizaciones y de las sanciones pecuniarias, mediante el procedimiento 
administrativo de ejecución, (articulo 79 Constitucional). 

Una labor sin duda loable, pero que se enfrenta a dos inconvenientes 
principales: 

Depende de la Cfünara de Diputados 
Ejerce el cobro pecuniario de las sanciones e indemnizacio.nes, el 
Ejecutivo Federal 

Otra desventaja es que, para ser titular de dicho organismo se establecieron los 
mismos requisitos que para ser ministro de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación (articulo 95 constitucional), a excepción del requisito de ser licenciado 
en Derecho. Para ostentar un cargo de esa magnitud es indispensable ser 
t:specialista en derecho fiscal y en derecho financiero, para cuando menos ir 
acordt: con el nombre del organismo y máxime que el titular debe conocer la 
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materia que va a ejercer directamente. No se puede estar dejando tarea tan 
importante y trascendente,. a los· asesores. Además de que ello implica ·un 
gasto adicional. · 

':,,·, 

Esperamos que el desemp¡::ño d~jí~ Entidad de' Fiscalización Superior de la 
Federación contribuya a . recobrar,;:.·la.~confiánza y la credibilidad en las 
Instituciones Públicas, aélemiís dei:yiÍar'menilscabo al erario público. 

·,,.,,1,;\,:•::..'.:_:_:·:;>:_ ~·-·, 

El maestro Colín Sánchez: 's~fi~¡"¡( los 'antecedentes de la función de la 
SECODAM: '' 

h Hubiera resultado in1pcrdonablé no hacei:~onstar -que, las atribuciones conforidas al titular de esa 
dependencia estaban a c¡ugo de servidores públicos de otras Secretarias: Secretario de Hacienda, 
Procurador General de In República, Procuradurías Generales de Justicia de cada una de las 
Entidades Federativas. titulares de lns Oticialins Mayores o servidores públicos dependientes de 
éstos, etc. 

En éste, hasta cierto punto, nuevo subórgano es del todo inconveniente que sean contadores 
pliblicos quienes califiquen si una conducta o hecho se adecua a un tipo penal preestablecido, o en 
su caso, a lo prevenido en un reglamento. 

Esta función, en su caso, corresponde a un abogado especin1izado en esas disciplinas; ndemñs. el 
contenido de los artículos 21, 73 fracción VI, base 6, y 102 de la Constitución Política de los 
Estndos Unidos Mexicanos, vigente. es muy preciso al indicar la esfera competencial de los 
intc¡;rantcs del Ministerio Público del Fuero Común y del Fuero Federal. razón por la cual, no 
corresponde a contadores ejercer funciones técnico.jurídicas, sino contables.>>1)2 

La tarea de liscalización es una tarea interdisciplinaria en la que deberán 
part1c1par contadores públicos, administradores, actuarios, abogados 
especializados, entre otrus; para obtener resultados satisfactorios. 

Registro patrimonial de los servidores pt.'1blicos 

Un mecanismo que se pensó, en su momento, sería un medio de proteger al 
erario público, es la declaración ele situación patrimonial que deben hacer los 
servidores públicos. cuyo origen en México, es el siguiente: 

·· Hasta antes de qut.: se instituyera la Secretaría de la Contraloria Geneíal de la Federación, en todns 
la~ Procuradurias dt: Justicia e.xistin un departamento o sección de manifestación de bienes y, ante el 

.,z Op.cit. Co\in, p. 772 
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funcionario respectivo, hacían llegar sus manifestaciones de bienes los empleados y funcionarios 
públicos de la Federación y de las Entidades Federativas, y esto siempre funcionó muy bien. 

La creación de todo un aparato burocrático costoso y complicado con -el que cuerita el organismo 
mencionado y la fnlta de acceso inmediato que tenían los funcionarios de las procuradurías a esa 
documentación impiden su actuación oportuna en las investigaciones que cada caso amerita.º 93 

De tal suerte que en 1982 se tipificó como delito el enriquecimiento ilícito, 
cuyo antecedente ya existía desde la época colonial, denominado 
enriquecimiento inexplicable. Es importante señalar, que no se trata de una 
conducta sino de una consecuencia de los delitos de peculado y de concusión, 
principalmente. Se estableció tal delito con el fin de acabar con la 
corrupción94

, en nuestro estudio, el juicio de residencia se hacia con el fin de 
erradicar la dádiva, principalmente. 

<< ... Como presupuesto o base importante para el denominado "enriquecimiento ilícito", en la Ley 
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, vigente, se ordena: " La Secretaria llevará 
el registro de In situación patrimonial de los servidores públicos de confom1idad con esta ley y 
di.!mfü; disposiciones aplicables .. (art. 79). Para estos fines, quedan obligados, anualmente, a declarar 
.sobre su situación patrimonial y bajo protesta de decir verdad, todo el personal que, en sí. integran 
el régimen gubcrnamcntnl.>:;·'15 

La reforma constitucional de 1982 contempló sanciones administrativas y 
penales que se aplicarán a los servidores públicos por causa de 
enriquecimiento ilícito. " ... este delito surge cuando el servidor público no 
puede acreditar el legítimo aumento de su patrimonio en términos de Ja Ley de 
Responsabilidades y de conformidad con su declaración de bienes entregada a 
la Contraloria.'""'. 

·n Op.cit. Colin. p. 773 
''' Cr\RDEN.-\S RlOSECO. R<uil F., Enriquecimiento ilícito. inconstitucionnlidad del articulo 224 del Código 
pc1rnl Fcd1.:rnl. probkmútic:.1 que plantea la ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos en la 
;.1p\icaciún de este ilicito, México. Porrlm, 2001. Su creación cs.<< ... i11opera111c, ya que sólo unos cuantos 
ca~os han llcg;.1do a los tribunales en engorrosos y absurdos procc:sos, que no culminaron en sentencias 
comkno.1tori;.1s. pnr lit complejidad e imprccisión de este delito, y además. porque la supuesrn razón de política 
criminal nh.:m.:1011ad.:1 no frenó lí.1 corrupción en nuestro pais ya que, por ejemplo. el org¡mismo denominado·· 
Transp;m:ncia ltw:rnacional" colocó a m11.:stro país en c1 arlos 2001 en el lugar 51 en lo relativo al Indice dt: 
Pcrccpc1ón subrc Corrupción (IPC) que clasitic;.l 91 paises. Paises como Finlandia. Dinamarca, Nuev.a 
Zcl.rnda. l~l;mdia, Sing;.1pur y Suecia obtuvii:ron una calificación ~lá\;i1m1 cercana a lO lo que rt!flcja niveles 
muy bajo" de corrupción ( lktllrma Sección A- 2s:o610l ). Lo quc se quiere desmcnr es quc a casi 20 arios de 
h;ib'-'r"i: i11du1Jo e~tc delito en nucstro Código penal f.cdcral, ha resultado inopt.•rut1ll' por su aplicación y su 
foha dc contribución al co111b:.1tc dc la corrupción en nuestro país, <lcj:mdo sólo un funesto y odioso precedente 
d.: .:'ceso kg1slativo que viola los prindpios escncüdes del Derecho Penal yn rd'cridos y, en consecuencia, ul 
Est:.1do de Derecho en g..:ncral, según tratare di: demostrar en este trab¡tjo.>> pp. XLIV y XLV. 
ldCnti'-·;1 im '-'Stig:adón se hi1.o en el primer semestre 1.k\ afio :002. con el lin de calificar la administración del 
.:11.:tual pn.: .... idcntc, obtcn1endo rcsu\t:.1dos similares a los de 2001 . 
. ,. lbid. Colin. pp. 768 y 7íl9 
'•h Op. i.:i1. P;.11.:hi.:cu. p. 117 

229 



La SECODAM es la única que puede hacer la declaratoria, ante el Ministerio 
Público, de que un servidor público no justificó la procedencia lícita del 
incremento sustancial de su patrimonio. Ello se establece en el artículo 90 de 
la LFRSP en relación con el artículo 224 del Código Penal Federal 
(enriquecimiento ilícito). 

El artículo 8 púrrafo tercero de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos y el articulo 110, párrafo segundo de la Constitución 
Federal se refieren a "manejo indebido de fondos y recursos, .. << 
necesariamente se está refiriendo a que dichos fondos sean sustraídos por el 
servidor público, para beneficio personal, o se les dé otro destino no permitido 
o autorizado por la ley en forma dolosa, es decir, se haga una "desviación" no 
pe1mitida de los mismos.>>97 Además el articulo 108 penúltimo párrafo, de la 
Constitución Federal, también señala el manejo mencionado. 

Para lograr un control de las adquisiciones que hagan los servidores públicos 
posteriores a su encargo, tomando en cuenta lo adquirido con anterioridad al 
mismo, presentarán aquellos declaraciones periódicas. 

La declaración de situación patrimonial, deberá presentarse dentro de los 
sesenta días naturales siguientes a la toma de posesión, dentro de los treinta 
días naturales siguientes a la conclusión del encargo y; por último, durante el 
mes de mayo, de cada año, habrá de presentarse esta declaración acompañada 
de una copia de la declaración anual, presentada por las personas fisicas 
(servidores públicos), para los efectos de la ley del Impuesto Sobre la Renta, 
hecha excepción, de que en ese mismo año, se hubiese presentado la 
declaración dentro ele los sesenta días naturales, siguientes a la toma de 
posesión (art. 81 LFRSP). 

La falta de cumplimiento a lo anterior, produce como consecuencia, que quede 
sin electo el nombramiento respectivo e igualmente, así ocurrirá, si no se 
presentó la declaración durante el mes de mayo de cada año, a que antes 
hicimos referencia (art. 81, frac. 111). Si al terminar el encargo, se omite hacer 
la declaración pertinente, será inhabilitado por una año el infractor (art. 81 
último párrafo). 

La declaración ele situación patrimonial, tanto en su fase inicial como final, 
habrá de referirse a los bienes inmuebles, con fecha y valor de adquisición, al 

'J' Op.cit Pachcco. p. 116 
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igual que el medio por el cual se llevó a cabo la adquisición (art. 83). Cabe la 
interrogante, ¿alguna vez se han verificado los datos anotados en las 
declaraciones? Debido a que todo es anotado puntualmente en la ley 
(facultades y obligaciones), para evitar la analogía y la mayoría de razón. 

Cuando los signos exteriores de riqueza sean ostensibles y notoriamente 
superiores a los ingresos lícitos que pudiera tel)er un servidor público, la 
SECODAM puede ordenar visitas de inspección y auditorías, fundando y 
motivando su acuerdo, además de solicitar la orden de autoridad judicial, si es 
necesario. Previamente se habrán hecho del conocimiento del servidor 
público, los hechos que las motivan y se le presentarán las actas respectivas; 
para que manifieste lo que a su derecho convenga (art. 84). 

Con relación al artículo anterior, surge la inquietud, ¿ Por qué duplicar 
funciones? Si para ello existe la SHCP, además de que, ¿ qué razón hay para 
retardar procedimientos? Los servidores públicos también son contribuyentes, 
personas físicas que tienen obligación de declarar impuesto sobre la renta y 
pagar conforme a lo declarado. En caso contrario, hacerse acreedores a las 
sanciones que el propio Código Fiscal (y su reglamento), establece en 
relación con la Ley del Impuesto Sobre la Renta y del Código Penal Federal. 

El articulo 86 señala que los servidores públicos que incurran en 
enriquecimiento ilícito, serán sancionados conforme al Código Penal. Para 
ello se computarán los bienes que adquieran o que se conduzcan como dueños 
aquellos, los que reciban o de los que disponga su cónyuge y sus dependientes 
económicos directos, salvo que se acredite que éstos los obtuvieron por sí 
mismos y por motivos ajenos al servidor público (es dificil que los familiares 
del servidor acepten que tenían conocimiento de que se obtuvieron los bienes 
en detrimento del erario público, por ello no prospera un juicio por 
enriquecimiento ilícito. Además de que existe el contrato de mandato.). Esto 
es una reminiscencia del juicio de residencia, si recordamos que al virrey 
lturrigaray se le enjuicio por peculado (riqueza ostensible) y aún habiendo 
fallecido él se cobró a los descendientes y a su cónyuge la suma establecida 
como rcsarcitoria del erario p1folico. Asi también ello se encuentra en el 
articulo 91 del CPF. 

En los articulas 84 a 90 de la ley Federal de Responsabilidades de los 
Scr\'idorcs Públicos, " ... no se menciona en forma clara. precisa ni exacta, la 
forma y términos en que el funcionario público debe justificar el origen de sus 
bienes, ya que si analizamos, entre otros, el artículo 86 de la LFRSP, veremos 
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como establece que serán sancionados, en los términos del Código penal, los 
servidores públicos que incurran en e11riq11eci111iento ilícito, es decir, en este 
caso, es esta última ley la que hace también una remisión al Código penal; y el 
artículo 90 establece que es la Secretaria de la Contraloria y Desarrollo 
Administrativo la que hará la declaratoria de que el funcionario público sujeto 
a la investigación respectiva, no justificó la procedencia lícita del incremento 
sustancial de su patrimonio, es decir, que la investigación y configuración de 
un ilícito penal. se deja a la decisión de una Secretaria de Estado, en este caso, 
la Secretaria de la Contraloria y Desarrollo Administrativo."''8 Si la 
SECODAM va a investigar un delito, en este caso, pero no lo puede sancionar, 
¿Tiene alguna razón y/o conveniencia que sea ella quien investigue antes que 
el Ministerio Público, si consideramos históricamente, que ello ya lo hacía el 
propio M. P '?. 

Ahora bien, es ocioso establecer como delito una consecuencia de una 
conducta, enriquecimiento ilícito99

, si ya existían con anterioridad a aquel, los 
delitos ele concusión y ele peculado (artículos 218 y 223 , respectivamente, del 
Código Penal Federal). · 

Como quiere "disciplinarse" a los servidores públicos, si la primera 
indisciplina es establecer que puede tomarse o recibir dinero, hasta cierto 
monto, ello ya se contemplaba en Roma. 100 Así el articulo 88 en relación con 
el artículo 47 fracción Xlll de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, sci'iala que: el servidor público no puede recibir dinero o 
cualquier otra donación, servicio, empleo, cargo o comisión para si, o para su 
cónyuge o parientes consanguíneos hasta el cuarto grado, por afinidad o 
civiles, o para terceros con los que tenga relación profesional, laboral o de 

'
1

" Op. cit.. Cárdcnas. p. 1 )8 
'"' hlcm. p. XLII <<El delito de "E11riq11ecimit:mu /lidto", curiosamente. no existe en ninglin país de la 
Eu1opa Occidental. ni 1..·n los Estados Unidos de Nortc~1mérica. ni en ningún país con influencia del Derecho 
anglosajón. ya que en dichos paises las conductas ilícitas de los funcionarios públicos se cncucntnin 
.\/1/h'11..•mc..·mcl1f(.' regulmlcrs en las figuras del peculado, el cohecho, el prevaricato. d tráfico de intluencia.s. 
l'.'.'.>h..' 1..·~ un ddito de crl.'.';11.'.'ión latinoamericana. cuya p•llcmiúad se adjudican los argentinos en su ley 16648 
que fue incluid;.1 t.:n su Código Penal de l lJ64, gracias a la intlucnciil y elaboración del prestigiado penalista 
S1.'.'b~1:.11ún Snkr y ülrus 1.1ull.,rc~ de aqud p.iis.;» \'ario ... autores, " ... coinciden en que en el delito de 
cnr1lJlU..'cimi.:nto ilicih1 no ~e dclinc una condui:ta. sino sólo un rcsu\l;u.to y que la definición no cs clara ni 
pr.:L·i::.;1. as1111i~1110. cn111L·idcn en qut: es un <.h:lito de sospecha. <.¡uc rompe el principio dt.: lt.:galidad. invierte la 
L'arga de 1~1 prul..'l.,¡1. rom¡w el prin.:ipio acusatuno, viola la presunción de inocencia y el principio dc que nadie 
c~t•'i ohlig;nln ;1 declarar en ~u ~ontra, todas t:llas ascvcraciom::s moti\'o de c~:;te estudio." Pp. XLIII y XLIV. 
1
"'

1 \'cr D'ORS. A ... El Digesto de Justini~mo, Versión cnstcll:tna por A. D'ors. F. Hcrnántlcz. 
Tcj1..·ro. P. Fucntcscca, ~l. García-Garrido y J. Burillo. Tomo 111.. Edit. Arnnzadi, Pamplona. 1975. 
p. il \¡Capitulo 1 tesis). 
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negocios, socios o sociedades en las que sea parte o haya formado parte. Y 
que procedan de personas que tengan vinculación con el servidor público por 
la actividad que realicen y que dicho servidor tenga que regular o supervisar. 
Y agrega: " Para los efectos del párrafo anterior, no se considerarán los que 
reciba el servidor público en una o más ocasiones, de una misma persona 
fisica o moral de las mencionadas en el párrafo precedente, durante un año, 
cuando el valor· acumulado durante ese año no sea superior a diez veces el 
salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal en el momento de su 
recepción" (párrafo segundo, art. 88). A contrario censu, si le permite la ley al 
servidor público recibir, en dinero líquido o en especie, pero que la suma no 
c.xccda del monto especificado y que provenga de una misma persona. 
Entonces puede recibir, no pasando dicho monto y proviniendo de personas 
distintas, en años diferentes. Cualquier cantidad que recibu como salario un 
servidor público que tenga trato directo con público en general, ¿será 
suficiente para disuadirlo a recibir "gratificación" por sus favores o facilidades 
brindadas?¿Sc puede disciplinar a alguno, cuando se le permite "tomar o 
recibir un poco" de aquello, radicalmente, prohibido para la mayoría de la 
población'! 

Sujetos .obligados a presentar declaración patrimonial 

- . ~ . . . 

Poder Legislnti,;o, Fiideral: Diputados y Senadores, Oficiales Mayores, 
Tesoreros y piréctor~s de las Cámaras, y Contador. Mayor de Hacienda 
(articulo 80 frac:J).;: ·~;, , · · 

~: f' • •• 

Poder Ejecutivo Federal: todos los funcionarios a partir del nivel de 
jefe de departamento hasta el de presidente de la República (articulo 80 
Frac. 11). 

Procurador General de la República, Procurador General de Justicia del 
Distrito Federal, así como todos los funcionarios, en forma ascendente 
del nivel de jefe de departamento; en ambas dependencias. Asi también 
Agentes del Ministerio Público y policías judiciales (artículo 80 frac. 
Y). 

En la SECODAM todos los servidores públicos de confianza (frac. IX). 
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El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (art. 80 ,frac. 
Vlll en relación con el último párrafo de la frac. IX y del artículo 3 frac. 
Vil de la LFRSP). 

En la Administración Pública Paraestatal: directores generales, gerentes 
generales, subdirectores generales, subgerentes generales, directores, 
gerentes, subdirectores y servidores públicos ecjuivaléntes · de los 
órganos descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria 
y sociedades y asociaciones asimiladas y fideicomisos públicos (frac. 
\11). 

El Tribunal Federal de Conciliación y.Arbitraje 

Magistrados 

Secretarios y sus equivalentes 

Juntas Federales de Conciliación y Arbitraje 
' ·~ ' , ·., '. ·. . . 
. ' ., .. · .. ·. 

Poder Judicial ~eder~I: > .. ····. 

Ministros de Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

Magistrados de Circuito . 

Jueces de Distrito 

Secretarios judiciales y los actuarios. 

En el Distrito Federal 

En Ju Asamblea Legislativa del Distrito Federal: los Diputados, 
Oficial Mayor, Tesorero, Directores, Subdirectores y Jefes de 
Departamento (artículo 80 frac. 1 bis). 
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En el órgano ejecutivo local del gobierno del Distrito Federal: todos 
los funcionarios, desde el .nivel de jefes de departamentos (hoy, 
direcciOnes) . hasta el · Jefe de Gobierno, Delegados Políticos, 
Subdelegados yJefes de Departamento de las Delegaciones. 

- El Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal 

Magistrados ·· 

secretarios y s·lÍs equivalentes 

Los Tribunales del Trabajo 

Las Juntas locales de Conciliación y Arbitraje 

2.1. Temporalidad 

La auditoria externa debería efectuarse anualmente (obligatorio para todos los 
órganos de la administración pública) para que al igual que la declaración 
patrimonial sean conocidos los resultados en el mes de mayo a más tardar, del 
año siguiente a aquél a revisar. Es un tiempo razonable y suficiente dado que 
las auditorías internas son continuas101 . Además de que seis meses antes de 
abandonar el cargo, cada servidor público que tenga a su cargo una Oficina, 
Departamento, Unidad, etc. le sea aplicada una auditoria administrativa y otra 
tinanciera para que antes de irse quede todo ordenado y el próximo servidor 
público, que asuma el cargo, tenga certeza en el estado en que recibe el 
organisn10. 

Además de que es un tiempo razonable, para tomarse medidas tendientes a 
evitar que prescriba el derecho de acción del Estado para perseguir delitos en 
contra del ernrio público, y posteriormente exigir el resarcimiento de los 
pc1juicios ocasionados al mismo. 

1
"

1 :\si lo declara el ac1u:1l Titular dt: la SECODAM, en los periódicos de circulación en el Distrito Federal. <le 
ti.:1.:h.:1 12 de octubre de 2002. 
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3. Sanciones 

El deseo primario del hombre, es establecer. medios de prevencton de los 
delitos y/o bien, disminuir la frecuencia con que se realizan éstos. 

·• ... una de lns múltiples finalidades nsigna~as n la p~~~.:~sl~ preven~Íó~~el delit~. Esta puede ser 
pnniculnr o general. ·,_;' ·.·: .. }·'.·:' .. , /'_::_,._.,;., ·.;, :''.(.-: >:. >·:'._:·>>-: '.~,:_,fj: ·, .. · _ 

" .. - -.:.:· .,.:; .. ; . . -.~-,-.-~- ·,,:·~ - . ,,:<·:. :,\-~'.?~. ~- '.>>··:·: ::::: . · .. 
La Prevención particular se dirige al d~li~c~e1Úe; p_ri~· éVii!J:i-_ SU_ ·r-C::i~Ci_dénéi~\;-~.--}y; ::: '.">' i < '· ._--. 
( te impongo esta pena para que no vu~lva_S a ·de'liri(¡Ufr).~~~~-- Sén'érn~;:.~e-,d¡~¡g(U· In co-lectividad 
(observen lo que le ocurrió ni transgresor de;:_ In ley, _Uste'des nlotíven~~-P':lf ln''i1ornÍ·a pa~~ que_no les 
ocurra lo mismo) ..... to~ ; .:·:· · :,_,-

En razón de conservar el Estado de Derecho se han establecido penas y 
medidas de seguridad para tratar de disuadir a las personas a cometer ilícitos. 

·· La distinción radica en que mientras las penas llevan consigo la idea de expiación y, en cierta 
forma. la retribución. las n1edidas de seguridad, sin carácter aflictivo alguno, intentan de modo 
fundamental la evitación de nuevos delitos. Propiamente deben considerarse como penas la prisión 
y la multo. y medidas de seguridad los demás medios de que se vale el Estado para sancionar, pues 
en la actualidad ya han sido desterradas otras penas, como los azotes, la marca, la mutilación, 
ctc."rn3 

" La fortaleza o la blandura de un sistema penal no se mide por el tamaño de 
sus penas sino por la eficacia de su aplicación. Un sistema que castigue con 
penas razonables al 90 por ciento de los delincuentes es un sistema durísimo. 
Por el contrario, un sistema que castigue con penas extremas a tan solo el 2 
por ciento de los delincuentes - como el nuestro - es un sistema blandengue. 

Por ello, es necesario que el tiempo futuro corrija vicios y deficiencias que se 
traducen en conductas desvaloradas que, hoy en día, no se castigan. En otras 
que. por lo contrario, se castigan sin correspondencia con una descalificación 
ética. En sanciones que no son congn1entes, por extrema dureza o extrema 
blandura, con los bienes jurídicos tutelados y agraviados. En agravantes y 
atenuantes mal relacionadas con los medios y circunstancias comisivas. En 
penas sustitutivas que no se aplican. Y en una sobrepenalización de la vida 
jurídica, muchas veces indebidamente supletoria de las deficiencias o 
incapacidades aplicativas a otras áreas normativas."tº4 

•·•: Op. cit. Hcrnúmh:z Pliego. Programa ... p 38 
1
''

1 
üp. cit. Castcll~mos, pp. 324 y 325 

111 ~ RO;o..1ERO :\l>IS. José Elfos. El dcsoifio Je la justicia. ~lé:xico, Miguel Angel Porrúa. :?OOI. p. 76 
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Muchas de las conductas en que incurren los servidores públicos, deben ser 
tipificadas como delitos, si reflexionamos y vemos que hay sanciones 
disciplinarias administrativas, que van desde el apercibimiento público o 
privado hasta la inhabilitación temporal del cargo o comisión. Mismas que son 
incoherentes con el deseo de que prevalezca la igualdad de todos ante la ley, 
así como la equidad. Los servidores públicos si puedan sustraer dinero o 
bienes y pagarán dos tantos más del lucro obtenido o de los daños y perjuicios 
causados. El criterio para pagar debiera ser acorde a reglas fiscales para que en 
verdad sea una sanción ejemplar y disuasoria de conductas. Es importante 
señalar que el artículo 75 de la LFRSP establece que las sanciones económicas 
que se impongan constituirán créditos fiscales y se harán efectivas mediante el 
procedimiento económico-coactivo de ejecución y se sujetarán en todo a 
disposiciones fiscales, ello es incompleto ya que la propia sanción debería ser 
fijada conforme a criterios fiscales (multa, recargos actualización, etc.) y por 
ende ejecutada con apego a dichas disposiciones. 

•• Las sanciones ndministrntivns se imponen por violación a las obligaciones que tiene el servidor 
público de salvaguardar la legalidad, honradez, !callad, imparcialidad y eficiencia que deben 
observar en el dcscmpet'\o <le su empleo. cargo o comisión. Estos tém1inos tampoco están 
debidamente cspecilicados en la ley. quedando sujetos n las subjetividades que la harán 
innplicablc ... 105 

" Respecto de las sanciones que se contemplan, es desafortunado este capitulo ya que no se ajusta ni 
principio 11u/lw11 crimc.•11 sine p<!ll{l, 1Vullum pena sine le.t, pues como puede observarse quedan lo 
subjetivo muchas de las conductas que se enmarcan en la ley. 

Si algo debe tener el servidor público no sólo es el acntnmicnto a la nom1a jurídica, sino el 
cumplin1ic11to y observación de la nonna ética con un amplio y claro concepto de servicio a la 
colccti\·idad con sentido de responsabilidad."'°'' 

No es suficiente con que se le inhabilite a un servidor público~07, ni con el 
descrédito público que pueda sufrir por la publicitación de su actuar. Si 
tomamos en cuenta que todo ello lo sufre un delincuente comt'.m (pierde el 
trabajo, es señalado por las personas que lo conocen y cuando sale de la 
cárcel, es muy dificil que alguien lo emplee, aunado a que su familia también 
es señalada y sufre las consecuencias de ello). En ese tenor de ideas, existe 
una desigualdad de personas en "aras de la función pública". 

105 . 
Op. cit. P:.1chcco. p. 11 J 

1
'"' ldc111. p. 11-" 

.... Romero A pis. sc11a1:1 ni respecto: "El combate a la corn1pdón implica una desafio mayor. Se enfrenta a las 
:;educciones Jcl dinero. del poder. de In comodid<td y de la vanidad": p. 155. 
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3.1. Resarcimiento 

Es deseable que las penas y las medidas de seguridad sean acordes al daño 
causado, a decir de Hernández López: " Las sanciones penales se aplicarán 
de acuerdo con lo dispuesto en la legislación penal y tratándose de delitos por 
cuya comisión. el autor obtenga un beneficio económico o cause daños o 
perjuicios patrimoniales, deberán graduarse de acuerdo con el lucro obtenido y 
con la necesidad de satisfacer los dafios y perjuicios causados por su conducta 
ilicita". 

En materia penal, "Las sanciones económicas no podrán exceder de tres tantos 
de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios causados.'.'io~. En 
cambio en materia administrativa, los servidores públicos pagaran dos tantos 
más del lucro obtenido y de los daños y perjuicios causados (artículo 55 de la 
LFRSP). 

La sanción pecuniaria que establece el artículo 29 del Código Penal Federal, 
comprende dos conceptos: la multa y la reparación del daño. La primera es el 
pago que se hace al Estado, conforme al salario mínimo vigente en el lugar 
donde se haya cometido el ilícito, dicha cantidad no podrá exceder de 
quinientas veces el salario mínimo, salvo cuando la ley establezca cantidad 
superior. La segunda, fijada por el juez (art. 31 ), comprende restituir la cosa 
obtenida o bien el precio de la misma, cuando no es posible devolverla; 
aunado a la indemnización del dai'io material y moral causado incluyendo 
gastos de atención médica o terapéuticos. Además del resarcimiento de los 
pe1j uicios causados. 

La mencionada sanción se dividirá entre el Estado (multa) y el ofendido 
(reparación del daño). Si no es posible cubrir toda la sanción pecuniaria, se 
preferirá reparar el daño causado a prorrata, cuando son varios los ofendidos. 
Cuando el inculpado salga bajo fianza, los depósitos que garanticen la 
libertad cauciona! se aplicarán como pago preventivo a la reparación del dai'io, 
para ello la autoridad ejecutora, será prevenida de que mantenga el importe a 
disposición del tribunal para realizar tal pago (art. 35 CPF). 

Si el delincuente muere, se exigirá únicamente la reparación del daño, así lo 
establece el Código Penal Federal: 

'"~ llERNA:SOEZ LOPEZ. A;;uón. los delitos Je qui:rclla t:n el fuero común. tCdcral )' lllilit:ir. MCxico. 
Porrúa. 1998, p. 5 

238 



Artículo 91. La muerte del delincuente e"tíngue la acción penal, así como las sanciones que se le 
hubieren impuesto, n excepción de la reparación del daño, y la de decomiso de los instrumentos con 
que se cometió el delito y de las cosas que sean efecto u objeto de él. 

Recordemos que la reparación del daño por los familiares del _difunto ya se 
establecía en España (Capítulo 11), habiéndose hecho efectivo por primera vez 
en el juicio de residencia incoado al Virrey Juan de lturrigaray. Por lo tanto, 
el sistema penal mexicano tiene reminiscencias del juicio en estudio. 

Estas disposiciones son aplicables generalmente a los delincuentes en general, 
no a personas con calidad especial, en este caso a servidores pt'1blicos. Es 
deseable que se establezca respecto al resarcimiento de daños y perjuicios que 
éste será conforme a criterios fiscales. ya que no se establece nada al respecto. 

En ese sentido, es claro que las medidas de seguridad impuestas a quienes en 
abuso de su encargo, han obtenido beneficios económicos, aquellas no son 
suficientes para "pagar" los daños causados. Si consideramos que los 
beneficios obtenidos muchas veces son superiores a las cantidades 
establecidas en la ley para resarcir los daños y los perjuicios causados. Dadas 
las situaciones que se han presentado y la frecuencia con que suceden, aunado 
a las estratosféricas cantidades que se han sustraído del erario público, es 
necesario que las cantidades líquidas que se impongan como medidas de 
seguridad, estas deberán actualizarse conforme a criterios fiscales, para que de 
ese modo, realmente resarzan el daño o perjuicio causado al erario público. 
Además, quienes incurren en ilícitos de ésta índole saben que, son mayores los 
beneficios que pueden obtener en comparación con las sanciones que puedan 
aplicárseles. 

Queda mucho por hacer en nuestro sistema penal para lograr un equilibrio. 
entre ilícitos y penas o medidas de seguridad aplicadas a quienes '.tienen. 
encomendada tarea tan encomiable como es la función pública y sobre_todo la 
confianza de la población. Y por ende la imagen de las Instituciones está bajo 
su responsabilidad. 

239 



CONCLUSIONES 

Primera. El juicio de residencia es un legado valioso que nos dejaron los 
españoles en su paso por México. A través del tiempo desapareció de los 
ordenamientos jurídicos, tal como se le había concebido, sin embargo, existen 
reminiscencias de éste juicio. 

Segunda. La razón para instituir dicho juicio fue erradicar la dádiva y con ello 
evitar que los servidores públicos se beneficiaran de manera ilícita del cargo 
que tenían la fortuna de ostentar. Asimismo, se pretendió fiscalizar su 
actuación y vigilar su desempeño. Además de que existía una 
"profesionalización" de los servidores públicos ya que se les iba ascendiendo 
de manera natural de acuerdo a su capacidad y honestidad en la detentación de 
los cargos anteriores. 

Decimos de manera natural ya que, en general, los funcionarios pt'.1blicos 
estaban concientes de que necesariamente serían residenciados al término de 
su encargo. Y quienes tenían vocación de servicio, o les importaba tener 
mayor jerarquia y ganar mejor en el desempeño de la función pública; ellos 
mismos pcdian se les residenciara. Teniendo la certeza de que la sustanciación 
del juicio les beneficiaria. 

Tercera. Una desventaja para el servidor público era cuando se le investigaba 
(pesquisa) sin que supiera de que se le acusaba, ni quien le acusaba. Entonces 
no sabia de qué, ni cómo defenderse. En ese aspecto no se respetaba el 
derecho del acusado a saber de qué y quién lo acusaba, dejándolo en estado de 
indefensión. Este aspecto hizo que se pugnara por proteger a los servidores 
públicos, pero en ese afán los legisladores fueron al otro extremo; 
estableciendo menor responsabilidad o nula responsabilidad según las 
jernrquias. Así los servidores de mayor jerarquía están exentos de 
responsabilidad "real" por sus actos u omisiones en el desempeño de su 
encargo. 

Cuarta. La investigación era frecuente, además de que se hacía al tém1ino de 
su encargo. No dudamos que haya habido excepciones; pero había un control 
más efectivo, en general, de los servidores públicos. Por lo tanto se preservaba 
la confianza y la credibilidad en las Instituciones Públicas. 
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Ello derivaba en ascensos y/o destituciones, desaprobación pública y/o 
reconocimiento público de las personas que desempeñaban un cargo público. 
Según se condujera con probidad o deshonestidad. De esta manera los 
ciudadanos participaban activamente en la vigilancia del ejercicio de los 
cargos públicos y consecuentemente del erario público. Ahora se busca la 
participación ciudadana como uno de los factores determinantes para evitar la 
corrupción, sin embargo; será necesario primero, recobrar la confianza en las 
Instituciones contribuyendo a ello los servidores públicos con vocación de 
servicio, que quieran y exijan se les profesionalice y capacite continuamente 
para desempeñar cabalmente su encargo. 

Quinta. Es menester tener convicción y voluntad férrea para evitar proponer, 
dar y/o recibir dádivas por un bien o servicio (ahora no sólo es la dádiva sino, 
existe otro tipo de conductas u omisiones que un servidor pt'.1blico puede 
ejercer). Claro que la retribución por un trabajo, requerido tan frecuentemente 
por los ciudadanos, como lo son todas aquellas actividades que realiza el 
Estado por mandato de sus representados; debe ser suficiente para evitar la 
búsqueda de otros medios de subsistencia. Pero también se requiere de una 
voluntad estatal de sancionar a los servidores públicos deshonestos, evitando 
el retardo de la justicia, al juzgarlos como a cunlquier persona, sin tnntos 
trámites previos, (como es el caso cuando para establecer responsabilidad 
penal primero deba sustanciarse un procedimiento llamado declaración de 
procedencia, requisito sin el cual no debe procederse penalmente); sólo de esta 
manera, el Estado y sus Instituciones recobrarán la confianza de la población, 
en ellos, darán ejemplo a los ciudadanos y por ende tendnín legitimad en In 
detentación del poder público; además tendrán autoridad moral suficiente 
(primero) para hacer prevalecer el Estado de Derecho. 

Sexta. En este orden de ideas, es necesario que las funciones que cada Poder 
Público debe tener según su denominación, realmente se respeten y sean 
ejercidas por cada Poder sin la intervención, de ninguna índole, de otro poder. 
Porque entonces no hay una congruencia entre lo que se señala como 
"separación de poderes" y lo que realmente se hace. Como es el caso de la 
sustanciación del juicio político por un órgano legislativo y no por uno 
jurisdiccional. Asi también, un órgano fiscalizador dependiente del Poder 
Legislativo, principalmente. 

Sc!ptima. Sabemos que tomar acciones y decisiones tendientes a cambiar 
cualquier situación, es compleja y dificil, por los mt'.1ltiples iiúereses que se 
sentirían afectados; sin embargo, por algún lado tiene que empezarse y/o 
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continuarse en la tarea de mejorar nuestras instituciones y hacerlas más 
eficientes y satisfactorias de la funciones encomendadas. 

Octava. La génesis, el ejercicio y la teleología de la función pública (en 
cualquiera de sus órdenes) tienen su explicación primigenia en el servicio y 
satisfacción de la población, de la cual los servidores públicos forman parte. 
En este orden de ideas, es indispensable escuchar las demandas sociales, en 
cuanto a la actuación de las Instituciones públicas, para cambiar, mejorar o 
reestructurar las mismas y por que no hacerlas autónomas cuando ello sea de. 
vital importancia. 

Now!lla. Es necesario volver la vista atrás, para no repetir en círculo vicioso 
las conductas u omisiones, que afortunadamente, la historia señala como 
errores que no debieran repetirse por sus consecuencias y por el desgaste 
infructuoso que sufren las Instituciones (cuando se ha dado el caso). Pero de 
igual manera, tomar en cuenta aquellos aciertos (que han sido muchos), para 
no sólo emularlos sino superarlos. 

Por supuesto, debemos asumir el papel de actores no sólo d.e espectadores de 
nuestra realidad social, con miras a servimos plenamente de nuestras 
Instituciones. 
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